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SENTENCIA DE FECHA 2 DE SEPTIEMBRE DE 1970 

Sintencla impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D:strito 
Judicial de San Cristóbal, de fecha 18 de noviembre, 1969. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Compañía Anónima de Explotacicncs Industriales. 

Abogado: Dr. Miguel A. 13.1to Mata. 

Recurrid): Manucl Borerto Evang3lis:a. 
Abogado: Francisco José Díaz Peralta y Tullo Pérez Mart:nez. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente. Primer Sustituto en funcionas de Pre-
sidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, 
Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pereiló, Juan 
Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Roja Car-
buce:a, asistidos del Secretario Ganeral, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 2 d31 mes de Septiem-
bre de 1970, añcs 1279 de la Independencia y 103 9  de la 
Restauración, dicta en aud:encia pública, como carte de ca-
sación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Com-
pañía Anónima de Explotac'ones Industriales, entidad in-
dustrial y agrícola domiciliada en la casa N 9  48 de la ca-
lle Isabel la Católica de esta ciudad, contra la sentencia 
dictada en sus atribuciones laborales y en segundo grado, 
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de San Cristóbal, en fecha 18 de noviembre de 1969, cuyo 
dispositivo se copia más adelante; 



S-lateada impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D:strito 
Judicial de San Cristóbal, de fecha 18 de noviembre, 1969. 

Materia: Trabajo. 

ItecurreWe: Compañía Anónima Ce Explotaciones Industriales. 

Abogai:o: Dr. Miguel A. Bfito Mata. 

ilecurrid): Manuel Ilorerto Evang lisia. 
Abogado: Francisco José Díaz Peralta y Tullo Pérez Martine2. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente. Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, 
Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pereiló, Juan 
Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Roja Car-
buce:a, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 2 c121 mes de Septiem-
bre de 1970, años 1279 de la Independencia y 103 9  de la 
Restauración, dicta en audiencia pública, como carte de ca-
sación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casac:ón interpuesto por la Com-
pañía Anónima de Explotac'ones Industriales, entidad in-
dustrial y agrícola domici:iada en la casa N9 48 de la ca-
lle Isabel la Católica de esta ciudad, contra la sentencia 
dictada en sus atribuciones laborales y en segundo grado, 
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de San Cristóbal, en fecha 18 de noviembre de 1969, cuyo 
dispositivo se copia más adelante; 
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Sentencia que declara la caducidad del recurso ee casación 
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Labor Ce la Suprema Corte de Justicia durante el mes de sep-
tiembre de 1970, pa ,g. 2076. 



130LETIN JUDICIAL 	 1879 1878 	 BouTIN JUDICIAL 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Jorge Mora Nadal, en la lectura de sus con-

clusiones, en representación del Dr. Miguel A. Brito Me-
ta, cédula 23397, serie 47, abogado de la recurrente; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de la recurrente, suscri-
to por su abogado y depositado en la Secretaría de la Su. 
prema Corte de Justicia el día 28 de enero de 1970; 

Visto el memorial de defensa del recurrido Manuel 
Roperto Evangelista, suscrito por sus abogados Doctores 
Francisco José Díaz Peralta y Tulio Pérez Martínez; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículo 1315 del Código Civil; 141 del 
Código de Procedimiento Civil, 78 del Código de Trabajo, 
y 1, y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo-
tivo de una reclamación laboral que no pudo ser conciliada 
intentada por Manuel Roperto Evangelista contra la hoy 
recurrente, el Juzgado de Paz del Distrito Municipal de Ya-
guate, dictó el día 25 de noviembre de 1968, una sentencia 
cuyo dispositivo es el siguiente: "Primero: Acoger por ser 
regular en la forma y válida en el fondo la demanda que 
en reclamación de prestaciones laborales ha interpuesto el 
señor Manuel Roperto Evangelista contra la Compañía Anó-
nima de Explotaciones Industriales. Segundo: Declarar co-
mo por la presente Declara resuelto el contrato de trabajo 
que existía entre la Compañía Anónima de Explotaciones 
Industriales y el señor Manuel Roperto Evangelista por 
culpa de la primera; así como declara injustificado el des-
pido así intervenido, y en consecuencia, Tercero: Condenar 
como por la presente condena a la firma Compañía Anó-
nima de Explotaciones Industriales a pagar al señor Ma-
nuel Roperto Evangelista los valores correspondientes a  

24 (veinticuatro) días de si ario por concepto de preaviso; 
105 (ciento cinco) días por concepto de auxilio de cesantía; 
14 (catorce) días correspondientes a las vacaciones del año 
1967; 10 (diez) días por concepto de vacaciones proporcio-
nales a 9 meses de trabajo al ZO de agosto de 1968, dos ter-
cios de la duodéc:ma parte del salario de un año por con-
cepto de regalía pascual proporcional de 1968; al pago de 
la indemnización a que se reviere el incisa tercero del ar-
tículo 84 del Código de Trabajos computada desde el dia 

de la demanda hasta la fecha de la sentencia definitiva, sin 
que exceea del valor correspondiente a los salarios de 9.? 
(noventa) días, computadas todas estas prestaciones a ra-
zón de RD$11.51 (once pesos con cincuenta y cuatro cen-
tavca) diarios. Cuarto: Condenar a la Compañía Anónima 
de Explotaciones Industriales a pagar al señor Manuel Ro-
perto Evangelista cualquier suma que le corresponda en 
virtud de las gestiones retroactivas de salarios que se es-
tán encaminando en la actualidad por otras vías, siempre 
y cuando las mismas tuvieren éxito. Quinto: Condenar a la 
Compañía Anónima de Explotaciones Industriales al pago 

de las costas, distrayendo las mismas en provecho del abo-
gado, doctor Albert Bridgewater Liberd, quien af'rma ha-
berlas avanzado en su mayor parte"; b- que sobre el re-
curso de apelación interpuesto por la Compañía contra ese 
fallo, el Juzgado a-quo dictó el día 24 de marzo de 1969, 
una sentencia cuyo dispositivo dice así: "Primero: •Se re-
serva el fallo en cuanto a las conclusiones presentadas por 
ambas partes relativas a la nulidad de la sentencia recu-

rrida pedida por la Cía. recurrente. Segundo: Crdena un in-
formativo y a la vez reserva el contra informativo solici-
tado por el recurrido. Tercero: Ordena también la compa-
recencia personal de las partes en litis debiendo el Ingenio 
Caei ser representado por el Dr. Pablo B. Cabral M. Fija la 
audiencia pública del día Lunes 19 de Mayo del año en 
curso a las 9 horas de la mañana para conocer de las me-
didas ordenadas. Se reservan las costas"; c) que después 
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Jorge Mora Nadal, en la lectura de sus con-

clusiones, en representación del Dr. Miguel A. Brito Ma-
ta, cédula 23397, serie 47, abogado de la recurrente; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de la recurrente, suscri-
to por su abogado y depositado en la Secretaría de la Su-
prema Corte de Justicia el día 28 de enero de 1970; 

Visto el memorial de defensa del recurrido Manuel 
Roperto Evangelista, suscrito por sus abogados Doctores 
Francisco José Díaz Peralta y Tulio Pérez Martínez; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículo 1315 del Código Civil; 141 del 
Código de Procedimiento Civil, 78 del Código de Trabajo, 
y 1, y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en la.: 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo-
tivo de una reclamación laboral que no pudo ser conciliada 
intentada por Manuel Roperto Evangelista contra la hoy 
recurrente, el Juzgado de Paz del Distrito Municipal de Ya-
guate, dictó el día 25 de noviembre de 1968, una sentencia 
cuyo dispositivo es el siguiente: "Primero: Acoger por ser 
regular en la forma y válida en el fondo la demanda que 
en reclamación de prestaciones laborales ha interpuesto el 
señor Manuel Roperto Evangelista contra la Compañía Anó-
nima de Explotaciones Industriales. Segundo: Declarar co-
mo por la presente Declara resuelto el contrato de trabajo 
que existía entre la Compañía Anónima de Explotaciones 
Industriales y el señor Manuel Roperto Evangelista por 
culpa de la primera; así como declara injustificado el des-
pido así intervenido, y en consecuencia, Tercero: Condenar 
como por la presente condena a la firma Compañía Anó-
nima de Explotaciones Industriales a pagar al señor Ma-
nuel Roperto Evangelista los valores correspondientes a  

24 (veinticuatro) días de sa ario por concepto de preaviso; 
105 (ciento cinco) días por concepto de auxilio de cesantía; 
14 (catorce) días correspondientes a las vacaciones del año 
1967; 10 (diez) días por concepto de vacaciones proporcio-
nales a 9 meses de trabajo al ZO de agosto de 1968, dos ter-
cios de la duodécima pare del salario de un año por con-
cepto de regalía pascual proporcional de 1968; al pago de 
la indemnización a que se refiere el inciso tercero del ar-
tículo 84 del Código de Trabajo, computada desde el dia 
de la demanda hasta la fecha de la sentencia definitiva, sin 
que exceca del valor correspondiente a los salarios de 90 
(noventa) días, computadas todas estas prestaciones a ra-
zón de RD$11.51 (once pesos con cincuenta y cuatro cen-
tavos) diarios. Cuarto: Condenar a la Compañía Anónima 
de Explotaciones Industriales a pagar al señor Manuel Ro-
perto Evangelista cualquier suma que le corresponda en 
virtud de las gestiones retroactivas de salarios que se es-
tán encaminando en la actualidad por otras vías, siempre 
y cuando las mismas tuvieren éxito. Quinto: Condenar a la 
Compañía Anónima de Explotaciones Industriales al pago 
de las costas, distrayendo las mismas en provecho del abo-
gado, doctor Albert Bridgewater Liberd, quien arrma ha-
berlas avanzado en su mayor parte"; b- que sobre el re-
curso de apelación interpuesto por la Compañía contra ese 
tallo, el Juzgado a-quo dictó el día 24 de marzo de 1969, 
una sentencia cuyo dispositivo dice así: "Primero: -Se re-
serva el fallo en cuanto a las conclusiones presentadas por 
ambas partes relativas a la nulidad de la sentencia recu-
rrida pedida por la Cía. recurrente. Segundo: Crdena un in-
formativo y a la vez reserva el contra informativo solici-
tado por el recurrido. Tercero: Ordena también la compa-
recencia personal de las partes en litis debiendo el Ingenio 
Caei ser representado por el Dr. Pablo B. Cabral M. Fija la 
audiencia pública del día Lunes 19 de Mayo del año en 
curso a las 9 horas de la mañana para conocer de las me-
didas ordenadas. Se reservan las costas"; c) que después 
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de realizadas las medidas de instrucción ordenadas, inter-
vino el fallo ahora impugnado, cuyo dispositivo es el si-
guiente: "Falla: Primero: Declara bueno y válido en la 
forma el recurso de apelación, por haber sido incoado me-
diante el cumplimiento de los requisitos legales. Segundo: 
Rechazar como al efecto Rechaza la excepción de nulidad 
propuesta por la Compañía Anónima de Explotaciones In-
dustriales contra la sentencia del 25 de noviembre de 1968, 
dictada por el Juzgado de Paz del Distrito Municipal de 
Yaguate, en atribuciones del Tribunal de Trabajo ae Pri-
mer Grado, por haber quedado cubierta dicha propuesta nu-
lidad con las conclusiones al fondo presentadas por la so-
licitante. Tercero: Declarar como al efecto Declara bue 
no y válido la comparecencia personal de las partes y el in-
formativo celebrado en la audiencia de fecha 30 de junio 
de 1969. Cuarto: Se Confirma en todas sus partes la sen-
tencia impugnada por haber hecho el Juez una buena apre-
ciación de los hechos y una correcta aplicación del dere-
cho, y en consecuencia, declara sin justa causa el despido 
hecho al señor Manuel Roperto Evangelista por la Com-
pañía Anónima de Explotaciones Industriales al no pro-
barse las alegadas violaciones al artículo 78, ordinales 2, 7 
y 21, del Código de Trabajo. Quinto: Condenar como al 
efecto Condena a la Compañía Anónima de Explotaciones 
Industriales al pago de las costas, con distracción de las 
mismas en provecho del Doctor Albert Bridgwater Libera, 
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que la recurrente invoca en su memo-
rial de casación, los siguientes medios: Primer Medio: Vio-
lación del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil, 
porque en la sentencia impugnada no se transcribieron las 
conclusiones leídas en audiencia por la compañía apelan-
te. Violación del derecho de defensa. Falta de base legal. 
Segundo Medio: Violación, por desconocimiento, del ar-
tículo 343 del Código de Procedimiento Civil. Violación  

del artículo 56 de la Ley l‘T 9  637, del 16 de junio de 1944, 
sobre Contratos de Trabajo. Violación dei articulo 141 del 
Coaigo ae 1--ioceaimiento Civil. iVolacion dei artículo 1351 
del Luengo Civil. Violación del derecho de defensa. Falta 
ae base legal. 'tercer metilo: Violacion del altíralo or-
denares 2o., 3o., tio., 'lo. y 21o., del Código de `trabajo. 1./es-
natulanzacion ae los testimonios aportaaos al debate y no 

ponueraeion ae las cieciafaciones de algunos testigos, que 
ue nabeilse tomado en cuenta hubieran podido, eventual-
mente, influir en la decisión del caso. Falta de base legal; 

.Cunsiceianuo que en su primer medio ce casacion, la 
recurrente a...ega en sintesis, que en la sentencia impugnada 
no se transcriben las conclusiones que ena presento en la 
audiencia ael 223 de julio ae 1969, y que como consecuencia 
ae esa in egularivaa, ei juez a-quo omitio, pronunciarse so-
bre puntos especilieos c.#.& tales conclusiones, como por 
ejemplo, ei relativo a que se decialaran regulares y válidas 
la comparecencia personal y la informacion testimonial ce-
lebradas, y el que se refiere a que se uiera acta a la Com-
pania de que el trabajador recurrido había renunciaao a. 
contra-informativo; que esa omisión, sostiene la recurren-
te, ha lesionado el derecho de defensa y ha dejado la sen-
tencia impugnada carente ae base legal; Pero, 

Considerando que si bien es cierto que en la sentencia 
impugnada no se transcriben las conclusiones a que se re-
fiere la recurrente, como era el deber del juez a-quo en 
acatamiento del artículo 141 del Código de Procedimiento 
Civil, tal omisión no ha causado lesión alguna al derecho 
de defensa, pues los puntos esenciales de las conclusiones 
omitidas fueron ponderados por dicho juez; que, en efec-
to, en la sentencia impugnada consta que se declararon 
buenos y válidos la comparecencia personal y el informa-
tivo realizados; que si en dicho fallo no se le dió acta a 
la Compañía de que el trabajador había renunciado al con-
tra-informativo, tal omisión no puede dar lugar a una ca- 
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de realizadas las medidas de instrucción ordenadas, inter-
vino el fallo ahora impugnado, cuyo dispositivo es el si-
guiente: "Falla: Primero: Declara bueno y válido en la 
forma el recurso de apelación, por haber sido incoado me-
diante el cumplimiento de los requisitos -  legales. Segundo: 
Rechazar como al efecto Rechaza la excepción de nulidad 
propuesta por la Compañía Anónima de Explotaciones In-
dustriales contra la sentencia del 25 de noviembre de 1968, 
dictada por el Juzgado de Paz del Distrito Municipal de 
Yaguate, en atribuciones del Tribunal de Trabajo ae Pri-
mer Grado, por haber quedado cubierta dicha propuesta nu-
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licitante. Tercero: Declarar como al efecto Declara bue 
no y válido la comparecencia personal de las partes y el in-
formativo celebrado en la audiencia de fecha 30 de junio 
de 1969. Cuarto: Se Confirma en todas sus partes la sen-
tencia impugnada por haber hecho el Juez una buena apre-
ciación de los hechos y una correcta aplicación del dere-
cho, y en consecuencia, declara sin justa causa el despido 
hecho al señor Manuel Roperto Evangelista por la Com-
pañía Anónima de Explotaciones Industriales al no pro-
barse las alegadas violaciones al artículo 78, ordinales 2, 7 
y 21, del Código de Trabajo. Quinto: Condenar como al 
efecto Condena a la Compañía Anónima de Explotaciones 
Industriales al pago de las costas, con distracción de las 
mismas en provecho del Doctor Albert Bridgwater Liberd, 
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que la recurrente invoca en su memo-
rial de casación, los siguientes medios: Primer Medio: Vio-
lación del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil, 
porque en la sentencia impugnada no se transcribieron las 
conclusiones leídas en audiencia por la compañía apelan-
te. Violación del derecho de defensa. Falta de base legal. 
Segundo Medio: Violación, por desconocimiento, del ar-
tículo 343 del Código de Procedimiento Civil. Violación  

del artículo 56 de la Ley NQ 637, del 16 de junio de 1944, 
sobre Contratos de Trabajo. Violación dei articuio 141 del 
Coaigo ae Inoceainnento Civil. iVolacion del artículo 1351 

dei eoaigo Civil. Violación del derecho de defensa. Falta 
de base legal. lercer Metilo: V iolacion del artírulo 78, or-
dinaies zo., 3o.„ tio., 7o. y 21o., del Código de Trabajo. Des-
natan anzacion (le los testimonios aportaaos al debate y no 
ponueracion ae las aecialaciones ae algunos testigos, que 
ae nuoeise tomauo en cuenta hubieran podido, eventual-
mente, influir en la decisión del caso. kaita de base legal; 

Consiuelanuo que en su primer meuio ae casación, la 
recurrente a..ega en sintezis, que en la sentencia impugnada 
no se transcriben las concusiones que ella presento en la 
audiencia del 28 de julio ae 1969, y que como consecuencia 
ae esa iriegularivaa, ei juez a-quo omitio, pronunciarse 60- 

bre puntos especn.cos c*: tales conclusiones, como por 
ejemplo, ei reiaLivo a que se deciaiaran regulares y válidas 
la comparecencia personal y la informacion testimonial ce-
lebraaas, y el que se refiere a que se diera acta a la Com-
parna de que el trabajador recurrido había renunciado a. 
contra-informativo; que esa omisión, sostiene la recurren-
te, ha lesionado el derecho de defensa y ha dejado la sen-
tencia impugnada carente ae base legal; Pero, 

Considerando que si bien es cierto que en la sentencia 
impugnada no se transcriben las conclusiones a que se re-
fiere la recurrente, como era el deber del juez a-quo en 
acatamiento del artículo 141 del Código de Procedimiento 
Civil, tal omisión no ha causado lesión alguna al derecho 
de defensa, pues los puntos esenciales de las conclusiones 
omitidas fueron ponderados por dicho juez; que, en efec-
to, en la sentencia impugnada consta que se declararon 
buenos y válidos la comparecencia personal y el informa-
tivo realizados; que si en dicho fallo no se le dió acta a 
la Compañía de que el trabajador había renunciado al con-
tra-informativo, tal omisión no puede dar lugar a una ca- 
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sación, pues ese pedimento, en la especie, era irrelevante; 
que, por tanto, el medio que se examina carece de funda-
mento y debe ser desestimado; 

Considerando que en su segundo medio de casación la 
recurrente alega en síntesis, que el Juzgado de Paz de Ya-
guate decidió el fondo de la litis, cuando todavía no se en-
contraba en esatdo el asunto, pues no se habían vencido 
los plazos que a ella se le habían acordado; que la recu-
rrence pidió al juez a-quo que pronunciara, por esa irregu-
laridad, la nulidad de la sentencia del primer grado; que, 
sin embargo, dicho juez rechazó ese pedimento sobre la ba-
se de que la referida nulidad había quedado cubierta por 
las conclusiones ai fondo presentadas por la recurrente, y 
a pesar de que el indicado juez había reservado la decisión 
de esa excepción para hacerlo conjuntamente con el fondo, 
por ,sentencia del 24 de marzo de 1969 que había adquiri-
do la autoridad de la cosa juzgada; que al fallar de es..! 
modo, sostiene la recurrente, que en la sentencia impugna.. 
da se ha incurrido en los vicios y violaciones denunc.ados; 
Pero, 

Considerando que de la lectura de la sentencia impug-
nada se advierte que el juez a-quo, apoderado de la totali-
dad del asunto por el efecto devolutivo de la apelación, y 
para decidir el fondo de la presente litis, realizó su prop.a 
instrucción con las debidas garantías del derecho de de 
fensa; que en esas condiciones, carece de relevancia el agra-
vio relativo a la nulidad de la sentencia del primer grado; 

Considerando que en el tercer medio la recurrente ale-
ga en síntesis, que ella despidió al trabajador Roperto Evan• 
gelista por el hecho de que éste hizo figurar piezas nuevas 
en la reparación de un motor, cuando en realidad no las 
puso; que ese hecho, que constituye una falta de probidad, 
causó perjuicios a la recurrente; que la Compañía aportó 
los testimonios de Mario Reyes y Urbano Gómez, para 
probar esos hechos justificativos del despido; que, sin em- 

bargo, el juez a-quo no ponderó tales declaraciones, las 
cuales hubieran podido conducir a una solución diferente; 
que, además, el juez a-quo desnaturalizó las declaraciones 
del Informe verbal del Administrador Pablo A. Cabral M., 
pues, si bien es cierto que este funcionario dijo que el tra-
bajo de Evangelista había sido eficiente, no dejó de seña-
lar que el despido del mencionado trabajador obedeció a 
que dejó "de ponerle unas piezas nuevas en la reparación 
del motor", no obstante haber sido compradas por la em-
presa, hecho que constituye una falta de probidad, atenta-
toria a los intereses morales y económicos de la Compa-
ñía; Pero, 

Considerando que de la lectura tanto de la sentencia 
del primer grado, como la del fallo impugnado, resulta que 
la Compañía recurrente basó el despido del trabajador 
Evangelista en las violaciones al Artículo 78 del Código 
de Trabajo, ordinales 2, 7 y 21, que admiten como justa 
causa de despido la incapacidad, ineficiencia o falta de de-
dicación a las labores para las cuales fue contratado el tra-
bajador; que la falta de probidad, como causa específica pa-
ra la justificación del despido, está prevista en el ordinal 
39  de dicho artículo, ordinal que no fue mencionado en 
las conclusiones de la Compañía presentadas ante los jue-
ces del fondo; 

Considerando que el examen del fallo impugnado pone 
de manifiesto que el juez a-quo rechazó el alegato le la 
Compañía, relativo a que el despido fue justificado, sobre 
los siguientes fundamentos esenciales: a) las declaraciones 
de los testigos que afirmaron que Evangelista era un tra-
bajador capacitado y eficiente; b) que la Compañía le ha-
bía enviado dos cartas en que se hacía constar la capacidad 
de ese trabajador y el aumento de salario con que se le 
premió; e) en el hecho de que construyó una locomotora pa-
ra el Ingenio Caei; lo que demuestra, que es un "mecánico 
de sobrada eficiencia y capacidad y que en vez de perju- 
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sación, pues ese pedimento, en la especie, era irrelevante; 
que, por tanto, ei meaio que se examina carece de funda-
mento y debe ser desestimado; 

Considerando que en su segundo medio de casación la 
recurrente alega en síntesis, que el Juzgado de Paz de Ya-
guate decidió ei fondo de la litis, cuando todavía no se en-
contraba en esatdo el asunto, pues no se habían vencido 
los plazos que a ella se le habían acordado; que la recu • 
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laridad, la nulidad de la sentencia del primer grado; que, 
sin embargo, dicho juez rechazó ese pedimento sobre la ba-
se de que la referida nulidad había quedado cubierta por 
las conclusiones al fondo presentadas por la recurrente, y 
a pesar de que el indicado juez había reservado la decisión 
de esa excepción para hacerlo conjuntamente con el fondo, 
por sentencia del 24 de marzo de 1969 que había adquiri-
do la autoridad de la cosa juzgada; que al fallar de es . : 
modo, sostiene la recurrente, que en la sentencia impugna-
da se ha incurrido en los vicios y violaciones denunc.ados, 
Pero, 

Considerando que de la lectura de la sentencia impug-
nada se advierte que el juez .a-quo, apoderado de la totali-
dad del asunto por el efecto devolutivo de la apelación, y 
para decidir el fondo de la presente litis, realizó su propia 
instrucción con las debidas garantías del derecho de de-
fensa; que en esas condiciones, carece de relevancia el agra-
vio relativo a la nulidad de la sentencia del primer grado; 

Considerando que en el tercer medio la recurrente ale-
ga en síntesis, que ella despidió al trabajador Roperto Evan• 
gelista por el hecho de que éste hizo figurar piezas nuevas 
en la reparación de un motor, cuando en realidad no las 
puso; que ese hecho, que constituye una falta de probidad, 
causó perjuicios a la recurrente; que la Compañía aportó 
los testimonios de Mario Reyes y Urbano Gómez, para 
probar esos hechos justificativos del despido; que, sin em- 

bargo, el juez a-quo no ponderó tales declaraciones, las 
cuales hubieran podido conducir a una solución diferente; 
que, además, el juez a-quo desnaturalizó las declaraciones 
del Informe verbal del Administrador Pablo A. Cabral IVI., 
pues, si bien es cierto que este funcionario dijo que el tra-
bajo de Evangelista había sido eficiente, no dejó de seña-
lar que el despido del mencionado trabajador obedeció a 
que dejó "de ponerle unas piezas nuevas en la reparación 
del motor", no obstante haber sido compradas por la em-
presa, hecho que constituye una falta de probidad, atenta-
toria a los intereses morales y económicos de la Compa-
ñía; Pero, 

Considerando que de la lectura tanto de la sentencia 
del primer grado, como la del fallo impugnado, resulta que 
la Compañía recurrente basó el despido del trabajador 
Evangelista en las violaciones al Artículo 78 del Código 
de Trabajo, ordinales 2, 7 y 21, que admiten como ¡lista 
causa de despido la incapacidad, ineficiencia o falta do de-
dicación a las labores para las cuales fue contratado el tra-
bajador; que la falta de probidad, como causa específica pa-
ra la justificación del despido, está prevista en el ordinal 
39  de dicho artículo, ordinal que no fue mencionado en 
las conclusiones de la Compañía presentadas ante los jue-
ces del fondo; 

Considerando que el examen del fallo impugnado pode 
de manifiesto que el juez a-quo rechazó el alegato -le la 
Compañía, relativo a que el despido 'fue justificado, sobre 
los siguientes fundamentos esenciales: a) las declaraciones 
de los testigos que afirmaron que Evangelista era un tra-
bajador capacitado y eficiente; b) que la Compañía le ha-
bía enviado dos cartas en que se hacía constar la capacidad 
de ese trabajador y el aumento de salario con que se le 
premió; c) en el hecho de que construyó una locomotora pa-
ra el Ingenio Caei; lo que demuestra, que es un "mecánico 
de sobrada eficiencia y capacidad y que en vez de perju- 
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dicar a la empresa la benefició más allá del límite que exi-
gían sus obligaciones"; d) finalmente, que la Compañía no 
demostró, como le correspondía, que el trabajador hubie-
se violado los oieunales 2, 7 y 21 del Artículo 'DI del Código 
de Trabajo, invocados como justificación del despiao; 

Consiaerancio que el juez a-quo para formar su con-
vicción en el sentiuo antes indicado ponderó los e_ernentos 
de juicio que fueron aportados al debate; que del exani,.. 
del acta de audiencia donde constan las aeciaraciones de 
Pablo B. Cabral, Mario Reyes y Urbano Gómez, resulta que 
a ninguna de esas declaraciones se les ha variado en esen-
cia, su sentido y alcance, pues, en definitiva, ellos no han 
afirmado que el trabajador Evangelista hubiese incurrnio 
en algún hecho que constituyese una falta grave que a 
juicio dei Juez a-quo, justificase el despido; que finalmen-
te ia sentencia impugnada contiene motivos de hecho y de 
derecho que han permitido a esta Suprema Corte de Justi-
cia verificar que en la especie se ha hecho una correcta 
aplicación de la ley; que, en consecuencia, el medio que 
se examina carece también de fundamento y debe ser deses-
timado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la Compañía Anónima de Explota-
ciones Industriales contra la sentencia dictada en sus atri-
buciones de Tribunal de Trabajo de Segundo Grado, por 
el, Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judic.al (le 
San Cristóbal, en fecha 18 de noviembre de 1969, cuyo 
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente 
fallo; y, Segundo: Condena a la recurrente al pago de las 
costas, ordenándose la distracción de ellas en provecho de 
los Doctores Tulio Pérez Martínez y Francisco José Díaz 
Peralta, abogados del recurrido, quienes afirman haberlas 
avanzado en su totalidad. 

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente — Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francis-
co Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló— Juan 
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Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 4 DE SEPTIEMBRE DE 1970 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 

4 de septiembre de 1969. 

teria. Petral 
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Recurrentes: Hilario Sosa Mejía, Instituto Agrario Dominicano y 

la Compañía Nacional de Seguros San Rafael, C. por A. 
Abogado: Dr. Hugo Francisco Alvarez V. 

Interviniente: Antonio Paulino. 

Abogado: Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente. Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, 
Francicisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló y 
Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad 
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 
4 de septiembre de 1970, años 127o. de la Independencia y 
1089  de la Restauración, dicta en audiencia pública como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Hilario So-
sa Mejía, dominicano, mayor de edad, chófer, soltero, do-
miciliado en la casa No. 9 de la calle Restauración de la 
ciudad de Bonao, cédula N 9  12360, serie 48, el Instituto 
Agrario Dominicano, con domicilio en la calle 30 de Mar-
zo esquina México, de esta ciudad, y la Compañía Nacio-
nal de Seguros "La San Rafael, C. por A.", con domicilio  

en la casa N 9  66, calle Isabel la Ctólica de esta ciudad, con-
tra sentencia correccional dictada por la Corte de Apela-
ción de La Vega de fecha 4 del mes de septiembre de 1969, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez, cédula NQ 

7769, serie 39, abogado del interviniente Antonio Paulino, 
dominicano, mayor de edad, chófer, soltero, domiciliado en 
esta ciudad, con cédula N 9  31715, serie 56, parte civil, en 
la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de recurso de casación levantada en 1? 
Secretaría de la Corte a-gua el día 11 de septiembre d2 
1969, a requerimiento del Dr. Hugo Francisco Alvarez en 
representación de los recurrentes, acta en la que no se in-
voca ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación de fecha 15 de junio de 
1970, suscrito por el Dr. Hugo Francisco Alvarez V.. a nom-
bre de la Compañía de Seguros San Rafael C. por A., en el 
que se invoca los medios de casación que se indicarán más 
adelante; 

Visto el escrito de intervención firmado por el Dr. Lo-
renzo E. Raposo Martínez, y fechado a 15 de junio de 1970; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley NQ 
3771 dr? 1961. 1393 y 1384 del Código Civil; 10 de la Ley 
4117 del 1955, 141 del Código de Procedimiento Civil y 1, 
37 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando oue en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: al oue con motivo 
de un accidente automovilístico ocurrido el 23 de septiem-
bre de 1966. en la carretera Macorís-Rincón. en el cual re-
sultó con lesiones Antonio Paulino, la Primera Cámara Pe- 
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la Compañía Nacional de Seguros San Rafael, C. por A. 
Abogado: Dr. Hugo Francisco Alvarez V. 

Interviniente: Antonio Paulino. 

Abogado: Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez. 

Dios, Patria y Libertad 
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En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E. 
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1089  de la Restauración, dicta en audiencia pública como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Hilario So-
sa Mejía, dominicano, mayor de edad, chófer, soltero, do-
miciliado en la casa No. 9 de la calle Restauración de la 
ciudad de Bonao, cédula N 9  12360, serie 48, el Instituto 
Agrario Dominicano, con domicilio en la calle 30 de Mar-
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nal de Seguros "La San Rafael, C. por A.", con domicilio 
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en la casa N 9  66, calle Isabel la Ctólica de esta ciudad, con-
tra sentencia correccional dictada por la Corte de Apela-
ción de La Vega de fecha 4 del mes de septiembre de 1969, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez, cédula N 9 

 7769, serie 39, abogado del interviniente Antonio Paulino, 
dominicano, mayor de edad, chófer, soltero, domiciliado en 
esta ciudad, con cédula N 9  31715, serie 56, parte civil, en 
la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de recurso de casación levantada en 1? 
Secretaría de la Corte a-qua el día 11 de septiembre d2 
1969, a requerimiento del Dr. Hugo Francisco Alvarez en 
representación de los recurrentes, acta en la que no se in-
voca ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación de fecha 15 de junio de 
1970, suscrito por el Dr. Hugo Francisco Alvarez V.. a nom-
bre de la Compañía de Seguros San Rafael C. por A., en el 
que se invoca los medios de casación que se indicarán más 
adelante; 

Visto el escrito de intervención firmado por el Dr. Lo-
renzo E. Raposo Martínez, y fechado a 15 de jun:o de 1970; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley N 9 

 5771 dr? 1961. 1393 y 1384 del Código Civil; 10 de la Ley 
4117 del 1955, 141 del Código de Procedimiento Civil y 1, 
37 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando oue en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) nue con motivo 
de un accidente automovilístico ocurrido el 23 de septiem-
bre de 1966. en la carretera Macorís-Rincón. en el cual re-
sultó con lesiones Antonio Paulino, la Primera Cámara Pe- 



nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de La Vega, dictó en fecha 14 de abril de 1967, una sen-
tencia incidental cuyo dispositivo se transcribe en el del 
fallo impugnado; b) que sobre recurso de apelación inter-
puesto por Antonio Paulino, parte civil constituida,-  la 
Corte de Apelación de La Vega, dictó en fecha 19 de Junio 
de 1967, una decisión cuyo dispositivo dice así: "Falla: 
Primero: Declara regular y válido, en cuanto a la forma, 
el recurso de apelación interpuesto por Antonio Paulino, 
parte civil constituida, contra sentencia sobre incidente, 
rendida por la Primera Cámara Penal del Juzgado de pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, de fecha 
14 de abril de 1967, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: 
Primero: Rechaza la constitución en parte civil hecha en 
esta audiencia por el Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez, a 
nombre de Antonio Paulino contra del Instituto Agrario 
Dominicano persona civilmente responsable por haber ele-
gido la vía civil con lo cual se favorece el prevenido. 2do 
Se condena a la parte civil constituida al pago de las cos-
tas civiles distrayendo las mismas en provecho de los Dres. 
Fabio Rodríguez C. y Raymundo Vargas Casanova, quie-
nes afirman haberlas avanzado en su mayor parte". Por 
haber sido hecho conforme a la Ley. Segundo: Anula en to-
das sus partes la sentencia sobre incidente apelada, al ad-
mitir esta Corte la improcedencia de la máxima "electa 
Una Vía Nom Datur Recursus Ad Alteram", así como se 
rechazan por el mismo motivo las conclusiones formuladas 
por el Insituto Agrario Dominicano, al través de sus abo-
gados Dres. Miguel Ventura Hylton y Fabio T. Rodríguez. 
y en consecuencia avoca el fondo y ordena el reenvío de la 
misma para la audiencia pública del día 31 del mes de Agos-
to del año 1967, a las 9 a. m., a fin de citar las partes, tes-
tigos y la Cía Aseguradora San Rafael C. por A., a instruir 
el proceso nuevamente. Tercero: Condena al Instituto Agra-
rio Dominicano al pago de las costas civiles de lugar, dis-
trayéndolas en provecho del Dr. Lorenzo E. Raposo Jimé- 

nez, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; c) 
que recurrida dicha sentencia en casación, la Suprema Cor-
te falló como sigue: "Por tales motivos: Primero: Admite 
como interviniente a Antonio Paulino; Segundo: Rechaza el 
recurso de casación interpuesto por el Instituto Agrario Do-
minicano, contra sentencia dictada en atribuciones correc-
cionales por la Corte de Apelación de La Vega, en fecha 
19 de junio de 1967, cuyo dispositivo ha sido copiado en par-
te anterior del presente fallo; Tercero: Condena a la par-
te recurrente al pago de las costas, cuya distracción se or-
dena en provecho del Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez. abo-
gado del interviniente, quien afirma haberlas avanzado en 
su totalidad"; d) que la Corte de Apelación de La Vega, con 
fecha 4 de septiembre de 1969, dictó la sentencia ahora i" 
pugnada, cuyo dispositivo se transcribe a continuación: 
"FALLA: PREIIERO: Declara al co-prevenido Hilario Sosa 
Mejía, único culpable de violar la Ley Núm. 5771, en per-
juicio de Antonio Paulino y José Rafael Guzmán Francis-
co y en consecuencia se le condena al pago de una multa 
de RD$25 00 (Veinticinco pesos oro), acogiendo en su fa-
vor amplias circunstancias atenuantes y lo condena ademó. 
al  pago de las costas penales y por consiguiente descarga 
de toda responsabilidad penal al co-acusado Antonio Pau-
lino, al no haber violado la referida Ley 5771, y en cugaitts 
a él, se declaran las costas de oficio, no estatuyendo sobre la 
procedencia de los recursos de apelación al haberlos  ecla-
rado regulares, en nuestra sentencia de Techa 19 de Junio 
del 1967. SEGUNDO: Declara regular y válida, en la Ler-
ma, la constitución en parte civil hecha por Antonio Pauli-
no, contra el Instituto Agrario Dominicano persona civil-
mente responsable, e Hilario Sosa Mejía y en cuanto al 
fondo condena al Instituto Agrario Dominicano y a Hila-
rio Sosa Mejía, al pago solidario de una indemnización de 
RD$1,500.00 (Mil Quinientos Pesos Oro), en favor de An-
tonio Paulino, como justa reparación de los daños morales 
y materiales sufridos por este último en el ya mencionado 
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nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de La Vega. dictó en fecha 14 de abril de 1967, una sen-
tencia incidental cuyo dispositivo se transcribe en el del 
fallo impugnado; b) que sobre recurso de apelación inter-
puesto por Antonio Paulino, parte civil constituida, -  la 
Corte de Apelación de La Vega, dictó en fecha 19 de Junio 
de 1967, una decisión cuyo dispositivo dice así: "Falla: 
Primero: Declara regular y válido, en cuanto a la 'forma, 
el recurso de apelación interpuesto por Antonio Paulino, 
parte civil constituida, contra sentencia sobre incidente, 
rendida por la Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, de fecha 
14 de abril de 1967, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: 
Primero: Rechaza la constitución en parte civil hecha en 
esta audiencia por el Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez, a 
nombre de Antonio Paulino contra del Instituto Agrario 
Dominicano persona civilmente responsable por haber ele-
gido la vía civil con lo cual se favorece el prevenido. 2do 
Se condena a la parte civil constituida al pago de las cos-
tas civiles distrayendo las mismas en provecho de los Dres. 
Fabio Rodríguez C. y Raymundo Vargas Casanova, quie-
nes afirman haberlas avanzado en su mayor parte". Por 
haber sido hecho conforme a la Ley. Segundo: Anula en to-
das sus partes la sentencia sobre incidente apelada. al  ad-
mitir esta Corte la improcedencia de la máxima "electa 
Una Vía Nom Datur Recursus Ad Alteram", así como se 
rechazan por el mismo motivo las conclusiones formuladas 
por el Insituto Agrario Dominicano, al través de sus abo-
gados Dres. Miguel Ventura Hylton y Fabio T. Rodríguez, 
y en consecuencia avoca el fondo y ordena el reenvío de la 
misma para la audiencia pública del día 31 del mes de Agos-
to del año 1967. a las 9 a. m., a fin de citar las partes, tes-
tigos y la Cía Aseguradora San Rafael C. por A., a instruír 
el proceso nuevamente. Tercero: Condena al Instituto Agra-
rio Dominicano al pago de las costas civiles de lugar, dis-
trayéndolas en provecho del Dr. Lorenzo E. Raposo Jimé- 

nez, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; e) 

que recurrida dicha sentencia en casación, la Suprema Cor-
te falló como sigue: "Por tales motivos: Primero: Admite 
como interviniente a Antonio Paulino; Segundo: Rechaza el 
recurso de casación interpuesto por el Instituto Agrario Do-
minicano, contra sentencia dictada en atribuciones correc-
cionales por la Corte de Apelación de La Vega, en fecha 
19 de junio de 1967, cuyo dispositivo ha sido copiado en par-
te anterior del presente fallo; Tercero: Condena a la par-
te recurrente al pago de las costas, cuya distracción se or-
dena en provecho del Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez. abo-
gado del interviniente, quien afirma haberlas avanzado en 
su totalidad"; d) que la Corte de Apelación de La Vega, con 
fecha 4 de septiembre de 1969, dictó la sentencia ahora i-
pugnada, cuyo dispositivo se transcribe a continuación: 
"FALLA: PRIMERO: Declara al co-prevenido Hilario Sosa 
Mejía, único culpable de violar la Ley Núm. 5771, en per-
juicio de Antonio Paulino y José Rafael Guzmán Francis-
co y en consecuencia se le condena al pago de una multa 
de RD$25 00 (Veinticinco pesos oro), acogiendo en su fa-
vor amplias circunstancias atenuantes y lo condena ademó. 
al  pago de las costas penales y por consiguiente descarga 
de toda responsabilidad penal al co-acusado Antonio Pati-

lino, al no haber violado la referida Ley 5771, y en curte 
a él, se declaran las costas de oficio, no estatuyendo sobre la 
procedencia de los recursos de apelación al haberlos lecla-
rado regulares, en nuestra sentencia de 'fecha 19 de Junio 
del 1967. SEGUNDO: Declara regular y válida, en la kr-
ma, la constitución en parte civil hecha por Antonio Pauli-
no, contra el Instituto Agrario Dominicano persona civil-
mente responsable, e Hilario Sosa Mejía y en cuanto al 
fondo condena al Instituto Agrario Dominicano y a Hila-
rio Sosa Mejía, al pago solidario de una indemnización de 
RD$1,500.00 (Mil Quinientos Pesos Oro), en favor de An-
tonio Paulino, como justa reparación de los daños morales 
y materiales sufridos por este último en el ya mencionado 
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accidente. TERCERO: Condena al Instituto Agrario Domi-
nicano e Hilario Sosa Mejía, ccnjunta y solidariamente al 
pago de los intereses legales de la suma antes señalada 
(RD$1,500.00) a partir del día de la demanda, a título de 
indemnización supletoria. CUARTO: Declara la presente 
sentencia común y oponib"e a la Compañía de Seguros 
"San Rafael C. por A.", aseguradora de la responsabilida'' 
civil del Instituto Agrario Dcminicano, al haberse estable-
cido la relac'ón de comitente a preposé entre dicho Institu-
to Agrario Dominicano y el prevenido Hilario Sosa Mejía. 
QUINTO: Condena a Hilario Sosa Mejía, Instituto Agra-
rio Dominicano y Cía. "San Rafael, C. por A.", 'solidaria-
mente al pago de las costas civiles, por haber sucumbido, y 
las distrae en favor del Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez, 
quien dec7aró haberlas avanzado en su totalidad": 

Considerando que la Compañía de Seguros San Rafael, 
C. por A., recurrente invoca en su memorial, los sigu:en - 
tes medios de casación: Primer Medio: Falta de base legal 
y desnaturalización de los hechos de la causa; Segundo Me-
dio: Falta de motivos en cuanto a la indemnización acor-
dada; 

En cuanto al aspecto penal. 

Considerando que en el desarrollo de su primer me-
dio de casación, la Compañía de Seguros, "San Rafael, C. 
por A.", en lo que concierne al prevenido, Hilario Sosa Me-
jía, alega en síntesis que la Corte a-qua dió por establecido 
que éste marchaba a una velocidad que excedía los 33 kiló-
metros por hora, límite de la velocidad establec:da por la 
entonces vigente Ley 4809, para los vehículos pesados, no 
habiendo podido hacer dicha afirmación, sin que se dispu-
siera de un velocímetro para medir dicha velocidad; que 
si dcha Corte a-qua hubiera ponderado que el volteo iba 
cargado de piedras, lo que no le permitía marchar a exce- 

so de velocidad, y que era inverosímil que chocando con 
la balsa de arena, se desviara a la izquierda ocupando l:4 
derecha por donde transitaba en su vehículo Antonio Pau-: 
lino, pues de ser así, el choque hubiese sido de frente y no 
por la parte trasera, hubiera dado otra solución al presen-
te caso, y no hubiera incurrido como lo hizo, en el vicio en 
su fallo, de falta de base legal y desnaturalización de los 
hechos; pero, 

Considerando, que contrariamente a como lo alega la 
Compañía aseguradora, la Corte a-qua, pudo como lo hi-
zo, atribuyéndole mayor crédito a lo declarado por unos 
testigos que a otros, en virtud de su poder soberano de apre-
ciación, y sin incurrir en desnaturalización alguna de di-
chos testimonios, puesto que le atribuyó a los mismos su 
verdadero sentido y alcance, dar por establecido, según las 
circunstancias de la causa, que el conductor "Sosa Mejía", 
conducía su vehículo a exceso de velocidad, y que con su 
falta, al chocar con un montículo de arena dió un viraje 
violento hacia la izquierda ocupando la derecha, por don-
de marchaba en sentido opuesto, Antonio Paulino, cho-
cando su vehículo, y produciendo a éste lesiones físicas cu-
rables después de veinte días; que dicha apreciación, ope-
rada en esa forma, tratándose de una cuestión de hecho, 
no puede ser censurada en casación, por lo que este pri-
mer alegato carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que la Corte a-qua dió por establecido 
mediante la ponderación de los elementos de prueba so-
metidos al debate, a) que el día 23 del mes de Septiembre 
del año 1966, en horas de la tarde, ocurrió en el tramo de 
carretera Rincón-San Francisco de Macorís, sección rural 
de El Ranchito, Jurisdicción del Municipio de La Vega, 
a muy corta distancia del puente sobre el río Camú, un 
accidente automovilístico; b): que sucedió mientras el ca-
mión de volteo placa oficial NQ 4738, propiedad del Institu-
to Agrario Dominicano, manejado por su chófer Hilario So- 
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accidente. TERCERO: Condena al Instituto Agrario Domi-
nicano e Hilario Sosa Mejía, ccnjunta y solidariamente al 
pago de los intereses legales de la suma antes señalada 
(RD$1,560.00) a partir del día de la demanda, a título de 
indemnización supletoria. CUARTO: Declara la presente 
sentencia común y oponib"e a la Compañía de Seguros 
"San Rafael C. por A.", aseguradora de la responsabilida" 
civil clel Instituto Agrario Dcminicano, al haberse estable-
cido la relac'ón de comitente a preposé entre dicho Institu-
to Agrario Dominicano y el prevenido Hilario Sosa Mejía. 
QUINTO: Condena a Hilario Sosa Mejía, Instituto Agra-
rio Dominicano y Cía. "San Rafael, C. por A.", solidaria-
mente al pago de las costas civiles, por haber sucumbido, y 
las distrae en favor del Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez, 
quien dee'aró haberlas avanzado en su totalidad": 

Considerando que la Compañía de Seguros San Rafael, 
C. por A., recurrente invoca en su memorial, los sigu:en - 
tes medios de casación: Primer Medio: Falta de base legal 
y desnaturalización de los hechos de la causa; Segundo Me-
dio: Falta de motivos en cuanto a la indemnización acor-
dada; 

En cuanto al aspecto penal. 

Considerando que en el desarrollo de su primer me-
dio de casación, la Compañía de Seguros, "San Rafael, C. 
por A.", en lo que concierne al prevenido, Hilario Sosa Me-
jía, alega en síntesis que la Corte a-qua dió por establecido 
que éste marchaba a una velocidad que excedía los 33 kiló-
metros por hora, límite de la velocidad establecida por la 
entonces vigente Ley 4809, para los vehículos pesados, no 
habiendo podido hacer dicha afirmación, sin que se dispu-
siera de un velocímetro para medir dicha velocidad; que 
si dcha Corte a-qua hubiera ponderado que el volteo iba 
cargado de piedras, lo que no le permitía marchar a exce 7  

so de velocidad, y que era inverosímil que chocando con 
la balsa de arena, se desviara a la izquierda ocupando l: 
derecha por donde transitaba en su vehículo Antonio Pau-: 
lino, pues de ser así, el choque hubiese sido de frente y no 
por la parte trasera, hubiera dado otra solución al presen-
te caso, y no hubiera incurrido como lo hizo, en el vicio en 
su fallo, de falta de base legal y desnaturalización de los 
hechos; pero, 

Considerando, que contrariamente a como lo alega la 
Compañía aseguradora, la Corte a -qua, pudo como lo hi-
zo, atribuyéndole mayor crédito a lo declarado por unos 
testigos que a otros, en virtud de su poder soberano de apre-
ciación, y sin incurrir en desnaturalización alguna de di-
chos testimonios, puesto que le atribuyó a los mismos su 
verdadero sentido y alcance, dar por establecido, según las 
circunstancias de la causa, que el conductor "Sosa Mejía", 
conducía su vehículo a exceso de velocidad, y que con su 
falta, al chocar con un montículo de arena dió un viraje 
violento hacia la izquierda ocupando la derecha, por don-
de marchaba en sentido opuesto, Antonio Paulino, cho-
cando su vehículo, y produciendo a éste lesiones físicas cu-
rables después de veinte días; que dicha apreciación, ope-
rada en esa forma, tratándose de una cuestión de hecho, 
no puede ser censurada en casación, por lo que este pri-
mer alegato carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que la Corte a-qua dió por establecido 
mediante la ponderación de los elementos de prueba so-
metidos al debate, a) que el día 23 del mes de Septiembre 
del año 1966, en horas de la tarde, ocurrió en el tramo de 
carretera Rincón-San Francisco de Macorís, sección rural 
de El Ranchito, Jurisdicción del Municipio de La Vega, 
a muy corta distancia del puente sobre el río Camú, un 
accidente automovilístico; b): que sucedió mientras el ca-
mión de volteo placa oficial N 9  4738, propiedad del Institu-
to Agrario Dominicano, manejado por su ch&fer Hilario So- 
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sa Mejía transitaba cargado de material (piedras) en di-
rección de sur a norte, es decir, desde Rincón a San Fran-
C . SC3 de Macorís y la guagüita cerrada de las denominadas 
p:k-up placa N9  51519 manejada por su conductor Antonio 
Paulino, lo hacía en sentido contrario; e): que en el lugar 
donde sucedió el referido accidente, la cerretera es recta, 
comenzando a una distancia de doce metros en la direc-
ción del camión volteo, una ligera curva con giro hacia 
la derecha tan abierta que no impide la visibilidad a doa 
vehículos que en ese lugar estén transitando simultánea-
mente en sentido contrario uno respecto del otro; d): que 
a la derecha t  el camión volteo existía un montículo de ma-
terial ya ligado con asfalto y preparado para ser usado 
que, según la testigo Carmela Germosén, tenía una altura 
ccmo .de tres cuartos de metro que ocupaba la tercera par-
te de la anchura de la carretera (exactamente dos metros 
medidos por la Corte); e): que el chófer del camicin volteo 
al acercarse al lugar del accidente estaba transitando a ve-
locidad excesiva; f): que el dicho camión volteo pasó las 
ruedas delanteras y traseras derechas por encima de la pila 
de material asfáltico desviándose hacia su izquierda para 
ira invadir la parte de la vía que correspondía a la guaga 
que transitaba en ,sentido contrario, por ser su derecha, 
ocasionando por tanto el choque con ella y ocasionándole a 
Antonio Paulino, lesiones físicas curables después de 20 
chas; g) cue el co-preven'clo Hilario Sosa Mejía, al mane-
jar su vehículo en la forma y en las circunstrnc'as en que 
lo hizo al ocurrir este accidente, ha cometido las faltas de• 
torpeza, imprudencia, inadvertencia y negligencia que fue-
ron la causa directa y generadora del hecho que se le 
imputa; 

Considerando que en los hechos así establecidos se en-
cuentran reunidos los elementcs constitutivos del delito 
de golpes y heridas por imprudencia ocasionados con el 
manejo de un vehículo, de motor previsto por el artículo 
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1 9  de la Ley 5771 de 1961 y sancionado por dicho artículo 
letra c) con la pena de seis meses .a dos años de prisión y 
multa de cien a quinientos pesos, si la enfermedad o im-
posibilidad para el trabajo durare veinte -días o más; que 
en consecuencia, al condenar la Corte a-qua, al prevenido 
Hilario Sosa Mejía, después de declararlo cUipable a RO 
$25.00 peses de multa acogiendo en su favor circunstancias 
atenuantes, le aplicó una sanción ajustada a la ley; 

En cuanto al recurso de la persona civilmente responsable. 

Considerando, que de Conformidad con lo prescrito por 
el artículo 37 de la Ley sobre Procedimientes de Casación, 
cuando el recurso de casación es interpuesto por el Ministe-
rio Público, por la parte civil, o por la persona civilmen. 
te resonsable, el depósito de un memorial, con la expo-
sición de lcs medios ea que se funda, será obligatorio, a pena 
de nulidad, si no se ha motivado el recurso en la cieJlara-
cien correspondiente; y en el caso, la parte civilmente res-
ponsable, puesta en causa, no invocó al declarar su recurso 
ningún medio determinado de casación, ni tampoco ha 
presentado con posterioridad a la declaración de tal re-
curso, el memorial con la exposición de los medios que le 
sirven de fundamento, limitándose a hacerlo a nombre de 
la compañía aseguradora, por lo que procede declararlo 
nulo; 

En cuanto a las condenaciones civiles. 

Considerando, que la Compañía aseguradora, en el des-
arrollo de su segundo medio alega en síntesis; que la Cor-
te a-qua, habiendo condenado a "Sosa Mejía" únicamente a 
RD$25.00 pesos de multa, no podía elevar la indemnización 
a RD$1,500.00 s'II dar motivos especiales para ello; pero, 

Considerando que contrariamente a lo alegado por 
dicha Compañía recurrente, en toda demanda en reparación 
de daños y perjuicios, los jueces del fondo gozan de un po- 
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sa Mejía transitaba cargado de material (piedras) en di-
rección de sur a norte, es decir, desde Rincón a San Fran-
e'sca de Macorís y la guagüita cerrada de las denominadas 
p:k-up placa N9  51519 manejada por su conductor Antonio 
Paulino, lo hacía en sentido contraria; e): que en el lugar 
donde sucedió el referido acc:dente, la cerretera ea recta, 
ccmenzando a una distancia de doce metros en la direc-
ción del camión volteo, una ligera curva con g: ro hacia 
la derecha tan abierta que no impide la visibilidad a do:: 
vehículos que en ese lugar estén transitando simultánea-
mente en sentido contrario uno respecto del otro; d): que 
a la derecha camión volteo existía un montículo de ma-
terial ya ligado con asfalto y preparado para ser usado 
que, según la testigo Carmela Germosén, tenía una altura 
como de tres cuartos de metro que ocupaba la tercera par-
te de la anchura de la carretera (exactamente dos metros 
medidos por la Corte); e): que el chófer del camién volteo 
al acercarse al lugar del accidente estaba transitando a ve-
locidad excesiva; f): que el dicho camión volteo pasó las 
ruedas delanteras y traseras derechas por encima de la pila 
de material asfáltico desviándose hacia su izquierda para 
ira invadir la parte de la vía que correspondía a la guaga 
que transitabá en sentido contrario, por ser su derecha, 
ocasionando por tanto el choque con ella y ocasionándole a 
Antonio Paulino, lesiones físicas curables después de 20 
chas; g) cue el co-preven'da Hilario Sosa Mejía, al mane-
jar su vehículo en la forma y en las eircunstEnc'as en que 
lo hizo al ocurrir este accidente, ha cometido las faltas de 
torpeza, imprudencia, inadvertencia y negligencia que fue-
ron la causa directa y generadora del hecho que se le 
imputa; 

Considerando que en los hechos así establecidos se en-
cuentran reunidos los elementos ccnstitutivos del delito 
de golpes y heridas por imprudencia ocasionados con el 
manejo de un vehículo de motor previsto por el artículo  

1 9  de la Ley 5771 de 1961 y sancionado por dicho artículo 
letra e) con la pena de seis meses . a dos años de prisión y 
multa de cien a quinientos pesos, si la enfermedad o im-
posibilidad para el trabajo durare veinte -días o más; que 
en consecuencia, al condenar la Corte a-qua, al prevenido 
Hilario Sosa Mejía, después de declararlo culpable a Rl) 
$25.00 peses de multa acogiendo en su favor circunstancias 
atenuantes, le aplicó una sanción ajustada a la ley; 

En cuanto al recurso de la persona civilmente responsable. 

Considerando, que de Conformidad con lo prescrito por 
el artículo 37 de la Ley sobre Procedimientes de Casación, 
cuando el recurso de casación es interpuesto por el Ministe-
rio Público, por la parte civil, o por la persona civilmen-
te resonsable, el depósito de un memorial, con la ex2o-
s_ción de lcs medios en que se funda, será obligatorio, a pena 
de nulidad, si no se ha motivado el recurso en la declara-
ción correspondiente; y en el caso, la parte civilmente res-
ponsable, puesta en causa, no invocó al declarar su recurs9 
ningún medio determinado de casación, ni tampoco ha 
presentado con posterioridad a la declaración de tal re-
curso, el memorial con la exposición de los medios que le 
sirven de fundamento, limitándose a hacerlo a nombre de 
la compañía aseguradora, por lo que procede declararlo 
nulo; 

En cuanto a las condenaciones civiles. 

Considerando, que la Compañía aseguradora, en el des-
arrollo de su segundo medio alega cn síntesis; que la Cor-
te a-qua, habiendo condenado a "Sosa Mejía" únicamente a 
RD$25.00 pesos de multa, no podía elevar la indemnización. 
a RD$1,500 00 s'n dar motivos especiales para ello; pero, 

Considerando que contrariamente a lo alegado por 
dicha Compañía recurrente, en toda demanda en reparación 
de daños y perjuicios, los jueces del fondo gozan de un po- 



1894 	 BOLETIN JUDICIAL 

der soberano para apreciar la magnitud de dichos daños y 
perjuicios, y en consecuencia el monto de la indemnización, 
y sólo cuando los jueces hagan una apreciación irrazona-
ble de los daños, puede ser de lugar la exigencia de moti-
vos particulares, para justificar esa apreciación; que en el 
presente caso esta Suprema Corte estima que la apreciación 
del daño en el caso ocurrente no es irrazonable por lo cual 
el medio que se examina resulta sin fundamento y debe ser 
desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Admite, coma intervinien-
te a Antonio Paulino; Segundo: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por el prevenido, Hilario Sosa Mejía, y 
la Compañía Nacional de Seguros San Rafael, C. por A., 
contra sentencia correccional dictada por la Corte de Ape-
lación de La Vega, en 'fecha 4 de septiembre de 1969, cuyo 
dispositivo se transcribe en parte anterior del presente fa-
llo; Tercero: Declara nulo el recurso interpuesto contra di-
cha sentencia por el Instituto Agrario Dominicano; Cuarto: 
Condena al prevenido al pago de las costas penales; Quinto: 
Condena al prevenido, al Instituto Agrario Dominicano y la 
Compañía Nacional de Seguros San Rafael, C. por A., al pa-
go de las costas civiles; ordenando la distracción en favor 
del Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez quien afirma haberlas 
avanzado en su totalidad.. 

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.---- Manuel A. Amiama.— Francis-
co Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, Secreta-
rio General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública dtl día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 7 DE SEPTIEMBRE DE 1970 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 12 
de diciemb:e de 1969. 

illa:erla: Tierras. 

Recurrente: Compañía An¿nima La Fé, C. por A. 
Abogado: Dr. Iléctor Flores Ortiz. 

Recurrido: Estado Dominicano y D:strito Nacional. 
Abogado: L:c. Felipe Osvaldo Perdomo Báez. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, 
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus aud:encias, 
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, D:s trito Na-
cional, hoy día 7 del mes de Septiembre -de 1970, años 127° 
de la Independencia y 108 de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Compa-
ñía Anónima La Fé, C. por A., en liquidación, con su domi-
cilio en la calle Mercedes No. 14 de esta capital, contra la 
sentencia dictada por el Tribunal Superior de Tierras, en 
fecha 12 de diciembre de 1969, cuyo dispositivo figura más 
adelante; 



1894 	 BOLETIN JUDICIAL 

der soberano para apreciar la magnitud de dichos daños y 
perjuicios, y en consecuencia el monto de la indemnización, 
y sólo cuando los jueces hagan una apreciación irrazona-
ble de los daños, puede ser de lugar la exigencia de moti-
vos particulares, para justificar esa apreciación; que en el 
presente caso esta Suprema Corte estima que la apreciación 
del daño en el caso ocurrente no es irrazonable por lo cual 
el medio que se examina resulta sin fundamento y debe ser 
desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Admite, como intervinien-
te a Antonio Paulino; Segundo: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por el prevenido, Hilario Sosa Mejía, y 
la Compañía Nacional de Seguros San Rafael, C. por A., 
contra sentencia correccional dictada por la Corte de Ape-
lación de La Vega, en 'fecha 4 de septiembre de 1969, cuyo 
dispositivo se transcribe en parte anterior del presente fa-
llo; Tercero: Declara nulo el recurso interpuesto contra di-
cha sentencia por el Instituto Agrario Dominicano; Cuarto: 
Condena al prevenido al pago de las costas penales; Quinto: 
Condena al prevenido, al Instituto Agrario Dominicano y la 
Compañía Nacional de Seguros San Rafael, C. por A., al pa-
go de las costas civiles; ordenando la distracción en favor 
del Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez quien afirma haberlas 
avanzado en su totalidad.. 

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francis-
co Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, Secreta-
rio General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública dtl día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 7 DE SEPTIEMBRE DE 1970 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 12 
de diciemb:e de 1969. 

Ma:eria: Tierras. 

Recurrente: Compañia Anenima La Fé, C. por A. 
Abogado: Dr. Eéctor Flores Ortiz. 

Recurrido: Estado Dominicano y D:strito Nacional. 
Abogado: LIc. Felipe Osvaldo Perdomo Báez. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupa:ni, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, 
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, D:strito Na-
cional, hoy día 7 del mes de Septiembre •de 1970, años 127 9 

 de la Independencia y 108 de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente son-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Compa-
ñía Anónima La Fé, C. por A., en liquidación, con su domi-
cilio en la calle Mercedes No. 14 de esta capital, contra la 
sentencia dictada por el Tribunal Superior de Tierras, en 
fecha 12 de diciembre de 1969, cuyo dispositivo figura más 
adelante; 
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Héctor Flores Ortiz, cédula N 9  38135, se-

rie 1/, abogado de la recurrente, en la lectura de sus con-
clusiones; 

Oída a la Dra. Elsa Teotiste Rojas Matos, cédula N 9 
 3155, serie 13, en representación del Lic. Felipe Osvaldo 

Perdomo Báez, abogado designado para la defensa del Es-
tado como recurrido en la presente causa, junto con el Dis-
trito Nacional; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de la recurrente, de fecha 2 de fe-
brero de 1970, suscrito por su abogado, en el cual se invo-
can contra la sentencia impugnada los medios que se in-
dican más adelante; 

Visto el memorial del Estado, como correcurrido con 
el Distrito Nacional, de fecha 6 de marzo de 1970, suscrito 
por el Lic. Perdomo Báez; 

Vista la Resolución de la Suprema Corte de Justicia, 
de fecha 19 de marzo de 1970, por la cual, a diligencia de 
la recurrente, se declara el defecto del Distrito Nacional en 
la instancia de casación; 

La Suprema Corte de Justicía después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales citados por la recurren-
te, que se mencionan más adelante y los artículos 1 9, 20 y 
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que, en la sentencia impugnada y en 
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: 
a) que, con motivo de una instancia elevada al Tribunal 
de Tierras por la actual recurrente, el Tribunal de Tierras, 
de Jurisdicción Original, dictó, en relación con la Manza-
na 704 del Distrito Catastral N 9  1, del Distrito Nacional 
a que se refería la instancia de la recurrente, una Decisión 
marcada con el N 9  1, que dice así: "Primero: Declara, no  

prescrita, la acción en revocación de donación por inejecu-
ción de las cargas, ejercida en esta instancia por la Com-
pañía Anónima La Fe en liquidación contra el Ayuntamien-
to del Distrito Nacional. Segundo: Revoca, por incumpli-
miento de las condiciones a cargo del donatario, el contrato 
de fecha 20 de Noviembre de 1934 que contiene donación 
esta manzana, otorgada por la Compañía Anónima La Fe, 
en liquidación en favor del entonces Ayuntamiento de "La 
común de Santo Domingo, hoy Ayuntamiento del Distrito 
Nacional. Tercero: Declara, que por efecto de la revocación 
antes pronunciada, la totalidad de esta manzana ha vuelto 
al patrimonio de la Compañía Anónima La Fé, en liquida-
ción. Cuarto: Que todos los edificios y pared y la industria 
denominada Productos Enriquillo, que existen en esta man-
zana, corresponden al Estado Dominicano; Quinto: Orde-
na al Registrador de Títulos del Distrito Nacional, la can-
celación del Certificado de Título correspondiente a esta 
manzana y la expedición de un nuevo Certificado de Títu-
lo en favor de la Compañía Anónima La Fe, en liquida-
ción"; b) que. sobre apelación del Distrito Nacional y de 
la actual recurrente intervino en fecha 12 de diciembre de 
1969 la sentencia que ahora se impugna, cuyo dispositivo 
dice así: "FALLA: PRIMERO: Se acoge en parte, la ape-
lación interpuesta por el Ayuntamiento del Distrito Nacio-
nal, representado por el Dr. Malaquías Jiménez Salcedo y 
por el Lic. Noel Graciano Corcino, contra la Decisión N 9 

 1 del Tribunal de Tierras en Jurisdicción Original de fecha 
25 de Marzo de 1969, dictada en relación con la Manzana 
N9  704 del Distrito Catastral N 9  5 del Distrito Nacional. 
SEGUNDO: Se rechaza la apelación interpuesta por la Com-
pañía Anónima La Fé, C. por A., en liquidación, contra la 
Decisión antes mencionada. TERCERO: Se Rechazan, por 
improcedentes y mal fundadas, las conclusiones formuladas 
por la Compañía Anónima La Fé, C. por A., en liquidación, 
representada por el Dr. Héctor Flores Ortiz. CUARTO: Se 
Confirma en parte y se Revoca en parte, la Decisión N 9  1 
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Héctor Flores Ortiz, cédula N 9  38135, se-

rie 1/, abogado de la recurrente, en la lectura de sus con-
clusiones; 

Oída a la Dra. Elsa Teotiste Rojas Matos, cédula N 9 
 3155, serie 13, en representación del Lic. Felipe Osvaldo 

Perdomo Báez, abogado designado para la defensa del Es-
tado como recurrido en la presente causa, junto con el Dis-
trito Nacional; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de la recurrente, de fecha 2 de fe-
brero de 1970, suscrito por su abogado, en el cual se invo-
can contra la sentencia impugnada los medios que se in-
dican más adelante; 

Visto el memorial del Estado, como correcurrido con 
el Distrito Nacional, de fecha 6 de marzo de 1970, suscrito 
por el Lic. Perdomo Báez; 

Vista la Resolución de la Suprema Corte de Justicia, 
de fecha 19 de marzo de 1970, por la cual, a diligencia de 
la recurrente, se declara el defecto del Distrito Nacional en 
la instancia de casación; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales citados por la recurren-
te, que se mencionan más adelante y los artículos 1 9, 20 y 
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 
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prescrita, la acción en revocación de donación por inejecu-
ción de las cargas, ejercida en esta instancia por la Com-
pañía Anónima La Fe en liquidación contra el Ayuntamien-
to del Distrito Nacional. Segundo: Revoca, por incumpli-
miento de las condiciones a cargo del donatario, el contrato 
de fecha 20 de Noviembre de 1934 que contiene donación 
esta manzana, otorgada por la Compañía Anónima La Fe, 
en liquidación en favor del entonces Ayuntamiento de "La 
común de Santo Domingo, hoy Ayuntamiento del Distrito 
Nacional. Tercero: Declara, que por efecto de la revocación 
antes pronunciada, la totalidad de esta manzana ha vuelto 
al patrimonio de la Compañía Anónima La Fé, en liquida-
ción. Cuarto: Que todos los edificios y pared y la industria 
denominada Productos Enriquillo, que existen en esta man-
zana, corresponden al Estado Dominicano; Quinto: Orde-
na al Registrador de Títulos del Distrito Nacional, la can-
celación del Certificado de Título correspondiente a esta 
manzana y la expedición de un nuevo Certificado de Títu-
lo en favor de la Compañía Anónima La Fe, en liquida-
ción"; b) que, sobre apelación del Distrito Nacional y de 
la actual recurrente intervino en fecha 12 de diciembre de 
1969 la sentencia que ahora se impugna, cuyo dispositivo 
dice así: "FALLA: PRIMERO: Se acoge en parte, la ape-
lación interpuesta por el Ayuntamiento del Distrito Nacio-
nal, representado por el Dr. Malaquías Jiménez Salcedo y 
por el Lic. Noel Graciano Corcino, contra la Decisión N9 
1 del Tribunal de Tierras en Jurisdicción Original de fecha 
25 de Marzo de 1969, dictada en relación con la Manzana 
N9  704 del Distrito Catastral N 9  5 del Distrito Nacional. 
SEGUNDO: Se rechaza la apelación interpuesta por la Com-
pañía Anónima La Fé, C. por A., en liquidación, contra la 
Decisión antes mencionada. TERCERO: Se Rechazan, por 
improcedentes y mal fundadas, las conclusiones formuladas 
por la Compañía Anónima La Fé, C. por A., en liquidación, 
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del Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original arriba 
mencionada, para que en lo adelante su dispositivo se lea 
así: 19 Se Declara no prescrita, la acción en revocación de 
donación por inejecución de las cargas, intentada por la 
Compañía Anónima La Fé, en liquidación, por medio de 
su instancia de fecha 19 de Octubre de 1968. 2 9  Se Recha-
za, por improcedente y mal fundada, la acción en revoca-
ción de donación interpuesta por la Compañía Anónima La 
Fé, C. por A., en liquidación, mediante la instancia antes 
citada. 39  Se Ordena al Registrador de Títulos del Distrito 
Nacional la cancelación del Certificado de Título N9 174 
correspondiente a la Manzana N9 704 del Distrito Catas-
tral N9  1 del Distrito Nacional y la expedición de uno nue-
vo relativo a dicha manzana en favor del Distrito Nacio-
nal, libre de cargas y gravámenes, haciéndose constar que 
todos los edificios y paredes y la Industria denominada 
"Productos Enriquillo" que existen dentro de esta man-
zana ,pertenecen al Estado Dominicano, y que esta Man-
zana está comprendida actualmente, dentro de los siguien-
tes linderos: Al Norte, calle Francisco Villaespesa; al Este. 
calle Osvaldo Vigil Díaz; al Sur, calle Peña Batlle; y al 
Oeste, Avenida Máximo Gómez"; 

Considerando que, contra la sentencia que impugna 
la Compañía recurrente invoca los siguientes medios: Pri-
mer Medio: Incompetencia absoluta: Violación de los ar-
tículos 18 y 42 de la Ley N9 5924 de Techa 26 de mayo de 
1962 sobre Confiscación General de Bienes; Segundo Me-
dio: Violación del artículo 1315 del Código Civil. Exceso 
de Poder. Extra Petita. Violación del derecho de defensa y 
de Leyes de orden público. Ultra Petita; Tercer Medio: Con-
tradicción y ausencia de motivos. Falta de base legal. Vio-
lación del artículo 84 de la Ley de Registro de Tierras; 
Cuarto Medio: Desnaturalización de los hechos. Violación 
de los artículos 953 y 1134 del Código Civil; Quinto Medio: 
Violación del Artículo 202 de la Ley de Registro de Tie-
rras. Contradicción de Motivos. Extra Peitta y Ultra Petita; 

Considerando, que en la primera conclusión de su me-
morial y en el primer medio del mismo, la Compañía re-
currente alega, en definitiva, que el Tribunal de Tierras 
era incompetente para conocer y decidir sobre aspectos del 
caso ocurrente que se relacionaban con el abuso del Poder. 
como lo hizo, pues los casos en que esos aspectos pueden in-
fluir en la solución de un litigio, corresponden a la s Corte 
de Apelación _de Santo Domingo, como Tribunal de Con-
fiscaciones; pero, 

Considerando, que, conforme al artículo 18, apartado 
g) de la Ley N9  5924, de 1962, la competencia del Tribunal 
de Confiscaciones se limita, fuera de los casos particular-
mente previstos en los apartados anteriores al g) de ese 
artículo, a los litigios en que las personas que hayan sido 
privadas de alguna propiedad mediante el abuso o la usur-
pacion dei Poder-  reclamen la restitución de esa propiedad 
o una compensación ajustada a las previsiones de la Ley 
N9  5924 ya mencionada, de lo que no se trataba en la es-
pecie que ha motivado el actual recurso de casación; que, 
por tanto, el primer medio del recurso tendiente a la casa-
ción por causa de incompetencia del Tribunal de Tierras 
en la especie, carece de fundamento y debe ser desestimado; 

. Considerando, que, en el segundo medio de su memo-
rial, la recurrente expone y alega, en síntesis, que ante el 
Tribunal a-quo probé y el Tribunal reconoció a) .  que la do-
nación que la recurrente había hecho al Distrito en 1934 
contenía una condición o carga, como era la de que la Man-
zana donada se destinara a un parque público; b) que el 
Distrito no había dado cumplimiento, al tiempo de la de-
manda en resolución, a esa condición; que, en tal situa.. 
ción, y puesto que el Distrito se limitó a alegar que la ac-
ción de la recurrente para exigir el cumplimiento de la 
condición estaba prescrita, lo que no admitió el Tribunal 
a-quo sin alegar ni probar nada más, era deber del tribu- 
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mencionada, para que en lo adelante su dispositivo se lea 
así: 1 9  Se Declara no prescrita, la acción en revocación de 
donación por inejecución de las cargas, intentada por la 
Compañía Anónima La Fé, en liquidación, por medio de 
su instancia de fecha 1 9  de Octubre de 1968. 2 9  Se Recha-
za, por improcedente y mal fundada, la acción en revoca-
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lación del artículo 84 de la Ley de Registro de Tierras; 
Cuarto Medio: Desnaturalización de los hechos. Violación 
de los artículos 953 y 1134 del Código Civil; Quinto Medio: 
Violación del Artículo 202 de la Ley de Registro de Tie-
rras. Contradicción de Motivos. Extra Peitta y Ultra Petita; 

Considerando, que en la primera conclusión de su me-
morial y en el primer medio del mismo, la Compañía re-
currente alega, en definitiva, que el Tribunal de Tierras 
era incompetente para conocer y decidir sobre aspectos del 
caso ocurrente que se relacionaban con el abuso del Poder. 
como lo hizo, pues los casos en que esos aspectos pueden in-
fluir en la solución de un litigio, corresponden a la Corte 
de Apelación _de Santo Domingo, como Tribunal de Con-
fiscaciones; pero, 

Considerando, que, conforme al artículo 18, apartado 
g) de la Ley N9  5924, de 1962, la competencia del Tribunal 
de Confiscaciones se limita, fuera de los casos pai ticuiar-
mente previstos en los apartados anteriores al g) de ese 
artículo, a los litigios en que las personas que hayan sido 
privadas de alguna propiedad mediante el abuso o la usur-
pacion dei Poaer reclamen la restitución de esa propiedad 
o una compensación ajustada a las previsiones de la Ley 
N9  5924 ya mencionada, de lo que no se trataba en la es-
pecie que ha motivado el actual recurso de casación; que, 
por tanto, el primer medio del recurso tendiente a la casa-
ción por causa de incompetencia del Tribunal de Tierras 
en la especie, carece de fundamento y debe ser desestimado; 

. Considerando, que, en el segundo medio de su memo-
rial,. la recurrente expone y alega, en síntesis, que ante el 
Tribunal a-quo probó y el Tribunal reconoció a) .  que la do-
nación que la recurrente había hecho al Distrito en 1934 
contenía una condición o carga, como era la de que la Man-
zana donada se destinara a un parque público; b) que el 
Distrito no había dado cumplimiento, al tiempo de la de-
manda en resolución, a esa condición; que, en tal situa-
ción, y puesto que el Distrito se limitó a alegar que la ac-
ción de la recurrente para exigir el cumplimiento de la 
condición estaba prescrita, lo que no admitió el Tribunal 
a-quo sin alegar ni probar nada más, era deber del tribu- 
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nal acoger la demanda y pronunciar la resolución del acto 
de Donación; que, al no hacerlo así, dicho tribunal violó 
el artículo 1315 del Código Civil; 

Considerando, que, en la especie ocurrente, si bien se 
trataba de una donacion con una carga, es un hecho no con-
trovertido que el acto de 1934 suscrito entre las partes ni 
estipulaba ningún plazo para el cumplimiento de esa carga 
o condición; que, en tal especial situación y conforme u 
las reglas que rijen esa especie particular de donaciones, el 
tribunal, no pocha pronunciar pura y simplemente la le-
so-ucian de la donación, por la mera petición del donante, 
sino mantener la cosa aonada en la propiedad del dona-
tario, en la especie el Distrito Nacional, aún cuando dan-
do al donatario un plazo congruente con la intención de 
las partes al efectuarse la donación, para el ctmpinmiento 
ee la condición; que, en vista de que, como efecto ae la ae-
niaxida, las partes se habían situado en posiciones exire-
mas —la actual recurrente pidiendo la restitución inme-
diata y pura y simple de la cosa donada, y el D.s..rito as-
pirando a la retención definitiva de la misma cosa por efec-
to de la prescripción— el Tribunal a-quo podía, conforme 
al derecho civil común, situarse en la posición media que 
ya se ha descrito; que, por tales consideraciones, es pre-
ciso decidir que, si bien el Tribunal a-quo ha procedido co-
rrectamente al mantener la cosa donada en la propiedad 
ael Distrito Nacional como donatario, no ha procedido con 
igual legalidad al mantener esa propiedad sin ninguna car-
ga y sin fijar ningún plazo para el cumplimiento de esa 
obligación, como debió hacerlo al tratarse de la clase par. 
titular de donación de que se trataba, sin que ello repre-
sentara un exceso indebido en el apoderamiento del tri-
bunal por las partes, ya que éstas se habían situado, como 
queda dicho, en posiciones extremas; 

Considerando. que los medios tercero, cuarto y quinto 
del memorial, se contraen a hacer alegatos contra los Con-
siderandos y las Decisiones de la sentencia impugnada que  
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se refieren a las edificaciones existentes en la Manzana en 
litigio y al carácter de la donación hecha en 1934; 

Considerando, que, en cuanto al carácter de la dona-
ción de 1934, ya se han dado motivos suficientes para es-
pecificar su carácter y sobre las consecuencias inherentes, 
en buen derecho, a ese tipo de donación, en los casos en 
que el donante manifieste interés, en justicia, en el mili 
plimiento de una carga para cuya realización no se haya 
fijado plazo, por lo cual se hace innecesario dar más mo-
tvos sobre ese punto; pero, 

Considerando , que, en vista de la solución que a jui-
cio de esta Suprema Corte se impone en el caso ocurrente. 
para hacer honor al acto de donación de 1934, en el inte-
rés de las dos partes que estipularon ese acto que se refería 
a terrenos registrados, resultaría prematuro estatuír sobre 
las mejoras, además de que sobre el origen de las mismas 
no ce han dedo en la sentencia motivos suficientes, cor-
rreer tes y pretinentes; que, por tanto procede casar tam 
bién la sentencia impugnada en cuanto se refiere a esas 
mejoras o edificaciones; 

Considerando, que, cuando se casa una sentencia sólo 
en parte, dejando en pie otras partes, las costas pueden 
ser compensadas; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
en fecha 12 de diciembre de 1969 por el Tribunal Superior 
de Tierras, cuyo dispositivo se ha copiado en parte ante-
rior del presente fallo, en todas las partes del mismo que 
atribuyen al Distrito Nacional la propiedad sin carga de 
la Manzana N 9  704, del Distrito Catastral N 9  1. del Distrito 
Nacional, esto es sin haber declarado la carga estipulada en 
la donación de 1934, a que se refieren los motivos de la 
presente sentencia; y en las partes del mismo que deciden 
sobre la propiedad de las edificaciones sobre esa Manzana. 
y envía el asunto así delimitado ante el mismo Tribunal 
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nal acoger la demanda y pronunciar la resolución del acto 
de Donación; que, al no hacerlo así, dicho tribunal violó 
el articulo 1315 del Código Civil; 

Considerando, que, en la especie ocurrente, si bien se 
trataba de una donacion con una carga, es un hecho no con-
trovertido que el acto de 1934 suscrito entre las partes mi 
estipulaba ningún plazo para el cumplimiento de esa carga 
o condición; que, en tal especial situación y conforme e 
las regias que rijen esa especie particular de .donaciones, el 
tribunal, no ponía pronunciar pura y simplemente la le-
so.ucion de la donación, por la mera petición del donante, 
sino mantener la cosa aunada en la propiedad del dona-
tario, en la especie el Distrito Nacional, aún cuando dan-
do al donatario un plazo congruente con la intención de 
las partes al efectuarse la donación, para el cumplimiento 
ce la condición; que, en vista de que, como efecto ce la cle-
mencia, las partes se habían situádo en posiciones ex,re-
mas —la actual recurrente pidiendo la restitución inme-
diata y pura y simple de la cosa donada, y el D.s.rito as-
pirando a la retención definitiva de la misma cosa por efec-
to de la prescripción— el Tribunal a-quo podía, conforme 
al derecho civil común, situare-e en la posición media que 
ya se ha descrito; que, por tales consideraciones, es pre-
ciso decidir que, si bien el Tribunal a-quo ha procedido co-
rrectamente al mantener la cosa donada en la propiedad 
ael Distrito Nacional como donatario, no ha procedido con 
igual legalidad al mantener esa propiedad sin ninguna car-
ga y sin fijar ningún plazo para el cumplimiento de esa 
obligación, como debió hacerlo al tratarse de la clase par. 
titular de donación de que se trataba, sin que ello repre-
sentara un exceso indebido en el apoderamiento del tri-
bunal por las partes, ya que éstas se habían situado, como 
queda dicho, en posiciones extremas; 

Considerando, que los medios tercero, cuarto y quinto 
del memorial, se contraen a hacer alegatos contra los Con-
s9iderandos y las Decisiones de la sentencia impugnada que 
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se refieren a las edificaciones existentes en la Manzana en 
litigio y al carácter de la donación hecha en 1934; 

Considerando, que, en cuanto al carácter de la dona-
ción de 1934, ya se han dado motivos suficientes para es-
pecificar su carácter y sobre las consecuencias inherentes, 
en buen derecho, a ese tipo de donación, en los casos en 
que el donante manifieste interés, en justicia, en el cum 
plimiento de una carga para cuya realización no se haya 
fijado plazo, por lo cual se hace innecesario dar más mo- • 

tívos sobre ese punto; pero, 

Considerando , que, en vista de la solución que a jui-
cio de esta Suprema Corte se impone en el caso ocurrente. 
para hacer honor al acto de donación de 1934, en el inte-
rés de las dos partes que estipularon ese acto que se refería 
a terrenos registrados, resultaría prematuro estatuir sobre 
las mejoras, además de que sobre el origen de las mismas 
no re han dado en la sentencia motivos suficientes, con-
rever tes y pretinentes; que, por tanto procede casar tam 
bién la sentencia impugnada en cuanto se refiere a esas 
mejoras o edificaciones; 

Considerando, que, cuando se casa una sentencia sólo 
en parte, dejando en pie otras partes, las costas pueden 
ser compensadas; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
en fecha 12 de diciembre de 1969 por el Tribunal Superior 
de Tierras, cuyo dispositivo se ha copiado en parte ante-
rior del presente fallo, en todas las partes del mismo que 
atribuyen al Distrito Nacional la propiedad sin carga de 
la Manzana N 9  704, del Distrito Catastral N 9  1. del Distrito 
Nacional, esto es sin haber declarado la carga estipulada en 
la donación de 1934, a que se refieren los motivos de la 
presente sentencia; y en las partes del mismo que deciden 
sobre la propiedad de las edificaciones sobre esa Manzana. 
y envía el asunto así delimitado ante el mismo Tribunal 



de Tierras; Segundo: Rechaza el recurso de casación inter-
puesto por la Compañía Anónima La Fé, C. por A., en cuan-
to tiende a que no se reconozca la propiedad del Distrito 
Nacional sobre la Manzana mencionada; Tercero: Compen-
sa las costas entre la recurrente, el Estado y el Distrito Na-
cional. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada. Fernando E. 
Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.— Ma. 
nuel A. Amiama•— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. 
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— San-
tiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jue"es que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 7 DE SEPTIEMBRE DE 1970 

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, 

de fecha 15 de octubre de 1969. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Felipe A. 'Noboa. 

Abogados: Lic. Miguel E. Noboa Recio y Dr. Felipe A. Noboa. 

Recurrido: Rafael Rodriguez Gómez. 
Abogado: Dr. Ulises Cabrera L. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E-
Ravelo de la Fuente. Primer Sustituto en Funciones de Pre-
sidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, 
Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan 
Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuc-
cia, asistidos del Secretario General, en la Sala donde ce-
lebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 7 del mes de Septiem-
bre. de 1970, años 1279 de la Independencia y 108 9  de la 
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de 
Casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Felipe A. 
Noboa, dominicano, mayor de edad, casado, abogado, cé-
dula 32329, serie 1, domiciliado en la casa N 9  4 de la calle 
Abelardo Rodríguez Urdaneta, de esta ciudad, contra la 
sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del Distrito Na-
cional, en fecha 15 de Octubre de 1969, cuyo dispositivo se 
copia más adelante; 
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Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente. Primer Sustituto en Funciones de Pre-
sidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, 
Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan 
Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuc-
cia, asistidos del Secretario General, en la Sala donde ce-
lebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 7 del mes de Septiem-
bre de 1970, años 1279 de la Independencia y 108 9  de la 
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de 
Casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Felipe A. 
Noboa, dominicano, mayor de edad, casado, abogado, cé-
dula 32329, serie 1, domiciliado en la casa N9  4 de la calle 
Abelardo Rodríguez Urdaneta, de esta ciudad, contra la 
sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del Distrito Na-
cional, en fecha 15 de Octubre de 1969, cuyo dispositivo se 
copia más adelante; 
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Lic. Miguel E. Noboa Recio, cédula 1491, se-

rie 1, por sí y en representación del Dr. Felipe A. Noboa, 
abogados del recurrente, en la lectura de sus conclusiones - 

Oído al Dr. Ulises Cabrera L., cédula 12215, serie 48, 
abogado del recurrido Rafael Rodríguez Gómez, cédula 
4942, serie 59, en la lectura de sus conclusiones; . 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación del recurrente, suscrito 
por sí mismo como abogado, y depositado en la Secretaría 
de la Suprema Corte de Justicia, el día 12 de diciembre 
de 1969; 

Visto el memorial de defensa del recurrido, suscrito 
por su abogado; 

Vistos los escritos de ampliación de ambas partes; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 78 inciso 3 del Código de Tra-
bajo. 141 del Código de Procedimiento Civil y 1, 20 y 65 
de la Ley Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo-
tivo de una reclamación laboral que no pudo ser concilia-
da, intentada por Rafael Rodríguez Gómez, contra el hoy 
recurrente. el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Na-
cional, dictó el día 8 de enero de 1969, una sentencia cuyo 
dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Ratifica el de-
fecto pronunciado en audiencia contra la parte demandada, 
por no haber concluido al fondo en su oportunidad; Se-
gundo: Rechaza las conclusiones de la parte demandante, 
por improcedentes y mal fundadas, y en consecuencia de-
clara justificado el despido operado por el patrono Felipe 
A. Noboa, contra su ex-trabajador Rafael Rodríguez Gó-
mez; Tercero: Se condena a la parte demandante al pago 
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de las costas"; b) que sobre el recurso de apelación inter-
puesto contra ese fallo, intervino la sentencia ahora impug-
nada, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: De-
clara regular y válido tanto en la forma como en el fondo 
el recurso de apelación interpuesto por Rafael Rodríguez 
Gómez contra sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo 
del Distrito Nacional, de fecha 8 de enero del 1969, dictada 
en favor de Felipe A. Noboa, cuyo dispositivo figura co-
piado en parte anterior de esta misma sentencia y en conse-
cuencia revoca íntegramente dicha decisión impugnada; 
Segundo: Declara injustificado el despido y resuelto el con-
trato de trabajo que ligaba a las partes por la voluntad del 
patrono con responsabilidad para el mismo; Tercero: Aco 
ge la demanda original incoada por Rafael Rodríguez Gó-
mez contra Felipe A. Noboa y en consecuencia condena a 
Felipe A. Noboa a pagar en favor de Rafael Rodríguez Gó-
mez los valores siguientes: veinticuatro (24) días de salario 
por concepto de preaviso: ciento ochenta días (180) por con-
cenit() de auxilio de cesantía, así como a una indemnización 
igual a los salarios que había recibido el trabajador desde 
el día de su demanda y hasta la sentencia definitiva dicta-
da en última instancia, sin que los mismos excedan de los 
salarios correspondientes a tres meses, todas estas presta-
ciones calculadas a base de un salario de cinco pesos con 
cuarenticinco centavos (RD$5.45) diarios; Cuarto: Condena 
a la parte que sucumbe Felipe A. Noboa al pago de las cos-
tas del procedimiento de conformidad con los artículos 5 
y 16 de la Ley N 9  302, del 18 de junio del 1964 y 691 del 
Código de Trabajo, ordenando su distracción en provecho 
del Dr. Ulises Cabrera L., quien afirma haberlas avanzado 
en su totalidad"; 

Considerando que en su memorial de casación el recu-
rrente invoca los siguientes medios: Primer Medio: Viola-
ción del ordinal 21 del Artículo 78 del Código de Trabajo. 
Segundo Medio: Violación del ordinal 39  del Artículo 73 
del Código de Trabajo. Tercer Medio: Violación del Artículo 
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puesto contra ese fallo, intervino la sentencia ahora impug-
nada, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: De-
clara regular y válido tanto en la forma como en el fondo 
el recurso de apelación interpuesto por Rafael Rodríguez 
Gómez contra sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo 
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en favor de Felipe A. Noboa, cuyo dispositivo figura co-
piado en parte anterior de esta misma sentencia y en conse-
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Segundo: Declara injustificado el despido y resuelto el cor-
trato de trabajo sue ligaba a las partes por la voluntad del 
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ge la demanda original incoada por Rafael Rodríguez Gó-
mez contra Felipe A. Noboa y en consecuencia. condena a 
Felipe A. Noboa a pagar en 'favor de Rafael Rodríguez Gó-
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por concepto de preaviso; ciento ochenta días (180) por con-
cepto de auxilio de cesantía, así como a una indemnización 
igual a los salarios que había recibido el trabajador desde 
el día de su demanda y hasta la sentencia definitiva dicta-
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salarios correspondientes a tres meses, todas estas presta-
ciones calculadas a base de un salario de cinco pesos con 
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Segundo Medio: Violación del ordinal 3 9  dél " Artículo 73 
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79 del Código de Trabajo. Cuarto Medio: Desnaturalización 
dé los hechcs. Quinto Medio: Falta de base legal. Sexto Me-
dio: Violación del Artículo 1315 del Código Civil; 

Considerando que en su 'segundo medio de casación, 
el recurrente alega, en síntes's, lo siguiente: que el Juez 
a-quo después de admitir que el trabajador Rodríguez Gó-
mez, vendedor de café del recurrente, tuvo un déficit de 
RD$15.50 imputable 'exclusivamente a dicho trabajador, 
declaró, sin embargo, en la sentencia impugnada que ese 
hecho no constituye la falta de probidad caracterizada que 
pudiese justificar el despido de que fue objeto el referido 
trabajador; que el juez a.quo entiende que en el ceso se 
trataba de un simple error, consecuencia de la forma "ru-
dimentaria" como llevaba sus cuentas el trabajador; pero 
es evidente que en la especie, no hubo error, sino que di-
cho trabajador se apropió indebidamente de un valor de 
RD$15.50 perteneciente al recurrente; que, además, pare 
encubrir ese hecho dijo que la empresa Colgate Palmolive 
de esta ciudad, no le había pagado; lo que no era cierto.: 
que todo eso demuestra que el trabajador incurrió en la 
falta de probidad prevista en el ordinal 39 del artículo 73 
del Código de Trabajo, hecho que justifica el despido, nue; 
destruye la confianza que el patrono le tenía a su emplea-
do; que el juez a-quo al fallar como lo hizo, violó en la sen-
tencia impugnada el indicado texto legal; 

Considerando que el artículo 78 crdinal 3 9  del Código 
de Trabajo, dispone lo siguiente: "El patrono puede dar 
por terminado el contrato de trabajo despidiendo al tra-
bajador por cualquiera de las causas siguientes: "Por incu-
rrir el trabajador durante sus labores en faltas de probidad 
o de honradez, en actos o intentos de violencia, injurias o 
malos tratamientos contra el patrono o sus parientes, el ca-
pataz o los jefes de la °filena, taller u otro centro de la 
empresa"; 

Considerando que el examen de la sentencia impug-
nada pone de manifiesto que el juez a-quo, tal como lo ale-
ga el recurrente, reconoció que el trabajador dispuso en 
perjuicio de su patrono, de una suma de dinero que había 
cobrado a uno de los clientes, según también se comprobó; 
que ese hecho constituye obviamente una 'falta de probi-
dad, y al no calificarlo así, el juez a-quo violó el ordinal 
39 del referido artículo 78 del Código de Trabajo; 

Por talesmotivos: Primero: Casa la sentencia dicta-
da por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, de fe-
cha 15 de Octubre de 1969, cuyo dispositivo se ha copia-
do en parte anterior del presente fallo, y envía el asunto 
al Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
San Cristóbal como Tribunal de Trabajo de segundo gra-
do; y Segundo: Condena al recurrido al pago de las costas 
ordenándose la distracción de ellas en provecho del Dr. Fe-
lipe A. Noboa, abogado que afirma haberlas avanzado. 

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francis-
co Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en lar 
auditncia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General. 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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de los hechcs. Quinto Medio: Falta de base legal. Sexto Me-
dio: Violación del Artículo 1315 del Código Civil; 

Considerando que en su segundo medio de casación, 
el recurrente alega, en síntes's, lo siguiente: que el Juez 
a-quo después de admitir que el trabajador Rodríguez Gó-
mez, vendedor de café del recurrente, tuvo un déficit de 
RD$15.50 imputable exclusivamente a dicho trabajador, 
declaró, sin embargo, en la sentencia impugnada que eso 
hecho no constituye la falta de probidad caracterizada que 
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trabajador; que el juez a-quo entiende que en el case se 
trataba de un simple error, consecuencia de la forma "ru-
dimentaria" como llevaba sus cuentas el trabajador; pero 
es evidente que en la especie, no hubo error, sino que di-
cho trabajador se apropió indebidamente de un valor de 
RD$15.50 perteneciente al recurrente; que, además, para 
encubrir ese hecho dijo que la empresa Colgate Palmo]ivc 
de esta ciudad, no le había pagado; lo que no era cierto.; 
que todo eso demuestra que el trabajador incurrió en la 
falta de probidad prevista en el ord"nal 3 9  del artículo 73 
del Código de Trabajo, hecho que justifica el despido, nue; 
destruye la confianza que el patrono le tenía a 
do; que el juez a-quo al fallar como lo hizo, violó en la sen-
tencia impugnada el indicado texto legal; 

Considerando que el artículo 78 ordinal 3 9  del Código 
de Trabajo, dispone lo siguiente: "El patrono puede dar 
por terminado el contrato de trabajo despidiendo al tra-
bajador por cualquiera de las causas siguientes: "Por incu-
rrir el trabajador durante sus labores en faltas de probidad 
o de honradez, en actos o intentos de violencia, injurias o 
malos tratamientos contra el patrono o sus parientes, el ca-
pa'az o los jefes de la ofiicna, taller u otro centro de la 
empresa"; 

Considerando que el examen de la sentencia impug-
nada pone de manifiesto que el juez a-quo, tal como lo ale-
ga el recurrente, reconoció que el trabajador dispuso en 
perjuicio de su patrono, de una suma de dinero que había 
cobrado a uno de los clientes, según también se comprobó; 
que ese hecho constituye obviamente una falta de probi-
dad, y al no calificarlo así, el juez a-quo violó el ordinal 
39  del referido artículo 78 del Código de Trabajo; 

Por talesmotivos: Primero: Casa la sentencia dicta-
da por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, de fe-
cha 15 de Octubre de 1969, cuyo dispositivo se ha copia-
do en parte anterior del presente fallo, y envía el asunto 
al Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
San Cristóbal como Tribunal de Trabajo de segundo gra-
do; y Segundo: Condena al recurrido al pago de las costas 
ordenándose la distracción de ellas en provecho del Dr. Fe-
lipe A. Noboa, abogado que afirma haberlas avanzado. 

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francis-
co Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en ler 
auditncia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General. 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE SEPTIEMBRE DE 1970 

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, 

de fecha 29 de Julio de 1969. 

Materia: Trabajo. 

Rwurrente: Eventos Deportivos, C. por A. 

Abogado: Lic. Federico Nina hijo. 

Recurrido: Luis E. Silva Santos. 
Abogado: Dr. Saridago E. Robert Saint Clair. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Ncmbre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada. Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Pres:dente; Manuel D. Ber-
gés Chupani, Manuel A. A miama, Francisco Elpidio Beras, 
Jcaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Na-
cional, hoy día 9 del mes de septiembre de 1970, años 127 9 

 de la Independencia y 1089 de la Restauración, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Eventos 
Deportivos, C. por A., arrendatar:a del Hipódromo Perla 
Antil'ana, de esta ciudad, domiciliada en dicho Hipódro-
mo, contra la sentencia dictada por la Cámara de Trabajo 
del Distrito Nacional, en fecha 29 de Julio de 1963, cuyo 
dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara  

regular y válido en cuanto a la forma el recurso de apela-
ción interpuesto por Eventos Deportivos, C. por A., contra 
sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Na-
cional, de fecha 10 de abril de 1963, dictada en favor ile 
Luis E. Silva Santos, cuyo dispositivo ha sido copiado cn 
parte anterior de esta misma sentencia; SEGUNDO: Rela-
tivamente al fondo, rechaza dicho recurso de alzada y en 
consecuencia conTirma en todas sus partes la sentencia im-
pugnada; TERCERO: Condena a la parte que Gucumbe 
Eventos Deportivos, C. por A., al pago de las costas del 
procedimiento, de conformidad ccn los artículos 691 del 
Código de Trabajo, 5 y 16 de la Ley N 9  302 del 18 de ju-
nio de 1964 del Código de Trabajo, ordenando su distrac-
ción en provecho del Dr. Santiago E. Robert S., quien afir-
ma haberlas avanzado en su mayor parte"; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oída al Lic. Quírico Elpidio Pérez B., en la lectura de 

sus conclusiones, en representación del Lic. Federico Nina 
hijo, abogado de la recurrente; 

Oído al Dr. Santiago E. Robert Saint-Clair, cédula N 9 
 76835, serse 11, en la lectura de sus conclusiones, como abo-

gado del recurrido Luis E. Silva Santos, cédula N9 18637, 
serie 23; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genera: 
de la República; 

Visto el memorial de casación de la recurrente, sus-
crito por su abogado, depositado en la Secretaría de la Su-
prema Corte de Justicia, el día 11 de febrero de 1970, y en 
el cual se invocan los siguientes medios: Primer Medio: 
Violación y falsa interpretación del artículo 9 del Códig.) 
de Trabajo; Segundo Medio: Violación al Artículo 72 del 
Código de Trabajo en cuanto la Cámara de Trabajo no de-
terminó, de manera inequívoca el lapso de tiempo, que 
de admitirse que el contrato de trabajo era por tiempo in-
definido, era necesario determinar para el pago de las pres- 
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Recurrente: Eventos Deportivos, C. por A. 
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mo, contra la sentencia dictada por la Cámara de Trabajo 
del Distrito Nacional, en fecha 29 de Julio de 1961 cuyo 
dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara  

regular y válido en cuanto a la forma el recurso ele apela-
ción interpuesto por Eventos Deportivos, C. por A., contra 
sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Na-
cional, de fecha 10 de abril de 1963, dictada en favor de 
Luis E. Silva Santos, cuyo dispositivo ha sido copiado cn 
parte anterior de esta misma sentencia; SEGUNDO: Rela-
tivamente al fondo, rechaza dicho recurso de alzada y en 
consecuencia conTirma en todas sus partes la sentencia im-
pugnada; TERCERO: Condena a la parte que sucumbe 
Eventos Deportivos, C. por A., al pago de las costas del 
procedimiento,. de conformidad ccn los artículos 691 del 
Código de Trabajo, 5 y 16 de la Ley N 9  302 del 18 de ju-
nio de 1964 del Código de Trabajo, ordenando su distrac-
ción en provecho del Dr. Santiago E. Robert S., quien afir-
ma haberlas avanzado en su mayor parte"; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oída al Lic. Quírico Elpidio Pérez B., en la lectura de 

sus conclusiones, en representación del Lic. Federico Nina 
hijo, abogado de la recurrente; 

Oído al Dr. Santiago E. Robert Saint-Clair, cédula N 9 
 76835, serie 1a, en la lectura de sus conclusiones, como abo-

gado del recurrido Luis E. Silva Santos, cédula N 9  18637, 
serie 23; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genera: 
de la República; 

Visto el memorial de casación de la recurrente, sus-
crito por su abogado, depositado en la Secretaría de la Su-
prema Corte de Justicia, el día 11 de febrero de 1970, y en 
el cual se invocan los siguientes medies: Primer Medio: 
Violación y falsa interpretación del artículo 9 del Códiga 
de Trabajo; Segundo Medio: Violación al Artículo 72 del 
Código de Trabajo en cuanto la Cámara de Trabajo no de-
terminó, de manera inequívoca el lapso de tiempo, que 
de admitirse que el contrato de trabajo era por tiempo in-
definido, era necesario determinar para el pago de las pres- 



taciones laborales: Tercer Medio: Violación del Artículo 
141 del Código de Procedimiento Civil por falta de moti-
vos; Cuarto Medio: Violación del del Artículo 141 del Có-
digo de Procedimiento Civil en cuanto en la sentencia re-
currida se dan motivos erróneos; 

Visto el memorial de defensa del recurrido, suscrito 
por su abogado; 

Vistos los escritos de ampliación del recurrente y del 
recurrido, de fechas 26 de junio y 3 de julio de 1970, res-
pectivamente: 

Vistos los nuevos escritos de ampliación de la ,recu-
rrente y del recurrido, de fecha 7 y 8 de Julio de 1970, res-
pectivamente; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los artículos 5, 15 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que el recurrido propone la- inadmisión 
del presente recurso de casación sobre el fundamento de 
que la sentencia del 29 de julio de 1969, se le notificó a la 
Compañía el día 4 de septiembre de ese mismo año, y co-
mo ella interpuso el recurso el día 11 de febrero de 1970, 
es obvio que lo hizo tardíamente, cuando ya habían trans-
currido los dos meses que indica el artículo 5 de la Ley Go-
bre Procedimiento de Casación; que, además, el recurrido 
alega que el escrito de ampliación de la recurrente en que 
replica la inadmisión propuesta, debe ser excluido del liti-
gio, pues se le notificó al recurrido el 7 de Julio de 1970, 
o sea el día anterior a la audiencia, en violación del artícu-
lo 15 de la Ley sobre Procedimiento de Casación que exi-
ge que ese escrito debe ser notificado no menos de 8 días 
antes del día de la audiencia; 

Considerando que la recurrente alega, en síntesis, que 
el acto del 4 de septiembre de 1969, en que se afirma que 
se le notificó la sentencia no contiene ninguna prueba de  

que la sentencia que se dice notificada formó parte del in 
ciscada acto, pues éste contiene só_o dos foje,s y media y 
transcribe dn.camente el dispositivo de la reierida senten 
cia; que, por tanto ese acto no pudo servir para hacer co-
rrer el plazo de dos meses indicado en el artículo 5 de la 
Ley sobre Proced miento de Casación; que, en consecuen-
cia sostiene la recurrente que la inadmisión propuesta ca-
rece de fundamento; 

Considerando que el artículo 15 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación dispone lo siguiente: Los asuntos 
serán llamadcs a la vista de conformidad al rango de su 
inscripción en el rol de audiencia. En seguida, ios aboga-
dos de las partes leerán sus conclusiones, pudiendo deposi-
tar, además escritos de ampliación a sus medios de de-
fensa, de los cuales los del recurrente deberán estar noti-
ficados a la par te contraria rn menos de ocho días antes de 
la audiencia, y los del recurrido en cualquier momelito an-
terior a la auctiencia. Por última, el Procuradod General 
de la República, leerá las conclusiones de su dictamen; 

Considerando que en la especie, como la audiencia se 
celebró el día 8 de julio de 1970, es obvio que el escrito de 
ampliación de la Compañía recurrente, notificado al recu-
rrido el día 7 de ese mismo mes, no puede ser tomado ea 
cuenta; 

Considerando que el artículo 5 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación dispone lo siguiente: En los asuntos 
civiles y comerciales el recurso de casación se interpondrá 
con un memorial suscrito por abogado, que contendrá to-
dos les medios en que se funda, y que deberá ser deposita-
do en la secretaría de la Suprema Corte de Justicia, en 
los dos meses de la notificación de la sentencia. El memo-
rial deberá ir acompañado de una copia auténtica de la 
sentencia que se impugna y de todos los documentos en que 
se apoye la casación solicitada salvo lo dispuesto por la Ley 
de Registro de Tierras. Con relación a las sentencias en de- 
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fecto, el plazo es de dos meses contados desde el día en 
que la oposición no fuere admisible. No se puede interponer 
recurso de casación contra las sentencias preparatoras sino 
después de la sentencia definitiva; pero la ejecución de 
aquellas, aunque fuere voluntaria, no es oponible como 
medio de inadmisión; 

Considerando que según se comprueba por el acto N 9 
 421 del Alguacil Ordinario de la Corte de Apelación de 

Santo Domingo, José Alejandro Batista Grullón, de fecha 
4 de septiembre de 1969, dicho Ministerial notificó a Even-
tos Deportivos C. por A., hablando con su auditor Ramón 
Sanzz, la sentencia que "encabeza" ese acto, dictada el 29 
de julio de 1969, por la Cámara de Trabajo del Distrito Na-
cional, cuyo dispositivo transcribe; que, además, en el re-
ferido acto se hace una intimación de pago de la suma de 
RD$1,280.00 "valor a que ascienden las condenaciones que 
le fueron confirmadas por medio de la sentencia que se 
le notificara en cabeza de este acto"; que, 'finalmente S2 

hace constar en dicho acto, que se le dejó copia fiel de la 
sentencia que lo encabeza en manos de la persona con quier: 
habló el alguacil; que la circunstancia de que en el indica-
do acto no se haya hecho constar el número de hojas de la 
sentencia que lo encabezaba, o puede significar que la co-
pia de esa sentencia no se le entregara a la hoy recurren-
te, como lo afirma el alguacil actuante; 

Considerando que como en la especie la sentencia se 
notificó el día 4 de septiembre de 1969, y la Compañía in-
terpuso su recurso de casación el día 11 de febrero de 1970, 
es obvio que lo hizo después del plazo de los dos meses se-
ñalados en el artículo 5 de la Ley sobre Procedimientos de 
Casación; que por tanto procede acoger el medio de inad-
misión propuesto; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible por 
tardío el recurso de casación interpuesto por Eventos De-
f-ortivos, C. por A., contra la sentencia dictada por la Cá-
mara de Trabajo del Distrito Nacional, en fecha 29 de Ju- 

lio de 1969, cuyo dispositivo se ha copiado en parte ante-
rior del presente fallo; y Segundo: Condena a la Eventos 
Déportivos, C. por A., recurrente que sucumbe, al pago de 
las costas, ordenándose la distracción de ellas en provecho 
de los Dres. Santiago E. Robert Saint-Clair y Moisés Gon-
zález García, abogados del recurrido, quienes afirman ha-
berlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.-- 
Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
Santiago Osvaldc Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo . 

Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada, por lo-; 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicad apor mí, Secretario General qu2 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

1 
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Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible por 
tardío el recurso de casación interpuesto por Eventos De-
i-ortivos, C. por A., contra la sentencia dictada por la Cá-
mara de Trabajo del Distrito Nacional, en fecha 29 de Ju- 

lio de 1969, cuyo dispositivo se ha copiado en parte ante-
rior del presente fallo; y Segundo: Condena a la Eventos 
Déportivos, C. por A., recurrente que sucumbe, al pago de 
las costas, ordenándose la distracción de ellas en provecho 
de los Dres. Santiago E. Robert Saint-Clair y Moisés Gon-
zález García, abogados del recurrido, quienes afirman ha-
berlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
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Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
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Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada, por lo.; 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fu, - 

 firmada, leída y publicad apor mí, Secretario General qui; 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE SEPTIEMBRE DE 1970 

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, 

de fecha 21 de mayo de 1969. 

da el 21 de mayo de 1969, por la Cámara de Trabajo del Dis-
trito Nacional, cuyo dispositivo se transcribirá más ade-
lante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Dennis Abel Duval Feliz, portador de la 

cédula de identificación personal N9 11816, serie 22, en 
representación de los doctoirs A. Sandino González de 
León, Juan Luperón Vásquez y Manuel Ferreras Pérez, por-
tadores, respectivamente, de las cédulas de identificación 
personal números 577449, 24229 y 58913, serie 1 1  abogados 
de los recurrentes, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de los recurrentes, sus-
`era° por sus abogados y depositado en la Secretaría de la 
Suprema Corte de Justicia ,en fecha 13 de junio de 1969, 
y en el cual se invocan los medios de casación que' más 
adelante se indicarán; 

Vista la Resolución de esta Suprema Corte de Justi-
cia, de fecha 12 de diciembre de 1969, por medio de la 
cual se declara la exclusión de los recurridos Serapio Ray-
mundo de la Cruz, Salvador Castillo, Efraín Perdomo y An-
gélico Frías; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 16, 141, 443, 444, 451, 452, 
456, 473 y 1315 del Código de Procedimiento Civil, 61 de 
la Ley NO 637 de 1944 sobre Contratos de Trabajo, y 1 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
con motivo de una reclamación laboral que no pudo ser 
conciliada ante las autoridades administrativas correspon-
dientes, el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacio-
nal dictó en fecha 24 de julio de 1968, una sentencia con el 

        

        

             

        

Materia: Trabajo. 

    

            

        

Recurrente: Michel Nicolás Nader y Nilson E. Martínez Howhy. 

Abogados: Dres. A. Santino González de León, Juan Luperón Vás 

quez y Manuel Ferreras Pérez. 

 

         

         

         

         

       

Recurridos: Serapio Raymundo de la Cruz, Salvador Castillo, Efraín 

Perdomo y Angélico Frías (Excluidos). 

       

             

        

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

 

         

         

         

        

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E . 
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en Zunciones de 
Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amia-
ma, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, 
Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo 
Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sala dcn 
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo 
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 9 de septiembre del 
año 1970, años 127 9  de la Independencia y 108 9  de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia: 

        

        

        

        

        

       

Sobre el recurso de casación interpuesto por Michel 
Nicolás Nader y Nilson E. Martínez How:ey, dominicanos, 
mayores de edad, casados, ingenieros civiles, domiciliados 
en la casa N9  166 de la calle Máximo Gómez, portadores de 
las cédulas de identificación personal Nos. 8652 y 10400, 
de la lra. serie, respectivamente, contra la sentencia dicta- 
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE SEPTIEMBRE DE 1970 

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional > 

 de fecha 21 de mayo de 1969. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Michel Nicolás Nader y Nilson E. Martínez HowLs.y. 

Abogados: Dres. A. Santino González de León, Juan Luperón Vás 

quez y Manuel Ferreras Pérez. 

Recurridos: Serapio Raymundo de la Cruz, Salvador Castillo, Efrain 

Perdomo y Angélico Frías (Excluidos). 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en Funciones de 
Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amia-
ma, Francisco Eipidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pereiló, 
Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo 
Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sala dcn 
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo 
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 9 de septiembre del 
año 1970, años 127 9  de la Independencia y 108 9  de la •as-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Michel 
Nicolás Nader y Nilson E. Martínez How:ey, dominicanos, 
mayores de edad, casados, ingenieros civiles, domiciliados 
en la casa N9  166 de la calle Máximo Gómez, portadores de 
las cédulas de identificación personal Nos. 8652 y 10400, 
de la lra. serie, respectivamente, contra la sentencia dicta- 

da el 21 de mayo de 1969, por la Cámara de Trabajo del Dis-
trito Nacional, cuyo dispositivo se transcribirá más ade-
lante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Dennis Abel Duval Feliz, portador de la 

cédula de identificación personal N9 11816, serie 22, en 
representación de los doctor cs A. Sandino González de 
León, Juan Luperón Vásquez y Manuel Ferreras Pérez, por-
tadores, respectivamente, de las cédulas de identificación 
personal números 577449, 24229 y 58913, serie 11  abogados 
de los recurrentes, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de los recurrentes, sus-
crito por sus abogados y depositado en la Secretaría de la 
Supreína Corte de Justicia ,en fecha 13 de junio de 1969, 
y en el cual se invocan los medioS de casación que' más 
adelante se indicarán; 

Vista la Resolución de esta Suprema Corte de Justi-
cia, de fecha 12 de diciembre de 1969, por medio de la 
cual se declara la exciusión de los recurridos Serapio Ray-
mundo de la Cruz, Salvador Castillo, Efraín Perdomo y An-
gélico Frías; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 16, 141, 443, 444, 451, 452, 
456, 473 y 1315 del Código de Procedimiento Civil, 61 de 
la Ley N9 637 de 1944 sobre Contratos de Trabajo, y 1 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
con motivo de una reclamación laboral que no pudo ser 
conciliada ante las autoridades administrativas correspon-
dientes, el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacio-
nal dictó en fecha 24 de julio de 1968, una sentencia con el 



dispositivo siguiente: "Falla: "Se ordena la fusión del pre- , 
sente expediente con los demás expedientes enunciados; se : 
da acta a la parte demandada de lo solicitado por ella en 
sus conclusiones; concede un plazo de 10 días a la parte 
demandada para los fines solicitados, a vencimiento 10 días 
a la parte damandada para los fines también por ella solici-
tados 

 
 y se aplaza el fallo sobre el fondo"; y posteriormente, 

o sea el 11 de diciembre del mismo año una segunda senten-
cia, cuyo dispositivo dice así "Falla: Primero: "Rechaza en 
todas sus partes las conclusiones de la parte demandante, 
por improcedentes y mal fundadas, rechazando en conse-
cuencia por los mismos motivos las demandas intentadas 
por Serapio Raymundo de la Cruz, Salvador Castillo, Efraín 
Perdomo y Angélico Frías, contra los ingenieros Michel Ni-
colás Nadel y Niison Martínez H.; Segundo: Acoge en to-
das sus partes, por ser justas y reposar en prueba legal, las 
conclusiones de la parte demandada; Tercero: Se condena 
a la parte demandante al pago de las costas, y se ordena la 
distracción de las mismas en provecho del Dr. A. Sandino 
González de León, quien afirma haberlas avanzado en sti 
totalidad"; b) que habiendo recurrido en alzada los actua-
les recurrentes, la Cámara de Trabajo del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, dictó en fecha 21 de 
mayo de 1969, la sentencia ahora impugnada, con el dis-
positivo siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regular 
y válido tanto en la forma como en el fondo el recurso de 1 
apelación incoado por los señores Salvador Castillo, An - 
gélico Frías, Efraín Perdomo y Serapio Raymundo de 1,1 , 
Cruz, contra sentencias dictadas por el Juzgado de Pa. 
de Trabajo del Distrito Nacional de fechas 24 de julio y 
11 de diciembre de 1968, en favor de los Ingenieros Michel 
Nicolás Nadel y Nilson Martínez; SEGUNDO: Revoca la 
sentencia dictada por el Juzgado de Paz de Trabajo del 
Distrito Nacional de fecha 24 de julio de 1968 y anula por 
vía de consecuencia la de 'fecha 11 de diciembre de 1963. 
dictada por el mismo tribunal; TERCERO: Ordena el des- 

glose de las demandas incoadas por los señores Serapio 
Raymundo de la Cruz, Salvador Castillo, Angélico Frías 
y Efraín Perdomo, contra los citados ingenieros, para ser 
conocidas separadamente; CUARTO: Avoca el fondo de los 
respectivos asuntos para que sean conocidos ante esta Cá-
mara, formándose al efecto expedientes distintos para ca-
da uno; QUINTO: Fija la audiencia del día 24 de junio d. -, 
1969, a las 9:00 de la mañana, para conocer de las deman-
das incoadas por Serapio Raymundo de la Cruz, Salvador 
Castillo, Angélico Frías y Efraín Perdomo contra los di-
chos ingenieros; SEXTO: Condena a la parte que sucumbe 
Ingernieres Michel Nicolás Nadel y Nilson Martínez, al 
pago de las costas del procedimiento, de conformidad con 
los artículos 691 del Código de Trabajo, 5 y 16 de la Ley 
N9  302 del 18 de junio de 1964 del Código de Trabajo. or-
denando su distracción en provecho de los Dres. Porfirio 
L Balcácer R., y Abel Rodríguez del Orbe, quienes afirman 
haberlas avanzado en su mayor parte"; 

Considerando que los recurrentes invocan en apoyo de 
su recurso los siguientes medios: Primer Medio: Violación 
del principio de la conexidad entre varias demandas; Vio-
lación de los artículos 451 y 452 del Código de Procedimien-
to Civil. Carácter definitivo de la sentencia de fecha 24 
de julio del año 1968, dictada por el Juzgado de Paz de 
Trabajo del Distrito Nacional, que ordenó la fusión de va-
rias demandas; Violación del artículo 1351 del Código Civil; 
Violación de los artículos 16, 443, 444 y 456 del Código de 
Procedimiento Civil, y 61 de la Ley 637 sobre Contratos de 
Trabajo vigente; Carácter de orden público de esas dispo-
siciones; Falta de Motivos. Falta de base legal. Segundo 
Medio: Violación al principio que rige la avocación y en 
consecuencia al artículo 473 del Código de Procedimiento 
Civil. Violación sobre el Principio General sobre la Prue-
ba. y par tanto del artículo 1315 del Código Civil. Violación 
del Derecho de Defensa. iVolación del artículo 141 del Cb- 
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dispositivo siguiente: "Falla: "Se ordena la fusión del pre-
sente expediente con los demás expedientes enunciados; se 
da acta a la parte demandada de lo solicitado por ella en 
sus conclusiones; concede un plazo de 10 días a la parte 
demandada para loe fines solicitados, a vencimiento 10 días 
a la parte demandada para los fines también por ella solici-
tados y se aplaza el fallo sobre el fondo"; y posteriormente, 
o sea el 11 de diciembre del mismo año una segunda senten-
cia,. cuyo dispositivo dice así "Falla: Primero: "Rechaza en 
todas sus partes las conclusiones de la parte demandante, 
por improcedentes y mal fundadas, rechazando en conse-
cuencia por los mismos motivos las demandas intentadas 
por Serapio Raymundo de la Cruz, Salvador Castillo, Efraín 
Perdomo y Angélico Frías, contra los ingenieros Michel Ni-
colás Nadel y Niison Martínez H.; Segundo: Acoge en to-
das sus partes, por ser justas y reposar en prueba legal, las 
conclusiones de la parte demandada; Tercero: Se condena 
a la parte demandante al pago de las costas, y se ordena la 
distracción de las mismas en provecho del Dr. A. Sandino 
González de León, quien afirma haberlas avanzado en su 
totalidad"; b) que habiendo recurrido en alzada los actua-
les recurrentes, la Cámara de Trabajo del Juzgado (12 Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, dictó en fecha 21 de 
mayo de 1969, la sentencia ahora impugnada, con el dis-
positivo siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regula c 
y válido tanto en la forma como en el fondo el recurso de 
apelación incoado por los señores Salvador Castillo, An 
gélico Frías, Efraín Perdomo y Serapio Raymundo de la 
Cruz, contra sentencias dictadas por el Juzgado de Paz. 
de Trabajo del Distrito Nacional de fechas 24 de julio y 
11 de diciembre de 1968, en favor de los Ingenieros Michel 
Nicolás Nadel y Nilson Martínez; SEGUNDO: Revoca la 
sentencia dictada por el Juzgado de Paz de Trabajo del 
Distrito Nacional de fecha 24 de julio de 1968 y anula por 
vía de consecuencia la de 'fecha 11 de diciembre de 1963. 
dictada por el mismo tribunal; TERCERO: Ordena el des- 

glose de las demandas incoadas por los señores Serapia 
Raymundo de la Cruz, Salvador Castillo, Angélico Frías 
y Efraín Perdomo, contra los citados ingenieros, para ser 
conocidas separadamente; CUARTO: Avoca el fondo de los 
respectivos asuntos para que sean conocidos ante esta Cá-
mara, formándose al efecto expedientes distintos para ca-
da uno; QUINTO: Fija la audiencia del día 24 de junio de 
1969, a las 9:00 de la mañana, para conocer de las deman-
das incoadas por Serapio Raymundo de la Cruz, Salvador 
Castillo, Angélico Frías y Efraín Perdomo contra los di-
chos ingenieros; SEXTO: Condena a la parte que sucumbe 
Ingenieres Michel Nicolás Nadel y Nilson Martínez, al 
pago de las costas del procedimiento, de conformidad con 
los artículos 691 del Código de Trabajo, 5 y 16 de la Ley 
N9  302 del 18 de junio de 1964 del Código de Trabajo. or-
denando su distracción en provecho de los Dres. Porfirio 
L Balcácer R., y Abel Rodríguez del Orbe, quienes afirman 
haberlas avanzado en su mayor parte"; 

Considerando que los recurrentes invocan en apoyo de 
su recurso los siguientes medios: Primer Medio: Violación 
del principio de la conexidad entre varias demandas; Vio-
lación de los artículos 451 y 452 del Código de Procedimien-
to Civil. Carácter definitivo de la sentencia de fecha 24 
de julio del año 1968, dictada por el Juzgado de Paz de 
Trabajo del Distrito Nacional, que ordenó la fusión de va-
rias demandas; Violación del artículo 1351 del Código Civil; 
Violac:ón de los artículos 16, 443, 444 y 456 del Código de 
Procedimiento Civil, y 61 de la Ley 637 sobre Contratos de 
Trabajo vigente; Carácter de orden público de esas dispo-
siciones; Falta de Motivos. Falta de base legal. Segundo 
Medio: Violación al principio que rige la evocación y en 
consecuencia al artículo 473 del Código de Procedimiento 
Civil. Violación sobre el Principio General sobre la Prue-
ba. y por  tanto del artículo 1315 del Código Civil. Violación 
del Derecho de Defensa, iVolación del artículo 141 . del 01- 
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digo de Procedimiento Civil. Falta de Motivos. Falta de 
base legal"; 

Considerando que en el desenvolvimiento de los dos 
medios del memorial, a cuyo examen se procederá conjun-
tamente, los recurrentes alegan, en síntesis, que la senten-
cia dictada por el Juzgada de Paz de Trabajo, en fecha 24 
de julio de 1968,-por medio de la cual dicho juez ordenó 
la fusión de las demandas de los trabajadores, para decidi? 
el caso por una sola y misma sentencia, no es una sentencia 
preparatoria como parece haberlo entendido el juez a-quo, 
sino una sentencia definitiva sobre un incidente, ya que la 
decisión adoptada por el expresado juez, "fue la consecuen-
cia de un pedimento formulado por los recurrentes en ese 
mismo sentido, y de la oposición o contestación formulada 
por los trabajadores recurridos% que, en consecuencia el 
plazo para recurrir contra dicha decisión, puesto que 'fue 
dictada en presencia de los abogados apoderados de las par-
tes, empezó a correr inmediatamente que fue pronuncia-
da; que no habiendo los actuales recurridos declarado su 
apelación sino conjuntamente con el recurso que interpu-
sieron contra la sentencia que decidió el fondo de la cau-
sa, vale decir el 3 de febrero de 1969, unos cinco meses des-
pués del primer fallo, el recurso de apelación declarad: 
contra éste, es inadmisible; circunstancia que abona aún 
más el hecho de que los actuales recurridos asintieron a 
lo decidido por el juez de primer grado, en cuanto ordenó 
la fusión de las demandas, visto que dichos recurridos pro-
dujeron conclusiones al fondo; que de lo así expuesto, —si-
guen exponiendo los recurrentes—, resulta que el juez de 
la apelación no podía sin violar la autoridad de la cosa juz-
gada, por la sentencia que ordenó la fusión, revocar dicha 
decisión y disponer la separación de las demandas antes de 
proceder al examen y decisión del fondo; que aún cuando 
ello no fuese así, la separación de las demandas no podía 
efectuarse sobre el fundamento de que no eran conexas, 
pues la conexidad resultaba patente de la circunstancia de 
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que dichas demandas estaban dirigidas "contra una misma 
perscna, fundadas sobre la misma causa, intentadas y pro-
movidas en las mismas fechas, persiguiendo los mismos fi-
nes"; que también en la sentencia impugnada se ha incu-
rrido en la violación de las reglas de la prueba, pues el 
juez a-quo no ha expresado en su decisión en qué se fun-
dó para Pegar a la conclusión de que las demandas eran 
de "trabajadores distintos, amparados por ccntratos de tra 
bajo individuales, etc.", ya que aparte de la ausencia de 
elementos literales o testimonales por parte de los recu• 
rridos " se encontró, también con la negativa radical de 
los recurrentes, en relación con los hechos de la demanda'', 
lo que implica también una violación al derecho de defensa; 
que el juez a-quo ha incurrido también en la violación de 
las reglas que rigen la evocación, pues dicho juez estaba 
apoderado del conocimiento del caso, en cuanto al fondo, 
por virtud del recurso de apelación contra la sentencia del 
juez de primer grado que lo decidió, por lo que es preciso 
admitir aue no estaba frente a un caso de evocación; que 
aún cuando ''sí 'fuera, estaba en la obligación de decidir la 
avocación y el fondo de la causa por una sola y misma sen-
teneia. y no evocación y seguidas reenviar el conocimientg 
del fondo para otra audiencia; que igualmente —siguen ex-
poniendo los recurrentes—, en la sentencia recurrida se ha 
violado el derecho de defensa de los recurrentes al ser ejer-
c'da la avocación creando un procedimiento de tipo espe-
&al vara imponerlo a dichos recurrentes, y también el 
artículo 141 del Código de Procedimiento Civil, por no dar 
los motivos justificativos de su decisión en ese orden: e 
igualmente por no exponer el juez a-quo, "de aué hechos 
de la causa extrajo la convicción de que estaba en presen-
cia de un caso en aue no había conexidad". lo que confi-
gura, además, el vicio de falta de base legal; pero, 

Considerando aue las decisiones mediante las cuales 
los jueces disponen la unión de dos o más demandas, 6ben-
ser consideradaa más una medida de instrucción que una 
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digo de Procedimiento Civil. Falta de Motivos. Falta d8 
base legal"; 

Considerando que en el desenvolvimiento de los dos 
medios del memorial, .a cuyo examen se procederá conjun-
tamente, los recurrentes alegan, en síntesis, que la senten-
cia dictada por el Juzgada de Paz de Trabajo, en fecha 24 
de julio de 1968,-por medio de la cual dicho juez ordenó 
la fusión de las demandas de los trabajadores, para decidir: 
el caso por una sola y misma sentencia, no es una sentencia 
preparatoria como parece haberlo entendido el juez a-quo, 
sino una sentencia definitiva sobre un incidente, ya que la 
decisión adoptada por el expresado juez, "fue la consecuen-
cia de un pedimento formulado por los recurrentes en ese 
mismo sentido, y de la oposición o contestación formulada 
por los trabajadores recurridos% que, en consecuencia el 
plazo para recurrir contra dicha decisión, puesto que 'fue 
dictada en presencia de los abogados apoderados de las par-
tes, empezó a correr inmediatamente que fue pronuncia-
da; que no habiendo los actuales recurridos declarado su 
apelación sino conjuntamente con el recurso que interpu-
sieron contra la sentencia que decidió el fondo de la cau-
sa, vale decir el 3 de febrero de 1969, unos cinco meses des-
pués del primer fallo, el recurso de apelación declarad: 
contra éste, es inadmisible; circunstancia que !abona aún 
más el hecho de que los actuales recurridos asintieron a 
lo decidido por el juez de primer grado, en cuanto ordenó 
la fusión de las demandas, visto que dichos recurridos pro-
dujeron conclusiones al fondo; que de lo así expuesto, —si-
guen exponiendo los recurrentes—, resulta que el juez de 
la apelación no podía sin violar la autoridad de la cosa juz-
gada, por la sentencia que ordenó la fusión, revocar dicha 
decisión y disponer la separación de las demandas antes de 
proceder al examen y decisión del fondo; que aún cuando 
ello no fuese así, la separación de las demandas no podía 
efectuarse sobre el fundamento de que no eran conexas, 
pues la conexidad resultaba patente de la circunstancia de 

que dichas demandas estaban dirigidas "contra una misma 
perscna, fundadas sobre la misma causa, intentadas y pro-
movidas en las mismas fechas, persiguiendo los mismos fi-
nes"; que también en la sentencia impugnada se ha incu-
rrido en la violación de las reglas de la prueba, pues el 
juez a-quo no ha expresado en su decisión en qué se fun-
dó para regar a la conclusión de que las &mandas erar 
de "trabajadores distintos, amparados por ccntratos de tra 
bajo individuales, etc.", ya que aparte de la ausencia da 
elementos literales o testimonales por parte de los recu-
rridos " se encontró, también con la negativa radical de 
los recurrentes, en relación con los hechos de la demanda'', 
lo que implica también una violación al derecho de defensa; 
que el juez a-quo ha incurrido también en la violación de 
las reglas que rigen la avocación, pues dicho juez estaba 
apoderado del conocimiento del caso, en cuanto al fondo, 
por virtud del recurso de apelación contra la sentencia del 
juez de primer grado que lo decidió, por lo que es preciso 
admitir aue no estaba frente a un caso de avocación; que 
aún cuando así 'fuera, estaba en la obligación de decidir la 
avocación y el fondo de la causa por una sola y misma sen-
tennia, y no avocación y seguidas reenviar el conocimiento 
del fondo para otra audiencia; que igualmente —siguen ex-
poniendo los recurrentes—, en la sentencia recurrida se ha 
violado el derecho de defensa de los recurrentes al ser ejer-
cida la avocación creando un procedimiento de tipo espe-
cial para imponerlo a dichos recurrentes, y también el 
artículo 141 del Código de Procedimiento Civil, por no dar 
los motivos justificativos de su decisión en ese orden; e 
igualmente por no exponer el juez a-quo, "de aué hechos 
de la causa extrajo la convicción de que estaba en presen-
cia de un caso en aue no había conexidad", lo que confi-
gura, además, el vicio de falta de base legal; pero, 

Considerando aue las decisiones mediante las cuales 
les jueces disponen la unión de dos o más demandas, deben -
ser consideradaá más una medida de instrucción que una 
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medida para llegar más prontamente a una decisión defini-
tiva; que, por lo tanto, la sentencia que tal disponga debe 
considerarse, como simplemente preparatoria, independien-
temente de que la adopción de la medida haya provocado 
previamente controversia entre las partes; 

Considerando que en la especie es constante que al co-
nocer el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, 
de las demandas intentadas por los trabajadores, ahora 
recurridos, contra los actuales recurrentes, el abogado que 
representó a éstos, formuló un pedimento en el sentido de 
que antes de conocerse del caso se ordenara la fusión de 
las demandas, para que las mismas se decidieran por una 
sola sentencia, a lo que se opusieron los obreros demandan-
tes. por órgano de su apoderado; y que el juez de la cau-
sa ordenó la medida solicitada por los entonces demandan-
tes; oue como se advierte de lo anteriormente expresado, 
la sentencia por la cual el juez de primer grado dispuso la 
fusión de las demandas, aspecto que le fue devuelto como 
consecuencia del recurso de alzada interpuesto contra dicha 
sentencia, es preparatoria y no definitiva sobre un inci-
dente, como alegan los recurrentes. por lo que al ser ape-
lada conjuntamente con la del fondo, según se consigna ea 
acto de alguacil de fecha 3 de febrero de 1969, lo fue vá-
lida y oportunamente; que en estas condiciones el juez 
a-quo pudo revocar la sentencia preparatoria dictada por el 
juez de primer grado de jurisdicción, y disponer la sepa-
ración de las demandas. sin incurrir en las violaciones in• 
vocadas. muy señaladamente en la violación de la autori-
dad de la cosa juzgada; 

Considerando, en relación con los agravios relativos 
a la conexidad, que el decidir si las demandas son o no co-
nexas. es  una cuestión de hecho que los jueces del fondo 
deciden soberanamente, escapando, por lo tanto, lo decidi-
do por el juez a-quo en la especie, a la censura de la casa-
ción; que, por otra parte, el examen de la decisión im- 
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pugnada pone de manifiesto que dicho juez, después de 
ponderar los documentos de la causa que fueron deposita-
dos por los apelantes, entre ellos el acta de apelación, dió 
en su decisión, en relación con el aspecto aquí examinado, 
los siguientes motivos: "que aunque ciertamente los de 
mandados originales son los mismos y que se tratan todas 
(las 4 demandas) de cobro de salarios, no es menos cierto 
que entre esas 4 demandas no existe conexidad que pue-
da dar lugar a sentencias contradictorias o que la una de-
penda de la otra, sino que se trata de trabajadores distin-
tos, amparados por contratos de trabajo individuales y co-
mo consecuencia no tienen por qué querer estar ligados por 
una misma instancia; que al tratarse de reclamaciones fun-
dadas en contratos de trabajo individuales, la suerte de una 
demanda puede ser totalmente distinta a la de los otros"; 
que por lo que acaba de transcribirse, se advierte que, el 
fallo impugnado contiene motivos suficientes de hecho y 
de derecho, eme han permitido a esta Suprema Corte de 
Justicia, verificar que en el caso se ha hecho una co-
rrecta aplicación de la ley; 

Considerando, por último, en cuanto al alegato rela-
tivo a la improcedencia de la avocación. que al decidir el 
juez a-ouo la avocación del fondo de la causa, para cuyo 
conocimiento fijó una audiencia posterior, dicho juez in-
currió en una errónea aplicación del artículo 473 del Código 
de Procedimiento Civil, error que, sin embargo carece de 
relevancia en la especie; que, en efecto. como consecuencia 
del efecto devolutivo inherente al recurso de apelacin in-
terpuesto contra la sentencia del juez de primer grado de-
cidió el fondo de la causa, el juez a-quo quedó en aptitud 
de decidir dicho fondo, por lo que era innecesario hacer 
uso de la avocación para provocar un efecto ya producido 
de pleno derecho; cale, en consecuencia, carecen de rele-
vancia los agravios del memorial relativos a este aspecto 
del recurso, por 1a. cual, y por todo lo expuesto anterior- 



1920 	 BOLETIN JUDICIAL BOLETIN JUDICIAL 	 1921. 

medida para llegar más prontamente a una decisión defini-
tiva; que, por lo tanto, la sentencia que tal disponga debe 
considerarse, como simplemente preparatoria, independien-
temente de que la adopción de la medida haya provocado 
previamente controversia entre las partes; 

Considerando que en la especie es constante que al co-
nocer el Juziado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, 
de las demandas intentadas por los trabajadores, ahora 
recurridos, contra los actuales recurrentes, el abogado que 
representó a éstos, formuló un pedimento en el sentido de 
que antes de conocerse del caso se ordenara la fusión de 
las demandas, para que las mismas se decidieran por una 
sola sentencia, a lo que se opusieron los obreros demandan-
tes. por órgano de su apoderado; y que el juez de la cau-
sa ordenó la medida solicitada por los entonces demandan-
tes; aue como se advierte de lo anteriormente expresado, 
la sentencia por la cual el juez de primer grado dispuso la 
fusión de las demandas, aspecto que le fue devuelto como 
consecuencia del recurso de alzada interpuesto contra dicha 
sentencia, es preparatoria y no definitiva sobre un inci-
dente, como alegan los recurrentes. por lo que al ser ape-
lada conjuntamente con la del fondo, según se consigna en 
acto de alguacil de fecha 3 de febrero de 1969, lo fue vá-
lida y oportunamente; que en estas condiciones el juez 
a-quo pudo revocar la sentencia preparatoria dictada por el 
juez de primer grado de jurisdicción, y disponer la sepa-
ración de las demandas. sin incurrir en las violaciones in 
vocadas. muy señaladamente en la violación de la autori-
dad de la cosa juzgada; 

Considerando, en relación con los agravios relativos 
a la conexidad que el decidir si las demandas son o no co-
nexas. es  una cuestión de hecho que los jueces del fondo 
deciden soberanamente, escapando, por lo tanto, lo decidi-
do por el juez a-quo en la especie, a la censura de la casa-
ción; que, por otra parte, el examen de la decisión im- 

pugnada pone de manifiesto que dicho juez, después de 
ponderar los documentos de la causa que fueron deposita-
dos por los apelantes, entre ellos el acta de apelación, dió 
en su decisión, en relación con el aspecto aquí examinado, 
los siguientes motivos: "que aunque ciertamente los de 
mandados originales son los mismos y que se tratan todas 
(las 4 demandas) de cobro de salarios, no es menos cierto 
que entre esas 4 demandas no existe conexidad que pue-
da dar lugar a sentencias contradictorias o que la una de-
penda de la otra, sino que se trata de trabajadores distin-
tos, amparados por contratos de trabajo individuales y co-
mo consecuencia no tienen por qué querer estar ligados por 
una misma instancia; que al tratarse de reclamaciones fun-
dadas en contratos de trabajo individuales, la suerte de una 
demanda puede ser totalmente distinta a la de los otros"; 
que por lo que acaba de transcribirse, se advierte que, el 
fallo impugnado contiene motivos suficientes de hecho 
de derecho, ene han permitido a esta Suprema Corte de 
Justicia, verificar que en el caso se ha hecho una co-
rrecta aplicación de la ley; 

Considerando, por último, en cuanto al alegato rela-
tivo a la improcedencia de la avocación. que al decidir el 
juez a -ouo la avocación del fondo de la causa, para cuyo 
conocimiento fijó una audiencia posterior, dicho juez in-
currió en una errónea aplicación del artículo 473 del Código 
de Procedimiento Civil, error que, sin embargo carece de 
relevancia en la especie; que, en efecto, como consecuencia 
del efecto devolutivo inherente al recurso de apelacin in-
terpuesto contra la sentencia del juez de primer grado de-
cidió el fondo de la causa, el juez a-quo quedó en aptitud 
de decidir dicho fondo, por lo que era innecesario hacer 
uso de la avocación para provocar un efecto ya producido 
de pleno derecho; aue, en consecuencia, carecen de rele-
vancia los agravios del memorial relativos a este aspecto 
del recurso, por ln..cual, y por todo lo expuesto anterior- 
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE SEPTIEMBRE DE 1970 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha s 
 26 de noviembre de 1969. 
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mente dicho recurso debe ser rechazado por carecer de fun 

damento; 
Considerando que no ha lugar a estatuir sobre las cos-

tas en la especie, por no haber quién lo haya solicitado; 
Por tales motivos, Rechaza el recurso de casación in 

terpuesto por Michel Nicolás Nader y Nilson E. Martínez 
Howley, contra la sentencia dictada en fecha 21 de mayo 
de 1969, por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, 
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; 

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francis-
co Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvido Rojo Car-
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que certificó. (Firmado)• Ernesto Curiel hijo. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Unión de Seguros, C. por A. 
Abogado: Dr. Julián Ramía Y. 

Recurrido: Otilio Fermín García. 
Abogado: Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, 
Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. 
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago 
Osvaldo Rojo Carbuccta, asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala dDnde celebra sus audiencias, en la ciudad 
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 
9 de septiembre del año 1970, años 1279 de la Independen-
cia y 1089  de la Restauración, dicta su audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Unión de 
- Seguros, C. por A., Compañía Comercial debidamente re-

presentada por su Presidente Señor Belarminio Cortina 
Hernández, dominicano, mayor de edad, domiciliado y resi-
dente en Santiago de los Caballeros, casado ,agente de se-
guros, cédula N 9  46869, serie 31, contra la sentencia de fe-
cha 26 de noviembre de 1969, dictada por la Corte de Ape-
lación de Santiago, cuyo dispositivo se copia más adelante: 

Oído al alguaeil de turno en la lectura del rol; 
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mente dicho recurso debe ser rechazado por carecer de fun -

damento; 
Considerando que no ha lugar a estatuir sobre las cos-

tas en la especie, por no haber quién lo haya solicitado; 
Por tales motivos, Rechaza el recurso de casación in 

terpuesto por Michel Nicolás Nader y Nilson E. Martínez 
Howley, contra la sentencia dictada en fecha 21 de mayo 
de 1969, por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, 
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sente fallo; 
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co Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló — Juan 
Bautista Roías Almánzar.— Santiago Osva - clo Rojo Car-
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE SEPTIEMBRE DE 1970 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 
26 de noviembre de 1969. 

Materia : Civil. 

Recurrente: Unión de Seguros, C. por A. 
Abogado: Dr. Julián Ramía Y. 

Recurrido: Otilio Fermín García. 

Abogado: Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, 
Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. 
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago 
Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala chnde celebra sus audiencias, en la ciudad 
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 
9 de septiembre del año 1970, años 1279 de la Independen-
cia y 1089 de la Restauración, dicta su audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Unión de 
Seguros, C. por A., Compañía Comercial debidamente re-
presentada por su Presidente Señor Belarminio Cortina 
Hernández, dominicano, mayor de edad, domiciliado y resi-
dente en Santiago de los Caballeros, casado ,agente de se-
guros, cédula N9  46869, serie 31, contra la sentencia de fe-
cha 26 dé noviembre de 1969, dictada por la Corte de Ape-
lación de Santiago, cuyo dispositivo se copia más adelante: 

Oído al alguaCil de turno en la lectura del rol; 
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Oído al Dr. Darío Dorrejo Espinal, cédula N 9  4602 
serie 42, en representación del Dr. Lorenzo E. Raposo Ji-
ménez, cédula N9  7769, serie 33, abogado del recurrido Oti-
lio Fermín García, dominicano, mayor de edad, casado, 
albañil, domiciliado y residente en la calle Benigno Filo-
meno Rojas N9  71 de la ciudad de Santiago de los Caballe-
ros cédula N 9  58093. serie 31, cn la lectura de sus con-
clusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 16 de fe-
brero de 1970, y suscrito por el Dr. Julián Ram'a Y., cé-
dula N9  43547, serie 31, abogado de la Compañía recu-
rrente, en el cual se invocan los medios que se indican más 
adelante; 

Visto el memorial de defensa de fe:lia 9 de marzo de 
1970, suscrito por el abogado del recurrido; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell-
brrado y vistos les artículos 1 de la Ley N 9  432 que mo-
dif'có el artículo 10 de la Ley 4117 de 1955; 153 del Códi-
go de Prccedimento Civil; y 1 y 63 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en lo; 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti• 
vo de un accidente automovilístico ocurrido en "Pueblo 
Nuevo", Santiago, en fecha 2 de junio de 1967, fue some-
tido penalmente ante el Juzgado de Primera Instancia de 
Santiago, el chófer Sergio Antonio Peralta Valdez y des-
cargado el conductor del otro vehículo Otilio Fermín Gar-
cía; b) que con ese motivo, Otilio Fermín García demandó 
en reclamación civil por daños y perjuicios a Rafael Inoa. 
propietario del automóvil que conducía el chófer conde• 
nado Sergio Antonio Peralta Valdez, y fue puesta en cau- 

sa la compañía aseguradora, hoy recurrente en casación; 
c) que la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de 
Primera Instanc-a del Distrito Judicial de Santiago, dic-
tó en fecha 19 de febrero de 1968, una sentencia con el si-
guiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Ratifica ci De-
ecto pronunciado en audiencia contra el Sr. Rafael lnoa 

por falta de comparecer y contra la "Unión de Seguros", 
C. por A., por falta de concluir su abogado constituído, Dr. 
Julian Ramia Yapur; SEGUNDO: Condena al señor Rafael 
Inoa, al pago de una indemnización en favor del Sr. Otilio 
Fermín García, de Quinientos Cuarenta y un Pesos Oro con 
Cincuenta Centavos (RD$541 50), distribuida así: a) Tres-
cientos PescG Oro (RD$300.00) como justa reparación cl‹) 
los daños y pedjuicios morales y materiales, sufridos por el 
demandante a consecuencia de las lesiones recibidas en el 
referido accidente; b) Ciehto Noventa y Un Pesos Oro con 
Cincuenta Centavos (RD$191.50), por el costo de la repa-
ración de la motocicleta, propiedad del demandante; y el 
Cincuenta PCS0.3 Oro (RD$50.00) por concepto de la depre-
ciación de la referida motccicleta y el lucro cesan:e; TER-
CERO: Condena al Sr. Rafael Inoa, al pago de los intereses 
legales de la referida suma o sea de RD$541.50, a partí; 
de la fecha de la demanda, a título de indemnización su-
plementaria; CUARTO: Declara que la presente senten-
cia es ejecutable y oponible contra la Compañía "Unión de 
Seguros", C. per A., y tendrá contra ella autoridad de co-
sa juzgada; QUINTO: -Condena al Sr. Rafael Inoa y la Com-
pañía "Unión de Seguros", C. por A., al pago de las costas 
de esta instancia, ordenando su distracción en provecho del 
Dr. Flector Clive Mesa, quien afirma estarlas avanzando en 
su totalidad, y SEXTO: Comisiona al M:nisterial Luis Os-
car Guzmán, alguacil de Estrados del Juzgado de Paz de 
Trabajo de esta ciudad a fin de notificar la presente seri-
tenc'a al Sr. Rafael Inoa"; d) que sobre recurso de la Unlóa 
de Seguros, C. por A., la Corte de Apelación de Santiago, 
dictó en fecha 26 de noviembre de 1963, la sentencia aho- 
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sa la compañía aseguradora, hoy recurrente en casación; 
e) que la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, dic-
tó en fecha 19 de febrero de 1968, una sentencia con el si-
guiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Ratifica el De-
tecto pronunciado en audiencia contra el Sr. Rafael lnoa 
por falta de ccmparecer y contra la "Unión de Seguros", 
C. por A., por falta de concluir su abogado constituído, Dr. 
Julián Ramia Yapur; SEGUNDO: Condena al señor Rafael 
Inca, al pago de una indemnización en favor del Sr. Otilio 
Fermín García, de Quinientos Cuarenta y un Pesos Oro con 
Cincuenta Centavos (RD$541.50), distribuida así: a) Tres-
cientos Pesca Oro (RD$300.00) como justa reparación el-, 
los daños y pedjuicios morales y materiales, sufridos por el 
demandante a consecuencia de las lesiones recibidas en el 
referido accidente; b) Ciento Noventa y Un Pesos Oro con 
Cincuenta Centavos (RD$191.50), por el costo de la repa-
ración de la motocicleta, propiedad del demandante; y c 
Cincuenta Peo Oro (RD$50.00) por concepto de. la depre-
ciación de la referida motocicleta y el lucro cesante; TER-
CERO: Condena al Sr. Rafael Inoa, al pago de los intereses 
legales de la referida suma o sea de RD$541.50, a partii. 
de la fecha de la demanda, a título de indemnización su-
plementaria; CUARTO: Declara que la presente senten-
cia es ejecutable y oponible contra la Compañía "Unión de 
Seguros", C. per A., y tendrá contra ella autoridad de co-
sa juzgada; QUINTO: Condena al Sr. Rafael Inoa y la Com-
pañía "Unión de Seguros", C. por A., al pago de las costas 
de esta instancia, ordenando su distracción en provecho del 
Dr. 1-iéctor Clive Mesa, quien afirma estarlas avanzando en 
su totalidad, y SEXTO: Comisiona al M:n:sterial Luis Os. 
car Guzmán, alguacil de Estrados del Juzgado de Paz de 
Trabajo de esta ciudad a fin de notificar la presente seri-
tenc'a al Sr. Rafael Inoa"; d) que sobre recurso de la Unióa 
de Seguros, C. por A., la Corte de Apelación de Santiago, 
dictó en fecha 26 de noviembre de 1963, la sentencia aho- 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 16 de fe-
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ra impugnada en casación, con el siguiente dispositivo 
"FALLA: PRIMERO: Declara bueno y válido, en cuanto a 
la forma, el recurso de apelación interpuesto por la Com-
pañía "Unión de Seguros, C. por A.", contra sentencia en 
defecto por falta de concluir, dictada contra ella por la Cá-
mara Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Santiago, en fecha diecinueve (19) 
del mes de febrero del año mil novecientos sesenta y ocho 
(1968), cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar de 
esta decisión; SEGUNDO: Rechaza las conclusiones pre-
sentadas por la recurrente en su escrito de defensa y con-
clusiones de fecha 20 de agosto de 1968, por improcedente 
y mal fundadas; TERCERO: Acoge las conclusiones del in-
timado señor Otilio Fermín García, contenidas en su escri-
to de defensa de fecha 2 de mayo de 1968, y como conse-
cuencia, confirma, en todas sus partes, la sentencia apela-
da; CUARTO: Condena a la Compañía "Unión de Seguros, 
C. por A.", al pago de las costas, ordenando su distracción 
en provecho del Doctor Lorenzo E. Raposo Jiménez, quien 
afirma estarlas avanzando en su totalidad"; 

Considerando que la recurrente invoca el siguiente me-
dio de casación: Violación y falsa aplicación del artículo 153 
del Código de Procedimiento Civil y de la Ley 432; 

Considerando que en el desarrollo del único medio 
propuesto sostiene en síntesis la recurrente que existien-
do dos demandados (la persona puesta en causa como civil-
mente responsable y la compañía aseguradora), al compa-
recer uno de ellos solamente debió pronunciarse por sen-
tencia la acumulación del defecto, pues la regla consigna-
da en el artículo 153 del Código de Procedimiento Civil es 
de orden público; y el hecho de que cuando con motivo de 
una reclamación en daños y perjuicios basada en un acci-
dente producido por un vehículo de motor se ponga en can 
sa a la compañía aseguradora de dicho vehículo, no cons-
tituye un obstáculo para aplicar la regla arriba dicha lo 
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dispuesto en la Ley N9 432 que modificó la Ley N9 4117 
de 1955, ya que ella lo que hizo fue excluir la posibilidad 
del recurso de oposición; agregando la recurrente "que el 
hecho de que se repute contradictoria cualquier sentencia 
no es óbice para la acumulación del defecto", pues "col 
la acumulación del detecto, el procedimiento se unif.ca", 
concluyendo en el sentido de que como el artículo 153 no 
hace distinción si el asunto es susceptible o no de oposición, 
el fallo impugnado al no decidir el caso en ese sentido, tal 
cerro ella, la recurrente, lo propuso, incurrió en la viola-
ción denúnciada, por lo cual debe ser casada; pero, 

Considerando que ciertamente el artículo 153 del Có-
digo de Procedimiento Civil establece "que si de dos o más 
partes emplazadas, la una comparece y la otra no, el bene-
ficio del defecto se acumulará a la causa"; que sin embar-
go, tal disposición no rige en esta materia, en virtud de 
io cual dispone la Ley N 9  432, de 1964, que dice así: "Cuan-
do se trate de una sentencia en defecto dictada con motivo 
de alguna de las infracciones de golpes y heridas causadas 
con el manejo o conducción de un vehículo de motor, pre-
visto y sanc.enado por la Ley N 9  5771 de fecha 31 de di-
ciembre de 1961, o por daños a la propiedad, y se haya 
puesto en causa a la entidad aseguradora, dicha Eentenci 
no será susceptible de oposición, ni en primera instancia 
ni en apelación"; que tal como lo decidió la Corte a-qua 
esa ley derogó obviamente el artículo 153 del Código de 
Procedimiento Civil en la materia de que se trata, pues al 
no haber posibilidad de oposición no existe el peligro de 
sentencias contradictorias en el mismo asunto, que es pre-
cisamente lo que trata de prevenir o evitar la regla de 
acumulación del defecto establecido en el citado artículo 
153, situación procesal que sólo puede oríginarse cuando 
el fallo dictado es contradictorio para uno de los deman-
dados y para el otro no, pues este último podría eventual-
mente hacerlo retractar por medio de la oposición; que, 
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ra impugnada en casación, con el siguiente dispositivo 
"FALLA: PRIMERO: Declara bueno y. válido, en cuanto a 
la forma, el recurso de apelación interpuesto por la Com-
pañía "Unión de Seguros, C. por A.", contra sentencia en 
defecto por falta de concluir, dictada contra ella por la Cá-
mara Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Santiago, en fecha diecinueve (19 ►  

del mes de febrero del año mil novecientos sesenta y ocho 
(1968), cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar de 
esta decisión; SEGUNDO: Rechaza las conclusiones pre-
sentadas por la recurrente en su escrito de defensa y con-
clusiones de fecha 20 de agosto de 1968, por improcedente 
y mal fundadas; TERCERO: Acoge las conclusiones del in-
timado señor Otilio Fermín García, contenidas en su escri-
to de defensa de fecha 2 de mayo de 1968, y como conse-
cuencia, confirma, en todas sus partes, la sentencia apela-
da; CUARTO: Condena a la Compañía "Unión de Seguros, 
C. por A.", al pago de las costas, ordenando su distracción 
en provecho del Doctor Lorenzo E. Raposo Jiménez, quien 
afirma estarlas avanzando en su totalidad"; 

Considerando que la recurrente invoca el siguiente me-
dio de casación: Violación y falsa aplicación del artículo 153 
del Código de Procedimiento Civil y de la Ley 432; 

Considerando que en el desarrollo del único medio 
propuesto sostiene en síntesis la recurrente que existien-
do dos demandados (la persona puesta en causa como civil-
mente responsable y la compañía aseguradora), al compa-
recer uno de ellos solamente debió pronunciarse por sen-
tencia la acumulación del defecto, pues la regla consigna-
da en el artículo 153 del Código de Procedimiento Civil es 
de orden público; y el hecho de que cuando con motivo de 
una reclamación en daños y perjuicios basada en un acci-
dente producido por un vehículo de motor se ponga en cau 
sa a la compañía aseguradora de dicho vehículo, no cons 
tituye un obstáculo para aplicar la regla arriba dicha lo 
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dispuesto en la Ley N9 432 que modificó la Ley N9 411'1 
de 1955, ya que ella lo que hizo fue excluir la posibilidad 
del recurso de oposición; agregando la recurrente "que el 
hecho de que se repute contradictoria cualquier sentencia 
no es óbice para la acumulación del defecto", pues "coa 
la acumulación del defecto, el procedimiento se unif.ca", 
concluyendo en el sentido de que como el artículo 153 no 
hace distinción si el asunto es susv_ptible o no de oposición, 
el fallo impugnado al no decidir el caso en ese sentido, tal 
como ella, la recurrente, lo propuso, incurrió en la viola-
ción denUnciada, por lo cual debe ser casada; pero, 

Considerando que ciertamente el artículo 153 del Có-
digo de Procedimiento Civil establece "que si de dos o más 
partes emplazadas, la una comparece y la otra no, el bene-
ficio del defecto se acumulará a la causa"; que sin embar-
go, tal disposición no rige en esta materia, en virtud de 
lo cual dispone la Ley N 9  432, de 1964, que dice así: "Cuan-
do se trate de una sentencia en defecto dictada con motivo 
de alguna de las infracciones de golpes y heridas causadas 
con el manejo o conducción de un vehículo de motor, pre-

'visto y sanc.cnado por la Ley N 9  5771 de fecha 31 de di-
ciembre de 1961, o por daños a la propiedad, y se haya 
puesto en causa a la entidad aseguradora, dicha sentenci 
no será susceptible de oposición, ni en primera instancia 
ni en apelación"; que tal como lo decidió la Corte a-qua 
esa ley derogó obviamente el artículo 153 del Código da 
Procedimiento Civil en la materia de que se trata, pues al 
no haber posibilidad de oposición no existe el peligro de 
sentencias contradictorias en el mismo asunto, que es pre-
cisamente lo que trata de prevenir o evitar la regla de 
acumulación del defecto establecido en el citado artículo 
153, situación procesal que sólo puede originarse cuando 
el fallo dictado es contradictorio para uno de los deman-
dados y para el otro no, pues este último podría eventual-
mente hacerlo retractar por medio de la oposición; que, 



como en la especie, la compañía aseguradora recurrente, 
fue puesta en causa para que oyera pronunciar que le eran 
oponibles las condenaciones que se pronunciaron contra 
el asegurado, (lo que ella no discute), es claro que al fa-
llar como lo hizo la Corte a-qua lejos de incurrir en las vio-
laciones denunciadas hizo una correcta aplicación de la 
Ley; que, por tanto, el medio propuesto carece de funda-
mento y debe ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por la "Unión de Seguros", C. por A., 
contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de 
Santiago, en sus atribuciones civiles, en fecha 26 de no-
viembre de 1969, cuyo dispositivo ha sido copiado en par-
te anterior del presente fallo; Segundo: Condena a la re-
currente al pago de las costas, con distracción de las mis-
mas en favor del Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez, quien 
afirma haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco El-
pidio Beras— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bau-
tista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuc-
cia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 9 DE SEPTIEMBRE DE 1970 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 
17 de noviembre de 1969. 	 8 

Materia: Civil. 

Recurrente: Unión de Seguros, C. por A. 
Abogado: Dr. Julián Ramia Y. 

Recurrido: Hipólito Ma. Valdez. 
Abogado: Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, 
Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. 
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santia-
go Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad 
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 
9 del mes de Septiembre de 1970, años 127 9  de la Indepen-
dencia y 108 9  de la Restauración, dicta en audiencia públi-
ca, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuestci por Unión de 
Seguros, C. por A., Compañía comercial organizada y cons-
tituida de acuerdo con las leyes de la República Dominica-
na, debidamente representada por su Presidente Belarmini,) 
Cortina Hernández, dominicano, mayor de edad, casado, 
agente de seguros, cédula -N 9  46869, serie 31, domiciliado y 
residente en la ciudad de Santiago de los Caballeros, Re- 
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como en la especie, la compañía aseguradora recurrente, 
fue puesta en causa para que oyera pronunciar que le eran 
oponibles las condenaciones que- se pronunciaron contra 
el asegurado, (lo que ella no discute), es claro que al fa-
llar como lo hizo la Corte a-qua lejos de incurrir en las vio-
laciones denunciadas hizo una correcta aplicación de la 
Ley; que, por tanto, el medio propuesto carece de funda-
mento y debe ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por la "Unión de Seguros",. C. por A., 
contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de 
Santiago, en sus atribuciones civiles, en fecha 26 de no-
viembre de 1969, cuyo dispositivo ha sido copiado en par-
te anterior del presente fallo; Segundo: Condena a la re-
currente al pago de las costas, con distracción de las mis-
mas en favor del Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez, quien 
afirma haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Manuel A. Arniama.— Francisco El-
pidio Beras•— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bau-
tista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuc-
cia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 9 DE SEPTIEMBRE DE 1970 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 
17 de noviembre de 1969. 	 8 

Materia: Civil. 

Recurrente: Unión de Seguros, C. por A. 
Abogado: Dr. Julián Ramia Y. 

Recurrido: Hipólito Ma. Valdez. 

Abogado: Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, 
Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. 
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santia-
go Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad 
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 
9 del mes de Septiembre de 1970, años 127 9  de la Indepen-
dencia y 108 9  de la Restauración, dicta en audiencia públi-
ca, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuestci por Unión de 
Seguros, C. por A., Compañía comercial organizada y cons-
tituida de acuerdo con las leyes de la República Dominica-
na, debidamente representada por su Presidente Belarminto 
Cortina Hernández, dominicano, mayor de edad, casado, 
agente de seguros, cédula -N 9  46869, serie 31, domiciliado y 
residente en la ciudad de Santiago de los Caballeros, Re- 
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Ir 

pública Dominicana, y con domicilio social dicha compa-
ñía, en la planta baja del Edificio N 9  48 de la calle "San 
Luis" de la ciudad de Santiago de los Caballeros, contra la 
sentencia de lecha 17 de Noviembre de 1969, dictada en 
sus atribuciones civiles por la Corte de Apelación de San-
tiago, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Darío Dorrejo Espinal, cédula N 9  4602, se-

rie 42, en representación del Dr. Lorenzo E. Raposo Jimé-
nez, cédula N 9  7769, serie 39, abogado del recurrido Hipó-
lito Ma. Valdez, dominicano, mayor de edad, casado, alba•• 
ñil, domiciliado y residente en la ciudad de Santiago, cé-
dula N9  14897, serie 31, en la lectura de Gus conclusiones: 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el Memorial de Casación depositado en fecha 10 
de febrero de 1970, en la Secretaría de la Suprema Corta 
de Justicia, y suscrito por el Dr. Julián Ramia Y., cédula 
N9  48547, serie 31, abogado de la recurrente, en el cual 
se invocan los medios que se indican más adelante; 

Visto el Memorial de Defensa de fecha 9 de Marzo de 
1970, suscrito por el abogado del recurrido; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 
berado y vistos los artículos 1 de la Ley N9 432, de 1964, 
que modificó el artículo 10 de la Ley N 9  4117 de 1955; 
153 del Código de Procedimiento Civil y 1 y 65 de la Ley 
Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con moti-
vo de un accidente automovilístico ocurrido el 2 de Junio 
de 1965, en "Pueblo Nuevo", Santiago, fueron sometidos 
a la acción de la justicia penal el motorista Otilio Fermín 
García y el chófer Sergio Antonio Peralta Valdez, resul-
tando descargado el primero y condenado el segundo, sen • 
tencia que adquirió la autoridad de cosa irrevocablemen- 

te juzgada; b) Que con tal motivo Otilio Fermín García, 
quien había resultado lesionado, demandó a Rafael Inoa, 
propietario del vehículo que -conducía el chófer Peralta, 
y puso en causa a la Compañía aseguradora, hoy recurren• 
te en casación, a fines de que oyera declarar oponible a 
ella la sentencia condenatoria que fuera dictada; c) Qua 
la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de Santiago, dictó en 
fecha 13 de febrero de 1968, una sentencia con el siguien-
te dispositivo: "Falla: Primero: Ratifica el defecto pro- 
nunciado en audiencia contra el Sr. Rafael Inoa, por falta 
de comparecer y contra la Compañía "Unión de Seguros", 
C. por A. por, Taita de concluir, su abogado constituído, Dr. 
Julián Ramia Yapur; Segundo: Condena al Sr. Rafael Inoa, 
al pago de una indemnización de Dos Mil Pesos Oro (RD 
$2,000.00), en favor del Sr. Hipólito María Valdez, como 
justa reparación de los daños y perjuicios morales y ma-
teriales sufridos por éste, a consecuencia de las lesiones 
recibidas en el referido accidente, así como al pago de los 
intereses legales de esa suma a partir de la demanda a tí-
4ulo de indemnización suplementaria; Tercero: Declara que 
la presente sentencia es ejecutable y oponible contra la 
Compañía "Unión de Seguros", C. por A., y tendrá contra 
ella autoridad de cosa juzgada; Cuarto: Condena al Sr. Ra-
fael Inoa y la Compañía Unión dé Seguros, C. por A., al 
pago de las costas, ordenando su distracción en provecho 
del Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez, quien afirma estar-
las avanzando en su totalidad; Quinto: Comisiona al Mi-
nisterial Luis Oscar Guzmán, Alguacil de Estrados del 
Juzgado de Paz de Trabajo del Municipio de Santiago, a fin 
de notificar la presente sentencia al Sr. Rafael Inca"; d) 
Que sobre recurso de la Compañía "Unión de Seguros", C. 
por A., la Corte de Apelación de Santiago, dictó en fecha 
17 de noviembre de 1969, la sentencia ahora impugnada en 
casación, con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: De-
clara bueno y válido, en cuanto a la forma, el recurso de 
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pública Dominicana, y con domicilio social dicha compa-
ñía, en la planta baja del Edificio N 9  48 de la calle "San 
Luis" de la ciudad de Santiago de los Caballeros, centra la 
sentencia de :Éeclia 17 de Noviembre de 1969, dictada en 
sus atribuciones civiles por la Corte de Apelación de San-
tiago, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Darío Dorrejo Espinal, cédula N 9  4602, se-

rie 42, en representación del Dr. Lorenzo E. Raposo Jimé-
nez, cédula N 9  7769, serie 39, abogado dei recurrido Hipó- 

Ma. Valdez, dominicano, mayor de edad, casado, alba•. 
ñil, domiciliado y residente en la ciudad de Santiago, cé-
dula N9  14897, serie 31, en la lectura de sus conclusiones: 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el Memorial de Casación depositado en fecha 10 
de febrero de 1970, en la Secretaría de la Suprema Corta 
de Justicia, y suscrito por el Dr. Julián Ramia Y., cédula 
N9  48547, serie 31, abogado de la recurrente, en el cual 
se invocan los medios que se indican más adelante; 

Visto el Memorial de Defensa de fecha 9 de Marzo de 
1970, suscrito por el abogado del recurrido; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 de la Ley N9 432, de 1964, 
que modificó el artículo 10 de la Ley N9  4117 de 1955; 
153 del Código de Procedimiento Civil y 1 y 65 de la Ley 
Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con moti-
vo de un accidente automovilístico ocurrido el 2 de Junio 
de 1965, en "Pueblo Nuevo", Santiago, fueron sometidos 
a la acción de la justicia penal el motorista Otilio Fermín 
García y el chófer Sergio Antonio Peralta Valdez, resul-
tando descargado el primero y condenado el segundo, sen • 
tencia que adquirió la autoridad de cosa irrevocablemen- 
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te juzgada; b) Que con tal motivo Otilio Fermín García, 
quien había resultado lesionado, demandó a Rafael Inoa, 
propietario del vehículo que -conducía el chófer Peralta, 
y puso en causa a la Compañía aseguradora, hoy recurren• 
te en casación, a fines de que oyera declarar oponible 
ella la sentencia condenatoria que fuera dictada; c) Que 
la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de Santiago, dictó en 
fecha 13 de febrero de 1968, una sentencia con el siguien-
te dispositivo: "Falla: Primero: Ratifica el defecto pro-
nunciado en audiencia contra el Sr. Rafael Inoa, por falta 
de comparecer y contra la Compañía "Unión de Seguros", 
C. por A. por, Taita de concluir, su abogado constituido, Dr. 
Julián Ramia Yapur; Segundo: Condena al Sr. Rafael Inoa, 
al pago de una indemnización de Dos Mil Pesos Oro (RD 
$2,000.00), en favor del Sr. Hipólito María Valdez, como 
justa reparación de los daños y perjuicios morales y ma-
teriales sufridos por éste, a consecuencia de las lesiones 
recibidas en el referido accidente, así como al pago de los 
intereses legales de esa suma a partir de la demanda a tí-
tulo de indemnización suplementaria; Tercero: Declara que 
la presente sentencia es ejecutable y oponible contra la 
Compañía "Unión de Seguros", C. por A., y tendrá contra 
ella autoridad de cosa juzgada; Cuarto: Condena al Sr. Ra-
fael Inoa y la Compañía Unión dé Seguros, C. por A., al 
pago de las costas, ordenando su distracción en provecho 
del Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez, quien afirma estar-
las avanzando en su totalidad; Quinto: Comisiona al Mi-
nisterial Luis Oscar Guzmán, Alguacil de Estrados del 
Juzgado de Paz de Trabajo del Municipio de Santiago, a fin 
de notificar la presente sentencia al Sr. Rafael Inoa"; d) 
Que sobre recurso de la Compañía "Unión de Seguros", C. 
por A., la Corte de Apelación de Santiago, dictó en fecha 
17 de noviembre de 1969, la sentencia ahora impugnada en 
casación, con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: De-
clara bueno y válido, en cuanto a la forma, el recurso de 
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apelación interpuesto por la Compañía "Unión de Segu-
ros'', C. por A., contra sentencia en defecto por falta de 
concluir, dictada contra ella por la Cámara Civil y Comer-
cal del Juzgado de Primera Instancia dei Distrito Judicial 
de Santiago, en fecha 13 de febrero de 1968, cuyo dispo-
sitivo ha sida copiado en otro lugar de esta decisión; Se-
gundo: Rechaza las conclusiones presentadas por la recu-
rrente en su escrito de defensa y conclusiones de fecha 20 
de agosto de 1968, por improcedentes y mal fundadas; Ter-
cero: Acoge las conclusiones dei intimado señor Hipólito 
María VaIdez, contenidos en su escrito de deiensa de fe-
cha 2 de mayo de 1968, y como consecuencia, confirma, en 
todas sus partes, la sentencia apelada; Cuarto: Condeila a 
la Compañía "Unión de Seguros", C. por A., al pago de las 
costas, ordenando su distracción en provecho dei Doctor 
Lorenzo E. Raposo Jiménez, quien afirma estarlas avan-
zando en su totalidad"; 

Considerando que la Compañía recurrente invoca el 
siguiente medio de casación: "Violación y falsa aplicación 
del artículo 153 del Código de Procedimiento Civil y de 
la Ley 432"; 

Considerando que en el desarrollo del único medio 
propuesto sostiene en síntesis la recurrente que existien-
do dos demandados (la persona puesta en causa como ci-
vilmente responsable y la compañía aseguradora), al com-
parecer uno de ellos solamente debió pronunciarse por sen-
tencia la acumulación del defecto, pues la regla consig-
nada en el artículo 153 del Código de Procedimiento Civil 
es de orden público; y el hecho de que cuando con moti-
vo de una reclamación en daños y perjuicios basada en un 
accidente producido por un vehículo de motor se ponga en 
causa a la compañía aseguradora de dicho vehículo, no cons-
tituye un obstáculo para aplicar la regla arriba dicha lo 
dispuesto en la Ley N9 432 que modificó la Ley N 9  4117, 
de 1955, ya que ella lo que hizo fue excluir la posibilidad  

del recurso de oposición; agregando la recurrente "que el 
hecho de que se repute contradictoria cualquier sentencia 
no es óbice para la acumulación del defecto", pues "con la 
acumulación del defecto, el procedimiento se unifica", con-
c- uyendo en el sentido de que como el artículo 153 no ha-
ca distinción si el asunto es susceptible o no de oposición, 
el fallo impugnado al no decidir el caso en ese sentido, tal 
Lomo ella, la recurrente, lo propuso, incurrió en la viola-
ción denunciada, por lo cual debe ser casada; pero, 

Considerando que ciertamente el artículo 153 del Códi-
go de Procedimiento Civil establece "que si de dos o más 
partes emplazadas, la una comparece y la otra no, el be-
neficio del defecto se acumulará a la causa"; que sin em-
bargo, tal disposición no rige en esta materia, en virtud 
de lo que dispone la Ley N 9  432, de 1964, que dice así: 
"Cuando se trate de una sentencia en defecto dictada con 
motivo de alguna de las infracciones de golpes y heridas 
causadas -con el manejo o conducción de un vehícu'o de 
motor, previsto y sancionado por la Ley No 5771 de fe-
cha 31 de diciembre de 1961, o por daños a la propiedad, y 
se haya puesto en causa a la entidad aseguradora, dicha 
sentencia no será susceptible de oposición, ni en primera 
instancia ni en apelación"; que tal como lo decidió la Cor-
te a-qua esa ley derogó obviamente el artículo 153 del Có-
digo de Procedimiento Civil en la materia, de que se tra-
ta. pues al ro haber posibilidad de oposición no existe el 
peligro de sentencias contradictorias en el mismo asunto, 
que es precisamente lo que trata de prevenir o evitar la 
regla de acumulación del defecto establecida en el citado 
artículo 153 situación procesal que sólo puede originarse 
cuando el fallo dictado es contradictorio para uno de los 
derraclados y para el otro no, pues este último podría even-
tualmente hacerlo retractar por medio de la oposición; que, 
como en la especie, la compañía aseguradora recurrente, fue 
puesta en causa para que oyera pronunciar que le eran 



1932 	 BOLETIN JUDICIAL 

apelación interpuesto por la Compañía "Unión de Segu-
ros'', C. por A., contra sentencia en defecto por falta de 
concluir, dictada contra ella por la Cámara Civil y Comer-
cal del Juzgado de Primera instancia del Distrito Judicial 
de Santiago, en fecha 13 de febrero de 1968, cuyo dispo-
sitivo ha sida copiado en otro lugar de esta decisión; Se-
gundo: Rechaza las conclusiones presentadas por la recu-
rrente en su escrito de defensa y conclusiones de fecha 20 
de agosto de 1.968,. por improcedentes y mal fundadas; Ter-
cero: Acoge las conclusiones dei intimado señor Hipólito 
María Vaidez, contenidos en su escrito de defensa de fe-
cha 2 de mayo de 1968, y como consecuencia, confirma, en 
todas sus partes, la sentencia apelada; Cuarto: Condeila a 
la Compañía "Unión de Seguros", C. por A., al pago de las 
costas, ordenando su distracción en provecho del Doctor 
Lorenzo E. Raposo Jiménez, quien afirma estarlas avan-
zando en su totalidad"; 

Considerando que la Compañía recurrente invoca el 
siguiente medio de casación: "Violación y falsa aplicación 
del artículo 153 dei Código de Procedimiento Civil y de 
la Ley 432"; 

Considerando que en el desarrollo del único medio 
propuesto sostiene en síntesis la recurrente que existien-
do dos demandados (la persona puesta en causa como ci-
vilmente responsable y la compañía aseguradora), al com-
parecer uno de ellos solamente debió pronunciarse por sen-
tencia la acumulación del defecto, pues la regla consig-
nada en el artículo 153 del Código de Procedimiento Civil 
es de orden público; y el hecho de que cuando con moti-
vo de una reclamación en daños y perjuicios basada en un 
accidente producido por un vehículo de motor se ponga en 
causa a la compañía aseguradora de dicho vehículo, no cons-
tituye un obstáculo para aplicar la regla arriba dicha lo 
dispuesto en la Ley N 9  432 que modificó la Ley N 9  4117, 
de 1955, ya que ella lo que hizo fue excluir la posibilidad 

BOLETIN JUDICIAL 	 1933 

del recurso de oposición; agregando la recurrente "que el 
hecho de que se repute contradictoria cualquier sentencia 
no es óbice para la acumulación del defecto", pues "con la 
acumulación del defecto, el procedimiento se unifica", con-
c - uyendo en el sentido de que como el artículo 153 no ha-
ca distinción si el asunto es susceptible o no de oposición, 
el fallo impugnado al no decidir el caso en ese sentido, tal 
como ella, la recurrente, lo propuso, incurrió en la viola-
ción denunciada, por lo cual debe ser casada; pero, 

Considerando que ciertamente el artículo 153 del Códi-
go de Procedimiento Civil establece "que si de dos o más 
partes emplazadas, la una comparece y la otra no, el be-
neficio del defecto se acumulará a la causa"; que sin em-
bargo, tal disposición no rige en esta materia, en virtud 
de lo que dispone la Ley N9 432, de 1964, que dice así: 
"Cuando se trate de una sentencia en defecto dictada con 
motivo de alguna de las infracciones de golpes y heridas 
causadas con el manejo o conducción de un vehícu'o de 
meter, previsto y sancionado por la Ley N 9  5771 de fe-
cha 31 de diciembre de 1961, o por daños a la propiedad, y 
se haya puesto en causa a la entidad aseguradora, dicha 
sentencia no será susceptible de oposición, ni en primera 
instancia ni en apelación"; que tal como lo decidió la Cor-
te a-oua esa ley derogó obviamente el artículo 153 del Có-
digo de Procedimiento Civil en la materia, de que se tra-
ta, pues al ro haber posibilidad de oposición no existe el 
peligro de sentencias contradictorias en el mismo asunto, 
que es precisamente lo que trata de prevenir o evitar la 
regla de acumulación del defecto establecida en el citado 
artículo 153. situac'ón procesal que sólo puede originarse 
cuando el fallo dictado es contradictorio para uno de los 
detradados y para el otro no, pues este último podría even-
tualmente hacerlo retractar por medio de la oposición; que, 
como en la especie, la compañía aseguradora recurrente, fue 
puesta en causa para que oyera pronunciar que le eran 
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oponibles las condenaciones que se pronunciaran contra 
el asegurado, (lo que ella no discute), es claro que al Ta-
llar domo lo hizo la Corte a-qua lejos de incurrir en las 
violaciones denunciadas hizo una correcta aplicación de la 
Ley; que, por tanto, el medio propuesto carece de funda-
mento y debe ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza 'el recurso de -ca-
sación interpuesto por la "Unión de Seguros", C. por A., 
contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de 
Santiago, en sus atribuciones civiles, en fecha 17 de noviem-
bre de 1969, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte an-
terior del presente fallo; Segundo Condena a la recurren-
te al pago due las costas, con distracción de las mismas en 
favor del Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez, quien afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpi-
dio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista 
Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él eqpresados, y 
fue leída y publicada por mí, Secretario General, que cer 9 

 tifico): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 11 DE SEPTIEMBRE DE 1970 

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, 

de fecha 20 de noviembre de 1969. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Etar•islao Matos Sánchez. 

Abogado: Dr. Roosevelt L. Rodgers R. 

Recurrido° José Valoy. 

Abogados: Dres. Ml. Enerio Rivas E. y Luis O. Adames M. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, 
Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. 
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santia-
go Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario Aux-- 
liar, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad 
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 
11 de Septiembre de 1970, arios 127 9  de la Independencia 
y 1089  de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Etanisiao 
Matos Sánchez, dominicano, mayor de edad, soltero, comer-
ciante, domiciliado y residente en Santo Domingo, en la 
casa N9 91 de la calle Marcos Ruiz, cédula N 9  5901, serie 
13, contra la sentencia de fecha 20 dg noviembre de 1969, 
dictada por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 
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oponibles laa condenaciones que se pronunciaran contra 
el asegurado, (lo que ella no discute), es claro que al 'fa-
llar tomo lo hizo la Corte a-qua lejos de incurrir en las 
violaciones denunciadas hizo una correcta aplicación de la 
Ley; que, por tanto, el medio propuesto carece de funda-
mento y debe ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza 'el recurso de -ca-
sación interpuesto por la "Unión de Seguros", C. por A., 
contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de 
Santiago, en sus atribuciones civiles, en fecha 17 de noviem-
bre de 1969, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte an-
terior del presente fallo; Segundo Condena a la recurren-
te al pago due las costas, con distracción de las mismas en 
favor del Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez, quien afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpi-
dio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista 
Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Er-
nesto Curiel hijo. Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él eqpresados, y 
fue leída y publicada por mí, Secretario General, que cero 
tifico): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE SEPTIEMBRE DE 1970 

',entencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, 

de fecha 20 de noviembre de 1969. 

31ater:a: Trabajo. 

Recurrente: Etan:slao Matos Sánchez. 

Abogado: Dr. Roosevelt L. Rodgers R. 

Recurrido° José Valoy. 

Abogados: Dres. Ml. Enerio Rivas E. y Luis O. Adames M. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus- 
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-

*món Ruiz Tejada, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, 
Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. 
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santia-
go Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario Aux:- 
liar, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad 
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 
11 de Septiembre de 1970, arios 127 9  de la Independencia 
y 1089  de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 

- corte de casación ;  la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Etanisiao 
Matos Sánchez, dominicano, mayor de edad, soltero, comer-
ciante, domiciliado y residente en Santo Domingo, en la 
casa N9 91 de la calle Marcos Ruiz, cédula N9 5901, serie 
13, contra la sentencia de fecha 20 dei  noviembre de 1969, 
dictada por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oídos a los Dres. Manuel Enerio Rivas, cédula N 9  4588, 

serie 44, y Luis O. Adames, cédula N 9  3213, serie 20, abo-
gados del recurrido José Valoy, dominicano, mayor de edad, 
casado, Maestro-Constructor, cédula N9 6870, serie 13, do-
miciliado y residente en esta ciudad, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 5 de fe-
brero de 1970 suscrito por el Dr. Roosevelt L. Rodgers R.. 
cédula NO 6367, serie 8, abogado del recurrente, en el cual 
se invocan los medios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa de fecha 21 de mar-
zo de 1970, suscrito por los abogados del recurrido; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 19 del Código de Trabajo; 48 
de la Ley N9  637, de 1944, sobre Contratos de Trabajo; 

. 1134 del Código Civil, invocados por el recurrente; y 1, 
7 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación; 

. 	Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con moti-
vo de una reclamación laboral que no pudo ser conciliada, 
hecha por José Valoy contra el actual recurrente, intervi-
no en fecha 12 de febrero de 1969, una sentencia dictada 
por el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, 
cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Se declara re-
gular en la forma y justa en el 'fondo la demanda intentada 
por José Valoy contra Etanislao Matos, en cobro de valo-
res adeudados por concepto de obras ejecutadas; Segundo: 
Se condena al señor Etanislao Matos, a pagar al_ señor José 
Valoy la suma de dos mil ciento ochentitrés pesos oro (RD 
$2,183.00), por el concepto indicado en el ordinal anterior; 

Tercero: Se condena además al señor Etanislao Matos al 
pago de las costas, y se ordena la distracción de las mismas 
en provecho de los Dres. Manuel Enerio Rivas E. y Rafael 
Evangelista Alejo, quienes afirman haberlas avanzado en 
su totalidad"; b) Que sobre apelación de Etanislao Matos 
Sánchez, intervino en fecha 20 de noviembre de 1969, la 
sentencia ahora impugnada en casación, con el siguiente 
dispositivo: "Falla: Primero: Declara regular y válido en 
cuanto a la forma el recurso de apelación interpuesto por 
Etanislao Matos contra sentencia del Juzgado de Paz de 
Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 12 de febrero del 
1969, dictada en favor de José Valoy, cuyo dispositivo fi-
gura copiado en parte anterior de esta misma sentencia; 
segundo: Relativamente al fondo acoge en parte y recha-
za en parte dicho recurso, y en consecuencia reforma el or-
dinal segundo del dispositivo de la sentencia para que ri-
ja del modo siguiente: Segundo: Se condena al señor Eta-
nislao Matos a pagar al señor José Valoy la suma de qui-
nientos ochenta pesos con sesentinueve centavos (RD$ 
580.69)por concepto de diferencia de salarios dejados de 
pagar; Tercero: Se reforman los demás puntos de la sen-
tencia impugnada para que se ajusten a la presente sen-
tencia; Cuarto: Compensa pura y simplemente entre las 
partes, las costas del procedimiento"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
de casación, los siguientes medios: Primer Medio: Violación 
de los artículos 1 9  del Código de Trabajo, 48 de la Ley nú-
mero 637 del 16 de junio de 1944 sobre Contratos de Tra-
bajo, y 1132 del Código Civil. Segundo Medio: Violación 
del derecho de defensa; que a su vez el recurrido propone 
la caducidad del recurso de casación; 

En cuanto a la caducidad del recurso. 

Considerando que el recurrido sostiene que el Auto 
del Presidente de la Suprema Corte de Justicia autorizan-
do al recurrente a emplazar fue dictado el 5 de febrero de 



Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oídos a los Dres. Manuel Enerio Rivas, cédt.l.a 1\1 9  4588, 

serie 44, y Luis O. Adames, cédula N9 3213, serie 20, abo-
gados del recurrido José Valoy, dominicano, mayor de edad, 
casado, Maestro-Constructor, cédula N 9  6870, serie 13, do-
miciliado y residente en esta ciudad, en la lectura de sus 
conclusiones: 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 5 de fe-
brero de 1970 suscrito por el Dr. Roosevelt L. Rodgers R.. 
cédula N9  6367, serie 8, abogado del recurrente, en el cual 
se invocan los medios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa de fecha 21 de mar-
zo de 1970, suscrito por los abogados del recurrido; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 9  del Código de Trabajo; 48 
de la Ley N9  637. de 1944, sobre Contratos de Trabajo; 
1134 del Código Civil, invocados por el recurrente; y 1, 
7 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación; 

. 	Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con moti-
vo de una reclamación laboral que no pudo ser conciliada, 
hecha por José Valoy contra el actual recurrente, intervi-
no') en fecha 12 de febrero de 1969, una sentencia dictada 
por el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, 
cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Se declara re-
gular en la forma y justa en el 'fondo la demanda intentada 
por José Valoy contra Etanislao Matos, en cobro de valo-
res adeudados por concepto de obras ejecutadas; Segundo: 
Se condena al serió/. Etanislao Matos, a pagar al señor José 
Valoy la suma de dos mil ciento ochentitrés pesos oro (RD 
$2,183.00), por el concepto indicado en el ordinal anterior; 

Tercero: Se condena además al señor Etanislao Matos al 
pago de las costas, y se ordena la distracción de las mismas 
en provecho de los Dres. Manuel Enerio Rivas E. y Rafael 
Evangelista Alejo, quienes afirman haberlas avanzado en 
su totalidad"; b) Que sobre apelación de Etanislao Matos 
Sánchez, intervino en fecha 20 de noviembre de 1969, la 
sentencia ahora impugnada en casación, con el siguiente 
dispositivo: "Falla: Primero: Declara regular y válido ea 
cuanto a la forma el recurso de apelación interpuesto por 
Etanislao Matos contra sentencia del Juzgado de Paz de 
Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 12 de febrero del 
1969, dictada en favor de José Valoy, cuyo dispositivo fi-
gura copiado en parte anterior de esta misma sentencia; 
Segundo: Relativamente al fondo acoge en parte y recha-
za en parte dicho recurso, y en consecuencia reforma el or-
dinal segundo del dispositivo de la sentencia para que ri-
ja del modo siguiente: Segundo: Se condena al señor Eta-
nislao Matos a pagar al señor José Valoy la suma de qui-
nientos ochenta pesos con sesentinueve centavos (RD$ 
580.69)por concepto de diferencia de salarios dejados de 
pagar; Tercero: Se reforman los demás puntos de la sen-
tencia impugnada para que se ajusten a la presente sen-
tencia; Cuarto: Compensa pura y simplemente entre las 
partes, las costas del procedimiento"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memoria] 
de casación, los siguientes medios: Primer Medio: Violación 
de los artículos 1 9  del Código de Trabajo, 48 de la Ley nú-
mero 637 del 16 de junio de 1944 sobre Contratos de Tra-
bajo, y 1132 del Código Civil. Segundo Medio: Violación 
del derecho de defensa; que a su vez el recurrido propone 
la caducidad del recurso de casación; 

En cuanto a la caducidad del recurso. 

Considerando que el recurrido sostiene que el Auto 
del Presidente de la Suprema Corte de Justicia autorizan-
do al recurrente a emplazar fue dictado el 5 de febrero de 
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1970, y el acto de emplazamiento le fue notificado el 14 
de marzo de 1970, dejándole la copia con una vec:na, aun-
que se consigna en dicho acto que es la fecha 7 de marzo 
del citado año; que, por tanto, entiende el recurrido que el 
emplazamiento fue hecho pasado el plazo de 30 días que 
establece la Ley Sobre Procedimiento de Casación, por lo 
cual debe declararse caduco el recurso; pero, 

Considerando que el examen del expediente revela 
que el auto autorizando a emplazar fue dictado por el Pre-
sidente de la Suprema Corte de Justicia el día 5 de febrero 
de 1970, en virtud del memorial de casación depositado en 
esa misma fecha; y que el acto de emplazamiento fue real 
y efectivamente notificado el 7 de marzo de 1970, aun cuan-
do el recurrido alegue que le fue entregado por la persona 
a quien le fue notificado, el día 14; por lo cual, y como eI 
plazo es franco segl:in la ley, el recurrente actuó dentro de 
los treinta días que establece el artículo 7 de la Ley Sobre 
Procedimiento de Casación; que, en tales condiicones, la 
caducidad propuesta carece de fundamento y debe ser des-
estimada; 

En cuanto al recurso de Casación. 

Considerando que en el desarrollo del segundo medio, 
el cual se analiza en primer término por ser 'riáis perento-
rio, el recurrente sostiene en resumen que se violó su dere-
cho de defensa porque él solicitó un experticio, el cual es-
timaba necesario por el carácter técnico que a su juicio 
presentaba el caso; y que dicha medida le fue negada por 
la Cámara a-qua; pero, 

Considerando que la Cámara a-gra había ordenado en 
la especie un informativo, un centrainTormativo y la com-
parecenc:a personal de las partes, medidas de instrucción 
que fueron ejecutadas y con las cuales dicha Cámara esti-
mó,. según lo expone en los .Considerandos 5 y 6 del fallo  

impugnado, que había "elementos suficientes de juicio" pa-
ra decidir el caso, en base a lo cual rechazó con una mo-
tivación adecuada el experticio solicitado; que, en tales 
condiciones, el derecho de defensa no fue lesionado, ya que 
los jueces son soberanos para apreciar la utilidad o nó de 
una medida de instrucción, y cuando para rechazarla dan 
los motivos pertinenteS, como ocurrió en la especie, no le-
sionan con ello el derecho de defensa de la parte que ha 
pedido esa medida; que, por tanto, el medio propuesto ca-
rece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que en el desenvolvimiento del primer 
medio propuesto, el recurrente sostiene, en síntesis, que 
aunque la demanda tuvo por base un contrato de .fecha 1 9 

 de abril de 1967, intervenido entre las partes, como en di-
cho contrato no consta; según sostiene, que "la obra que. 
daría bajo la dependencia permanente o directa del recu-
rrente", él entiende que no es un contrato de trabajo, y 
que por ello la jurisdicción .laboral era incompetente pa-
ra decidir. el caso, y que al darle la Cámara a-qua ese ca-
rácter, desnaturalizó dicho contrato; que, por consiguiente, 
estima el recurrente, que en el fallo impugnado se incurrió 
en las violaciones por él denunciadas en el medio que se 
examina; pero, 

Considerando que el carácter laboral de .un contrato 
no depende necesariamente del sentido literal de las pala-
bras, es decir, dé que en su redacción se hayan empleado fra-
ses o expresiones que 'señalen expresamente la relación de 
dependenCia a que se refiere el recurrente, pues ésta puede 
resultar de los hechos y circunstancias del caso, como ocu-
rrió en la especie en que el recurrente, según es constante 
en el expediente, nunca negó la relación laboral que lo li-
gaba con el demandante, hoy recurrido en casación, sino 
que —por el contrario— Según resulta del examen de di-
chó expediente" (al cual examen ha procedido esta Supre-
ma Corte de Justicia én vista de la des naturalización ale- 
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1970, y el acto de emplazamiento le fue notificado el 14 
de marzo de 1970, dejándole la copia con una vec:na, aun-
que se consigna en dicho acto que es la fecha 7 de marzo 
del citado año; que, por tanto, entiende el recurrido que el 
emplazamiento fue hecho pasado el plazo de 30 días que 
establece la Ley Sobre Procedimiento de Casación, por lo 
cual debe declararse caduco el recurso; pero, 

Considerando que el examen del expediente revela 
que el auto autorizando a emplazar fue dictado por el Pre-
sidente de la Suprema Corte de Justicia el día 5 de febrero 
de 1970, en virtud del memorial de casación depositado cn 
esa misma fecha; y que el acto de emplazamiento fue real 
y efectivamente notificado el 7 de marzo de 1970, aun cuan-
do el recurrido alegue que le fue entregado por la pensarla 
a quien le fue notificado, el día 14; por lo cual, y como 
plazo es franco según la ley, el recurrente actuó dentro da 
los treinta días que establece el artículo 7 de la Ley Sobre 
Procedimiento de Casación; que, en tales condiicones, la 
caducidad propuesta carece de fundamento y debe ser des-
estimada; 

En cuanto al recurso de Casación. 

Considerando que en el desarrollo del segundo medio, 
el cual se analiza en primer término por ser más perento-
rio, el recurrente sostiene en resumen que se violó su dere-
cho de defensa porque él solicitó un experticio, el cual es-
timaba necesario por el carácter técnico que a su juicio 
presentaba el caso; y que dicha medida le fue negada por 
la Cámara a-qua; pero, 

Considerando que la Cámara a-qra había ordenado en 
la espece un informativo, un ccntrainTormativo y la com-
parecenc:a personal de las partes, medidas de instrucción 
que fueron ejecutadas y con las cuales dicha Cámara esti-
mó,. según lo expone en los Considerandos 5 y 6 del fallo  

impugnado, que había "elementos suficientes de juicio" pa-
ra decidir el caso, en base a lo cual rechazó con una mo-
tivación adecuada el experticio solicitado; que, en tales 
condiciones, el derecho de defensa no fue lesionado, ya que 
los jueces son soberanos para apreciar la utilidad o nó de 
una medida de instrucción, y cuando para rechazarla dan 
los motivos pertinenteá, como ocurrió en la especie, no le-
sionan con ello el derecho de defensa de la parte que ha 
pedido esa medida; que, por tanto, el medio propuesto ca-
rece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que en el desenvolvimiento del primer 
medio propuesto, el recurrente sostiene, en síntesis, que 
aunque la demanda tuvo por base un contrato de fecha 1 9 

 de abril de 1967, intervenido entre las partes, como en di-
cho contrato no consta; según sostiene, que "la obra que-
daría bajo la dependencia permanente o directa del recu-
rrente", él entiende que no es un contrato de trabajo, y 
que por ello la jurisdicción laboral era incompetente pa-
ra decidir el caso, y que al darle la Cámara a-qua ese ca-
rácter, desnaturalizó dicho contrato; que, por consiguiente, 
estima el recurrente, que- en el fallo impugnado se incurrió 
en las violaciones por él denunciadas en el medio que se 
examina; pero, 

Considerando que el carácter laboral de .un contrato 
no depende necesariamente del sentido literal de las pala-
bras,, es decir, de que en su redacción se hayan empleado fra-
seso expresiones que 'señalen expresamente la relación de 
dependenCia a que se refiere el recurrente, pues ésta puede 
resultar de los hechos y circunstancias del caso, como ocu-
rrió en la especie en que el recurrente, según es constante 
en el expediente, nunca negó la relación laboral que lo li-
gaba con el demandante, hoy recurrido en casación, sino 
que —por el contrario— legún resulta del examen de di-
cho expediente. (ál cual examen ha procedido está Supre-
ma Corte de Justiciá én vista de la des naturalizaCión ale- 
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gada), desde el inicio de la litis él lo que hizo, ante las au-
toridades laborales fue condicionar el pago de suplemento 
de salarios que se le hacía a que la Secretaría de Obras Pú-
blicas hiciera "la cubicación correspondiente", a la cual 
cubicación no tuvo que recurrir la Cámara a-qua porque so 
edificó en baso o las medidas de instrucción que ordenó, 
citadas precedentemente; y el hecho mismo de que el hoy 
recurrente en casación pidiera a los jueces del fondo la 
designación de peritos para que se determinaran los traba-
jos hechos, la cantidad de los mismos por unidad y metros 
cuadrados, etc. (según consta en sus conclusiones) reafir-
maba indudablemente para dichos juegos el cr'terio ante-
rior; por todo lo cual carece de fundamento el alegato so-
bre la incompetencia de la jurisdicción laboral y sobre la 
desnaturalización del contrato, ya que el mismo no se le 
ha dado un sentido y un alcance diferente al que Cene, se-
gún Tue presentado el caso a los mencionados jueces del 
fondo, en relación con el trabajador demandante; que, por 
consiguiente, el medio que se examina carece de fundamen-
to y debe ser desestimado; 

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Etanislao Matos Sánchez, contra la 
rentcncia de fecha 20 de noviembre de 1969, dictada por 
la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, cuyo disposi-
tivo ha sido copiado en parte anterior del presente faro; 
Segundo: Condena al recurren1e al pago de las costas, con 
distrreción de las mismas en provecho de los Doctores Ma-
nuel Enerio Rivas y Luis O. Aclames, quienes afirman es-
tarlas avanzando en su totalidad. 

(Firmados': Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Manuel D. 
Bergé3 Chupani — Manuel A. Amiama.— Francisco Elpi-
dio Eeras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista 
Rojas Almánzar.-- Santiago Osva'do Rojo Carbuccia — 
Miguel Jacobo F., Secretario Auxiliar. 
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La presento sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fu' 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario Auxiliar, que 
certifico. (Firmado): Miguel Jacobo F. 
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gada), desde el inicio de la litis él lo que hizo, ante las au-
toridades laborales fue condicionar el pago de suplemento 
de salarios que se le hacía a que la Secretaría de Obras Pú-
blicas hiciera "la cubicación correspondiente", a la cual 
cubicación no tuvo que recurrir la Cámara a-qua porque se. 
edificó en basa a las medidas de instrucción que ordenó, 
citadas precedentemente; y el hecho mismo de que el hoy 
recurrente en casación pidiera a los jueces del fondo la 
designación de peritos para que se determinaran los traba-
jos hechos, la cantidad de los mismos por un:dad y metros 
cuadrados, etc. (según consta en sus conclusiones) reafir-
maba indudablemente para dichos jueces el cr'terio ante-
rior; por todo lo cual carece de fundamento el alegato so-
bre la incompetencia de la jurisdicción laboral y sobre la 
desnatural)zación del contrato, ya que el mismo no se le 
ha dado un sentido y un alcance diferente al que t: ene, se-
gún Tue presentado el caso a los mencionados jueces del 
fondo, en relación con el trabajador demandante; que, por 
consiguiente, el medio que se examina carece de fundamen-
to y debe ser desestimado; 

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Etanislao Matos Sánchez, contra la 
rentencia de fecha 20 de noviembre de 1969, dictada por 
la Cámara de Trabajo del Distrito Nac'onal, cuyo disposi-
tivo ha sido copado en parte anterior del presente faro; 
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas, con 
distr'eción de las mismas en provecho de los Doctores Ma-
nuel Enerio Rivas y Luis O. Aclames, quienes afirman es-
tarlas avanzando en su totalidad. 

(Firmados': Manuel Ramón Ruiz Tejada — Manuel D. 
Bergés Chupani — Manuel A. Amiama.— Francisco Elpi-
dio Eeras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista 
Rojas Almánzar.-- Santiago Osva'do Rojo Carbuccia — 
Miguel Jacobo F., Secretario Auxiliar. 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fw 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario Auxiliar, que 
certifico. (Firmado): Miguel Jacobo F. 
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE SEPTIEMBRE DE 1970 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 13 

de noviembre de 1969. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Petronila de la Cruz Vda. Frías y compartes. 

Abogado: Dr. Bienvenido Leonardo G. 

Recurrido: Consejo Estatal del Azúcar. 
Abogado: Dr. Bienvenido Vélez Toribio. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en Funciones de Pre-
sidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, 
Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan 
Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 11 de septiembre del 
año 1970, años 1279  de la Independencia y 1089  de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Petronila 
de la Cruz Vda. Frías, con cédula N9 1200, serie la; María 
de la Nieve Frías de la Cruz, con cédula N 9  1520, serie 93; 
Carlos Manuel Frías de la Cruz, cédula N 9  1653, serie 93; 
Anita María Frías de la Cruz, con cédula N 9  1622, serie 93; 
Julia Baldemira Frías de la Cruz, con cédula N9 1519, se-
rie 93; Porfirio de la Cruz, con cédula N 9  55707, serie 19 ; 

Manuel Antonio Fríes de la Cruz, con cédula N 9  61454, se- 
rie la;. José Rymunio Frías de la Cruz, con cédula N' 
25020, serie 2; Abundio Frías dé la Cruz, con cédula N 9 

 25227, serie 2; Sara Bienvenida Frías de la Cruz, can cé-
dula N9  44, serie 93; Alida Mercedes Frías de la Cruz, con 
cédula 1\19  1621, serie 93; y Célida Amparo Frías de la Cruz, 
con cédula N 9  766, serie 93, todos dominicanos, mayores de 
edad, domiciliados y residentes en el Distrito Municipal de 
Haina, contra sentencia del Tribunal Superior de Tierras, 
de fecha 13 de noviemtre del 1969, dictada en relación con 

-`" 
 la Parcela N 9  244 del Distrito Catastral N9 8 del Muniet 
pio de San Cristóbal, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Bleitve- 

, 	nido Lecnardo G.. cédula N 9  25089, serie 23, abogado c - r 
los recurrentes; 

Oído, en la lectura de sus conclusiones al Dr. Bienveni-
warL do Vélez Tcribio, cédula N 9  24291, serie 31, abogado del 
~- 

. 	recurrido, que lo cs el Ccnsejo Estatal del Azúcar; 
Oído el clic:-.amen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Visto el memorial de casación, suscrito el 8 de enero 
del 1970 por el abogado de los recurrentes, en el cual se 

14W-  invocan los medies que se indican más adelante; 
Visto el memorial de defensa suscrito en fecha 5 de 

marzo del 1970 por el abogado del recurrido; 

La Suprema Corte de Just'cia, después de haber deli-
berado, y vistos los artícu'cs 84, 151, 170 y 195 de la Ley 
de Registro de Tierras, 141 del Código de Procedimiento Ci-
vil, y 1 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se ref .  ere consta lo s'gu:ente: "a) 
que por Resolución del Tribunal Superior de Tierras de fe- 
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE SEPTIEMBRE DE 1970 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 13 

de noviembre de 1969. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Petronila de la Cruz Vda. Frías y compartes. 
Abogado: Dr. Bienvenido Leonardo G. 

Recurrido: Consejo Estatal del Azúcar. 
Abogado: Dr. Bienvenido Vélez Toribio. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en Funciones de Pre-
sidente; Manuel D. liergés Chupani, Manuel A. Amiama, 
Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan 
Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 11 de septiembre del 
año 1970, años 127 9  de la Independencia y 1089  de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Petronila 
de la Cruz Vda. Frías, con cédula N 9  1200, serie la; María 
de la Nieve Frías de la Cruz, con cédula N 9  1520, serie 93; 
Carlos Manuel Frías de la Cruz, cédula N 9  1653, serie 93; 
Anita María Frías de la Cruz, con cédula N 9  1622, serie 93; 
Julia Baldemira Frías de la Cruz, con cédula N9 1519, se-
rie 93; Porfirio de la Cruz, con cédula N 9  55707, serie la; 

Manuel Antonio Frías de la Cruz, con cédula N 9  61454, se-
rie la:. José Rymundo Frías de la Cruz, con cédula N' 
25020, serie 2; Abundio Frías dé la Cruz, con cédula N 9 

 25227, serie 2; Sara Bienven:cla Frías de la Cruz, con cé-
dula N9  44, serie 93; Alida Mercedes Frías de la Cruz, con 
cédula N9 1621, serie 93; y Célida Amparo Frías de la Cruz, 
con cédula N 9  766, serie 93, todos dominicanos, mayores de 
edad, domiciliados y residentes en el Distrito Municipal de 
Haina, contra sentencia del Tribunal Superior de Tierras, 
de fecha 13 de noviembre del 1969, dictada en relación con 
la Parcela N° 244 del Distrito Catastral N9 8 del Munici-
pio de San Cristóbal, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Blerive-

nido Lecnardo G., cédula N 9  25089, serie 23, abogado c :- 
los recurrentes; 

Oído, en la lectura de sus conclusiones al Dr. Bienveni-
do Vélez Tcribio, cédula N 9  24291, serie 31, abogado del 
recurrido, que lo cs el Ccnsejo Estatal del Azúcar; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación, suscrito el 8 de enero 
del 1970 por el abogado de los recurrentes, en el cual se 
invocan los medies que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa suscrito en fecha 5 de 
marzo del 1970 por el abogado del recurrido; 

La Suprema Corte de Just'cia, después de haber deli-
berado, y vistos los artícu'cs 84, 151, 170 y 195 de la Ley 
de Registro de Tierras, 141 del Código de Procedimiento Ci-
vil, y 1 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentenc:a impugnada y en los 
documentos a que ella se refere consta lo srgu:ente: "a) 
que por Resolución del Tribunal Superior de Tierras de fe- 
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cha 13 de diciembre de 1963, se decidió lo siguiente: Prime-
ro: Acoger como al efecto acoge la instancia recibida por 
este Tribunal Superior de Tierras, en fecha 4 de diciembre 
de 1963, dirigida por el Dr. Bienvenido Leonardo G., a nom-
bre de los señores Petronila de la Cruz Vda. Frías y Suce-
sores del finado Carlos Manuel Frías; Segundo: Declarar 
como al efecto declara que las únicas personas con derecho 
para recoger los bienes relictos por el finado Carlos Ma-
nuel Frías de transigir con ellos, son su esposa la señora 
Petronila de la Cruz Vda. Frías y sus hijos legítimos de 
nombres: Porfirio ;  Manuel, Antonio, José Raymundo, Abun-
dio, Sara Bienvenida, María de las Nieves, Alida Merce-
des, Célida Amparo, Carlos Manuel, Anita María y Julia 
Baldemira Frías de la Cruz; Tercero: Ordenar, como al efec-
to ordena, al Registrador de Títulos del Departainento de 
San Cristóbal, la cancelación de los Certificados de Títu-
los Nos. 1391 y 18(}0 que amparan las Parcelas Nos. 244 y 
248 respectivamente Distrito Catastral N 9  8 del Munici-
pio de San Cristóbal, Provincia del mismo nombre, la ex-
pedición de sendos Certificados de Títulos que amparen 
estas Parcelas en la siguiente forma y proporción: Parcela 
N9  244, Distrito Catastral Haina, Provincia de San Cristó-
bal, sitio de Bajos de Haina, provincia de San Cristó-
bal: 76 As., 03 Cas. La totalidad de esta Parcela en favor 
de los señores Petronila de la Cruz Vda. Frías, Porfirio, 
Manuel Antonio, José Raymundo, Abundio, Sara Bienve-
nida, María de las Nieves Alida Mercedes, Célida Ampa-
ro, Carlos Manuel, Anita María y Julia Baldemira Frías de 
las últimas. Haciéndose constar el privilegio que aparece 
ra y el otro 50 por ciento restante en partes iguales para 
les últimas. Haciéndose constar el privilegio que aparece 
al dorso del Certificado de Título que por este disposiitv o 
se ordena cancelar"; b) que por Decisión del Tribunal Su-
perior de Tierras, de fecha 27 de junio de 1966, se orde.ió 
lo siguiente: "Falla: Distrito Catastral Número Ocho (81 
del Municipio de San Cristóbal, lugar de Haina, provincia 
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San Cristóbal. lo siguiente: Primero: Se acoge en parte la 
instancia de la Corporación Azucarera, de la República Do-
minicana, de fecha 4 de agosto de 1964, dirigida al Tribu-
nal de Tierras en solicitud de transferencia de la totalidad 
de la Parceia N9 244, Distrito Catastral N 9  8 del Municipio 
de San Cristóbal. Segundo: Se acoge en parte las conclu-
siones del Dr. Bienvenido Leonardo González, a nombre de 
Petronila de la Cruz Vda. Frías, Porfirio y Manuel Anto!;io 
Frías de la Cruz y compartes. Tercero: Se declara la nuli-
dad del acto de compraventa bajo escritura privada, de 
fecha 2 de febrero de 1954, legalizadas las firmas por el 
Notario Público del Distrito Nacional Lic. Pablo A. Pérez. 
en cuanto a la referencia que la señora Petronila de la Cruz 
Vda. Frías hace a nombre de sus hijos menores José Ray-
mundo, Abundio o Alundio, Sara Bienvenida, Alida Mer-
cedes Célida Amparo, María de las Nieves, Carlos Manuel, 
Anita María y Julia Baldemira Frías de la Cruz. Cuarto: 
Se declara la nulidad del acto de compraventa bajo escri-
tura privada de fecha 15 de junio de 1960, legalizadas las 
firmas por el Notario Público del Distrito Nacional Dr. Ho-
racio Morillo Vásquez„ por el cual la señora María Martí-
nez de Trujillo transnere en favor de la Azucarera Haina, 
C. por A., la totalidad de la Parcela N 9  244, referida, en 
cuanto se refiere a la transferencia de los derechos de pro-
piedad de los menores José Raymundo, Abundio o Alun-
dio, Sara Bienvenida, Alida Mercedes, Célida Amparo, Ma-
ría de las Nieves, Carlos Manuel, Anita María y Julia Bal-
demira Frías de la Cruz. Quinto: Se rechaza la transferen-
cia de los mismos derechos indicados en los incisos tercero 
y cuarto de este dispositivo realizada de la Azucarera !bi-
na, C. por A., a la Corporación Azucarera de la República 
Dominicana en virtud de la Ley N9 78 de fecha 4 de di-
ciembre de 1963. Sexto: Se ordena la transferencia de la 
cantidad de 4,492,68m2. (cuatro mil cuatrocientos noventa 
y dos metros cuadrados con sesenta y ocho decímetros cua-
dradol) consentida por los señores Petronila de la Cruz Vda. 
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cha 13 de diciembre de 1963, se decidió lo siguiente: Prime-
ro: Acoger como al efecto acoge la instancia recibida por 
este Tribunal Superior de Tierras, en fecha 4 de diciembre 
de 1963, dirigida por el Dr. Bienvenido Leonardo G., a nom-
bre de los señores Petronila de la Cruz Vda. Frías y Suce-
sores del finado Carlos Manuel Frías; Segundo: Declarar 
como al efecto declara que las únicas personas con derecho 
para recoger los bienes relictos por el 'finado Carlos Ma-
nuel Frías de transigir con ellos, son su esposa la señora 
Petronila de la Cruz Vda. Frías y sus hijos legítimos de 
nombres: Porfirio. Manuel, Antonio, José Raymundo, Abun-
dio, Sara Bienvenida, María de las Nieves, Alida Merce-
des, Célida Amparo, Carlos Manuel, Anita María y Julia 
Baldemira Frías de la Cruz; Tercero: Ordenar, como al efec-
to ordena, al Registrador de Títulos del Departalnento de 
San Cristóbal, la cancelación de los Certificados de Títu-
los Nos. 1391. y 1800 que amparan las Parcelas Nos. 244 y 
248 respectivamente Distrito Catastral N 9  8 del Munici-
pio de San Cristóbal, Provincia del mismo nombre, la ex-
pedición de sendos Certificados de Títulos que amparen 
estas Parcelas en la siguiente forma y proporción: Parcela 
N9  244, Distrito Catastral Haina, Provincia de San Cristó-
bal, sitio de Bajos de Haina, provincia de San Cristó-
bal: 76 As., 03 Cas. La totalidad de esta Parcela en favor 
de los señores Petronila de la Cruz Vda. Frías, Porfirio, 
Manuel Antonio, José Raymundo, Abundio, Sara Bienve-
nida, María de las Nieves Alida Mercedes, Célida Ampa-
ro, Carlos Manuel, Anita María y Julia Baldemira Frías de 
las últimas. Haciéndose constar el privilegio que aparece 
ra y el otro 50 por ciento restante en partes iguales para 
las últimas. Haciéndose constar el privilegio que aparece 
al dorso del Certificado de Título que por este disposiitv o 
se ordena cancelar"; b) que por Decisión del Tribunal Su-
perior de Tierras, de fecha 27 de junio de 1966, se ordenó 
lo siguiente: "Falla: Distrito Catastral Número Ocho (8 ►  
del Municipio de San Cristóbal, lugar de Haina, provincia 

San Cristóbal. lo siguiente: Primero: Se acoge en parte la 
instancia de la Corporación Azucarera, de la República Do-
minicana, de fecha 4 de agosto de 1964, dirigida al Tribu-
nal de Tierras en solicitud de transferencia de la totalidad 
de la Parcela N9 244, Distrito Catastral N 9  8 del Municipio 
de San Cristóbal. Segundo: Se acoge en parte las conclu-
siones del Dr. Bienvenido Leonardo González, a nombre de 
Petronila de la Cruz Vda. Frías, Porfirio y Manuel Anto!;io 
Frías de la Cruz y compartes. Tercero: Se declara la nuli-
dad del acto de compraventa bajo escritura privada, de 
fecha 2 de febrero de 1954, legalizadas las firmas por el 
Notario Público del Distrito Nacional Lic. Pablo A. Pérez. 
en cuanto a la referencia que la señora Petronila de la Cruz 
Vda. Frías hace a nombre de sus hijos menores José Ray-
mundo, Abundio o Alundio, Sara Bienvenida, Alida Mer-
cedes Célida Amparo, María de las Nieves, Carlos Manuel, 
Anita María y Julia Baldemira Frías de la Cruz. Cuarto: 
Se declara la nulidad del acto de compraventa bajo escri-
tura privada de fecha 15 de junio de 1960, legalizadas las 
firmas por el Notario Público del Distrito Nacional Dr. Ho-
racio Morillo Vásquez„ por el cual la señora María Martí-
nez de Trujillo trangi:iere en favor de la Azucarera Haina, 
C. por A., la totalidad de la Parcela N 9  244, referida, en. 

 cuanto se refiere a la transferencia de los derechos de pro-
piedad de los menores José Raymundo, Abundio o Alun-
dio, Sara Bienvenida, Alida Mercedes, Célida Amparo, Ma-
ría de las Nieves, Carlos Manuel, Anita María y Julia Bal-
demira Frías de la Cruz. Quinto: Se rechaza la transferen-
cia de los mismos derechos indicados en los incisos tercero 
y cuarto de este dispositivo realizada de la Azucarera !bi-
na, C. por A., a la Corporación Azucarera de la República 
Dominicana en virtud de la Ley N9 78 de fecha 4 de di-
ciembre de 1963. Sexto: Se ordena la transferencia de la 
cantidad de 4,492,68m2. (cuatro mil cuatrocientos noventa 
y dos metros cuadrados con sesenta y ocho decímetros cua-
dradós) consentida por los señores Petronila de la Cruz Vda. 
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Frías, Porfirio Frías de la Cruz y Manuel Antonio Frías 
de la Cruz en favor sucesivamente de María de los Angeles 
Martínez de Trujillo, Azucarera Haina, C. por A., y Corpo-
ración Azucarera de la República Dominicana. Séptimo: 
Se ordena al Registrador de Títulos del Departamento de 
San Cristóbal la cancelación del Certificado de Títulos N 9 

 6970, que ampara el derecho de propiedad sobre la parcela 
N9 244, D. C. Ny 8 del Municipio de San Cristóbal y la 
expedición de otro en la forma siguiente: a) 4,492.68m2. 
(Cuatro mil cuatrocientos noventa y dos metros cuadrados 
con sesenta y ocho decímetros cuadrados) a nombre de la 
Corporación Azucarera de la República Dominicana, or-
ganismo autónomo, creado en virtud de la Ley N 9  78 de 
fecha 4 de diciembre de 1963, con domicilio y oficina prin-
cipal establecidos en un edificio de la calle "Fray Cipria-
no de Utrera", en el Centro de los Héroes de Constanza, 
Maimón y Estero Hondo (Antigua Feria de la Paz) de la 
ciudad de Santo Domingo. b) 345.59 m2 (tresJientos cua• 
renta y cinco metros cuadrados con cincuenta y nueve de-
címetros cuadrados), para cada uno de los señores José Ray-
mundo, Abundio o Alundio, Sara Bienvenida, Alida Mer-
cedes, Célida Amparo, María de las Nieves, Carlos Manue . 

 y Anita María Frías de la Cruz. c) 345.60 m2. (trescientos 
cuarenta y cinco metros cuadrados sesenta decímetros cua-
drados) a nombre de Julia Baldemira Frías de la Cruz"; c) 
que en virtud de la Decisión del Tribunal Superior de Tie 
rras de fecha 22 de diciembre de 1966, se ordenó lo siguien-
te: "Falla: Primero: Se acogen, las conclusiones .principa-
les externados en la audiencia del día 9 de noviembre de 
1966, por el Dr. Bienvenido Vélez Toribio en representa-
ción del Consejo Estatal del Azúcar y del Central Río Hai-
na; Segundo: Se ordena que los señores José Raymundo, 
Abundio o Alundio, Sara iBenvenida, Alida Mercedes, Cé-
lida Amparo, María de las Nieves, Carlos Manuel, Anita 
María y Julia Baldemira Frías de la Cruz, depositen por 
ante este Tribunal Superior sus correspondientes Actas de 

1- -  Nacimiento, dentro del plazo de 2 meses a partir de la fe- 
cha de la presente sentencia, a fin de poder este Tribunal 
Superior verificar el computo del plazo establecido por el 
artículo 475 del Código Civil; d) que la sentencia impugna- 
da falla de la manera siguiente: "Falla: Primero: Se aumi- 
te en la *forma y se acoge en cuanto al fondo, el recurso de 
apelación interpuesto en fecha 15 de julio de 1966, por los 
Dres. Juan Esteban Ariza Mendoza y Bienvenido Vélez 
Toribio, a nombre de la Azúcarera Haina, C. por A., contra 
la Decisión I\i 9  58 de fecha 27 de junio dei 1966, dictada por 
el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original en rela- 
ción con la Parcela N9 244 del D. C. N 9  8 del Municipio de 
San Cristóbal; Segundo: Se admite en la forma y se re- 
chaza en cuanto al fondo, por falta de las pruebas que de- 
bían presentar de conformidad con la Decisión N 9  18 de fe- 
cha 22 de diciembre del 1966, dictada por este mismo Tri- 
bunal, el recurso de apelación interpuesto en fecha 25 de 
julio del 1966, por el Dr. Bienvenido Leonardo G., a nom- 
bre de la señora Petronila de la Cruz Vda. Frías, José Ray- 
mundo, Abundio o Alundio, Sara Bienevenida, Alida Mer- 

. 4.111 cedes, Célida Amparo, María de las Nieves, Carlos Manuel, 
Anita María y Julia Baldemira Frías de la Cruz, contra la 

41F-- Decisión más arriba mencionada; Tercero: Se revoca en 
parte la Decisión recurrida, y obrando por propia autoridad 
y contrario imperio se ordena lo siguiente: a) La transfe- 
rencia de la totalidad de la Parcela N 9  244 del D. C. N 9  8 
del Municipio de San Cristóbal, y sus mejoras, en favor del 
Estado Dominicano, individualizado en el patrimonio del 
Ingenio Río Haina, C. por A., b) que el Registrador de Tí- 
tulos del Departamento de San Cristóbal cancele el Certi- 
ficado de Título N9  6970, que ampara el derecho de pro- 
piedad sobre la referida Parcela, y expida otro en su lugar 
en favor del Estado Dominicano, de conformidad con lo 
dispuesto en la letra anterior"; e) que la Suprema Corte 
de Justicia dictó, en fecha 27 de mayo del 1968, una sen- 
tencia cuyo dispositivo dice así: "Por tales motivos, Pri- 
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Frías, Porfirio Frías de la Cruz y Manuel Antonio Frías 
de la Cruz en favor sucesivamente de María de los Angeles 
Martínez de Trujillo, Azucarera Haina, C. por A., y Corpo-
ración Azucarera de la República Dominicana. Séptimo: 
Se ordena al Registrador de Títulos del Departamento de 
San Cristóbal la cancelación del Certificado de Títulos N 9 

 6970, que ampara el derecho de propiedad sobre la parcela 
N9 244, D. C. N9  8 del Municipio de San Cristóbal y la 
expedición de otro en la forma siguiente: a) 4,492.68m2. 
(Cuatro mil cuatrocientos noventa y dos metros cuadrados 
con sesenta y ocho decímetros cuadrados) a nombre de la 
Corporación Azucarera de la República Dominicana, or-
ganismo autónomo, creado en virtud de la Ley N 9  78 de 
fecha 4 de diciembre de 1963, con domicilio y oficina prin-
cipal establecidos en un edificio de la calle "Fray Cipria-
no de Utrera", en el Centro de los Héroes de Constanza, 
Maimón y Estero Hondo (Antigua Feria de la Paz) de la 
ciudad de Santo Domingo. b) 345.59 m2 (tres::ientos cua • 
renta y cinco metros cuadrados con cincuenta y nueve de-
címetros cuadrados), para cada uno de los señores José Ray-
mundo, Abundio o Alundio, Sara Bienvenida, Alida Mer-
cedes, Célida Amparo, María de las Nieves, Carlos Manue 
y Anita María Frías de la Cruz. c) 345.60 m2. (trescientos 
cuarenta y cinco metros cuadrados sesenta decímetros cua-
drados) a nombre de Julia Baldemira Frías de la Cruz"; c) 
que en virtud de la Decisión del Tribunal Superior de Ti••
rras de fecha 22 de diciembre de 1966, se ordenó lo siguien-
te: "Falla: Primero: Se acogen, las conclusiones .principa-
les externados en la audiencia del día 9 de noviembre de 
1966, por el Dr. Bienvenido Vélez Toribio en representa-
ción del Consejo Estatal del Azúcar y del Central Río Hai-
na; Segundo: Se ordena que los señores José Raymundo, 
Abundio o Alundio, Sara iBenvenida, Alida Mercedes, Cé-
lida Amparo, María de las Nieves, Carlos Manuel, Anita 
María y Julia Baldemira Frías de la Cruz, depositen por 
ante este Tribunal Superior sus correspondientes Actas de 

Nacimiento, dentro del plazo de 2 meses a partir de la fe-
cha de la presente sentencia, a fin de poder este Tribunal 
Superior verificar el computo del plazo establecido por el 
artículo 475 del Código Civil; d) que la sentencia impugna-
da falla de la manera siguiente: "Falla: Primero: Se aumi-
te en la forma y se acoge en cuanto al fondo, el recurso de 
apelación interpuesto en fecha 15 de julio de 1966, por los 
Dres. Juan Esteban Ariza Mendoza y Bienvenido Vélez 
Toribio, a nombre de la Azúcarera Haina, C. por A., contra 
la Decisión N 9  58 de fecha 27 de junio dei 1966, dictada por 
el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original en rela-
ción con la Parcela N9 244 del D. C. N 9  8 del Municipio de 
San Cristóbal; Segundo: Se admite en la forma y se re-
chaza en cuanto al fondo, por falta de las pruebas que de-
bían presentar de conformidad con la Decisión N 9  18 de fe-
cha 22 de diciembre del 1966, dictada por este mismo Tri-
bunal, el recurso de apelación interpuesto en fecha 25 de 
julio del 1966, por el Dr. Bienvenido Leonardo G., a nom-
bre de la señora Petronila de la Cruz Vda. Frías, José Ray-
mundo, Abundio o Alundio, Sara Bienevenida, Alida Mer-
cedes, Célida Amparo, María de las Nieves, Carlos Manuel, 
Anita María y Julia Baldemira Frías de la Cruz, contra la 

- Decisión más arriba mencionada; Tercero: Se revoca en 
parte la Decisión recurrida, y obrando por propia autoridad 
y contrario imperio se ordena lo siguiente: a) La transfe- 
rencia de la totalidad de la Parcela N9 244 del D. C. 1\1 9  8 
del Municipio de San Cristóbal, y sus mejoras, en favor del 
Estado Dominicano, individualizado en el patrimonio del 
Ingenio Río Haina, C. por A., b) que el Registrador de Tí- 
tulos del Departamento de San Cristóbal cancele el Certi- 
ficado de Título I9-9  6970, que ampara el derecho de pro- 
piedad sobre la referida Parcela, y expida otro en su lugar 

• en favor del Estado Dominicano, de conformidad con lo 
dispuesto en la letra anterior"; e) que la Suprema Corte 
de Justicia dictó, en fecha 27 de mayo del 1968, una sen- 
tencia cuyo dispositivo dice así: "Por tales motivos, Pri- 
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mero: Casa la sentencia dictada por el Tribunal Superior 
de Tierras, de techa 21 de junio de 1967, cuyo dispositivb 
se copia en parte anterior del presente fallo, y se t.nvia el 
asunto por ante el mismo Tribunal Superior de Tierras; Sc. 
gundo: Compensa las costas."; E lue sobre el envío orde-
nado intervino la sentencia ahora impugnada, cuyo dispo-
sitivo dice así: "FALLA: PREVIERO: Se rechaza por im-
procedente y mal 'fundada, la apelación interpuesta en fe • 
cha 15 de Julio de 1966, por los Dres. Bienvenido Vélez To 
ribio y Juan Ariza Mendoza a nombre de la Corporación 
Azucarera de la República Dominicana (Consejo Estatal det 
Azúcar); SEGUNDU: Se Rechaza, por improcedente y mal 
fundada, la apelación interpuesta en fecha 27 de" Julio del 
año 1966 por el Dr. ihenvenido Leonardo G., a nombre y 
en representación de la señora Petronila de la Cruz Vda. 
Frías, quien a su vez actúa a nombre de sus hijos, José Rai-
mundo, Abundio o Alundio, Sara Bienvenida, Alida Mer-
cedes, Célida Amparo, María de las Nieves, Carlos Manuel. 
Anita María y Julia Baldemira Frías de la Cruz; TERCE-
RO: Se Confirma, con la modificación indicada acerca del 
cambio de nombre de la Corporación Azucarera de la Re-
pública Dominicana, la Decisión N 9  58" dictada por el Tri-
bunal de Tierras de Jurisdicción Original en fecha 27 de 
Junio de 1966, cuyo dispositivo deberá leerse así: "PARCE-
LA NUMERO 244, Area:00, Has.,76 As., 03 Cas.— Primero. 
Se Acoge en parte la instancia de la Corporación Azucarera 
de la República Dominicana, de fecha 4 de Agosto de 1964, 
dirigida al Tribunal de Tierras en solicitud de transferen-
cia de la totalidad de la Parcela N 9  244 del Distrito Ca-
tastral N9 8 del Municipio de San Cristóbal. Segundo. Se 
acogen en parte las conclusiones del Dr. Bienvenido Leo-
nardo González, a nombre de Petronila de la Cruz Vda. 
Frías, Porfirio y Manuel Antonio Frías de la Cruz y com-
partes. Tercero. Se Declara la nulidad del acto de compra-
venta bajo escritura privada, de fecha 2 de Febrero de 1954, 
legalizadas las firmas por el Notario Público del Distrito 

Nacional Lic. Pablo A. Pérez, en cuanto a la transferencia 
que la señora Petronila de la Cruz Vda. Frías hace a nom-
bre de sus hijos menores José Raimundo, Abandio o Alun-
dio, Sara iBenvenida, Alida Mercedes, Célida Amparo, Ma-
ría de as Nieves, Carlos Manuel, Anita María y Julia Bal-
demira Frías de la Cruz. Cuarto. Se Declara la nulidad del 
acto de compraventa bajo escritura privada de fecha 15 de 
Junio de 1969, legalizadas las firmas por el Notario Público 
del Distrito Nacional Dr. Horacio Morillo Vásquez, por c 
cual la señora María Martínez de Trujillo transfiere en fa-
vor de la Azucarera Haina, C. por A.,. la totalidad de la 
Parcela N9 244, referida, en cuanto se refiere a la transfe 
renca de los derechos de propiedad de los menores José 
Raymundo, Abundio o Alundio, Sara Bienvenida, Alicia 

, Mercedes. Célida Amparo. María de las Nieves, Carlos Ma- 
nuel, Atrita María y Julia Baldemira Frías de la Cruz; 
Qr!nto: Se rechaza la transferencia de los mismos derechos 
indicados en les incisos tercero y cuarto de este dispositivo 
realizada de la Azucarera Haina C. por A., a la Corporación 
Azucarera de la República Dominicana en virtud de la Ley 
No 78 de fecha 4 de Diciembre de 1963: Sexto: Se ordena la 
transferencia de la cantidad de 4,492 68 m2 (cuatro mil cua- 
trocientos noventa y dos metros cuadrados con sesenta y 

1: ocho cicc;metros cuadrados) en favor del Estado Dominica-
_ no, individualisados en el patrimonio del Ingenio Río Hai- 

na. C. por A ; Séptimo: Se Ordena al Registrador de Títu- 
los del Departamento de San Cristóbal la cancelación del 
Certificado de Título No 6970. cale ampara la Parcela No 
244 del Distrito Catastral N 9  8 del Municipio de San Cris- 
tóbal y la expedición de uno nuevo relativo a la misma Par- 
cela en la siguiente forma y proporción: a) 4.492.68 m2 (Cua• 
tro mil cuatrocientos noventa y dos metros cuadrados con 
sesenta v ocho decímetros cuadrados) y sus mejoras, en fa-
vor del Estado Dominicano, individualizados < ,,n el patrimo-
nio del Ingenio Río Haina C. por A.; b) 345.59 m2 (Tres-
cientos cuarenta y cinco metros cuadrados con cincuenta 

.4e 
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mero: Casa la sentencia dictada por el Tribunal Superior 
de Tierras, de lecha 21 de junio de 1967, cuyo dispositivo 
se copia en parte anterior del presente fallo, y se envía el 
asunto por ante el mismo Tribunal Superior de Tierras; Sc. 
gundo: Compensa las costas."; f) tiae sobre el envío orde-
nado intervino la sentencia ahora impugnada, cuyo dispo-
sitivo dice así: "FALLA: PREVIERO: Se rechaza por im-
procedente y mal 'fundada, la apelación interpuesta en fe 
cha 15 de Julio de 1966, por los Dres. Bienvenido Vélez To-
ribio y Juan Ariza Mendoza a nombre de la Corporación 
Azucarera de la República Dominicana (Consejo Estatal de; 
Azúcar); SEGUNDu: Se Rechaza, por improcedente y mal 
fundada, la apelación interpuesta en fecha 27 de* Juiio del 
año 1966 por el Dr. 'Bienvenido Leonardo G., a nombre y 
en representación de la señora Petronila de la Cruz Vda. 
Frías, quien a su vez actúa a nombre de sus hijos, José Rai-
mundo, Abundio o Alundio, Sara Bienvenida, Alida Mer-
cedes, Célida Amparo, María de las Nieves, Carlos Manu•. 
Anita María y Julia Baldemira Frías de la Cruz; TERCE-
RO: Se Confirma, con la modificación indicada acerca del 
cambio de nombre de la Corporación Azucarera de la Re-
pública Dominicana, la Decisión N 9  58 dictada por el Tri-
bunal de Tierras de Jurisdicción Original en fecha 27 de 
Junio de 1966, cuyo dispositivo deberá leerse así: "PARCE-
LA NUMERO 244. Area:00, Has.,76 As., 03 Cas.— Primero. 
Se Acoge en parte la instancia de la Corporación Azucarera 
de la República Dominicana, de fecha 4 de Agosto de 1964, 
dirigida al Tribunal de Tierras en solicitud de transferen-
cia de la totalidad de la Parcela N 9  244 del Distrito Ca-
tastral N 9  8 del Municipio de San Cristóbal. Segundo. Se 
acogen en parte las conclusiones del Dr. Bienvenido Leo-
nardo González, a nombre de Petronila de la Cruz Vda. 
Frías, Porfirio y Manuel Antonio Frías de la Cruz y com-
partes. Tercero. Se Declara la nulidad del acto de compra-
venta bajo escritura privada, de fecha 2 de Febrero de 1954, 
legalizadas las firmas por el Notario Público del Distrito 

Nacional Lic. Pablo A. Pérez, en cuanto a la transferencia 
que la señora Petronila de la Cruz Vda. Frías hace a nom-
bre de sus hijos menores José Raimundo, Abundio o Alun-
dio, Sara iBenvenida, Alida Mercedes, Célida Amparo, Ma-
ría de las Nieves, Carlos Manuel, Anita María y Julia Bal-
demira Frías de la Cruz. Cuarto. Se Declara la nulidad del 
acto de compraventa bajo escritura privada de fecha 15 de 
Junio de 1963, legalizadas las firmas por el Notario Público 
del Distrito Nacional Dr. Horacio Morillo Vásquez, por c 
cual la señora María Martínez de Trujillo transfiere en fa-
vor de la Azucarera Haina, C. por A.,, la totalidad de la 
Parcela N9 244, referida, en cuanto se refiere a la transfe 
rencia de los derechos de propiedad de los menores José 
Raymundo. Abundio o Alundio, Sara Bienvenida, Alida 
Mercedes. Célida Amparo. María de las Nieves, Carlos Ma-
nuel. Anita María y Julia Baldemira Frías de la Cruz; 
Qeinto: Se rechaza la transferencia de los mismos derechos 
indicados en les incisos tercero y cuarto de este dispositivo 
realizada de la Azucarera Haina C. por A.. a la Corporación 
Azucarera de la República Dominicana en virtud de la Ley 
N9 78 de fecha 4 de Diciembre de 1963: Sexto: Se ordena la 
transferencia de la cantidad de 4,492 68 m2 (cuatro mil cua-
trocientos noventa y dos metros cuadrados con sesenta y 
ocho decímetros cuadrados) en favor del Estado Dominica-
no. individualisados en el patrimonio del Ingenio Río Hal-
na. C. por A ; Séptimo: Se Ordena al Registrador de Títu-
los del Departamento de San Cristóbal la cancelación del 
Certificado de Título N9 6970. que ampara la Parcela N9 
244 del Distrito Catastral No 8 del Municipio de San Cris-
tóbal y la expedición de uno nuevo relativo a la misma Par-
cela en la siguiente forma y proporción: a) 4.492.68 m2 (Cua-
tro mil cuatrocientos noventa y dos metros cuadrados con 
sesenta y ocho decímetros cuadrado& y sus mejoras, en fa-
vor del Estado Dominicano, individualizados en el patrimo-
nio del Ingenio Río Haina C. por A.; b) 345.59 m2 (Tres-
cientos cuarenta y cinco metros cuadrados con cincuenta 
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y nueve decímetros cuadrados), en favor de cada uno de 
los señores, José Raimundo, Abundio o Alundio, Sara 
Bienvenida, Alida Mercedes, Célida Amparo, María de las 
Nieves, Carlos Manuel y Anita María Frías de la Cruz; y c) 
345.60 m2 (Trescientos cuarenta y cinco metros cuadrados 
con sesenta decímetros cuadrados) ep favor de Julia Balde-
mira Frías de la Cruz."; 

Considerando, que los recurrentes invocan en su me-
morial los siguientes medios de casación: Primer Medio: 
Violación del artículo 195 de la Ley de Registro de Tie-
rras. Segundo Medio: Falta de Motivos. Falta de Base legal; 

Considerando, que en los dos medios de su memo-
rial reunidos, los recurrentes, alegan, en síntesis, lo siguien-
te: que la Ley de Registro de Tierras dispone en su artícu-
lo 195 que cuando se realiza una transferencia parcial de 
una propiedad. el Registrador de Títulos se limitará a can- . 

 celar el certificado de título de la parte del inmueble trans.- 
ferido, y a mantener en iguales condiicones la parte del 
Certificado de Título que ampara el derecho no cedido; 
que en la especie el Tribunal Superior de Tierras se arro-
gó una facultad que no le fue solicitada al traspasar la to-
talidad de las mejoras amparadas por el certificado de tí-
tulo de nuestra propiedad al Consejo Estatal del Azúcar, 
en el patrimonio del Central Río liaina; que por ninguno 
de los considerandos de la sentencia impugnada se justifi-
có la transferencia de la totalidad de las mejoras, de nues-
tra propiedad en favor de dicho Consejo Estatal, sin em-
bargo, se ha ordenado la cancelación del Certificado de Tí-
tulo que ampara la Parcela N 9  244, conjuntamente con su 
mejoras; que lo que debió ordenarse únicamente, fue la 
transferencia de la porción de la parcela que dicho Tri-
bunal estimó legalmente traspasada en favor del Estad 
Dominicano, y no ordenar la expedición de un nuevo certi.. 
ficado de título; que, además se omitió ordenar el registro 
de las mejoras en la porción de la Parcela que no fue ob-
jeto de traspaso; pero, 
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Considerando, que conforme lo dispone el artículo 195 
de la ley de Registro de Tierras: "Si el acto de disposición 
transfiere solamente una parte alícuota, o una porción de-
terminada de un inmueble registrado, el Registrador de 
Títulos hará una anotación al pie del Certiifcado Orig-
nal y del Duplicado del dueño disponente, y expedirá al 
adquiriente una constancia de acuerdo con el párrafo úni-
co del Artículo 170, hasta tanto se practique la subdivisión 
o el deslinde de la porción que le corresponde."; y con-
forme al párrafo único del artículo 170 de la misma ley: 
"Cuando se trate de un Certificado de Título que abarque 
porciones pertenecientes a distintos dueños, el Duplicado 
Certificado de Título que se expida a cada dueño podrá 
ser una constancia, extracto del Certificado Original, con. 
los datos esenciales relativos a la Parcela o Solar de que 
se trate."; 

Considerando, que como se advierte por la lectura de 
las disposiciones legales antes transcritas ellas se refieren 
a las transferencias parciales de derechos registrados, otor-
gadas por las partes, y no a los casos en que, como en el 
que ahora se ventila, ha intervenido un fallo del Tribunal 
Superior de Tierras, con motivo de una litis sobre terrenos 
registrados en que es preciso, establecer con claridad los 
derechos que resulten adjudicados a las partes; aue, la 
sentencia impugnada al ordenar la cancelación del Certifi-
cado de Título de la Parcela N 9  244, y la expedición de un 
nuevo Certificado con la indicación de las porciones adju-
dicadas a cada uno de los litigantes. acogiendo así sus con-
clusiones. en ese aspecto. no ha podido hacerle agravio a los 
recurrentes, por lo que este alegato carece de fundamento 
y debe ser desestimado; 

Considerando, en cuanto al alegato de que en la sen-
tencia impugnada se omitó ordenar el registro de las me-
joras pertenecientes a los recurrentes, mientras dicho re-
gistro ordenado en favor del Consejo Estatal del Azúcar; 
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y nueve decímetros cuadrados), en favor de cada uno de 
los señores, José Raimundo, Abundio o Alundio, Sara 
Bienvenida, Alida Mercedes, Célida Amparo, María de las 
Nieves, Carlos Manuel y Anita María Frías de la Cruz; y c) 
345.60 m2 (Trescientos cuarenta y cinco metros cuadrados 
con sesenta decímetros cuadrados) el favor de Julia Balde-
mira Frías de la Cruz."; 

Considerando, que los recurrentes invocan en su me-
morial los siguientes medios de casación: Primer Medio: 
Violación del artículo 195 de la Ley de Registro de Tie-
rras. Segundo Medio: Falta de Motivos. Falta de Base legal; 

Considerando, que en los dos medios de su memo-
rial reunidos, los recurrentes, alegan, en síntesis, lo siguien-
te: que la Ley de Registro de Tierras dispone en su artícu-
lo 195 que cuando se realiza una transferencia parcial de 
una propiedad. el Registrador de Títulos se limitará a can-
celar el certificado de título de la parte del inmueble trans .- 
ferido, y a mantener en iguales condiicones la parte del 
Certificado de Título que ampara el derecho no cedido; 
que en la especie el Tribunal Superior de Tierras se arro-
gó una facultad que no le fue solicitada al traspasar la to-
talidad de las mejoras amparadas por el certificado de tí-
tulo de nuestra propiedad al Consejo Estatal del Azúcar, 
en el patrimonio del Central Río Haina; que por ninguno 
de los considerandos de la sentencia impugnada se justifi-
có la transferencia de la totalidad de las mejoras, de nues-
tra propiedad en favor de dicho Consejo Estatal, sin em-
bargo, se ha ordenado la cancelación del Certificado de Tí-
tulo que ampara la Parcela N 9  244, conjuntamente con su:: 
mejoras; que lo que debió ordenarse únicamente, fue la 
transferencia de la porción de la parcela que dicho Tri-
bunal estimó legalmente traspasada en favor del Estad 
Dominicano, y no ordenar la expedición de un nuevo certi-
ficado de título; que, además se omitió ordenar el registro 
de las mejoras en la porción de la Parcela que no fue ob-
jeto de traspaso; pero, 

Considerando, que conforme lo dispone el artículo 195 
de la ley de Registro de Tierras: "Si el acto de disposición 
transfiere solamente una parte alícuota, o una porción de-
terminada de un inmueble registrado, el Registrador de 
Títulos hará una anotación al pie del Certiifcado Orig-
nal y del Duplicado del dueño disponente, y expedirá al 
adquiriente una constancia de acuerdo con el párrafo úni-
co del Artículo 170, hasta tanto se practique la subdivisión 
o el deslinde de la porción que le corresponde."; y con-
forme al párrafo único del artículo 170 de la misma ley: 
"Cuando se trate de un Certificado de Título que abarque 
porciones pertenecientes a distintos dueños, el Duplicado 
Certificado de Título que se expida a cada dueño podrá 
ser una constancia, extracto del Certificado Original, con. 
los datos esenciales relativos a la Parcela o Solar de que 
se trate."; 

Considerando, que como se advierte por la lectura de 
las disposiciones legales antes transcritas ellas se refieren 
a las transferencias parciales de derechos registrados, otor-
gadas por las partes, y no a los casos en que, como en el 
que ahora se ventila, ha intervenido un fallo del Tribunal 
Superior de Tierras, con motivo de una litis sobre terrenos 
registrados en que es preciso, establecer con claridad los 
derechos que resulten adjudicados a las partes; que, la 
sentencia impugnada al ordenar la cancelación del Certifi-
cado de Título de la Parcela N9 244, y la expedición de un 
nuevo Certificado con la indicación de las porciones adju-
dicadas a cada uno de los litigantes. acogiendo así sus con-
clusiones. en ese aspecto. no ha podido hacerle agravio a los 
recurrentes, por lo que este alegato carece de fundamento 
y debe ser desestimado; 

Considerando, en cuanto al alegato de que en la sen-
tenc'a impugnada se omitó ordenar el registro de las me-
jcras pertenecientes a los recurrentes, mientras dicho re-
gistro ordenado en favor del Consejo Estatal del Azúcar; 
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que el examen de la sentencia impugnada revela que las 
mejoras adjudicadas a dicho Consejo se refieren a las que 
existen en la porción de 4,492.68 m2. que le fue adjudica 
da; que aún cuando en el dispositivo de la sentencia impug-
nada, al referirse a las porciones adjudicadas a los recu-
rrentes no se indica que se les atribuyen mejoras, ello no 
era necesario, ya que conforme al artículo 151 de la Ley 
de Registro de Tierras, "Cuando en un Decreto de Registro 
no se mencionen las mejoras permanentes que hay en el te-
rreno, se considerarán siempre que son del adjudicatario 
del terreno."; que con mayor razón las mejoras se consi-
derarán del dueño del terreno si sus derechos de propiedad 
están consignados ya en un Certificado de Título; que esto 
ha sido reconocido así por el recurrido al expresar en su 
memorial de defensa lo siguiente: "al Ingenio Río Haina 
no se le ha adjudicado la totalidad de las mejoras que pue-
dan existir dentro de la parcela en cuestión, sino las que 
existen en el ámbito del predio que le fue asignado a dicho 
Ingenio, predio de 4,492.68 metros cuadrados."; que por 
tanto, este alegato de los recurrentes carece de interés y 
debe ser desestimado; 

Considerando, en cuanto a la falta de motivos y falta 
de base legal alegados por los recurrentes; que por lo an-
tes expuesto es evidente que la sentencia impugnada con-
tiene motivos suficientes y pertinentes que justifican su 
dispositivo, así como una relación completa de los hechos 
y circunstancias de la causa que han permitido verificar 
que la Corte a.-qua hizo, en el caso, una correcta aplicación 
de la ley a los hechos soberanamente comprobados por ella; 
por todo lo cual los alegados medios relativos a este punto 
carecen de fundamento y deben ser desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por los señores Petronila de la Cruz 
Viuda Frías. María de las Nieves Frías de la Cruz, Carlos 
Manuel Frías de la Cruz, Anita María Frías de la Cruz, Ju- 

lia Baldemira Frías de la Cruz, Porfirio de la Cruz, Manuel 
Antonio Frías de la Cruz, José Raymundo Frías de la Cruz, 
Abundio Frías de la Cruz, Sara Bienvenida Frías de la 
Cruz, Alida Mercedes Frías de la Cruz y Célida Amparo 
Frías de la Cruz, contra la sentencia del Tribunal Supe-
rior de Tierras, de fecha 13 de noviembre del 1969, dicta-
da en relación con la Parcela N 9  244, del Distrito Catastral 
N9  8 del Municipio de San Cristóbal, cuyo dispositivo se 
copia en parte anterior del presente fallo. Segundo: Con-
dena a los recurrentes al pago de las costas. con distracción 
en provecho del Dr. Bienvenido Vélez Toribio, abogado del 
recurrido, quien afirma estarlas avanzando en su mayor 
parte. 

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francis-
co Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar— Santiago Osvvaldo Rojo Car-
buccia.— Miguel Jacobo F., Secretario Auxiliar. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Auxiliar, 
que certifico. (Firmado): Miguel Jacobo F. 
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lia Baldemira Frías de la Cruz, Porfirio de la Cruz, Manuel 
Antonio Frías de la Cruz, José Raymundo Frías de la Cruz, 
Abundio Frías de la Cruz, Sara Bienvenida Frías de la 
Cruz, Alida Mercedes Frías de la Cruz y Célida Amparo 
Frías de la Cruz, contra la sentencia del Tribunal Supe-
rior de Tierras, de fecha 13 de noviembre del 1969, dicta-
da en relación con la Parcela N 9  244, del Distrito Catastral 
N9  8 del Municipio de San Cristóbal, cuyo dispositivo se 

4 copia en parte anterior del presente 'fallo. Segundo: Con-
dena a los recurrentes al pago de las costas, con distracción 
en provecho del Dr. Bienvenido Vélez Toribio, abogado del 
recurrido, quien afirma estarlas avanzando en su mayor 
parte. 

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francis-
co Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar— Santiago Osvvaldo Rojo Car-
buccia.— Miguel Jacobo F., Secretario Auxiliar. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Auxiliar, 
que certifico. (Firmado): Miguel Jacobo F. 
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que el examen de la sentencia impugnada revela que las 
mejoras adjudicadas a dicho Consejo se refieren a las que 
existen en la porción de 4,492.68 m2. que le fue adjudica 
da; que aún cuando en el dispositivo de la sentencia impug-
nada, al referirse a las porciones adjudicadas a los recu-
rrentes no se indica que se les atribuyen mejoras, ello no 
era necesario, ya que conforme al artículo 151 de la Ley 
de Registro de Tierras, "Cuando en un Decreto de Registro 
no se mencionen las mejoras permanentes que hay en el te-. 
rreno, se considerarán siempre que son del adjudicatario 
del terreno."; que con mayor razón las mejoras se consi-
derarán del dueño del terreno si sus derechos de propiedad 
están consignados ya en un Certificado de Título; que esto 
ha sido reconocido así por el recurrido al expresar en su 
memorial de defensa lo siguiente: "al Ingenio Río Haina 
no se le ha adjudicado la totalidad de las mejoras que pue-
dan existir dentro de la parcela en cuestión, sino las que 
existen en el ámbito del predio que le fue asignado a dicho 
Ingenio, predio de 4,492.68 metros cuadrados."; que por 
tanto, este alegato de los recurrentes carece de interés y 
debe ser desestimado; 

Considerando, en cuanto a la falta de motivos y falta 
de base legal alegados por los recurrentes; que por lo an-
tes expuesto es evidente que la sentencia impugnada con-
tiene motivos suficientes y pertinentes que justifican su 
dispositivo, así como una relación completa de los hechos 
y circunstancias de la causa que han permitido verificar 
que la Corte a.-qua hizo, en el caso, una correcta aplicación 
de la ley a los hechos soberanamente comprobados por ella; 
por todo lo cual los alegados medios relativos a este punto 
carecen de fundamento y deben ser desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por los señores Petronila de la Cruz 
Viuda Frías. María de las Nieves Frías de la Cruz, Carlos 
Manuel Frías de la Cruz, Anita María Frías de la Cruz, Ju- 
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE SEPTIEMBRE DE 1970 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distriti 
Judicial de Monte Ciisty, de fecha 25 de Jimio de 1969. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Francisco Cruz. 
Abogado: Lic. José Miguel Pereyra Coleo. 

Recurrido: Alclbíadcs Cast'llo. 
Abogado: Lic. Joaquín Díaz Be'liard. 

Dios. Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corle de Jus-
tic'a, regu'armente constituida por los Juec;s Manuel Ra- • 
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Manuel A. Amiarna, Franc'r•o E7pidio Beras, 
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar 
y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, ns ._stidos del Secre-
tario Auxiliar en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional 
hoy día 11 del mes de Septiembre de 1970, años 127 9  de 1,-.1 

Irdependencia y 108 9  de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la sigu'ente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Franciscc , 
 Cruz, d-'minicano, mayor de edad, casado, agricultor, cé-

dula N9  2594, serie 41, domiciliado y residente en el pobla-
do de Villa Vásquez, contra la sentencia de fecha 25 de 
junio de 1969, dictada en sus atribuciones correccionales 
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Monte Cristi, cuyo dispositivo será copiado más ade-
lante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Licenciado José Miguel Pereyra Goico, cédula 

N9  3958, serie 23, abogado del recurrente, en la lectura 
de sus conclusiones; 

Oído al Licenciado Joaquín Díaz Belliard, cédula N 9 
 190, serie 41, abogado del inculpado y recurrido Alcibíades 

Castillo, en la lectura de sus conclusiones; 
Odo el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada, en fe-

cha 4 de julio de 1969, en la Secretaría del Juzgado a-quo, 
a requerimiento de Francisco Cruz, asistido de su ya refe-
rido abogado; que dicho recurso lo fundamenta en los mo-
tivos y medios siguientes: "1 9  Falta de base legal; 2 9  Des-
naturalización de los hechos; 3 9  Violación a la Ley N9  1268, 
sobre maltrato de animales, y 49  Omisión de estatuir y 
cualquier otro medio que se deduzca de los motivos de la 
sentencia que hasta la fecha no ha sido hecho por el Juez, 
haciendo por acto separado el estudio jurídico de los me-
dios y motivos señalados precedentemente. Bajo toda cla-
se de reserva"; 

Visto el memorial de casación de fecha 39 de junio de 
1970 suscrito per.• el abogado del recurrente, en el que se 
invocan los medios que son indicados más adelante; memo-
rial que fue depositado en la Secretaría de la Suprema 
Corte de Justicia en esa misma fecha; 

Visto el memorial de defensa de fecha 29 de junio de 
1970, suscrito por el abogado del recurrido; memorial que 
fue depositado en la citada Secretaría de la Suprema Cor-
te de Justicia en la misma Techa que consta en ese memo-
rial; 

La Suprema Corte de Justicia, despu;s de haber deli-
berado y vistos los artículos 66 y 191 del Código de Pro-
cedimiento Criminal, y 1, 20, 22 y 65 de la Ley Sobre Pro-
cedimiento de Casación; 
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE SEPTIEMBRE DE 1970 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrit' 
Judicial C.e Monte Ciisty, de fecha 25 de Jimio de 1969. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Francisco Cruz. 
Abogado: Lic. José Miguel Pereyra Coleo. 

Recurría: Alcibíadcs Cast'llo. 
Abogado: Lic. Joaquín Díaz Eeliard. 

Dios. Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corle de Jus-
tic'a, regu'armente constituida por los Juews Manuel Ra 
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Clipani, Manuel A. Amiarna, Franc'rea E7pidio Deras, 
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar 
y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, r.sstidos del Secre-
tario Auxiliar en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
la c:udrd de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional 
hoy día 11 del mes de Septiembre de 1970, años 127 9  de Ir. 
Irdependenc:a y 108 9  de la Restauración, dicta en audien-
c:a pública, como corte de casación, la sigu'ente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Franciscc , 
 Cruz, d-miniccno, mayor de edad, casado, agricultor, cé-

dula N9  2594, serie 41, domiciliado y residente en el pobla-
do de Villa Vásquez, contra la sentencia de fecha 25 de 
junio de 1969, dictada en sus atribuciones correccionales 
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Monte Cristi, cuyo dispositivo será copiado más ade-
lante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Licenciado José Miguel Pereyra Goico, cédula 

N9  3958, serie 23, abogado del recurrente, en la lectura 
de sus conclusiones; 

Oído al Licenciado Joaquín Díaz Belliard, cédula N 9 
 190, serie 41, abogado del inculpado y recurrido Alcibíades 

Castillo, en la lectura de sus conclusiones; 
Odo el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada, en fe-

cha 4 de julio de 1969, en la Secretaría del Juzgado a-quo, 
a requerimiento de Francisco Cruz, asistido de su ya refe-
rido abogado; que dicho recurso lo fundamenta en los mo-
tivos y medios siguientes: "1 9  Falta de base legal; 2 9  Des-
naturalización de los hechos; 3 9  Violación a la Ley N9  1263, 
sobre maltrato de animales, y 49  Omisión de estatuir y 
cualquier otro medio que se deduzca de los motivos de la 
sentencia que hasta la fecha no ha sido hecho por el Juez, 
haciendo por acto separado el estudio jurídico de los me-
dios y motivos señalados precedentemente. Bajo toda cla-
se de reserva"; 

Visto el memorial de casación de fecha 39 de junio de 
1970 suscrito por: el abogado del recurrente, en el que se 
invocan los medios que son indicados más adelante; memo-
rial que fue depositado en la Secretaría de la Suprema 
Corte de Justicia en esa misma fecha; 

Visto el memorial de defensa de fecha 29 de junio de 
1970, suscrito por el abogado del recurrido; memorial que 
fue depositado en la citada Secretaría de la Suprema Cor-
te de Justicia en la misma Techa que corista en ese memo-
rial; 

La Suprema Corte de Justicia, despu;s de haber deli-
berado y vistos los artículos 66 y 191 del Código de Pro-
cedimiento Criminal, y 1, 20, 22 y 65 de la Ley Sobre Pro-
cedimiento de Casación; 
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Consider:indo que cn la sentencia impugnada y en los 
documentes a que ella se refiere, consta: a) que en fechz, 
17 de marzo de 1969, Francisco Cruz presentó querella por 
ante el Jefe de puesto de la Policía Nacional en Villa Vás-
quez, contra Alcibíades Castilio, imputándole a éste ha• 
ber violado la Ley N 9  1268, en su perjuicio; b) que apo-
derado de ese asunto el Juzgado de Paz del Municipio ue 
Villa Vásquez, lo resolvió mediante su sentencia de fecha 
26 de marzo de 1969, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Pri 
mero: Que debe condenar y condena al prevenido Alci-
bíades Castillo al pago de una multa de RD$25 00 pesos por 
violación a maltrato de animales; Segundo: Se condena 
prevenido Alcibíades Castillo al pago de las costas; Tercero: 
Que se condene además al prevenido Alcibíades Castillo al 
pago de una indemnización por daños y perjuicios de RD 
$150 00 pesos a favor del agraviado señor Francisco Cruz"; 
c) que sobre el recurso de apelación interpuesto en fecha 
26 de marzo de 1969, por el procesado Alcibíades Castillo, 
intervino la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo 
03 el siguiente: "Falla: Primero: Se acoge como bueno y 
válido el recurso de apelación interpuesto por el nombra-
do Alcibíades Castillo por haber sido hecho en tiempo há-
bil y en cuanto a la forma; Segundo: Se revoca dicha sen-
tencia y se descarga al nombrado Alcibíades Castillo de 
Viol. a la Ley N9  1268, en perjuicio de Francisco Cruz, poe 
no haber cometido los hechos; Tercero: Se revoca en cuan-
to al ordinal 39 dicha sentencia apeada por imprecedent 
y mal fundada; Cuarto: Se declaran las costas del procedi-
miento de oficio"; 

Considerando que el recurrene invoca en su memorial 
de casación estos medios: Falta de base legal y desnatura-
lización de los hechos; 

Considerondo que en sus p .realudidos medies de ca-
sación el recurrente alega que "En la sentencia recurrida 
el Juez justifica el descargo del inculpado Alcibíades Cas- 

tillo, de la manera siguiente: Que por ninguno de los me-
dios indicados por el agraviado Francisco Cruz, ahora re-
currente, en sus declaraciones ni por las declaraciones de 
lcs testigos, se ha podido comprobar que el nombrado Al-
cibíades Castillo fuera el autor del hecho que se le impu-
ta, ya que el mismo agraviado manifiesta: "Yo no lo ví 
cuando lo castró, pero a donde apareció el toro se sabe que 
fue él"; "que este es el único considerando en que el Juez 
a-quo analiza la relación del hecho para deducir un des-
cargo por no haber el procesado Alcibíades Castillo come-
tido el hecho de castración de un toro de la propiedad del 
recurrente y emite por supuesto, analizar las declaraciones 
de los testigos de la causa, que han precisado hechos 
circunstancias que evidencia que el inculpado Alcibíades 
Castillo fue el autor de la castración del toro"; "que de 
esta manera desnaturaliza los hechos y al desnaturalizar-
les incurre en falta de base legal al no aplicar las disposi-
cienes de la Ley N 9  1268"; 

Considerando, que sin necesidad de ponderar todos los 
alegatcs del recurrente, es evidente en lo que concierne 
al aspecto civil del caso, que el Juez de la apelación para 
declarar que no había constitución en parte civil dejó d:-) 
ponderar documentos relativos al presente proceso a car-
go de Alcibíades Castillo, como la querella formulada por 
el que se dice agraviado y que consta en el acta levantada 
en la Policía Nacional y de la cual pueden, eventualnsen-
te, derivarse consecuencias de carácter civil, y habida cuen-
ta de que lo expresado por él en dicha acta, solicitando re-
paración, lo reiteró luego en audiencia; que, por tanto, la 
sentencia ahora impugnada, tal como lo alega el recurren-
te, adolece del vicio de falta de base legal y debe ser ca-
sada en el indicado aspecto civil; 

Considerando que según lo dispone el artículo 63 d' 
la Ley Sobre Procedimiento de Casación, las costas pueden 
ser compensadas cuando una sentencia es casada por fal-
ta de base legal; 
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Considerando que cn la sentencia impugnada y en los 
documentes a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
17 de marzo de 1969, Francisco Cruz presentó querella por 
ante el Jefe de puesto de la Policía Nacional en Villa Vas-
quez, contra Alcibíades Castillo, imputándole a éste ha-
ber violado la Ley N9 1268, en su perjuicio; b) que. apo-
derado de ese asunto el Juzgado de Paz del Municipio ae 
Villa Vásquez, lo resolvió mediante su sentencia de fecha 
26 de marzo de 1969, cuya dispositivo dice así: "Falla: Pri-
mero: Que debe condenar y condena al prevenido Alci-
bíades Castillo al pago de una multa de RD$25 00 pesos por 
violación a maltrato de animales; Segundo: Se condena a`, 
prevenido Alcibíades Castillo al pago de las costas; Tercero: 
Que se condene además al prevenido Alcibíades Castillo al 
pago de una indemnización por daños y perjuicios de Rll 
$150 00 pesos a favor del agraviado señor Francisco Cruz"; 
c) que sobre el recurso de apelac'ón interpuesto en fechn 
26 de marzo de 1969, por el procesado Alcibíades Castillo, 
intervino la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo 
es el siguiente: "Falla: Primero: Se acoge como bueno y 
válido el recurso de apelación interpuesto por el nombra-
do Alcibíades Castillo por haber sido hecho en tiempo há-
bil y en cuanto a la forma; Segundo: Se revoca dicha sen-
tencia y se descarga al nombrado Alcibíades Castillo de 
Viol. a la Ley NQ 1268, en perjuicio de Francisco Cruz, por 
no haber cometido los hechos; Tercero: Se revoca en cuan-
to al ordinal 3 9  dicha sentencia apeada por improcedente 
y mal fundada; Cuarto: Se declaran las costas del procedi-
miento de oficio"; 

Considerando que el recurrene invoca en su memorial 
de casación estos medios: Falta de base legal y desnatuta-
lización de los hechos; 

Considerando que en sus prealudidos medies de ca-
sación el recurrente alega que "En la sentencia recurrida 
el Juez justifica el descargo del inculpado Alcibíades Cas- 
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illo, de la manera siguiente: Que por ninguno de los me-
ios indicados par el agraviado Francisco Cruz, ahora re-
urrente, en sus declaraciones ni por las declaraciones d' 
es testigos, se ha podido comprobar que el nombrado Al-
ibíades Castillo fuera el autor del hecho que se le impu-
a, ya que el mismo agraviado manifiesta: "Yo no lo ví 
uando lo castró, pero a donde apareció el toro se sabe que 
ue él"; "que este es el único considerando en que el Juez 
-quo analiza la relación del hecho para deducir un des-
argo por no haber el procesado Alcibíades Castillo come-
ido el hecho de castración de un toro de la propiedad del 

recurrente y omite por supuesto, analizar las deciarac,one.s 
de los testigos de la causa, que han precisado hechos y 
circunstancias que evidencia que el inculpado Alcibíades 
Castillo fue el autor de la castración del toro"; "que de 
esta manera desnaturaliza los hechos y al desnaturalizai-
les incurre en falta de base legal al no aplicar las disposi-
cicnes de la Ley N9 1268"; 

Considerando, que sin necesidad de ponderar todos los 
alegatcs del recurrente, es evidente en lo que concierne 
al aspecto civil del caso, que el Juez de la apelación para 
declarar que no había constitución en parte civil dejó de 
ponderar documentos relativos al presente proceso a car-
go de Alcibíades Castillo, como la querella formulada por 
el que se dice agraviado y que consta en el acta levantada 
en la Policía Nacional y de la cual pueden, eventualmen-
te, derivarse consecuencias de carácter civil, y habida cuen-
ta de que lo expresado por él en dicha acta, solicitando re-
paración, lo reiteró luego en audiencia; que, por tanto, la 
sentencia ahora impugnada, tal como lo alega el recurren-
te, adolece del vicio de falta de base legal y debe ser ca-
sada en el indicado aspecto civil; 

Considerando que según lo dispone el artículo 65 de 
la Ley Sobre Procedimiento de Casación, las costas pueden 
ser compensadas cuando una sentencia es casada por fal-
ta de base legal; 



Por tales motivos, Primero: Casa, en lo que concierne 
al aspecto civil, la sentencia de 'fecha 25 de junio de 1969, 
dictada en sus atribuciones correccionales por el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Monte Cristi, 
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre- 
sente fallo, y envía el asunto así delimitado, por ante la 
Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Santiago; y, Segundo: Compensa 
las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.-
Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Miguel Jacobo F., Se-
cretario Auxiliar. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces aue figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Auxiliar, 
que certifico. (Firmado): Miguel Jacobo F. 

SENTENCIA DE FECHA 16 DE SEPTIEMBRE DE 1970 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. 

San Pedro de Macorís, de fecha 8 de enero de 1970. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: La Cáceres Constructora, C. por A. 

Abogadcs: Lic. Marino E. Cáceres y Dr. Juan L. Pache:o. 

Recurrido: Félix Moral Rodríguez y compartes. 

Abogados: Dres. Héctor A. Cabral Ortega, Luis E. Cedefío C. y 
Ml. Emilio Cabral Ortiz. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente. Primer Sustituto en funciones de Pre. 
sidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama 
Francisco Elpidio Bera3, Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan 
Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sa'a donde celebra sus auclien:-_:as en la ciudad 
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 
16 del mes de septiembre de 1970, años 127 9  de la Inde-
pendencia y 108 9  de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, ]a siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Cáce-
res Constructora C. por A., compañía por acciones con su 
domicilio social en esta ciudad, contra sentencia dictada. 
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de San Pedro de Macorís, en sus atribuciones laborales y 
como tribunal de envío, en fecha 8 de enero de 1970, cuyo 
dispositivo se transcribirá más adelante; 
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Por tales motivos, Primero: Casa, en lo que concierne 
al aspecto civil, la sentencia de 'fecha 25 de junio de 1969, 
dictada en sus atribuciones correccionales por el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Monte Cristi, 
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre- 
sente fallo, y envía el asunto así delimitado, por ante la 
Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Santiago; y, Segundo: Compensa 
las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.-
Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Miguel Jacobo F., Se-
cretario Auxiliar. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Auxiliar, 
que certifico. (Firmado): Miguel Jacobo F. 
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SENTENCIA DE FECHA 16 DE SEPTIEMBRE DE 1970 

Sentencia Impugnada: Juzga! de Primera Instancia del D. J. Je 

San Pedro de Macorís, de fecha 8 de enero de 1970. 

Materia: Trabajo. 

Recurrent2: La Cáceres Constructora, C. por A. 

Abogadcs: Lic. Marino E. Cáceres y Dr. Juan L. Pache:o. 

Recurrido: Félix Moral Rodríguez y compartes. 

Abogados: Dres. Héctor A. Cabral Ortega, Luis E. Ceden° C. y 
Ml. Emilio Cabral Ortiz. 

Dios. Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente. Primer Sustituto en funciones de Pre. 
sidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama 
Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan 
Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sa'a donde celebra sus audiencias en la ciudad 
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 
16 del mes de septiembre de 1970, años 127 9  de la Inde-
pendencia y 108 9  de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Cáce-
res Constructora C. por A., compañía por acciones con su 
domicilio social en esta ciudad, contra sentencia dictada 
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de San Pedro de Macorís, en sus atribuciones laborales y 
como tribunal de envío, en fecha 8 de enero de 1970, cuyo 
dispositivo se transcribirá más adelante; 
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Juan L. Pacheco Morales, cédula N 9  56090, 

serie 1 1, por sí y por el Lic. Marino E. Cáceres, cédula N 9 
 500, serie abogado de la recurrente, en la lectura de 

sus conclusiones; 
Oído al Dr. Héctor A. Cabral Ortega, cédula N 9  23137, 

serie 18, por sí y por los doctores Manuel Emilio Cabral 
Ortiz y Luis Conrado Cedeño Castillo, respectivamente por-
tadores de las cédulas Nos. 18039 y 13712, sucesivamente 
de las series 3 y 28, abogados de los recurridos Feliz Mo-
rel Rodríguez, Zoilo Lora, Juan Mercedes, Juan Justo Pau-
la, Porfirio Peguero, Amado Martínez, Faustino Acevedo, 
Eugenio Cepeda, José Manuel Polanco, Felipe García, En-
rique Holguín, Rogelio de Jesús Espinal, Antonio Almon-
te y José Grullón; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de defensa de la recurrente, depo-
sitado en la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia, en 
fecha 20 de enero de 1970, suscrito por sus abogados, en 
el cual se invocan los medios de casación que más adelante 
se indicarán; 

Visto el memorial de defensa de los recurridos, sus-
crito por sus abogados en fecha 24 de febrero de 1970; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 451 y 452 del Código de 
Procedimiento Civil; 1, 5 y 65 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
con motivo de una reclamación laboral que no pudo ser 
conciliada, intentada por los actuales recurridos contra la 
Compañía recurrente, el Juzgado de Paz de Trabajo del 
Distrito Nacional, dictó en fecha 15 de julio de 1968, una 
sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRI- 

MERO: Rechaza, en todas sus partes, las conclusiones de 
los demandantes por improcalentes y mal fundadas, y 
acoge las de la filma demandada, Cáceres & González, C. 
por A., por ser justas y reposar sobre base legal; SEGUN-

DO: Rechaza, en consecuencia, la demnada intentada por 
acto de lecha 28 de abril del año 1968, por los señores Fé-
lix Morel Rodríguez y compartes, contra la Cáceres & Gon-
zález, C. por A., por improcedente y mal fundada; TER-
CERO: Condena a los demandantes, señores Félix Morel 
Rodríguez y compartes, al pago de las costas originadas en 
relación con la presente demanda"; b) que sobre el recurso 
de apelación interpuesto contra esa sentencia por los tra-
bajadores, intervino una sentencia con el siguiente dispo-
sitivo: "Faba: Primero: Declara regular y válido tanto ea 
la forma como en el fondo el recurso de apelación interpues-
to por Félix Motel Rodríguez, Zoilo Lora, Juan Mercedes, 
Juan Justo Paula, Porfirio Peguero, Amado Martínez, Faus-
tino Acevedo, Eugenio Cepeaa, José Manuel Polanco, Fe-
lipe García, Enrique Hoiguín, Rogelio de Jesús Espinal, 
Antonio Almonte y José Gruñón contra sentencia del Juz-
gado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 15 
de julio de 1968, dictada en favor de los Ingenieros Cáceres 
& González, C. por A., cuyo dispositivo ha sido copiado en 
parte anterior de esta misma sentencia, y en consecuencia 
Revoca dicha decisión impugnada; Segundo: Acoge en to-
das sus partes la demanda original incoada por Félix Mo-
rel R. y compartes contra la Caceres y González, C. por A., 
según los motivos expuestos; Tercero: Condena a la Cace • 
res y González, C. por A., a pagarle a los trabajadores in-
dicados precedentemente la suma de Ocho Mil Trescientos 
Noventa y Cuatro Pesos con Veinte Centavos (RD$8,394.20) 
por concepto de salarios dejados de pagar; Cuarto: Conde-
na a la Cáceres y González, C. por A., a pagarle a cada uno 
de los referidos trabajadores indicados, Veinticuatro (24) 
días por concepto de preaviso; Sesenta (60) días por con-- 
cepto de Auxilio de Cesantía; Catorce (14) días por concep- 
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Juan L. Pacheco Morales, cédula N9 56090, 

serie 1., por sí y por el Lic. Marino E. Cáceres, cédula N° 
500, serie 19-, abogado de la recurrente, en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído al Dr. Héctor A. Cabral Ortega, cédula N 9  23137, 
serie 18, por sí y por los doctores Manuel Emilio Cabral 
Ortiz y Luis Conrado Cedeño Castillo, respectivamente por-
tadores de las cédulas Nos. 18039 y 13712, sucesivamente 
de las series 3 y 28, abogados de los recurridos Feliz Mo-
rel Rodríguez, Zoilo Lora, Juan Mercedes, Juan Justo Pau-
la, Porfirio Peguero, Amado Martínez, Faustino Acevedo, 
Eugenio Cepeda, José Manuel Polanco, Felipe García, En-
rique Holguín, Rogelio de Jesús Espinal, Antonio Almon-
te y José Grullón; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de defensa de la recurrente, depo-
sitado en la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia, en 
fecha 20 de enero de 1970, suscrito por sus abogados, en 
el cual se invocan los medios de casación que más adelante 
se indicarán; 

Visto el memorial de defensa de los recurridos, sus-
crito por sus abogados en fecha 24 de febrero de 1970; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 451 y 452 del Código de 
Procedimiento Civil; 1, 5 y 65 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
con motivo de una reclamación laboral que no pudo ser 
conciliada, intentada por los actuales recurridos contra la 
Compañía recurrente, el Juzgado de Paz de Trabajo del 
Distrito Nacional, dictó en fecha 15 de julio de 1968, una 
sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRI- 
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MERO: Rechaza, en todas sus partes, las conclusiones de 
los demandantes por improcedentes y mal fundadas, y 
acoge las de la firma demandada, Cáceres & González, C. 
por A., por ser justas y reposar sobre base legal; SEGUN-
DO: Rechaza, en consecuencia, la demnada intentada por 
acto de fecha 28 de abril del año 1968, por los señores Fé-
lix Morel Rodríguez y compartes, contra la Cáceres & Gon-
zález, C. por A., por improcedente y mal fundada; TER-
CERO: Condena a los demandantes, señores Félix Morel 
Rodríguez y compartes, al pago de las costas originadas en 
relación con la presente demanda"; b) que sobre el recurso 
de apelación interpuesto contra esa sentencia por los tra-
bajadores, intervino una sentencia con el siguiente dispo-
sitivo: "Falla: Primero: Declara regular y válido tanto e:1 
la forma como en el fondo el recurso de apelación interpues-
to por Félix Morel Rodríguez, Zoilo Lora, Juan Mercedes, 
Juan Justo Paula, Porfirio Peguero, Amado Martínez, Faus-
tino Acevedo, Eugenio Cepeaa, José Manuel Polanco, Fe-
lipe García, Enrique Hoiguín, Rogelio de Jesús Espinal, 
Antonio Almonte y José Grullón contra sentencia del Juz-
gado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 15 
de julio de 1968, dictada en favor de los Ingenieros Cáceres 
& González, C. por A., cuyo dispositivo ha sido copiado en 
parte anterior de esta misma sentencia, y en consecuencia 
Revoca dicha decisión impugnada; Segundo: Acoge en to-
das sus partes la demanda original incoada por Félix Mo-
rel R. y compartes contra la Cáceres y González, C. por A., 
según los motivos expuestos; Tercero: Condena a la Cáce• 
res y González, C. por A., a pagarle a los trabajadores in-
dicados precedentemente la suma de Ocho Mil Tresciento3 
Noventa y Cuatro Pesos con Veinte Centavos (RD$8,394.20) 
por concepto de salarios dejados de pagar; Cuarto: Conde-
na a la Cáceres y González, C. por A., a pagarle a cada uno 
de los referidos trabajadores indicados, Veinticuatro (24) 
días por concepto de preaviso; Sesenta (60) días por con-
cepto de Auxilio de Cesantía; Catorce (14) días por concep- 
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Cepeda, José Manuel Polanco, Felipe García, Enrique Hol-
guín, Rogelio de Jesús Espinal, Antonio Almonte y José 
Grullón, contra la sentencia aei Juzgado de Paz de Traba-
jo del Distrito Nacional, de 'fecha 15 de Juiio del año 1968, 
dictada a favor de Cáceres, C. por A., que dichas partes in-
timantes hagan la prueba de los hechos que interesen a su 
causa, mediante informativo legal, reservando el contra-
informativo a la parte intimada por ser de derecho, orde-
nando además la comparecencia personal del Inspector di 
Trabajo Antonio P. Hasbún. SEGUNDO: Que debe Fija.; 
como en efecto Fijamos, la audiencia pública que celebra-
rá este Tribunal el día 27 del mes de Enero, del año 1970, 
a las nueve (9) horas de la mañana, para que tenga efecto 
las medidas ordenadas en el ordinal primero. TERCERO: 
Que debe Reservar, como en efecto Reservamos, las cos-
tas"; 

Considerando que la recurrente invoca en apoyo de 
su recurso los siguientes meaios: Violación a la Ley (Ar-
tículo 141 del Código de Procedimiento Civil); Violación 
al Derecho de Defensa a) Omisión de Estatuir; b) Falta de 
motivos o ausencia total de motivos; 

Considerando que en su memorial de defensa los re-
curridos proponen que se declare la inadmisión del presen-
te recurso, sobre el fundamento de que la sentencia impug-
nada es una sentencia preparatoria, y que, por tanto, se-
gún lo prescribe el artículo 5 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación, tal clase de sentencia no puede ser objeto 
de un recurso de casación, por lo que procede que se de-
ciare la inadmisión de dicho recurso; 

Considerando que según resulta del 'examen del dis-
positivo de la sentencia impugnada, el juez a-quo dispuso 
como medida previa al conocimiento y decisión del fondo 
de la causa, la celebración de una información testimonial 
(reserva hecha, desde luego, de la facultad de contrainfor-
formar a la parte contraria) a fin de que, como se hace 
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to de vacaciones; Treinta (30) días por concepto de rega-
lía pascual; así corno a una indemnización igual a los sala-
rios que habrían recibido desde el día de la demanda hasta 
la sentencia definitiva dictada en última instancia sin que 
los mismos excedan de los salarios correspondientes a tres 
meses, todo calculado a base de sus salarios mensuales res-
pectivos, RD$90.00; RD$192.00; RD$192.00; RD$75.00; 
RD$192.00; 1-tD$192.00; RD$90.00; RD$75.00; RD$75.00; 
RD$ 75.00; RD$90.000; RD$75.00; RD$192.00 y RD$192.00; 
Quinto: Condena a la Cáceres y González, C. por A. a pa-
garle a los trabajadores indicados los intereses legales de 
la suma de RD$8,394.2 a partir de la demanda; Sexto: Con-
dena a la parte que sucumbe Cáceres y González, C. por 
A., al pago de las costas dei procedimiento, de conformidad 
con los artículos 691 del Código de Trabajo, 5 y 16 de la 
Ley N 9  302, del 18 de junio de 1964 del Código de Traba-
jo, ordenando su distracción en provecho de los Doctores 
Manuel Emilio Cabral Ortiz, Héctor A. Cabral Ortega y 
Luis Conrado Cedeño Castillo, quienes afirman haberlas 
avanzado en su mayor parte"; e) que en fecha 23 de julio 
de 1969, La Suprema Corte de Justicia dictó una senten-
cia, de la cual es el siguiente dispositivo: "Por tales moti-
vos, Primero: Casa la sentencia dictada por la Cámara de 
Trabajo del Distrito Nacional de fecha 9 de enero de 1969, 
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; y envía el asunto ante el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, 
como Tribunal de Trabajo de Segundo Grado; y, Segundo: 
Compensa las costas"; d) que el tribunal de envío, o sea 
el de San Pedro de Macorís, dictó en fecha 8 de enero de 
1970, la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dis-
positivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Que debe Ordenar, 
como en efecto Ordenamos, antes de fallar el fondo, en el 
recurso de apelación interpuesto por Féliz Morel Rodrí-
guez, Zoilo Lora, Juan Mercedes, Juan Justo Paula, Porfi-
rio Peguero, Amado Martínez, Faustino Acevedo, Eugenio 
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to de vacaciones; Treinta (30) días por concepto de rega-
lía pascual; así como a una indemnización igual a los sala-
rios que habrían recibido desde el día de la demanda hasta 
la sentencia definitiva dictada en última instancia sin que 
los mismos excedan de los salarios correspondientes a tres 
meses, todo calculado a base de sus salarios mensuales res-
pectivos, RD$9•.00; RD$192.00; RD$192.00; RD$75.00; 
RD$192.00; RD$192.00; RD$90.00; RD$75.00; RD$75.00; 
RD$ 75.00; RD$90.000; RD$75.00; RD$192.•0 y RD$192.00; 
Quinto: Condena a la Cáceres y González, C. por A. a pa-
garle a los trabajadores indicados los intereses legales de 
la suma de RD$8,394.2 a partir de la demanda; Sexto: Con-
dena a la parte que sucumbe Cáceres y González, C. por 
A., al pago de las costas del procedimiento, de conformidad 
con los artículos 691 del Código de Trabajo, 5 y 16 de la 
Ley N 9  302, del 18 de junio de 1964 del Código de Traba-
jo, ordenando su distracción en provecho de los Doctores 
Manuel Emilio Cabral Ortiz, Héctor A. Cabral Ortega y 
Luis Conrado Cedeño Castillo, quienes afirman haberlas 
avanzado en su mayor parte"; c) que en fecha 23 de julio 
de 1969, La Suprema Corte de Justicia dictó una senten-
cia, de la cual es el siguiente dispositivo: "Por tales moti-
vos, Primero: Casa la sentencia dictada por la Cámara de 
Trabajo del Distrito Nacional de fecha 9 de enero de 1969, 
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; y envía el asunte ante el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, 
como Tribunal de Trabajo de Segundo Grado; y, Segundo: 
Compensa las costas"; d) que el tribunal de envío, o sea 
el de San Pedro de Macorís, dictó en fecha 8 de enero de 
1970, la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dis-
positivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Que debe Ordenar, 
como en efecto Ordenamos, antes de fallar el fondo, en el 
recurso de apelación interpuesto por Feliz Morel Rodrí-
guez, Zoilo Lora, Juan Mercedes, Juan Justo Paula, Porfi-
rio Peguero, Amado Martínez, Faustino Acevedo, Eugenio 

Cepeda, José Manuel Polanco, Felipe García, Enrique Hol-
guín, Rogelio de Jesús Espinal, Antonio Almonte y José 
Grullón, contra la sentencia ael Juzgado de Paz de Traba-
jo del Distrito Nacional, de Techa 15 de JuiiQ del año 1968, 
dictada a favor de Cáceres, C. por A., que dichas partes in-
timantes hagan la prueba de los hechos que interesen a su 
causa, mediante informativo legal, reservando el contra-
informativo a la parte intimada por ser de derecho, orde-
nando además la comparecencia personal del Inspector de 
Trabajo Antonio P. Hasbún• SEGUNDO: Que debe Fijar, 
como en efecto Fijamos, la audiencia pública que celebra-
rá este Tribunal el día 27 del mes de Enero, del año 1970, 
a las nueve (9) horas de la mañana, para que tenga efecto 
las medidas ordenadas en el ordinal primero. TERCERO: 
Que debe Reservar, como en efecto Reservamos, las cos-
tas"; 

Considerando que la recurrente invoca en apoyo de 
su recuhso los siguientes meaios: Violación a la Ley (Ar-
tículo 141 del Código de Procedimiento Civil); Violación 
al Derecho de Defensa a) Omisión de Estatuír; b) Falta de 
motivos o ausencia total de motivos; 

Considerando que en su memorial de defensa los re-
curridos proponen que se declare la inadmisión del presen-
te recurso, sobre el fundamento de que la sentencia impug-
nada es una sentencia preparatoria, y que, por tanto, se-
gún lo prescribe el artículo 5 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación, tal clase de sentencia no puede ser objeto 
de un recurso de casación, por lo que procede que se de-• 
clare la inadmisión de dicho recurso; 

Considerando que según resulta del examen del dis-
positivo de la sentencia impugnada, el juez a-quo dispuso 
como medida previa al conocimiento y decisión del fondo 
de la causa, la celebración de una información testimonial 
(reserva hecha, desde luego, de la facultad de contrainfor-
formar a la parte contraria) a fin de que, como se hace 
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constar en el expresado dispositivo, los trabajadores de-
mandantes "hagan la prueba de los hechos que interesen 
a su causa"; expresiones, estas últimas, indicativas de que 
al disponer la medida ordenada el juez a-quo tuvo el pro-
pósito de que les fueran revelados todos los hechos de la 
contestación, que pudieran ser útiles a la solución global 
del caso, lo que caracteriza la sentencia impugnada como 
obviamente preparatoria, carácter que acentúa aún más 
el que por la misma sentencia el juez a-quo dispusiera. 
motu proprio, la audición como testigo del Inspector de 
Trabajo Antonio P. Hasbún; que como al tenor de lo pres-
crito por el artículo 5 de la Ley de la materia, "no se 
puede recurrir en casación contra las sentencias preparaot-
rias sino después de la sentencia definitiva", el presente 
recurso debe ser declarado inadmisible; 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública: del día, mes y año en él expresados y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que certifico (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el 
recurso de casación interpuesto por la Cáceres Constructo-
ra, C. por A., contra la sentencia dictada por el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Pedro 
de Macorís, como tribunal de envío de segundo grado y en 
atribuciones laborales, en lecha 8 de enero de 1970, cuyo 
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente 
fallo, y Segundo: Condena a dicha recurrente, la Cáceres 
Constructora, C. por A., al pago de las costas, cuya distrac-
ción se dispone en provecho de los doctores Manuel Emi-
lio Cabral Ortiz, Luis Conrado Cedeño Castillo y HéJtor 
A. Cabral Ortega, abogados de los recurridos, quienes afir-
man haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francis-
co Elpidio Beras — Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, Secre-
tario General. 
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constar en el expresado dispositivo, los trabajadores d¿'- 
manclantes "hagan la prueba de los hechos que interesen 
a su causa"; expresiones, estas últimas, indicativas de que 
al disponer la medida ordenada el juez a-quo tuvo el pro-
pósito de que les fueran revelados todos los hechos de la 
contestación, que pudieran ser útiles a la solución global 
del caso, lo que caracteriza la sentencia impugnada como 
obviamente preparatoria, carácter que acentúa aún más 
el que por la misma sentencia el juez a-quo dispusiera. 
motu proprio, la audición como testigo del Inspector de 
Trabajo Antonio P. Hasbún; que como al tenor de lo pres-
crito por el artículo 5 de la Ley de la materia, "no se 
puede recurrir en casación contra las sentencias preparaoi-
rias sino después de la sentencia definitiva", el presente 
recurso debe ser declarado inadmisible; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el 
recurso de casación interpuesto por la Cáceres Constructo-
ra, C. por A., contra la sentencia dictada por el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Pede 
de Macorís, como tribunal de envío de segundo grado y en 
atribuciones laborales, en fecha 8 de enero de 1970, cuyo 
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente 
fallo, y Segundo: Condena a dicha recurrente, la Cáceres 
Constructora, C. por A., al pago de las costas, cuya distrac-
ción se dispone en provecho de los doctores Manuel Emi-
lio Cabral Ortiz, Luis Conrado Cedeño Castillo y Hé.:tor 
A- Cabral Ortega, abogados de los recurridos, quienes afir-
man haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francis-
co Elpidio Beras— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, Secre-
tario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública: del día, mes y año en él expresados y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que certifico (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 16 DE SEPTIEMBRE DE 1970 

 

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Ramon 
María Pérez Maracallo, cédula N 9  1332, serie 47, abogado 
de los recurridos, que lo son Ernesto Manuel de Moya So-
sa, cédula Ng 20077, serie 1 1, Diego R. de Moya Sosa, cé-
dula N9  775, serie 66, Martín Antonio de Moya Sosa, cé-
dula N9  1830, serie 11, dominicanos, mayores de edad, ha-
cendados, domiciliados, el primero, en la ciudad de La Ve 
ga, el segundo, en esta ciudad, y el tercero, en la ciudad de. 
Houston, Texas, Estados Unidos de América; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación, suscrito en fecha 13 
de enero del 1970 por el abogado del recurrente, en el cu. -..1 
se invocan los medios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa, suscrito en fecha 9 de 
marzo del 1970, por el abogado de los recurridos; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por el recu-
rrente que se indican más adelante, y 1, 20 y 65 de la Ley 
Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en 
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: 
a) que con motivo de una impugnación hecha por los ac-
tuales recurridos al acto de cesión en ausencia de los pro-
pietarios, que se hizo otorgar el Instituto Agrario Domini-
cano por ante el Juez de Paz del Municipio de San Fran-
cisco de Macorís. en fecha 31 de marzo del 1967 en virtud 
de la Ley NO 5852 de Asnas Públicas del 1962 el Tribunal 
de Tierras :le Jurisdicción Original dictó en fecha 2 de 
agosto del 1968 una sentencia cuyo dispositivo se copia 
más adelante; b' que sobre el recurso de apelación del 
IrGtituto Agrario Dominicano intervino la sentencia ahora 
impugnada, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Se 
Acoge en la forma y se Rechaza en cuanto al fondo. por 
improcedente y mal 'fundado, el recurso de apelación in- 

  

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 13 
de noviembre de 1969. 

  

Materia: Tierras. 

   

  

Recurrente: Instituto Agrario Dominicano. 
Abogado: Lic. Freddy Prestol Castillo. 

 

  

Recurrido: Ernesto Manuel de Moya Sosa y compartes. 
Abogado: Dr. Ramón María Pérez Maracallo. 

 

   

 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones d.?. 
Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amia-
ma, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pere-
lló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Ro-
jo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 16 del mes 
de Septiembre de 1970, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Instl•• 
tuto Agrario Dominicano, contra la sentencia del Tribunal 
Superior de Tierras, de fecha 18 de noviembre del 1969, 
dictada en relación con la Parcela 1 ■19  29-Refundida, del 
Distrito Catastral N9 4 del Municipio de San Francisco de 
Macorís, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Lic. Freddy 

Prestol Castillo, cédula N 9  8401, serie 11, abogado del re-
currente; 

 

 

 



 1966 	 BOLETIN JUDICIAL   BOLETIN JUDICIAL 	 1967 

 

SENTENCIA DE FECHA 16 DE SEPTIEMBRE DE 1970 

 

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Ramón 
María Pérez Maracallo, cédula N9 1332, serie 47, abogado 
de los recurridos, que lo son Ernesto Manuel de Moya So-
sa, cédula Ng 20077, serie la, Diego R. de Moya Sosa, cé-
dula N9  775, serie 66, Martín Antonio de Moya Sosa, cé-
dula N9  1830, serie la, dominicanos, mayores de edad, ha-
cendados, domiciliados, el primero, en la ciudad de La Ve 
ga, el segundo, en esta ciudad, y el tercero, en la ciudad de 
Houston, Texas, Estados Unidos de América; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación, suscrito en fecha 1t 
de enero del 1970 por el abogado del recurrente, en el cu: ...1 
se invocan los medios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa, suscrito en fecha 9 de 
marzo del 1970, por el abogado de los recurridos; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por el recu-
rrente que se indican más adelante, y 1, 20 y 65 de la Ley 
Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en 
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: 
a) que con motivo de una impugnación hecha por los ac-
tuales recurridos al acto de cesión en ausencia de los pro-
pietarios, que se hizo otorgar el Instituto Agrario Domini-
cano por ante el Juez de Paz del Municipio de San Fran-
cisco de Macorís. en fecha 31 de marzo del 1967. en virtud 
de la Ley NQ 5852 de Acruas Públicas del 1962 el Tribunal 
de Tierras 3e Jurisdicción Original dictó en fecha 2 de 
agosto del 1968 una sentencia cuyo dispositivo se copia 
más adelante: b' que sobre el recurso de apelación del 
Instituto Agrario Dominicano intervino la sentencia ahora 
impugnada, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Se 
Acoge en la forma y se Rechaza en cuanto al fondo, por 
improcedente y mal 'fundado, el recurso de apelación in- 

 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 13 
de noviembi e de 1969. 

 

Materia: Tierras. 

   

 

Recurrente: Instituto Agrario Dominicano. 
Abogado: Lic. Freddy Prestol Castillo. 

 

 

Recurrido: Ernesto Manuel de Moya Sosa y compartes. 
Abogado: Dr. Ramón Maria Pérez Maracallo. 

 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones da 
Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amia-
ma, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pere-
lló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Ro-
jo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 16 del mes 
de Septiembre de 1970, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Insti-
tuto Agrario Dominicano, contra la sentencia del Tribunal 
Superior de Tierras, de fecha 18 de noviembre del 1969, 
dictada en relación con la Parcela NQ 29-Refundida, del 
Distrito Catastral N9 4 del Municipio de San Francisco de 
Macorís, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Lic. Freddy 

Prestol Castillo, cédula N 9  8401, serie 1/, abogado del re-
currente; 
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terpuesto por el Instituto Agrario Dominicano, contra '. a 
decisión N 9  2 dictada por el Tribunal de Tierras de Juris-
dicción Original en fecha 2 de agosto del 1968, en relación 
con la Parcela N 9  29-Ref. del Distrito Catastral N 9  4 del 
Municipio de San Francisco de Macorís, Sitios de "Ranchi-
to", "Geminillo" y "El Bobo", Provincia Duarte. Segundo: 
Se Confirma, en todas sus partes, la decisión más arriba in-
dicada, cuyo dispositivo dice así: "Primero: Declara impro-
cedente y mal fundado el acto de cesión, en ausencia de 
los propietarios, que se hizo otorgar el Instituto Agrario 
Dominicano, por ante el Juez de Paz del Municipio de San 
Francisco de Macorís, en fecha 31 de Marzo del 1967, so-
bre la cantidad de 3,763.39 tareas de terreno, dentro de 7.a 
Parcela N 9  29-Ref. del Distrito Catastral Número 4 del 
Municipio de San Francisco de Macorís, y se ordena su res-
titución en provecho de los señores Diego R. de Moya So-
sa, Ernesto Manuel de Moya Sosa y Martín Antonio de 
Moya Sosa, quienes son sus legítimos propietarios. Segun-
do: Ordena al Registrador de Títulos del Departamento de 
San Francisco de Macorís, la cancelación del Certificado 
de Título N9  64-533, que ampara la Parcela N 9  29-Ref. del 
Distrito Catastral No 4 del Municipio de San Francisco de. 
Macorís, en lo que se refiere a la atribución del derecho 
de propiedad sobre la cantidad de 3,763.39 tareas de te-
rreno, en favor del Instituto Agrario Dominicano, por los 
motivos señalados en el ordinal anterior, restituyendo a lo -; 
señores Diego R. de Moya Sosa, Ernesto Manuel de Moya 
Sosa y Martín Antonio de Moya Sosa, como propietarios le- 
gítimos de la mencionada cantidad de terreno. Tercero: Or- 
dena al Instituto Agrario Dominicano el desalojo inmedia- 
to de la cantidad de 3,763.39 tareas de terreno, que ocupa 
de la parcela N9  29-Ref. del Distrito Catastral N 9  4 del 
Municipio de San Francisco de Macorís, limitadas. al  Nor- 
te: Canal Camú; al Este: Resto de la Parcela 29-Refundi- 
da; al Sur: Arroyo "La Marga" y al Oeste: Carretera Rin- 
cón-San Francisco de Macorís, al fin de que sean restitui- 
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dos en su posesión, sus legítimos propietarios, señores Die-
go R. de Moya Sosa, Ernesto Manuel de Moya Sosa y Mar-
tín Antonio de Moya Sosa"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
los siguientes medios de casación: Primer Medio: Incompe-
tencia. Falsa aplicación del Art. 7, reformado ,de la ley so-
bre Registro de Tierras. Violación, por desconocimiento de 
un título administrativo, al cual debió provisión, del Pá-
rrafo VI del Art. 70, de la ley 5852, de 1964, reformada 
por la Ley 436, del 10 de Octubre de 1964. Segundo Me-
dio: Falsa e impertinente aplicación de los Arts. 21, Ley 
124, de 1942; y 70, reformado, Ley 5852, de 1962. Falsa 
aplicación de la Ley N 9  436, de 1964. Tercer Medio: Falsa 
aplicación del Art. 2277, Ref. Cód. Civ. (ler. aspecto). Fal-
ta de motivos. Cuarto Medio: Violación del Art. 2277, Cód. 
Civ., (2do. aspecto) contradicción de motivos. Violación, por 
desconocimiento. del Art, de la Ley 124 y del Párrafo del 
Art. 70, Ley 5852. reformado por Ley 436. Quinto Medio: 
Falsa aplicación del Art. 2277, Código Civil, (2do. aspecto). 
Violación del Art. 174, ref. de la Ley Registro de Tierras; 
y. Falsos motivos. Sexto Medio: Violación del Art. 21, Ley 
124 y Art. 70 Ley 5852 (3er. aspecto). Violación del Art. 8, 
Const. acápite 5. Séntimo Medio: Violación del Art. 90 de 
la Constitución. Falta de Motivos; 

Considerando. que en el primer medio de su memorial, 
el recurrente alega, en síntesis, que el Tribunal Superior de 
Tierras debió declarar su incompetencia para fallar el pre-
sente caso, por cuanto se trata de un debate acerca de la 
validez de un acto administrativo, para el cual es compe-
tente el Tribunal de Primera Instancia en funciones de 
Tribunal de Aguas. si se considera un incidente relativo a 
la aplicación de las leyes Nos. 124 y 5852, o por la jurisdic-
ción de lo contencioso administrativo, en mérito de las dis-
posiciones de la Lev 1494 sobre la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa; pero, 
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terpuesto por el Instituto Agrario Dominicano, contra la 
decisión N9  2 dictada por el Tribunal de Tierras de Juris-
dicción Original en fecha 2 de agosto del 1968, en relación 
con la Parcela N9 29-Ref. del Distrito Catastral N9 4 del 
Municipio de San Francisco de Macorís, Sitios de "Ranchi-
to", "Geminillo" y "El Bobo", Provincia Duarte. Segundo: 
Se Confirma, en todas sus partes, la decisión más arriba in-
dicada, cuyo dispositivo dice así: "Primero: Declara impro-
cedente y mal fundado el acto de cesión, en ausencia de 
los propietarios, que se hizo otorgar el Instituto Agrario 
Dominicano, por ante el Juez de Paz del Municipio de San 
Francisco de Macorís, en fecha 31 de Marzo del 1967, so-
bre la cantidad de 3,763.39 tareas de terreno, dentro de la 
Parcela N9  29-Ref. del Distrito Catastral Número 4 del 
Municipio de San Francisco de Macorís, y se ordena su res-
titución en provecho de los señores Diego R. de Moya So-
sa, Ernesto Manuel de Moya Sosa y Martín Antonio de 
Moya Sosa, quienes son sus legítimos propietarios. Segun-
do: Ordena al Registrador de Títulos del Departamento de 
San Francisco de Macorís, la cancelación del Certificado 
de Título N9  64-533, que ampara la Parcela N 9  29-Ref. del 
Distrito Catastral N 9  4 del Municipio de San Francisco de 
Macorís, en lo que se refiere a la atribución del derecho 
de propiedad sobre la cantidad de 3,763.39 tareas de te-
rreno, en favor del Instituto Agrario Dominicano, por los 
motivos señalados en el ordinal anterior, restituyendo a la; 
señores Diego R. de Moya Sosa, Ernesto Manuel de Moya 
Sosa y Martín Antonio de Moya Sosa, como propietarios le-
gítimos de la mencionada cantidad de terreno. Tercero: Or-
dena al Instituto Agrario Dominicano el desalojo inmedia-
to de la cantidad de 3,763.39 tareas de terreno, que ocupa 
de la parcela N9  29-Ref. del Distrito Catastral N 9  4 del 
Municipio de San Francisco de Macorís, limitadas, al Nor-
te: Canal Camú; al Este: Resto de la Parcela 29-Refundi-
da; al Sur: Arroyo "La Marga" y al Oeste: Carretera Rin-
cón-San Francisco de Macorís, al fin de que sean restitui- 

dos en su posesión, sus legítimos propietarios, señores Die-
go R. de Moya Sosa, Ernesto Manuel de Moya Sosa y Mar-
tín Antonio de Moya Sosa"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
los siguientes medios de casación: Primer Medio: Incompe-
tencia. Falsa aplicación del Art. 7, reformado ,de la ley so-
bre Registro de Tierras. Violación, por desconocimiento de 
un título administrativo, al cual debió provisión, del Pá-
rrafo VI del Art. 70, de la ley 5852, de 1964, reformada 
por la Ley 436, del 10 de Octubre de 1964. Segundo Me-
dio: Falsa e impertinente aplicación de los Arts. 21, Ley 
124, de 1942; y 70, reformado, Ley 5852, de 1962. Falsa 
aplicación de la Ley N9 436, de 1964. Tercer Medio: Falsa 
aplicación del Art. 2277. Ref. Cód. Civ. (ler. aspecto). Fal-
ta de motivos. Cuarto Medio: Violación del Art. 2277, Cód. 
Civ., (2do. aspecto) contradicción de motivos. Violación, por 
desconocimiento, del Art. de la Ley 124 y del Párrafo del 
Art. 70, Ley 5852, reformado por Ley 436. Quinto Medio: 
Falsa aplicación del Art. 2277, Código Civil, (2do. aspecto). 
Violación del Art. 174, ref. de la Ley Registro de Tierras; 
y, Falsos motivos. Sexto Medio: Violación del Art. 21, Ley 
124 y Art. 70 Ley 5852 (3er. aspecto). Violación del Art. 8, 
Const. acápite 5. Séptimo Medio: Violación del Art. 90 de 
la Constitución. Falta de Motivos; 

Considerando, que en el primer medio de su memorial, 
el recurrente alega. en síntesis, que el Tribunal Superior de 
Tierras debió declarar su incompetencia para fallar el pre-
sente caso, por cuanto se trata de un debate acerca de la 
validez de un acto administrativo, para el cual es compe-
tente el Tribunal de Primera Instancia en funcihnes de 
Tribunal de Aguas. si se considera un incidente relativo a 
la aplicación de las leyes Nos. 124 y 5852, o por la jurisdic-
ción de lo contencioso administrativo, en mérito de las dis-
posiciones de la Ley 1494 sobre la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa; peros 
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da en efectivo, o con una cuota parte de sus tierras, en la 
siguiente forma: a) Con un 25% de sus tierras regables 
cuando éstas estén bajo cultivo; b)— Con un 50% de sus 
tierras regables cuando éstas sean baldías. En los dos ca-
sos, las tierras serán de las que están al alcance del canal 
de que se trate, al tiempo de la construcción. etc.); que se-
gún el párrafo VIII de ese mismo artículo: "Los canales así 
construidos y pagados pertenecerán como propiedad indi-
visa a los terratenientes que hubieren contribuído a su 
construcción; pero. en su condición de obras de utilidad 
pública, estarán bajo el control del Estado de acuerdo con 
esta Ley y no podrán ser enajenados"; que esas disposicio-
nes estaban contenidas en el artículo 21 de la antigua Ley 
N9  124 sobre Distribución de Aguas Públicas del 1942, vi-
gente en la fecha en que se construyó el canal; 

Considerando, que del contexto de estas disposiciones le-
gales se evidencia que los pagos de los beneficiarios de un 
canal de riego no constituyen una exacción, que es lo que 
caracteriza el impuesto, cuyo cobro, por parte del Estado, 
por tanto, está sujeto a la prescripción de tres años del ar-
tículo 2277 del Código Civil, sino que se trata de un apor-
te obligatorio que hacen los propietarios del costo del ca-
nal construido en sus predios, el cual, después de pagado, 
les pertenecerá "como propiedad indivisa", aunque por 
tratarse de una obra de utilidad pública estará bajo el con-
trol del Estado y no podrá ser enajenado; que, contraria-
mente, a ló que alega el recurrente, el canal ya menciona-
do fue terminado en el año 1953 y puesto en servicio en el 
año 1954, según consta en la sentencia impugnada; que. 
por tanto, al declawrse en esta sentencia que la acción del 
Estado para reclar4r de los actuales recurridos los apor-
tes que debían hacer en pago del canal de riego objeto de 
litis, estaba prescrita, se incurrió, én dicho fallo, en una 
errada aplicación del artículo 2277 del Código Civil; 

Considerando, en cuanto a la inconstitucionalidad de 
la Ley N9 3334 del 1952; que esta Ley es aplicable al caso 
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Cons:derando, que en la especie se trata de una de-
manda tendiente a anular el registro consignado en un Cer-
tificado de Título, como consecuencia de los derechos 
Aguas Terrestres y Distribución de Aguas Públicas N 9 

 5852 del 1962, aún cuando para resolver el caso el Tribunal 
de Tierras tuviera que amparar su criterio en cualquier otra 
disposición legal, por lo que se trata, de una litis sobre 
terreno registrado, que, por lo tanto, esta acción es de la 
competencia del Tribunal de Tierras, en virtud del ar-
tículo 7 de la Ley de Registro de Tierras; por lo cual e' 
medio que se examina carece de fundamento y debe ser 
desestimado; 

Considerando, que en los medios 29, 49, 69  y 79, de sa 
memorial, reunidos el recurrente alega, en síntesis, que 
en el caso no se trata de un impuesto sino de la obliga. 
ción que tienen les terratenientes, en cuyos predios se cons-
truye un canal, de pagar al Estado, proporcionalmente, sea 
con dinero o con tierras, el valor de dicha obra; que, por 
tanto. la  acción para obtener el pago de esa obligac'ón no 
está sujeta a la prescripción del artículo 2277 del Código 
Civil; que, también alega el recurrente, que la dispos'c'én 
per la cual se excneraba del pago de esos derechos a Tru-
jillo es inconstitucional por cuanto creó una situación de 
privilegio en violación de nuestra carta sustantiva; 

Considerando, que conforme al artículo 70 de la Les ,. 
 N9  5852 sobre Dominio de Aguas Terrestres y Distribución 

de Aguas Públicas del 1962: "En los casos en que el Esta• 
do construya, a su costo, obras de riego, éstas serán pa. 
gadas por los propietarios de los terrenos beneficiados en 
proporción con la cantidad de agua que dichos propietarios 
queden cn posibilidad de utilizar sea en el momento de la 
construcción de la obra o ulteriormente. Párrafo 1.— Los 
propietarios de terrenos que utilicen o queden en posibili-
dad de utilizar las aguas de un canal construido por el Es-
tado, podrán pagar la parte proporcional que les correspon- 
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Considerando, que en la especie se trata de una de-
manda tendiente a anular el registro consignado en un Cer-
tificado de Título, como consecuencia de los derechos de 
Aguas Terrestres y Distribución de Aguas Públicas N'? 
5852 del 1962, aún cuando para resolver el caso el Tribunal 
de Tierras tuviera que amparar su criterio en cualquier otra 
disposición legal, por lo que se trata, de una litis sobre 
terreno registrado, que, por lo tanto, esta acción es de la 
competencia del Tribunal de Tierras, en virtud del ar-
tículo 7 de la Ley de Registro de Tierras; por lo cual e' 
medio  que SC. examina carece de fundamento y debe ser 
desestimado; 

Considerando, que en los medios 29, 49, 69  y 79, de sa 
memorial, reunidos el recurrente alega, en síntesis, que 
en el caso no se trata de un impuesto sino de la obliga - 
ción que tienen lcs terratenientes, en cuyos predios se cons-
truye un canal, de pagar al Estado, proporcionalmente, sea 
con dinero o con tierras, el valor de dicha obra; que, por 
tanto. la  acción para obtener el pago de esa obligación no 
está sujeta a la prescripción del artículo 2277 del Código 
Civil; que, también alega el recurrente, que la dispos'c'ón 
per la cual se excneraba del pago de esos derechos a Tru-
jillo es inconstitucional por cuanto creó una situación de 
privilegio en violación de nuestra carta sustantiva; 

Considerando, que conforme al artículo 70 de la Ley . " 
N9  5852 sobre Dominio de Aguas Terrestres y Distribución 
de Aguas Públicas del 1962: "En los casos en que el Esta. 
do construya, a su costo, obras de riego, éstas serán pa. 
gadas por los propietarios de los terrenos beneficiados en 
proporción con la cantidad de agua que dichos propietario; 
queden en posibilidad de utilizar sea en el momento de la 
construcción de la obra o ulteriormente. Párrafo 1.— Lo; 
propietarios de terrenos que utilicen o queden en posibili-
dad de utilizar las aguas de un canal construido por el Es-
tado, podrán pagar la parte proporcional que les correspon- 

da en efectivo, o con una cuota parte de sus tierras, en la 
siguiente forma: a) Con un 25% de sus tierras regables 
cuando éstas estén bajo cultivo; b)— Con un 50% de sus 
tierras regables cuando éstas sean baldías. En los dos ca-
sos, las tierras serán de las que están al alcance del canal 
de que se trate, al -tiempo de la construcción. etc.); que se-
gún el párrafo VIII de ese mismo artículo: "Los canales así 
construidos y pagadós pertenecerán como propiedad indi-
visa a los terratenientes que hubieren contribuído a su 
construcción; pero. en su condición de obras de utilidad 
pública, estarán bajo el control del Estado de acuerdo con 
esta Ley y no podrán ser enajenados"; que esas disposicio-
nes estaban contenidas en el artículo 21 de la antigua Ley 
N9  124 sobre Distribución de Aguas Públicas del 1942, vi-
gente en la fecha en que se construyó el canal; 

Considerando, que del contexto de estas disposiciones le-
gales se evidencia que los pagos de los beneficiarios de un 
canal de riego no constituyen una exacción, que es lo que 
caracteriza el impuesto, cuyo cobro, por parte del Estado, 
por tanto, está sujeto a la prescripción de tres años del ar-
tículo 2277 del Código Civil, sino que se trata de un apor-
te obligatorio que hacen los propietarios del costo del ca-
nal construído en sus predios, el cual, después de pagado, 
les pertenecerá "como propiedad Indivisa", aunque por 
tratarse de una obra de utilidad pública estará bajo el con-
trol del Estado y no podrá ser enajenado; que, contraria-
mente, a le que alega el recurrente, el canal ya menciona-
do fue terminado en el año 1953 y puesto en servicio en el 
año 1954, según consta en la sentencia impugnada; que. 
por tanto, al declawrse en esta sentencia que la acción del 
Estado para reclattigr de los actuales recurridos los apor-
tes que debían hacer en pago del canal de riego objeto de 
litis, estaba prescrita, se incurrió, én dicho fallo, en una 
errada aplicación del artículo 2277 del Código Civil; 

Considerando, en cuanto a la inconstitucionalidad de 
la Ley N9 3334 del 1952; que esta Ley es aplicable al caso 
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de cobro de impuestos y contribuciones y se refería a lo'; 
Presidentes de la República, sus esposas y viudas, que no 
es la especie que nos ocupa; por lo cual en la sentencia im-
pugnada se hizo una aplicación errónea de dicha Ley; que, 
en tales condiciones, la sentencia impugnada debe ser ca-
sada, sin necesidad de ponderar los demás alegatos y me-
dios del recurso; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia del Tri-
bunal Superior de Tierras, de fecha 18 de noviembre del. 
1969, dictada en relación con la Parcela N 9  29-11cTundida, 
del Distrito Catastral N 9  4 del Municipio de San Francis-
co de Macorís, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte 
anterior del presente fallo, y envía el asunto ante el mismo 
Tribunal Superior de Tierras; Segundo: Condena a los re-
curridos al pago de las costas. con distracción en provecho 
del Lic. Freddy Prestol Castillo, abogado del recurrente, 
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmadcs`; Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama — Fran-
cisco Elpicho Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Jua.1 
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento. en 
audirmia pública del día, mes y año en él exnrasndos. y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certiifco. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 16 DE SEPTIEMBRE DE 1970 

Sentencia impugnada: Coito de Apelación de La Vega, de fecha 
29 de octubre de 1969. 

Materia: Penal. 

Recurrentes: Octavio Antonio Ro.5ar1o, Alerto Antcnio Rojas y 
la Unión de Seguros, C. por A. 

Abogados: Dres. Miguel Adriano Tejada y R. A. Artagnan Pérez, 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama. 
Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan 
Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuc-
cia, asistidos del Secretario General, en la Sala donde cele-
bra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guz-
mán, Distrito Nacional, hoy día 16 de septiembre del año 
1970, años 127 9  de la Independencia y 1089 de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación 'Interpuesto por Octavio 
Antonio Rosaro, dominicano, mayor de edad, soltero, chó-
fer, dcmiciliado y residente en "La Rosa", del Municipio 
de Moca, cédula N 9  934, serie 88; Alberto Antonio Rojas, 
dominicano, mayor de edad, residente en esta ciudad, cu-
ya cédula no consta en el expediente, y la Unión de Se-
guros, C. por A., compañía de Seguros constituida de acuer-
do con las leyes de la República Dominicana, con su domi-
cilio social en la ciudad de Santiago de los Caballeros, con- 
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE SEPTIEMBRE DE 1970 

 

lación de Santo Domingo, de fecha 3 de diciembre de 1969, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Raúl Reyes Vásquez, cédula N 9  6556, serie 

5, por sí y en representación del Dr. Antonio Rosario, cé-
dula N9  14083, serie 54, abogado de los recurrentes, en la 
lectura de sus conclusiones; 

Oído al Dr. Manuel Guzmán Vásquez, cédula N 9  20243, 
serie 54, por sí y en representación del Dr. Manuel R. Gar-
cía Lizardo, abogados de los intervinientes, en la lectura de 
sus conclusiones; intervinientes que son: el propio Dr. Ma-
nuel Guzmán Vásquez; María Antonia Landolfi de Guz-
mán, dominicana, mayor de edad, casada, de quehaceres do-
mésticos, domiciliada en la segunda planta de la casa N 9 

 44 de la calle "Sánchez", de esta ciudad, con cédula /V 
51879, serie la; y María Gómez Rodríguez o Aháu, domi-
nicana, mayor de edad, soltera, de quehaceres domésticos, 
de este domicilio, cédula 43323, serie la; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 16 de diciembre de 
1969, a requerimiento del Dr. Raúl Reyes Vásquez, en re-
presentación de Huáscar Caonabo García; Francisco Medra-
no y la Compañía "Unión de Seguros, C. por A.", en la 
cual no se indica ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de fecha 4 de mayo de 1970, suscri-
to por los abogados de los recurrentes, y en el cual se in-
vocan los medios que se indicarán más ,adelante; 

Visto el escrito de defensa firmado por los abogados 
de los intervinientes, de fecha 11 de mayo de 1970; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 49 letras a) y c) de la Ley 
241 de 1967, 463 párrafo 6to., del Código Penal, y 1 y 65 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

    

  

Sentencia impugnada: Coi te de Apelación de Santo Domingo, ie 

fecha 3 de diciembre de 1969. 

  

  

Materia: Penal. 

     

  

Recurrentes: Huáscar Caonabo García, Francisco Medrano y Unión 
de Seguros C. por A. 

Abogados: Dres. Raúl Reyes- Vásquez y Antonio Rosario. 

         

   

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

 

  

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Ju3- 
ticia, regularmente constituída por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, 
Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan 
Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de 
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 18 
de Septiembre de 1970, años 127 9  de la Independencia 
1089  de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Huás-
car Caonabo García, dominicano, mayor de edad, casado, 
chófer, dem:ciliado en la calle "F" N9  1, de Haina, Distrho 
Nacional, con cédula N 9  63567, serie la, Francisco Medra-
no, dominicano, mayor de edad, domiciliado en el kilómetro 
14 de la carretera Sánchez, Haina, Distrito Nacional, con 
cédula N9  15074, serie 26, y "Unión de Seguros, C. por A.", 
domiciliada en la casa N9  81 de la Avenida "Bolívar", con-
tra la sentencia correccional dictada por la Corte de Ape- 
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE SEPTIEMBRE DE 1970 

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, le 
fecha 3 d.e. diciembre de 1969. 

Materia: Penal. 

Recurrentes: Huáscar Caonabo García, Francisco Medran° y Unión 
de Seguros C. por A. 

Abogados: Dres. Raúl Reyes. Vásquez y Antonio Rosario. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Juo-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, 
Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan 
Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de 
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 18 
de Septiembre de 1970, años 127 9  de la Independencia .! 
1089  de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Huás-
carCaonabo García, dominicano, mayor de edad, casado, 
chófer, domiciliado en la calle "F" N9  1, de Haina, D:strii:o 
Nacional, con cédula N 9  63567, serie 1 1, Francisco Medi. 1- 
no, dominicano, mayor de edad, domiciliado en el kilómetro 
14 de la carretera Sánchez, Haina, Distrito Nacional, con 
cédula N9  15074, serie 26, y "Unión de Seguros, C. por A.", 
domiciliada en la casa N 9  81 de la Avenida "Bolívar", con-
tra la sentencia correccional dictada por la Corte de Ape- 

lación de Santo Domingo, de fecha 3 de diciembre de 1969, 
cuyo dispositivo se , copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Raúl Reyes Vásquez, cédula N 9  6556, serie 

5, por sí y en representación del Dr. Antonio Rosario, cé-
dula N9  14083, serie 54, abogado de los recurrentes, en la 
lectura de sus ccroclusiones; 

Oído al Dr. Manuel Guzmán Vásquez, cédula N 9  20243, 
serie 54, por sí y en representación del Dr. Manuel R. Gar-
cía Lizardo, abogados de los intervinientes, en la lectura de 
sus conclusiones; intervinientes que son: el propio Dr. Ma-
nuel Guzmán Vásquez; María Antonia Landolfi de Guz-
mán, dominicana, mayor de edad, casada, de quehaceres do-
mésticos, domiciliada en la segunda planta de la casa N 9 

 44 de la calle "Sánchez", de esta ciudad, con cédula IV 
51879, serie 1 1 ; y María Gómez Rodríguez o Aháu, domi-
nicana, mayor de edad, soltera, de quehaceres domésticos, 
de este domicilio, cédula 43323, serie 1 1 ; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 16 de diciembre de 
1969, a requerimiento del Dr. Raúl Reyes Vásquez, en re-
presentación de Huáscar Caonabo García; Francisco Medra-
no y la Compañía "Unión de Seguros, C. por A.", en la 
cual no se indica ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de fecha 4 de mayo de 1970, suscri-
to por los abogados de los recurrentes, y en el cual se in-
vocan los medios que se indicarán más Adelante; 

Visto el escrito de defensa firmado por los abogados 
de los intervinientes, de fecha 11 de mayo de 1970; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 49 letras a) y c) de la Ley 
241 de 1967, 463 párrafo 6to•, del Código Penal, y 1 y 65 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 
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Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo 
de un accidente automovilístico ocurrido el 31 de enero de 
1969, en esta ciudad, la Cuarta Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Nacional, regularmente 
apoderada, dictó, en fecha 5 de marzo de 1969, una senten• 
cia cuyo dispositivo se copiará más adelante; b) que sobre 
las apelaciones interpuestas, la Corte a-qua dictó la sen-
tencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "Falla: 
Primero: Declara regulares y válidos los recursos de ape-
lación intentados por el Lic. José A. Turull Ricart, a nom-
bre y en representación de María Antonia Landolfi de 
Guzmán; por el Dr. Gustavo A. Turull, a nombre y en re-
presentación de María Gómez R.: por el Dr. Manuel Guz-
mán Vásquez, en su propio nombre; todos en su condición 
de partes civiles constituidas; y por el Dr. Raúl Reyes Vás-
quez, a nombre y en representación del prevenido Huás-
car Caonabo García, contra sentencia de la Cuarta Cáma-
ra Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, de fecha 5 del mes de marzo del año 1969, cuyo dis-
positivo dice así: "Falla: Primero: Se Declara al nombra. 
do Huáscar ,Caonabo García, de generales que ccnstan en 
el expediente, Culpable de violación a la ley N 9  241, en su 
artículo 49, letra e) (sobre golpes y heridas involuntaria:: 
causados con el manejo o conducción de vehículo de motor), 
curables después de 20 días, en perjuicio de María Anto-
nia L. de Guzmán y María Gómez Alfáu, y antes de 10 
días en perjuicio del Doctor Manuel Guzmán Vásquez; en 
consecuencia se le Condena a Cincuenta Pesos Oro (RD$ 
50.00), de multa y al pago de las costas penales, acogien-
do en su favor circunstancias atenuantes; Segundo: Se de-
clara al co-nrevenido Dr. Manuel Guzmán Vásquez, de ge-
nerales que constan en el expediente no culpable de vio-
lación a las disposiciones del artículo 49 de la ley N9 241; 
en consecuencia se le Descarga, al no cometer ninguna de 
las faltas que limitativamente sanciona dicho artículo; se  

declaran las costas de. oficio; Tercero: Se condena al co-
prevenido Doctor Manuel Guzmán Vásquez, a Veinticinco 
Pesos Oro (RD$25.00), de multa y al pago de las costas (en 
virtud del artículo 48, por haber violado el artículo 47, in-
ciso 19  de la ley N9  241, al conducir su vehículo sin tener 
su licencia debidamente renovada; Cuarto: Se Declara re-
gular y válidas en cuanto a la forma, las constituciones en 
parte civil hecha en audiencia, a) por la .señora María An-
tonia L. de Guzmán, por intermedio de su abogado consti-
tuido Dr. José Tnrull Ricart, contra el prevenido Huás-
car Caonabo García, contra el propietario del vehículo y 
contra la Compañía Unión de Seguros C. por A.; b) por 
la señora María Gómez Alfáu, por intermedio de su abo-
gado constituido Dr. Gustavo Turull, contra el prevenido 
Huáscar Caonabo García; dantra Francisco Medrano y 
contra la Compañía Unión de Seguros C. por A.; y e) por 
el Dr. Manuel Guzmán Vásquez, por sí y por intermedio de 
su abogado constituido Lic. Eduardo Sánchez Cabral, con-
tra el prevenido Huáscar Caonabo García; contra Francis-
co Medrano y contra la Compañía Unión de Seguros C. 
por A., en cuanto al fondo Condena a Huáscar Caonabo Gar-
cía, al pago de una indemnización de Siete Mil Pesos Mo-
neda Nacional (RD$7,00.0 00 distribuida en la forma si-
guiente: Tres Mil Pesos Oro (RD$3.000 00), a favor de la 
señora María Antonia L. de Guzmán; Tres Mil Pesos Oro 
RD5'3 000 00) a favor de la señora María Gómez Alfáu; y 
Mil Pesos Oro (RD$1,000.00) a favor del doctor Manuel Guz-
mán Vásquez, como justa reparación por los daños morales 
y materia'es sufridos por ellos a consecuencia del hecho 
culposo del prevenido; Quinto: Se Condena a Huáscar Cao-
nabo García, al pago de las costas civiles, con distracción 
de las m;smas, a favor de los Doctores José Turull Ricart, 
Gustavo Turull, Lic. Eduardo Sánchez y Cabral y Dr. Ma-
nuel Guzmán Vásquez, abogados de las partes civiles cons-
tituidas, quienes afirman haberlas avanzado en su mayor 
parte; Sexto: En cuanto a la persona civilmente responsa- 
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Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo 
de un accidente automovilístico ocurrido el 31 de enero de 
1969, en esta ciudad, la Cuarta Cámara Penal del Juzgada 
de Primera Instancia del Distrito Nacional, regularmente 
apoderada, dictó, en fecha 5 de marzo de 1969, una senten. 
cia cuyo dispositivo se copiará más adelante; b) que sobre 
las apelaciones interpuestas, la Corte a-qua dictó la sen-
tencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "Falla: 
Primero: Declara regulares y válidos los recursos de ape-
lación intentados por el Lic. José A. Turull Ricart, a nom-
bre y en representación de María Antonia Landolfi de 
Guzmán; por el Dr. Gustavo A. Turull, a nombre y en re-
presentación de María Gómez R.; por el Dr. Manuel Guz-
mán Vásquez, en su propio nombre; todos en su condición 
de partes civiles constituidas; y por el Dr. Raúl Reyes Vás-
quez, a nombre y en representación del prevenido Huás-
car Caonabo García, contra sentencia de la Cuarta Cáma-
ra Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, de fecha 5 del mes de marzo del año 1969, cuyo dis-
positivo dice así: "Falla: Primero: Se Declara al nombra-
do Huáscar ,Caonabo García, de generales que ccnstan en 
el expediente, Culpable de violación a la ley N 9  241, en su 
artículo 49, letra e) (sobre golpes y heridas involuntaric.:-, 
causados con el manejo o conducción de vehículo de motor), 
curables después de 20 días, en perjuicio de María Anto-
nia L. de Guzmán y María Gómez Alfáu, y antes de 10 
días en perjuicio del Doctor Manuel Guzmán Vásquez; en 
consecuencia se le Condena a Cincuenta Pesos Oro (RD$ 
50.00), de multa y al pago de las costas penales, acogien-
do en su favor circunstancias atenuantes; Segundo: Se de-
clara al co-urevenido Dr. Manuel Guzmán Vásquez, de ge-
nerales que constan en el expediente no culpable de vio-
lación a las disposiciones del artículo 49 de la ley N 9  241; 
en consecuencia se le Descarga, al no cometer ninguna de 
las faltas que limitativamente sanciona dicho artículo; se  

declaran las costas de. oficio; Tercero: Se condena al co-
prevenido Doctor Manuel Guzmán Vásquez, a Veinticinco 
Pesos Oro (RD$25.00), de multa y al pago de las costas (en 
virtud del artículo 48, por haber violado el artículo 47, in-
ciso 19 de la ley N 9  241, al conducir su vehículo sin tener 
su licencia debidamente renovada; Cuarto: Se Declara re-
gular y válidas en cuanto a la forma, las constituciones en 
parte civil hecha en audiencia, a) por la señora María An-
tonia L. de Guzmán, por intermedio de su abogado consti-
tuido Dr. José Turull Ricart, contra el prevenido Huás-
car Caonabo García, contra el propietario del vehículo y 
contra la Compañía Unión de Seguros C. por A.; b) por 
la señora María Gómez Alfáu, por intermedio de su abo-
gado constituido Dr. Gustavo Turull, contra el prevenido 
Huáscar Caonabo García; deIntra Francisco Medrano y 
contra la Compañía Unión de Seguros C. por A.; y e) por 
el Dr. Manuel Guzmán Vásquez, por sí y por intermedio de 
su abogado constituido Lic. Eduardo Sánchez Cabral, con-
tra el prevenido Huáscar Caonabo García; contra Francis-
co Medrano y contra la Compañía Unión de Seguros C. 
por A., en cuanto al fondo Condena a Huáscar Caonabo Gar-
cía, al pago de una indemnización de Siete Mil Pesos Mo-
neda Nacional (RD$7,00.0 00 distribuída en la forma si-
guiente: Tres Mg Pesos Oro (RD$3.000.00), a favor de la 
señora María Antonia L. de Guzmán; Tres Mil Pesos Oro 
RD5^3 000 00) a favor de la señora María Gómez Alfáu; y 
Mil Pesos Oro (RD$1,000.00) a favor del doctor Manuel Guz-
mán Vásquez, como justa reparación por los daños morales 
y materia'es sufridos por ellos a consecuencia del hecho 
culposo del prevenido; Quinto: Se Condena a Huáscar Cao-
nabo García, al pago de las costas civiles, con distracción 
de las mismas, a favor de los Doctores José Turull Ricart, 
Gustavo Turull, Lic. Eduardo Sánchez y Cabral y Dr. Ma-
nuel Guzmán Vásquez, abogados de las partes civiles cons-
tituidas, quienes afirman haberlas avanzado en su mayor 
parte; Sexto: En cuanto a la persona civilmente responsa- 
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ble Francisco Medrano, se rechaza la constitución en sa 
contra, al no probarse la relación de comitente a preposé, 
en consecuencia se Condena a María Antonia L. de Guzmán; 
María Gómez Alfáu y Dr. Manuel Guzmán Vásquez (part'  
civil constituidas) al pago de las costas civiles, con distrac-
ción de las mismas a favor del Dr. Raúl Reyes Vásquez, 
abogado de la defensa, quien afirma haberlas avanzado en 
su totalidad; Séptimo: Se Declara la presente sentencia ino-
ponible a la Compañía Unión de Seguros C. por A., al no 
ser condenado su asegurado; Segundo: Confirma el ordinal 
Primero de la sentencia recurrida; Tercero: Modifica el or-
dinal cuarto de la referida sentencia, en el sentido de orde-
nar que las condenaciones a indemnizaciones en el pro-
nunciadas en favor de las partes civiles, sean solidarias con-
tra el prevenido Huáscar Caonabo García y el señor Fran-
cisco Medrano, este último en su condición de comitente 
del primero; Cuarto: Revoca los ordinales sexto y séptimo, 
de la sentencia apelada; Quinto: Condena al prevenido 
Huáscar Caonabo García, a la persona civilmente respon-
sable, señor Francisco Medrano, y a la Compañía Unión 
de Seguros, C. por A., al pago de las costas civiles, orde-
nando su distracción en favor de los Dres. Manuel R. Gar-
cía Lizardo y Manuel A. Guzmán Vásquez, quienes afirman . 

 haberlas avanzado en su mayor parte; Sexto: Condena al 
prevenido al pago de las costas penales; Séptimo: Ordena 
que la presente sentencia sea oponible a la Compañía Unión 
de Seguros, C. por A."; 

Considerando que los recurrentes han invocado, con-
juntamente, los agravios siguientes: a) Desnaturalización 
de los hechos de la causa; b) Insuficiencia de motivos y fal-
sa motivación; e) Motivos contradictorios; d) Falta de base 
legal; Violación de la Ley 241 en sns artículos 65 y 74, le-
tra d); e) Violación de los artículos 1382, 1383 y 1384 del 
Código Civil; f) Violación del principio de que el caso for-
tuito o de fuerza mayor es causa que libera la responsa-
bilidad; 
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Considerando que en el desarrollo de los agravios in-
vocados por los recurrentes, estos alegan en síntesis, que 
el accidente se produjo por una "participación activa y cul-
pable" del coprevenido Doctor Manuel A. Guzmán Vás-
quez, "pues éste se introdujo con su vehículo a una arte-
ria de tránsito preferente, como es la avenida Indepáiden-
cia, sin advertir previamente, que de Oste a Este corría el 
vehículo conducido por Huáscar Caonabo García"; que si 
Guzmán Vásquez. al  llegar a la intersección de la avenida 
Enrique Jiménez Moya con la Independencia, se hubiera 
detenido hasta que esta última vía tuviera libre de trán-
sito, para cruzarla, el accidente no se habría producido: 
que "la Corte a-qua pretende explicar el accidente y jus-
tificar la conducta del co-prevenido Guzmán Vásquez con 
el frágil argumento de que este último advirtió que los 
vehículos más cercanos se encontraban a apreciable dis-
tancia, s'n ponderar debidamente la circunstancia de que 
en caso de que un vehículo sea conducido a exceso de ve-
locidad, no importa la distancia a que se encuentre ese 
vehículo, es fácilmente apreciable la excesiva velocidad por 
parte de otro conductor a quien las reglas de prudencia y 
las leyes de tránsito obligan a cerciorarse de las condicio-
nes de la vía a la cual deba penetrar"; que "esa falta antes 
señalada a cargo del co-prevenido Guzmán Vásquez", con-
tinúan alegando los recurrentes, "soslayada o marginada 
por la Corte a-qua, ha debido ser ponderada para rendir 
una buena justicia"; que en la sentencia impugnada en ca-
sación, la Corte a-qua señala que el prevenido Huáscar Cao-
nabo García manejaba su vehículo a elevada velocidad, a 
sesenta kilómetros por hora; que este hecho resulta de la 
propia declaración de dicho prevenido, quien, además, ex-
plicó que iba a esa velocidad "en razón de que tenía pre-
mura en llevar al hospital "Dr. Robert Reid Cabral, una 
señora con una niña enferma", que esta circunstancia tie-
ne el valor de un caso fortuito o de fuerza mayor; por lo 
que, a Huáscar Caonabo García, no se le puede imputar 
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ble Francisco Medrano, se rechaza la constitución en su 
contra, al no probarse la relación de comitente a preposé, 
en consecuencia se Condena a María Antonia L. de Guzmán; 
María Gómez Alfáu y Dr. Manuel Guzmán Vásquez (parte 
civil constituidas) al pago de las costas civiles, con distrac-
ción de las mismas a favor del Dr. Raúl Reyes Vásquez, 
abogado de la defensa, quien afirma haberlas avanzado en 
su totalidad; Séptimo: Se Declara la presente sentencia ino-
ponible a la Compañía Unión de Seguros C. por A., al no 
ser condenado su asegurado; Segundo: Confirma el ordinal 
Primero de la sentencia recurrida; Tercero: Modifica el or-
dinal cuarto de la referida sentencia, en el sentido de orde-
nar que las condenaciones a indemnizaciones en el pro-
nunciadas en favor de las partes civiles, sean solidarias con-
tra el prevenido Huáscar Caonabo García y el señor Fran-
cisco Medrano, este último en su condición de comitente 
del primero; Cuarto: Revoca los ordinales sexto y séptimo, 
de la sentencia apelada; Quinto: Condena al prevenid() 
Huáscar Caonabo García, a la persona civilmente respon-
sable, señor Francisco Medrano, y a la Compañía Unión 
de Seguros, C. por A., al pago de las costas civiles, orde-
nando su distracción en favor de los Dres. Manuel R. Gar-
cía Lizardo y Manuel A. Guzmán Vásquez, quienes afirman 
haberlas avanzado en su mayor parte; Sexto: Condena al 
prevenido al pago de las costas penales; Séptimo: Ordena 
que la presente sentencia sea oponible a la Compañía Unión 
de Seguros, C. por A."; 

Considerando que los recurrentes han invocado, con-
juntamente, los agravios siguientes: a) Desnaturalización 
de los hechos de la causa; b) Insuficiencia de motivos y fal-
sa motivación; e) Motivos contradictorios; d) Falta de base 
legal; Violación de la Ley 241 en sns artículos 65 y 74, le-
tra d); e) Violación de los artículos 1382, 1383 y 1384 del 
Código Civil; f) Violación del principio de que el caso for-
tuito o de fuerza mayor es causa que libera la responsa-
bilidad;  
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Considerando que en el desarrollo de los agravios in- 
vocados por los recurrentes, estos alegan en síntesis, que 
el accidente se produjo por una "participación activa y cul- 
pable" del coprevenido Doctor Manuel A. Guzmán Vás- 
quez, "pues éste se introdujo con su vehículo a una arte- 
ria de tránsito preferente, como es la avenida Indeixfnden- 
cia, sin advertir previamente, que de Oste a Este corría el 
vehículo conducido por Huáscar Caonabo García"; que sí 
Guzmán Vásquez. al  llegar a la intersección de la avenida 
Enrique Jiménez Moya con la Independencia, se hubiera 
detenido hasta que esta última vía tuviera libre de trán- 
sito, para cruzarla, el accidente no se habría producido; 
que "la Corte a-qua pretende explicar el accidente y jus- 
tificar la conducta del co-prevenido Guzmán Vásquez con 
el frágil argumento de que este último advirtió que los 
vehículos más cercanos se encontraban a apreciable dis- 

-, tancia, s'n ponderar debidamente la circunstancia de que 
en caso de que un vehículo sea conducido a exceso de ve- 
locidad, no importa la distancia a que se encuentre ese 
vehículo, es fácilmente apreciable la excesiva velocidad por 
parte de otro conductor a quien las reglas de prudencia y 

11- las leyes de tránsito obligan a cerciorarse de las condicio- 
nes de la vía a la cual deba penetrar"; que "esa falta antes 
señalada a cargo del co-prevenido Guzmán Vásquez", con- 
tinúan alegando los recurrentes, "soslayada o marginada 
por la Corte a-qua, ha debido ser ponderada para rendir 
una buena justicia"; que en la sentencia impugnada en ca- 
sación, la Corte a-qua señala que el prevenido Huáscar Cao- 
nabo García manejaba su vehículo a elevada velocidad, a 
sesenta kilómetros por hora; que este hecho resulta de la 
propia declaración de dicho prevenido, quien, además, ex- 
plicó que iba a esa velocidad "en razón de que tenía pre- 
mura en llevar al hospital "Dr. Robert Reid Cabral, una 
señora con una niña enferma", que esta circunstancia tie- 
ne el valor de un caso fortuito o de fuerza mayor; por ln 
que, a Huáscar Caonabo García,. no se le puede imputar 
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ninguna falta por conducir a exceso de velocidad en ra-
zón "de que llevaba con premura una niña enferma rumbo 
al hospital infantil Robert Reid Cabral, que por otra par-
te, ha habido desnaturalización de los hechos de la causa 
cuando la Corte a-qua dice: "que en el momento del acci-
dente el prevenido Huáscar Caonabo García manejó su 
vehículo a elevada velocidad a sesenta kilómetros por ho-
ra, lo que no resulta de la instrucción del proceso"; pues 
en este proceso no hay testigos, por lo que la Corte a-qua 
ha debido respetar la declaración de dicho prevenido y no 
"desnaturalizarla o desvirtuarla" en el considerando en la 
parte final de la página 10 y al comienzo de la página 11 
de su sentencia, pues Huáscar Caonabo García dijo en rea-
lidad: "a la hora de guardar el vehículo se apareció una 
señora que tenía una hija grave y la fuí a socorrer y lle-
var al Angelita, yo venía como a 60 de velocidad y de re-
pente se me apareció el vehículo del Dr., yo frené pero 
siempre se produjo el accidente"; la Corte, por su parte di-
ce que en el momento del accidente el prevenido Huáscat 
Caonabo García manejaba a 60 kilómetros por hora, según 
su propia declaración; que a falta de testigos, ha de darse 
por establecido lo dicho por el prevenido y no lo que la 
Corte le atribuye; que, en cuanto al caso fortuito o de fuer-
za mayor, ya dicho, que libera de responsabilidad penal al 
prevenido Huáscar Caonabo García, también libera de res-
ponsabilidad civil a su comitente, Francisco Medrano; que 
además, dicen los recurrentes, no es verdad lo que expresa 
la Corte a-qua, cuando dice: "cuando el prevenido advirtió 
la presencia del automóvil accidentado hizo un giro hacia 
la derecha y de inmediato otro hacia la izquierda", y aña-
de la Corte, siguen diciendo los recurrentes, que el preve-
nido cometió una falta, al "realizar una torpe maniobra al 
girar primero hacia la derecha y luego hacia la izquierda, 
puesto que de seguir recto o de girar desde un principio ha-
cia la izquierda, se hubiera evitado el accidente"; que "en 
sus declaraciones, por lo menos en la declaración produci- 

da por ante la Corte a-qua, el prevenido Huáscar Caonabo 
García no ha dicho haber hecho ningún giro hacia la dere-
cha ni a la izquierda; de manera, pues, que si estas afir-
maciones no se hicieron en ausencia nuestra, son afirma-
ciones y consideraciones de la Corte a-qua que no están fun-
dadas en los elementos de juicio aportados al debate", dicen 
los recurrentes; que por todo lo expuesto, agregan éstos, la 
sentencia impugnada debe ser casada por los vicios y vio-
laciones denunciados, "ya que ni procede declarar culpa-
ble, ni condenar al prevenido Huáscar Caonabo García, ni 
procede condenar al señor Francisco Medrano al pago soli-
dario de indemnizaciones, ni procede finalmente, como con-
secuencia, declarar "oponible la sentencia impugnada a la 
compañía de seguros recurrente"; pero, 

Considerando que, en cuanto a la desnaturalización ale-
gada por los recurrentes, el examen de la sentencia impug-
nada y de los documentos a que ella se refiere, se comprue-
ba que tal como se da por establecido en la sentencia im-
pugnada, el prevenido Huáscar Caonabo García declaró 
que él: "venía como a 60 de velocidad" etc., agregando: 
"cuando el accidente no pudo decirle la velocidad a que 
yo venía", en la audiencia de fecha 19 de noviembre de 
1969, celebrada por la Corte a-qua; por lo que dicha Cor-
te al estimar que el prevenido recurrente transitaba a esa 
velocidad al ocurrir el accidente, no incurrió en desna-
turalización alguna, que en cuanto a la afirmación de que 
no es cierto lo dicho nor la Corte a-qua, cuando, en su sex-
to considerando expresa lo siguiente: "que como se eviden-
cia por la relación anterior el accidente de que se trata tu-
vo su causa generadora y eficiente, en las faltas cometi-
das por el prevenido García de conducir su vehículo a al-
ta velocidad por una calle de tránsito intenso a todas las 
horas del día así como de realizar una torpe maniobra al 
girar primero hacia la derecha y luego hacia la izquierda, 
puesto que de seguir recto o de girar desde un principio ha- 
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ninguna falta por conducir a exceso de velocidad en ra-
zón "de que llevaba con premura una niña enferma rumbo 
al hospital infantil Robert Reid Cabral, que por otra par-
te, ha habido desnaturalización de los hechos de la causa 
cuando la Corte a-qua dice: "que en el momento del acci-
dente el prevenido Huáscar Caonabo García manejó su 
vehículo a elevada velocidad a sesenta kilómetros por ho-
ra, lo que no resulta de la instrucción del proceso"; pues 
en este proceso no hay testigos, por lo que la Corte a-qua 
ha debido respetar la declaración de dicho prevenido y no 
"desnaturalizarla o desvirtuarla" en el considerando en la 
parte final de la página 10 y al comienzo de la página 11 
de su sentencia, pues Huáscar Caonabo García dijo en rea-
lidad: "a la hora de guardar el vehículo se apareció una 
señora que tenía una hija grave y la fuí a socorrer y lle-
var al Angelita, yo venía como a 60 de velocidad y de re-
pente se me apareció el vehículo del Dr., yo frené pero 
siempre se produjo el accidente"; la Corte, por su parte di-
ce que en el momento del accidente el prevenido Huáscar 
Caonabo García manejaba a 60 kilómetros por hora, según 
su propia declaración; que a falta de testigos, ha de darse 
por establecido lo dicho por el prevenido y no lo que la 
Corte le atribuye; que, en cuanto al caso fortuito o de fuer-
za mayor, ya dicho, que libera de responsabilidad penal al 
prevenido Huáscar Caonabo García, también libera de res-
ponsabilidad civil a su comitente, Francisco Medrano; que 
además, dicen los recurrentes, no es verdad lo que expresa 
la Corte a-qua, cuando dice: "cuando el prevenido advirtió 
la presencia del automóvil accidentado hizo un giro hacia 
la derecha y de inmediato otro hacia la izquierda", y aña-
de la Corte, siguen diciendo los recurrentes, que el preve-
nido cometió una falta, al "realizar una torpe maniobra al 
girar primero hacia la derecha y luego hacia la izquierda, 
puesto que de seguir recto o de girar desde un principio ha-
cia la izquierda, se hubiera evitado el accidente"; que "en 
sus declaraciones, por lo menos en la declaración produci- 
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da por ante la Corte a-qua, el prevenido Huáscar Caonabo 
García no ha dicho haber hecho ningún giro hacia la dere-
cha ni a la izquierda; de manera, pues, que si estas afir-
maciones no se hicieron en ausencia nuestra, son afirma-
ciones y consideraciones de la Corte a-qua que no están fun-
dadas en los elementos de juicio aportados al debate", dicen 
los recurrentes; que por todo lo expuesto, agregan éstos, la 
sentencia impugnada debe ser casada por los vicios y vio-
laciones denunciados, "ya que ni procede declarar culpa-
ble, ni condenar al prevenido Huáscar Caonabo García, ni 
procede condenar al señor Francisco Medrano al pago soli-
dario de indemnizaciones, ni procede finalmente, como con-
secuencia, declarar "oponible la sentencia impugnada a la 
compañía de seguros recurrente"; pero, 

Considerando que, en cuanto a la desnaturalización ale-
gada por los recurrentes, el examen de la sentencia impug-
nada y de los documentos a que ella se refiere, se comprue-
ba que tal como se da por establecido en la sentencia im-
pugnada, el prevenido Huáscar Caonabo García declaró 
que él: "venía como a 60 de velocidad" etc., agregando: 
"cuando el accidente no pudo decirle la velocidad a que 
yo venía", en la audiencia de fecha 19 de noviembre de 
1969, celebrada por la Corte a-qua; por lo que dicha Cor-
te al estimar que el prevenido recurrente transitaba a esa 
velocidad al ocurrir el accidente, no incurrió en desna-
turalización alguna, que en cuanto a la afirmación de que 
no es cierto lo elktho por la Corte a-qua, cuando, en su sex-
to considerando expresa lo siguiente: "que como se eviden-
cia por la relación anterior el accidente de que se trata tu-
vo su causa generadora y eficiente, en las faltas cometi-
das por el prevenido García de conducir su vehículo a al-
ta velocidad por una calle de tránsito intenso a todas las 
horas del día así como de realizar una torpe maniobra al 
girar primero hacia la derecha y luego hacia la izquierda, 
puesto que de seguir recto o de girar desde un principio ha- 
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cia la izquierda, se hubiese evitado el accidente, que ade-
más la elevada velocidad le impidó que oportunamente im-
primiera los frenos, lo que también hubiese evitado 3 1  ¿c-
cidente"; puesto que, en el acta de audiencia celebrada por 
la Cuarta Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional, de fecha 3 de marzo de 1969, en su 
página 7, infine, dice lo siguiente: "Yo iba normalmente a 
mi derecha al encontrarme con el carro sorpresivamente 
yo para defenderlo quise guiar hacia la derecha y seguido 
tiré a la izquierda y no obstante eso lo alcancé en la puer-
ta trasera, si hago el primer giro a la izquierda le doy más 
alante", y después, en la página ocho se transcribe lo si-
guiente: "me encontré sorpresivamente con el carro que 
estaba en el centro giré a la derecha para defenderlo y no 
pude, tiré a la izquierda, dándole en la puerta trasera"; que 
por lo que se acaba de transcriWr, se comprueba que la 
Corte a-qua no ha alterado ni desnaturalizado las declara-
ciones del prevenido Huáscar Caonabo García, y que es 
fundándose en sus propias declaraciones, que ella llega a 
la conclusión de que es este último el culpable del acci-
dente; 

Considerando,,en cuanto al caso fortuito o de fuerza 
mayor alegado por los recurrentes; que el examen de la 
sentencia impugnada y de todo el expediente, revela que 
el indicado alegato ha sido propuesto por primera vez por 
ante esta Suprema Corte de Justicia, por lo que constituye 
un medio nuevo que no puede ser admitido en casación; 

Considerando en cuanto a la falta imputable al Dr. 
Guzmán Vásquez, señalada por los recurrentes, que la Cor- 
te a-qua, haciendo uso de su poder soberano de aprecia-
ción, dice en el sexto considerando ya copiado más arri-
ba, que: "como se evidencia por la relación anterior, el ac 
cidente de que se trata tuvo su causa generadora y efic:e•i-
te, en las faltas cometidas por el prevenido García etc."; 
que, ciertamente, en la misma sentencia consta que el cho- 

que de los dos vehículos tuvo efecto en la parte sur de la 
avenida Independencia, casi al terminar de cruzar el vz, 
hículo manejado por Guzmán Vásquez, dicha avenida, por 
lo que, es irrelevante determinar cuál de las dos avenidas, 
la Jiménez Moya o la Independencia era la de preferencia, 
ni, si Guzmán Vásquez debió de esperar que todos los ve-
hículos que transitaban por la avenida Independencia hu-
bieran cruzado la intersección con la otra avenida, puesto 
que, al momento de ocurrir el accidente, éste estaba ter 
minando de cruzar la Independencia y los vehículos que 
circulaban en ésta debían reducir o detenerse, si fuera ne-
cesario, para que Guzmán Vásquez terminara de pasar; 
que, en consecuencia, la Corte a-qua, al estimar que Huás-
car fue, con su maniobra torpe, el único culpable, hizo una 
correcta apreciación de los hechos; por lo que, los alegatos 
examinados carecen de fundamento y deben ser desesti-
mados 

Considerando que en el memorial, se enuncian varios 
aspectos que luego no se desarrollan; que en efecto, los re-
currentes nada han alegado respecto de la insuficiencia de 
motivos y falsa motivación; motivos contradictorios; falta 
de base legal: Violación de la Ley N9 241 en sus artículos 
65 y 74, letra d); pero, como entre los recurrentes figura 
el prevenido Huáscar Caonabo García, procede examinar 
dichos medios; 

Considerando. al  respecto, que el examen de la sen-
tencia impugnada pone de manifiesto, que la Corte a-qua, 
mediante la ponderación de todos los elementos de prueba 
aportados a la instrucción de la causa, da por establecido 
lo siguiente: "a) que en la noche del día 31 de enero de 
1969, transitaba de oeste a este por la avenida IndependPn? 
cia, de esta ciudad, el prevenido Huáscar Caonabo García, 
conduciendo el vehículo placa N 9  40029, marca Chevrolet, 
modelo 1964, color verde, motor N 9  F10109AC, propiedad 
del señor Francisco Medrano; b) que al mismo tiempo circu- 
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cia la izquierda, se hubiese evitado el accidente, que ade-
más la elevada velocidad le impidó que oportunamente im-
primiera los frenos, lo que también hubiese evitado 3 1  ac-
cidente"; puesto que, en el acta de audiencia celebrada por 
la Cuarta Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional, de fecha 3 de marzo de 1969, en su 
página 7, infine, dice lo siguiente: "Yo iba normalmente a 
mi derecha al encontrarme con el carro sorpresivamente 
yo para defenderlo quise guiar hacia la derecha y seguido 
tiré a la izquierda y no obstante eso lo alcancé en la puer-
ta trasera, si hago el primer giro a la izquierda le doy más 
alante", y después, en la página ocho se transcribe lo si-
guiente: "me encontré sorpresivamente con el carro que 
estaba en el centro giré a la derecha para defenderlo y no 
pude, tiré a la izquierda, dándole en la puerta trasera"; que 
por lo que se acaba de transcribir, se comprueba que la 
Corte a-qua no ha alterado ni desnaturalizado las declara-
ciones del prevenido Huáscar Caonabo García, y que es 
fundándose en sus propias declaraciones, que ella llega a 
la conclusión de que es este último el culpable del acci-
dente; 

Considerando, .en cuanto al caso fortuito o de fuerza 
mayor alegado por los recurrentes; que el examen de la 
sentencia impugnada y de todo el expediente, revela que 
el indicado alegato ha sido propuesto por primera vez por 
ante esta Suprema Corte de Justicia, por lo que constituye 
un medio nuevo que no puede ser admitido en casación: 

Cansiderando en cuanto a la falta imputable al Dr. 
Guzmán Vásquez, señalada por los recurrentes, que la Cor-
te a-qua, haciendo uso de su poder soberano de aprecia-
ción, dice en el sexto considerando ya copiado más arri-
ba, que: "como se evidencia por la re'ación anterior, el ac 
cidente de que se trata tuvo su causa generadora y eficie•i-
te, en las faltas cometidas por el prevenido García etc."; 
que, ciertamente, en la misma sentencia consta que el cho-. 

que de los dos vehículos tuvo efecto en la parte sur de in 
avenida Independencia, casi al terminar de cruzar el vc,- 
hículo manejado por Guzmán Vásquez, dicha avenida, por 
lo que, es irrelevante determinar cuál de las dos avenidas, 
la Jiménez Moya o la Independencia era la de preferencia, 
ni, si Guzmán Vásquez debió de esperar que todos los ve-
hículos que transitaban por la avenida Independencia hu-
bieran cruzado la intersección con la otra avenida, puesto 
que, al momento de ocurrir el accidente, éste estaba ter 
minando de cruzar la Independencia y los vehículos que 
circulaban en ésta debían reducir o detenerse, si fuera ne-
cesario, para que Guzmán Vásquez terminara de pasar; 
que, en consecuencia, la Corte a-qua, al estimar que Huás-
car fue, con su maniobra torpe, el único culpable, hizo una 
correcta apreciación de los hechos; por lo que, los alegatos 
examinados carecen de fundamento y deben ser desesti-
mados 

Considerando que en el memorial, se enuncian varios 
aspectos que luego no se desarrollan; que en efecto, los re-
currentes nada han alegado respecto de la insuficiencia de 
motivos y falsa motivación; motivos contradictorios; falta 
de base legal: Violación de la Ley N 9  241 en sus artículos 
65 y 74, letra d); pero, como entre los recurrentes figura 
el prevenido Huáscar Caonabo García, procede examinar 
dichos medios; 

Considerando al respecto, que el examen de la sen-
tencia impugnada pone de manifiesto, que la Corte a-qua, 
mediante la ponderación de todos los elementos de prueba 
aportados a la instrucción de la causa, da por establecido 
lo siguiente: "a) que en la noche del día 31 de enero de 
1969, transitaba de oeste a este por la avenida Independen? 
cia, de esta ciudad, el prevenido Huáscar Caonabo García, 
conduciendo el vehículo placa N9 40029, marca Chevrolet, 
modelo 1964, color verde, motor N 9  F10109AC, propiedad 
del señor Francisco Medrano; b) que al mismo tiempo circu- 
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laba de norte a sur por la avenida Jiménez Moya el Dr. 
Manuel Guzmán Vásquez, manejando el automóvil de su 
propiedad placa N9 17285, marca Cónsul, modelo 1963, co-
lor marino; c) que al llegar este último vehículo a la in-
tersección de la vía por la que transitaba con la avenida 
Independencia, el chófer del mismo lo detuvo para cercio-
rarse si la otra vía estaba libre para su cruce y al adver. 
tir que los vehículos más cercanos se encontraban a apre-
ciable distancia, se lanzó a cruzar la avenida Independen-
cia; d) que cuando casi había ganado el cruce de esa calle, 
lo alcanzó el automóvil manejado por el prevenido Huás-
car Caonabo García, chocándole por la parte lateral dere-
cha, a la altura de la puerta trasera izquierda, con el bóm-
ber delantero de dicho automóvil; e) que ese choque origi-
nó un vuelco del vehículo que manejaba Guzmán Vás-
quez; f) que a consecuencia de ese accidente sufrieron le-
siones que curaron antes de 10 días el Dr. Manuel Guzmán 
Vásquez, que curaron después de 90 días la señora María 
Gómez Alfáu y que curaren a los 69 días la señora Ma-
ría Antonia Landolfi de Guzmán, quienes viajaban en el 
carro conducido por el Dr. Guzmán Vásquez; g) que en el 
momento de; accidente el prevenido Huáscar Caonabo Gar• 
cía, manejaba su vehículo a elevada velocidad, a 6) kms., 
por hora, según su propia declaración, en razón de que 
tenía premura en llegar al hospital Dr. Robert Reid Ca-
bral, a una señora con una niña enferma; h) que cuando 
el prevenido advirtió la presencia del automóvil acciden-
tado hizo un giro hacia la derecha y de inmediato otro ha. 
cia la izquierda"; que la indicada Corte, haciendo uso de su 
poder de apreciación, en el considerando sexto, transcrito 
más arriba, concluye declarando que las causas generado-
ras del accidente son las faltas cometidas por el preveni-
do recurrente; 

Consklerando que los hechos así establecidos configu-
ran el delito de golpes y heridas involuntarios producidos 
con el manejo de un vehículo de - motor que curaron antes 
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de diez días, en un caso, y después de veinte, en otros ca-
sos, necho previsto y szncionado por el artículo 49, letras 
a) y c) de la Ley N 9  241; en el primer cepo, con la pena de 
seis (6) días a seis (6) meses de prisión y multa de seis pe-
sos (RD$6.00) a ciento ochenta pesos (RD$180.00), y en los 
otros casos, con penas de seis meses a dos años de prisión 
y multa de cien pesos (RD$100.00) a quinientos pesos (RD$ 
500.00); que al condenar al prevenido, Huáscar Caonabo 
García, después de declararlo culpable y acogiendo a su 
favor circunstancias atenuantes, a pagar una multa de RD 
$50 00, ha ap:icado una pena ajustada a la Ley, sin incu-
rrir en violación alguna de les artícu:os 65 y 74 letra d) 
de la Ley 241 sobre Tránsito de Vehículos; 

Considerando que la Corle a-qua odió también por es-
tablecido que el delito cometido por el prevenido Huasca! 
Caonabo García ocasionó daños y perjuicios morales y ma-
teriales a María Antonia L. de Guzmán, María Gómez Al-
fáu, y Manuel Guzmán Vásquez, constituidos en parte ci-
vil, cuyo monto apreció soberanamente en las cantidades 
indicadas, y que 1g:ola:mente ascienden a la suma de RI) 
$7,C00.00; que, en consecuencia, al condenar al prevenido, 
conjuntamente con la parte puesta en causa como civil-
mente responsable, solidariamente, y hacer oponible di-
chas cendenaciones a la Compañía Aseguradora, y a favor 
de las personas constituidas en parte civil, la Corte a-qua 
hizo una ajustada aplicación de los artículo 1383 del Có-
digo Civil; y 10 de la Ley 4117 de 1955; 

Ccnsiderando que el examen de la sentencia impugna• 
da pone de manifiesto, como se ha visto más arriba, que no 
contiene motivos contradictorio1 y que los hechos de la 
causa están ampliamente relatados y se dan en ella mo-
tivos pertinentes que justifiquen su dispositivo sin incu-
rrir en falta de base legal como invocan los recurrentes; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del 
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Taba de norte a sur por la avenida Jiménez Moya el Dr. 
Manuel Guzmán Vásquez, manejando el automóvil de su 
propiedad placa N 9  17285, marca Cónsul, modelo 1963, co-
lor marino; c) que al llegar este último vehículo a la in-
tersección de la vía por la que transitaba con la avenida 
Independencia, el chófer del mismo lo detuvo para cercio 
rarse si la otra vía estaba libre para su cruce y al adver 
tir que los vehículos más cercanos se encontraban a apre-- 
ciable distancia, se lanzó a cruzar la avenida Independen-
cia; d) que cuando casi había ganado el cruce de esa calle, 
lo alcanzó el automóvil manejado por el prevenido Huás-
car Caonabo García, chocándole por la parte lateral dere-
cha, a la altura de la puerta trasera izquierda, con el bóm-
ber delantero de dicho automóvil; e) que ese choque origi-
nó un vuelco del vehículo que manejaba Guzmán Vás-
quez; f) que a consecuencia de ese accidente sufrieron le-
siones que curaron antes de 10 días el Dr. Manuel Guzmán 
Vásquez, que curaron después de 90 días la señora María 
Gómez Alfáu y que curaren a los 60 días la señora Ma-
ría Antonia Landolfi de Guzmán, quienes viajaban en el 
carro conducido por el Dr. Guzmán Vásquez; g) que en el 
momento del accidente el prevenido Huáscar Caonabo Gar• 
cía, manejaba su vehículo a elevada velocidad, a 6) kms., 
por hora, según su propia declaración, en razón de que 
tenía premura en llegar al hospital Dr. Robert Reid Ca-
bral, a una señora con una niña enferma; h) que cuando 
el prevenido advirtió la presencia del automóvil acciden-
tado hizo un giro hacia la derecha y de inmediato otro ha. 
cia la izquierda"; que la indicada Corte, haciendo uso de su 
poder de apreciación, en el considerando sexto, transcrito 
más arriba, concluye declarando que las causas generado-
ras del accidente son las faltas cometidas por el preveni-
do recurrente; 

Considerando que los hechos así establecidos conrigu-
ran el delito de golpes y heridas involuntarios producidos 
con el manejo de un vehículo de - motor que curaron antes  

de diez días, en un caso, y después de veinte, en otros ca-
sos, mecho previsto y sancionado por el artículo 49, letras 
a) y ci de la Ley N9  241; en el primer cepo, con la pena de 
seis (6) días a seis (6) meses de prisión y multa de seis pe-
sos (RD$6.00) a ciento ochenta pesos (RD$180.00), y en los 
otros casos, con penas de seis meses a dos años de prisión 
y multa de cien pesos (RD$100.00) a quinientos pesos (RD$ 
500.00); que al condenar al prevenido, Huáscar Caonabo 
García, después de declararlo culpable y acogiendo a su 
favor circunstancias atenuantes, a pagar una multa de RD 
$50 00, ha apAcado una pena ajustada a la Ley, sin incu-
rrir en violación alguna de los artículos 65 y 74 letra d) 
de la Ley 241 sobre Tránsito de Vehículos; 

Considerando que la Corre a-qua d:ó también por es-
tablecido que el delito cometido por el prevenido Huáscar 
Caonabo García ocasionó daños y perjuicios morales y ma-
teriales a María Antonia L. de Guzmán, María Gómez Al-
fati, y Manuel Guzmán Vásquez, constituidos en parte ci-
vil, cuyo monto apreció soberanamente en las cantidades 
indicadas, y que glota:mente ascienden a la suma de RD 
$7,000.00; que, en consecuencia, al condenar al prevenido, 
conjuntamente con la parte puesta en causa como civil-
mente responsable, solidariamente, y hacer oponible el:-
chas condenaciones a la Compañía Aseguradora, y a favor 
de las personas constituidas en parte civil, la Corte a-qua 
hizo una ajustada aplicación de los artículo 1383 del Có-
digo Civil; y 10 de la Ley 4117 de 1955; 

Ccnsiderando que el examen de la sentencia impugna. 
da pone de manifiesto, como se ha visto más arriba, que no 
contiene motivos contradictorids y que los hechos de la 
causa están ampliamente relatados y se dan en ella mo-
tivos pertinentes que justifiquen su dispositivo san incu-
rrir en falta de base legal como invocan los recurrentes; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del 
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prevenido, ella no contiene vicio alguno que justifique su 
casación; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
tes a Manuel Guzmán Vásquez, María Antonia Landolfi de 
Guzmán y María Gómez R.; Segundo: Rechaza los recur-
sos de casación interpuestos por Huáscar Caonabo García, 
Francisco Medrano y Unión de Seguros, C. por A., contra 
la sentencia correccional dictada por la Corte de Apelación 
de Santo Domingo, de fecha 3 de diciembre de 1969, 
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del 
presente fallo; Tercero: Condena a los recurrentes al 
pago de las costas, ordenando su distracción en provecho 
de los Doctores Manuel R. García Lizardo y Manuel Guz-
mán Vásquez quienes afirman haberlas avanzado en su 
mayor parte. 

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— MI.: 
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Roja sAlmánzar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE SEPTIEMBRE DE 1970 

Sentencia impugnada: Corta de Apelación de San Franciséo, de 
fecha 16 de febrero de 1970. 

Materia: Penal. 

Recurrente: José Candelario Br:to Tejada. 
Abogado: Dr. Manuel Tejada Guzmán. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, 
Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan 
Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Car-
buce:a, asistidos del Secretario General, en la Sa_a donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 18 del mes de septiem-
bre de 1970, años 127 9• de la Independencia y 1089  de 
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte 
casación la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Can-
delario Brito Tejada, dominicano, mayor de edad, casad.), 
agricultor, domiciliado y residente en la Sección Los Algo-
dones del Municipio de San Francisco de Macorís, ce-jala 
N9 22402, serie 56, contra la sentencia de fecha 16 de fe-
brero de 1970, dictada en sus atribuciones correccionales 
por la Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, 
cuyo dispositivo será copiado más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de lá República; 
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prevenido, ella no contiene vicio alguno que justifique su 
casación; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
tes a Manuel Guzmán Vásquez, María Antonia Landolfi 
Guzmán y María Gómez R.; Segundo: Rechaza los recur-
sos de casación interpuestos por Huáscar Caonabo García, 
Francisco Medrano y Unión de Seguros, C. por A., contra 
la sentencia correccional dictada por la Corte de Apelación 
de Santo Domingo, de fecha 3 de diciembre de 1969, 
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del 
presente fallo; Tercero: Condena a los recurrentes al 
pago de las costas, ordenando su distracción en provecho 
de los Doctores Manuel R. García Lizardo y Manuel Guz-
mán Vásquez quienes afirman haberlas avanzado en su 
mayor parte. 

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— MI: 
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— JuaA 
Bautista Roja sAlmánzar— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 18 DE SEPTIEMBRE DE 1970 

Sentencia impugnada: Corta de Apelación de San Franciséo, de 
fecha 16 de febrero de 1970. 

Materia: Penal. 

Recurrente: José Candelario Br.to Tejada. 
Abogado: Dr. Manuel Tejada Guzmán. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, 
Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan 
Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Car-
buce:a, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 18 del mes de septiem-
bre de 1970, años 127 9  de la Independencia y 1089  de 11. 
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte cl." 
casación la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Can-
delario Brito Tejada, dominicano, mayor de edad, casad.), 
agricultor, domiciliado y residente en la Sección Los Algo-
dones del Municipio de San Francisco de Macorís, ceja) a 
NQ 22402, serie 56, contra la sentencia de fecha 16 de fe-
brero de 1970, dictada en sus atribuciones correccionales 
por la Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, 
cuyo dispositivo será copiado más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de lá República; 
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Vista el acta del recurso de casación levantada, en fe-
cha 25 de febrero de 1970, en la Secretaría de la Corte 
a-qua, a requerimiento del Doctor Manuel Tejada Guzmán, 
cédula I\19  15878, serie 56, abogado del inculpado José Can-
delario Brito Tejada; acta en la que no se invoca ningi'm 
medio de casación determinado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 295 y 319 del Código Penal; 
10 de la Ley 1014, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimien-
to' de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que José Can. 
delario Brito Tejada, en fecha 18 de febrero de 1969 fue 
sometido a la acción de la justicia, prevenido del delito d.? 
violación al artículo 319 del Código Penal, en perjuicio de 
la menor, de 17 años de edad, Milagros Rosario Hernández; 
hecho ocurrido en la Sección Los Algodones del municipio 
de San Francisco de Macorís; b) que apoderada del asu.no 
la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan 
cia del Distrito Judicial de Duarte, procedió a instruí': la 
causa correspondiente; c) que en la audiencia del día 26 de 
agosto de 1969, celebrada por dicha Cámara Penal, los Doc-
tores Abraham Vargas Rosario, Fausto Efraín del Rosario 
C. y Darío Dorrejo Espinal, abogados de Francisco Rosario, 
parte civil constituida, a nombre y en representación de és-
te, formularon las siguientes conclusiones incidentales; 
"Primero: Declinar por vuestra sentencia el presente pro-
ceso penal por ante la jurisdicción de lugar para que se 
instruya la sumaria correspondiente por tratarse de un he-
cho calificado como criminal por la Ley represiva, en su 
artículo 295 (Código Penal Dominicano); Segundo: Reser-
var las costas al fondo si no hubiere oposición de parte y en 
caso contrario _condenar al pago de las mismas a quien las 
hubiere promovido y sucumbido en el presente incidente 
con distracción de ellas en provecho de los infrascritos a oo-
gados quienes afirman estarlas avanzando en su Malí- 
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dad"; d) que sobre las referidas conclusiones incidentaie 
la Cámara .a-quo dictó,. en fecha 26 de agosto de 1969 la sw-
tencia cuyo dispositivo está transcrito en el de la ahora 
impugnada; e) que sobre el recurso de apelación interp 
to en fecha 26 de agosto de 1969 por el procesado Brito Te-
jada, contra esa sentencia intervino el fallo ahora impug-
nado, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIME-
RO: Declara regular y válido el recurso de apelación in-
terpuesto por el Dr. Manuel Tejada Guzmán, a nombre y 
representación del prevenido José Candelario Brito, por 
haber sido intentado en tiempo hábil y de acuerdo a las 
leyes de procedimiento, contra sentencia dictada por la Pri-
mera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Duarte, de fecha 26 de agosto dei año 
1969, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Se 
acogen las conclusiones incidentales presentada:.. por la 
Parte Civil Constituida, por mediación de sus abagados 
apoderados cuyos nombres figuran en el expediente y por 
el Procurador Fiscal; Segundo: Se rechazan las cunclusio-
nes del prevenido José Candelario Brito, por mediación de 
su abogado constituido cuyo nombre figura en el expedien-
te; Tercero: Se declina el expediente, a cargo del nombra-
do José Candelario Brito, por ante el Juzgado de Instruc-
ción del Distrito Judicial de Duarte, para que se realicen 
las sumarias correspondientes, de acuerdo a la Ley, ya 
que en el presente caso hay indicios de criminalidad; Cuar-
to: Que se reserven las costas". SEGUNDO: Confirma la 
sentencia recurrida; TERCERO: Condena al prevenido Jo-
sé Candelario Brito al pago de las costas penales y civiles, 
con distracción de las últimas en favor de los abogados de 
la parte civil, Doctores Fausto Efraín Rosario Castillo y 
Danilo Dorrejo Espinal, quienes afirman estarlas avanzan-
do en su mayor parte"; 

Considerando que la Corte a-qua fundamenta su fallo 
en base a la motivación siguiente: "que tanto ante el Tri-
bunal .a-quo, como ante esta Corte de Apelación, la testigo 



1992 	 BOLETIN JUDICIAL DOLETIN JUDICIAL 	 1993 

Vista el acta del recurso de casación levantada, en fe-
cha 25 de febrero de 1970, en la Secretaría de la Corte 
a-qua, a requerimiento del Doctor Manuel Tejada Guzmán, 
cédula NQ 15878, serie 56, abogado del inculpado José Can-
delario Brito Tejada; acta en la que no se invoca ningíui 
medio de casación determinado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 295 y 319 del Código Penal; 
10 de la Ley 1014, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimien-
to' de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que José Can. 
delario Brito Tejada, en fecha 18 de febrero de 1969 fue 
sometido a la acción de la justicia, prevenido del delito d. 
violación al artículo 319 del Código Penal, en perjuicio de 
la menor, de 17 años de edad, Milagros Rosario Hernández; 
hecho ocurrido en la Sección Los Algodones del municipio 
de San Francisco de Macorís; b) que apoderada del asu ,no 
la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Duarte, procedió a instruir la 
causa correspondiente; c) que en la audiencia del día 26 de 
agosto de 1969, celebrada por dicha Cámara Penal, los Doc-
tores Abraham Vargas Rosario, Fausto Efraín del Rosario 
C. y Darío Dorrejo Espinal, abogados de Francisco Rosario, 
parte civil constituida, a nombre y en representación de és-
te, formularon las siguientes conclusiones incidentales; 
"Primero: Declinar por vuestra sentencia el presente pro-
ceso penal por ante la jurisdicción de lugar para que se 
instruya la sumaria correspondiente por tratarse de un he-
cho calificado como criminal por la Ley represiva, en su 
artículo 295 (Código Penal Dominicano); Segundo: Reser-
var las costas al fondo si no hubiere oposición de parte y en 
caso contrario condenar al pago de las mismas a quien las 
hubiere promovido y sucumbido en el presente incidente 
con distracción de ellas en provecho de los infrascritos a oo-
gados quienes afirman estarlas avanzando en su totali- 

dad"; d) que sobre las referidas conclusiones incidentales 
la Cámara a-quo dictó,. en fecha 26 de agosto de 1969 la sea-
tencia cuyo dispositivo está transcrito en el de la ahoi a 
impugnada; e) que sobre el recurso de apelación interp .ri-
to en fecha 26 de agosto de 1969 por el procesado Brito Te-
jada, contra esa sentencia intervino el fallo ahora impug-
nado, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIME-
RO: Declara regular y válido el recurso de apelación in-
terpuesto por el Dr. Manuel Tejada Guzmán, a nombre y 
representación del preYenido José Candelario Brito, por 
haber sido intentado en tiempo hábil y de acuerdo a las 
leyes de procedimiento, contra sentencia dictada por la Pri-
mera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Duarte, de fecha 26 de agosto dei año 
1969, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Se 
acogen las conclusiones incidentales presentadas por la 
Parte Civil Constituida, por mediación de sus abogados 
apoderados cuyos nombres figuran en el expediente y por 
el Procurador Fiscal; Segundo: Se rechazan las clinclusio-
nes del prevenido José Candelario Brito, por mediación de 
su abogado constituido cuyo nombre figura en el expedien-
te; Tercero: Se declina el expediente, a cargo del nombra-
do José Candelario Brito, por ante el Juzgado de Instruc-
ción del Distrito Judicial de Duarte, para que se realicen 
las sumarias correspondientes, de acuerdo a la Ley, ya 
que en el presente caso hay indicios de criminalidad; Cuar-
to: Que se reserven las costas". SEGUNDO: Confirma la 
sentencia recurrida; TERCERO: Condena al prevenido Jo-
sé Candelario Brito al pago de las costas penales y civiles, 
con distracción de las últimas en favor de los abogados de 
la parte civil, Doctores Fausto Efraín Rosario Castillo y 
Danilo Dorrejo Espinal, quienes afirman estarlas avanzan-
do en su mayor parte"; 

Considerando que la Corte a-qua fundamenta su fallo 
en base a la motivación siguiente: "que tanto ante el Tri-
bunal .a-quo, como ante esta Corte de Apelación, la testigo 
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Frasede Ros2rio Tejada expuso "él (refiriéndose a José 
Candelario Brito) le dijo, reza los tres credos, que hoy vas 
a morir, agregando, y en seguida le disparó"; "que el que 
voluntariamente mata a otro, se hace réo de homicidio" 
"que el artículo 10 de la Ley N 9  1014 dice: El Tribunal 
que es apoderado correccionalmente de un hecho que ame-
rite pena criminal, deberá reenviar la causa, para conoN.T 
de ella criminalmente"; "que existen indicios y presuncio-
nes graves de criminalidad contra el prevenido José Can-
delario Brito, que la enmarcan dentro del artículo 295 de 
nuestro Código Penal, la acción cometida por éste, contra 
la nombrada Milagros Rosario, por lo que procede enviar 
el presente expediente, a cargo de la persona ya indicada > 

 al Juzgado de Instrucción para que proceda a instruir la 
sumaria correspondiente, de acuerdo a la Ley". 

Considerando que la anterior motivación pone de re-
lieve que la Corte a,-qua al apreciar que en el caso de que 
se trata hay indicios y presunciones graves que caracterizan 
la posibilidad de la comisión de un crimen imputable al 
procesado José Candelario Brito Tejada, en perjuicio de la 
menor Milagros Rosario, ha actuado de conformidad con 
las disposiciones legales y con los elementos de juicio que 
han sido puestos a su alcance en el transcurso de la venti-
lación de la causa; que, por tanto, el recurso de casación 
interpuesto y que ha originado la presente instancia, care-
ce de fundamento y debe ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por José Candelario Brito Tejada, contra 
la sentencia de fecha 16 de febrero de 1970, dictada en sus 
atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de 
San Francisco de Macorís, cuyo dispositivo ha sido copia-
do en parte anterior del presente fallo, y, Segundo: Conde-
na al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan  

1 
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE SEPTIEMBRE DE 1970 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

Judicial de San Cristóbal, de fecha 12 de noviembre, 1969. 

Materia: Trabajo. 

Recu'rrente: Cristóbal Colón, C. por A. 
Abogado: Dr. M. A. Mata Brito. 

Recurrido: Francisco Bujosa. 

Abogado: Dr. Pedro Andrés Pérez Candelario. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, 
Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan 
Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuc-
cia, asistidos del Secretario General, en la Sala donde ce-
lebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 18 de septiembre del 
año 1970, años 1279 de la Independencia y 108 9  de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Cristó-
bal Colón, C. por A., domiciliada en la casa N 9  48 de la ca-
lle Isabel la Católica de esta ciudad, centra la sentencia dic-
tada por el Juzgado de Plimera Instancia del Distrito Ju-
dicial de San Cristóbal, en sus atribuciones de Tribunal de 
Trabajo de Segundo Grado, en Techa 12 de noviembre de 
1969, cuyo dispositivo se copia más adelanté; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Jorge Mora Nadal, en la lectura de sus con• 

clusiones, en representación del Dr. Miguel A. Brito Mata, 
cédula No 23397, serie 47, abogado de la recurrente; 

Oído al Dr. César Pina Toribio, cédula N 9  118435, se-
rie lo, en la lectura de sus conclusiones, en representación 
del Dr. Pedro Andrés Pérez Cabral, abogado del recurrido, 
que lo es Francisco Bujosa, agrimensor, domiciliado en la 
casa N9  54 de la calle Santomé de esta ciudad, cédula N 9 

 25124, serie 18; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Visto el memorial de casación de la recurrente, suscri-
to por su abogado, depositado en la Secretaría de la Su-
prema Corte de Justicia el día 20 de enero de 1970, y en 
el cual se invocan los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa del recurrido, suscrito 
por su abogado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 141 del Código de Procedimien-
to Civil; y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti 
yo de una reclamación laboral intentada por el hoy recurri-
do contra la recurrente, que no pudo ser conciliada, el Juz-
gado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dictó, en 
fecha 18 de septiembre de 1967, una sentencia cuyo dis.po-
sitiyo os el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Rechaza en to-
das sus partes las conclusiones del demandante por impro-
cedentes y mal fundadas y acoge las de la demandada. por 
ser justas y reposar sobre base legal; SEGUNDO: Decla-
ra prescrita la acción por haber sido intentada fuera de los 
plazos establecidos por la ley, y en consecuencia rechaza la 
demanda intentada por el señor Francisco Bujosa, ante es- 
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cédula N9  23397, serie 47, abogado de la recurrente; 
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del Dr. Pedro Andrés Pérez Cabral, abogado del recurrido, 
que lo es Francisco Bujosa, agrimensor, domiciliado en la 
casa N9  54 de la calle Santomé de esta ciudad, cédula N 9 

 25124, serie 18; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Visto el memorial de casación de la recurrente, suscri-
to por su abogado, depositado en la Secretaría de la Su-
prema Corte de Justicia el día 20 de enero de 1970, y en 
el cual se invocan los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa del recurrido, suscrito 
por su abogado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistes los artículos 141 del Código de Procedimien-
to Civil; y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti 
yo de una reclamación laboral intentada por el hoy recurri-
do contra la recurrente, que no pudo ser conciliada, el Juz-
gado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dictó, en 
fecha 18 de septiembre de 1967, una sentencia cuyo dispo-
sitivo Os el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Rechaza en to-
das sus partes las conclusiones del demandante por impro-
cedentes y mal fundadas y acoge las de la demandada. por 
ser justas y reposar sobre base legal; SEGUNDO: Decla-
ra prescrita la acción por haber sido intentada fuera de los 
plazos establecidos por la ley, y en consecuencia rechaza la 
demanda intentada por el señor Francisco Bujosa, ante es- 
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te Juzgado de Paz de Trabajo, mediante acto de fecha 10 
de marzo de 1967, instrumentado por el Ministerial Vidal 
Abréu Alcántara, alguacil ordinario de la Cámara de Tra-
bajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, contra el Ingenio Cristóbal Colón, C. por A., por los 
motivos antes citados; TERCERO: Condena al señor Fran-
cisco Bujosa al pago de las costas del procedimiento, con 
distracción de éstas en favor de los Doctores Claudio Adams 
Espinal y Miguel A. Brito Mata, quienes afirman haberlas 
avanzado en su mayor parte; b) que sobre el recurso de 
apelación interpuesto por el trabajador contra esa senten-
cia, la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, dictó el 
24 de enero de 1958 un fallo, cuyo dispositivo es el siguien-
te: "FALLA: PRIMERO: Rechaza las conclusiones del In-
genio Cristóbal Colón, C. por A., por improcedentes e in-
fundadas y declara injustificado el despido en el caso de 
la especie; SEGUNDO: Suspende su decisión, en cuanto al 
fondo, hasta cuando se realice la medida de instrucctén cue 
a seguidas se ordena por esta misma sentencia, o no haya lu-
gar legalmente a la verificación de la misma; TERCERO: 
Ordena la comparecencia del Ingenio Cristóbal Colón, C. 
por A., en la persona de su Administrador, o de quien ha-
ga las veces de tal, para que jure si el Ingenio Cristóbal 
Colón, C. por A., ha pagado o nó al señor Francisco Bujosa 
las prestaciones laborales que reclama en la presente li-
tis por concepto de preaviso, auxilio de cesantía y vacacio-
nes; CUARTO: Fija la audiencia pública del día 29 de fe-
brero del 1968, a las 9:00 de la mañana, para conocer de tal 
medida ordenada; QUINTO: Reserva las costas"; c) que 
sobre el recurso de casación interpuesto por la Compañía, 
contra ese fallo, la Suprema Corte de Justicia dictó el día 
14 de octubre de 1968, una sentencia cuyo dispositivo es el 
siguiente: "Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia 
dictada por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, 
en fecha 24 de enero de 1968, cuyo dispositivo se ha copia-
do en parte anterior del presente fallo, y envía el asunto 

ante el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de San Cristóbal; y, Segundo: Condena al recurrido Fran-
cisco Bujosa al pago de las costas, ordenándose la distrac-
ción de ellas en provecho de los abogados Doctores Mi-
guel A. Brito Mata y Claudio J. Adams E., quienes afir-
man haberlas avanzado en su mayor parte"; d) que el Tri 
bunal de envío dictó el Tallo ahora impugnado en cas x-
ción, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO' 
Declara bue.no  y válido en cuanto a la forma el recurso de 
apelación interpuesto por el nombrado Francisco Bujosa, 
contra sentencia dictada por el Juzgado de Paz de Trabajo 
del Distrito Nacional, en fecha 14 de octubre de 1968, en 
favor de la Cristóbal Colón. C. por A., por haber sido he-
cho de conformidad con la Ley; SEGUNDO: Se revoca la 
sentencia impugnada y obrando por propia autoridad y con-
trario imperio se condena a la Cristóbal Colón, C. por A., 
apagar a Francisco Bujosa el importe del preaviso de ce-
santía además de los salarios caídos con el límite de tres 
meses indicado en la Ley, vacaciones y demás compensacio-
nes laborales por causa de .despido injustificado; TERCE-
RO: Rechaza las conclusiones relativas al fondo, presenta-
das por la Cristóbal Colón, C. por A., por improcedentes y 
mal fundadas; CUARTO: Se condena a la Cristóbal Colón. 
C. por A., al pago de las costas, distrayendo las mismas en 
provecho del Dr. Ramón Pina Acevedo M., quien afirma 
haberla avanzado en su totalidad"; 

Considerando que en su memorial de casación, la re-
currente invoca los siguientes medios: Primer Medio: Des• 
naturalización de los hechos de la causa y de la prueba do-
cumental depositada en el expediente. Violación del artícu-
lo 141 del Código de Procedimiento Civil. Falta de base 
legal; Segundo Medio: Violación del artículo 141 del Códi-
go de Procedimiento Civil, por ausencia de motivos. Vio-
lación de los artículos 659 y 660 del Código de Trabajo. Fal-
ta de base legal; Tercer Medio: Violación del artículo 141 
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guel A. Brito Mata y Claudio J. Adams E., quienes af tr-
inan haberlas avanzado en su mayor parte"; d) que el Tri 
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ción, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO' 
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apelación interpuesto por el nombrado Francisco Bujosa, 
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favor de la Cristóbal Colón, C. por A., por haber sido he-
cho de conformidad con la Ley; SEGUNDO: Se revoca la 
sentencia impugnada y obrando por propia autoridad y con-
trario imperio se condena a la Cristóbal Colón, C. por A., 
a pagar a Francisco Bujosa el importe del preaviso de ce-
santía además de los salarios caídos con el límite de tres 
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provecho del Dr. Ramón Pina Acevedo M., quien afirma 
haberla avanzado en su totalidad"; 

Considerando que en su memorial de casación, la re-
currente invoca los siguientes medios: Primer Medio: Des-
naturalización de los hechos de la causa y de la prueba do-
cumental depositada en el expediente. Violación del artícu-
lo 141 del Código de Procedimiento Civil. Falta de base 
legal; Segundo Medio: Violación del artículo 141 del Códi-
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ta de base legal; Tercer Medio: Violación del artículo 141 
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del Código de Procedimiento Civil, en otro aspecto, por 
ausencia de motivos. Falta de base legal; Cuarto Medio: 
Violación del artículo 141 del Código de Procedimiento Ci-
vil, en otro - aspecto, por falsos y contradictorios motivos. 
Violación de los artículos 54 y 55 del Código de Trabajo. 
Falta de base legal; 

Considerando que en su segundo medio de casación, la 
recurrente alega en síntesis, que ella propuso ante el juez 
a-quo, como cuestión fundamental, lo siguiente: "Declarar 
prescrita la acción incoada por el Agrimensor Francisco 
Bujosa contra la Cristóbal Colón, C. por A., por haber 
prescrito ventajosamente los plazos establecidos por los 
artículos 659 y 660 del Código de Trabajo para el ejercicio 
de las acciones contractuales y no contractuales derivadas 
de las relaciones entre empleadores y trabajadores calcu-
lados entre las fechas en que fue levantada el acta de no 
acuerdo y la demanda introductiva de instancia"; que el 
Juez a-quo rechazó ese pedimento sin dar ningún motivo 
al respecto; que por consiguiente, sostiene la recurrente 
que en la sentencia impugnada se ha incurrido en la vio-
lación del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil; 
en mora de nronunclarse eohre conrlusirnes explícitas y 

Considerando que cuando los jueces han sido puestos 
formales, en las cuales les hayan formulado una preten-
sión precisa, no pueden, dichos jueces, rechazar expresa ni 
implícitamente los pedimentos contenidos en tales conclu-
siones, sin exponer en sus sentencias motivos suficientes y 
pertinentes que justifiquen su rechazamiento; 

Considerando que el examen de la sentencia impugna-
da pone de manifiesto que el juez a-quo al acoger la deman-
da del trabajador rechazó implícitamente el pedimento for-
mal antes transcrito, sin dar ningún motivo que justifique 
ese rechazamiento; que, en esas condiciones, la sentencia 
impugnada debe ser casada por violación del artículo 141 
del Código de Procedimiento Civil, sin que sea necesario 
ponderar los demás medios del recurso; 
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Considerando que cuando una sentencia es casada por 
violación de reglas procesales cuyo cumplimiento esté a 
cargo de los jueces, las costas pueden ser compensadas; 

Por tales motivos, Primero: Casa en todas sus partes, 
la sentencia dictada en sus atribuciones laborales, por el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San 
Cristóbal, en fecha 12 de noviembre de 1969, cuyo disposi-
tivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo; y 
envía el asunto ante el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Peravia, en las mismas atribuciones; y, 
Segundo: Compensa las costas entre las partes. 

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francis-
co Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juran 
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuc-
cia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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del Código de Procedimiento Civil, en otro aspecto, por 
ausencia de motivos. Falta de base legal; Cuarto Medio: 
Violación del artículo 141 del Código de Procedimiento Ci-
vil, en otro 'aspecto, por falsos y contradictorios motivos. 
Violación de los artículos 54 y 55 del Código de Trabajo. 
Falta de base legal; 

Considerando que en su segundo medio de casación, la 
recurrente alega en síntesis, que ella propuso ante el juez 
a-quo, como cuestión fundamental, lo siguiente: "Declarar 
prescrita la acción incoada por el Agrimensor Francisco 
Bujosa contra la Cristóbal Colón, C. por A., por haber 
prescrito ventajosamente los plazos establecidos por los 
artículos 659 y 660 del Código de Trabajo para el ejercicio 
de las acciones contractuales y no contractuales derivadas 
de las relaciones entre empleadores y trabajadores calcu-
lados entre las fechas en que fue levantada el acta de no 
acuerdo y la demanda introductiva de instancia"; que el 
Juez a-quo rechazó ese pedimento sin dar ningún motivo 
al respecto; que por consiguiente, sostiene la recurrente 
que en la sentencia impugnada se ha incurrido en la vio-
lación del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil; 
en mora de pronunciarse •Qohre conelusienes explícitas y 

Considerando que cuando los jueces han sido puestos 
formales, en las cuales les hayan formulado una preten-
sión precisa, no pueden, dichos jueces, rechazar expresa ni 
implícitamente los pedimentos contenidos en tales conclu-
siones, sin exponer en sus sentencias motivos suficientes y 
pertinentes que justifiquen su rechazamiento; 

Considerando que el examen de la sentencia impugna-
da pone de manifiesto que el juez a-quo al acoger la deman• 
da del trabajador rechazó implícitamente el pedimento for-
mal antes transcrito, sin dar ningún motivo que justifique 
ese rechazamiento; que, en esas condiciones, la sentencia 
impugnada debe ser casada por violación del artículo 141 
del Código de Procedimiento Civil, sin que sea necesario 
ponderar los demás medios del recurso; 

Considerando que cuando una sentencia es casada por 
violación de reglas procesales cuyo cumplimiento esté a 
cargo de los jueces, las costas pueden ser compensadas; 

Por tales motivos, Primero: Casa en todas sus partes. 
la sentencia dictada en sus atribuciones laborales, por el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San 
Cristóbal, en fecha 12 de noviembre de 1969, cuyo disposi-
tivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo; y 
envía el asunto ante el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Peravia, en las mismas atribuciones; y, 
Segundo: Compensa las costas entre las partes. 

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francis-
co Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuc-
cia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCI9 DE FECHA 25 DE SEPTIEMBRE DE 1970 

Sentencia impugnada: Cámara de Cuentas de la Repúbtca, de fecha 
16 de diciembre de 1969. 

Materia: Cont-Adm. 

Recurrente: Fdix Antonio Ortiz. 
Abogado: Dr. Julio de Windt Pichardo. 

Recurr:do: Procurador General Administrativo y Dr. Juan de Js. 
Bueno Lora. 

Abogados: Dres. Néstor Caro y Juan de Js. Buen.° Lora. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente cor.stituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani, Manuel A. Amiama, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Kmánzar y Santiago Osvaldo 
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 25 de sep• 
tiembre del año 1970, años 127Q de la Independencia y 108? 
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto per Félix An-
tonio Ortiz Henríquez, dominiczno, mayor de edad, casa-
do, Dr. en farmacia, domiciliado en la calle Aruba N9 38 
de esta ciudad (Ensanche Ozamal, cédu'a N 9  25658, serie 
56, contra la sentencia dictada en fecha 16 de diciembre de 
1969, por la Cámara de Cuentas de la República en fun- 
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ciones de Tribunal Superior Administrativo, cuyo dispo-
sitivo se copia más adelante; 

Oído al Dr. Julio de Windt Pichardo, cédula N 9  27190, 
serie 23, abogado del recurrente, en la lectura de sus con-
clusiones; 

Oído al Dr. Néstor Caro, Procurador General Adminis-
trativo en la lectura de sus conclusiones, y oídas también 
las conclusiones del Dr. Juan de Js. Bueno Lora, dominica-
no, mayor de edad, casado, abogado, defensor de su propia 
causa, domiciliado en la calle Aruba N9 38 de esta ciudad 
(Ensanche Ozama), cédula N 9  3703, serie 44; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación del recurrente, deposi-
tado el 4 de febrero de 1970, suscrito por su abogado, en 
el cual se invocan contra la sentencia impugnada los me-
dios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa del Procurador Genera; 
Administrativo, de fecha 18 de marzo de 1970; 

Visto el memorial del Dr. Juan de Js. Bueno Lora, de 
fecha 18 de febrero de 1970, por el cual interviene en el ca-
so para que se sostenga la sentencia impugnada; 
• 	La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 
berados y vistos los textos legales citados por el recurren-
te, que se mencionan más adelante; así como los artículos 
1 y siguientes de la Ley N9  1494 de 1947 que instituye la 
Jurisdicción Contencioso-Administrativa y sus modificacio-
nes; 8, inciso 2, apartado J) de la Constitución; y 1 y 20 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que, en la sentencia impugnada, y en 
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: 
a) que en fecha 14 de mayo de 1968, sobre pedimento del 
actual recurrente, el Subsecretario de Estado de Salud Pú-
blica y Asistencia Social, dictó una Resolución con el si-
guiente dispositivo: "RESUELVE: Conceder, como al efec- 
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SENTENCI9 DE FECHA 25 DE SEPTIEMBRE DE 1970 

Sentencia impugnada: Cámara de Cuentas de la República, de fecha 

16 de diciembre de 1969. 

Materia: Cont-Adm. 

Recurrente: Félix Antonio Ortiz. 
Abogado: Dr. Julio de Windt Pichardo. 

Recurrldo: Procurador General Administrativo y Dr. Juan de Js. 
Bueno Lora. 

Abogados: Dres. Néstor Caro y Juan de Js. Bueno Lora. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de- la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente corstitilída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Ftiente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani, Manuel A. Amiama, Joaquín M. Alvarez Pe-
rdió, Juan Bautista Rojas Al.mánzar y Santiago Osvaldo 
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 25 de sep• 
tiembre del año 1970, años 1279  de la Independencia y 1089 

 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Félix An-
tonio Ortiz Henríquez, dominiccno, mayor de edad, casa-
do, Dr. en farmacia, domiciliado en la calle Aruba N 9  38 
de esta ciudad (Ensanche OzamaN, cédu'a N 9  25658, serie 
56. contra la sentencia dictada en fecha 16 de diciembre de 
1969, por la Cámara de Cuentas de la República en fun- 

ciones de Tribunal Superior Administrativo, cuyo dispo-
sitivo se copia más adelante; 

Oído al Dr. Julio de Windt Pichardo, cédula N9 27190, 
serie 23, abogado del recurrente, en la lectura de sus con-
clusiones; 

Oído al Dr. Néstor Caro, Procurador General Adminis-
trativo en la lectura de sus conclusiones, y oídas también 
las conclusiones del Dr. Juan de Js. Bueno Lora, dominica-
no, mayor de edad, casado, abogado, defensor de su propia 
causa, domiciliado en la calle Aruba N 9  38 de esta ciudad 
(Ensanche Ozama), cédula N9 3703, serie 44; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación del recurrente, deposi-
tado el 4 de febrero de 1970, suscrito por su abogado, en 
el cual se invocan contra la sentencia impugnada los me-
dios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa del Procurador General 
Administrativo, de fecha 18 de marzo de 1970; 

Visto el memorial del Dr. Juan de Jis. Bueno Lora, de 
fecha 18 de febrero de 1970, por el cual interviene en el ca-
so para que se sostenga la sentencia impugnada; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berados y vistos los textos legales citados por el recurren-
te, que se mencionan más adelante; así como los artículos 
1 y siguientes de la Ley N 9  1494 de 1947 que instituye la 
Jurisdicción Contencioso-Administrativa y sus modificacio-
nes; 8, inciso 2, apartado J) de la Constitución; y 1 y 20 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que, en la sentencia impugnada, y en 
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: 
a) que en fecha 14 de mayo de 1968, sobre pedimento del 
actual recurrente, el Subsecretario de Estado de Salud Pú-
blica y Asistencia Social, dictó una Resolución con el si-
guiente dispositivo: "RESUELVE: Conceder, como al éfec- 
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to concede la presente autorización al Dr. Félix A. Ortiz 
H , para abrir una farmacia de su propiedad, que se deno-
minará "Dr. Ortiz", instalada en la calle 5 N 9  36, Ensan-
che Ozama, de Santo Domingo, D. N., cuya regencia estará 
a su cargo en su condición de Doctor en Farmacia y Cien-
cias Químicas de la Universidad de Santo Domingo"; b) 
que sobre recurso del Dr. Juan de Js. Bueno Lora, propie-
tario de una farmacia en la vecindad de la autorizada por 
la Resolución que se acaba de transcribir, la Cámara de 
Cuentas, en funciones de Tribunal Superior Administrati-
vo, revocó la Resolución ya dicha, por sentencia del 17 de 
diciembre de 1968, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: 
PRIMERO: Acoger, como al efecto acoge, en cuanto a la for-
ma, el recurso contencioso administrativo interpuesto por 
el Dr. Juan de Js. Bueno Lora, contra la Resolución dicta-
da por el Subsecretario de Estado de Salud Pública y Asis-
tencia Social, en fecha 10 de mayo de 1968; SEGUNDO: 
Revocar, como al efecto recova la aludida Resolución, por 
improcedente y mal fundada en derecho; TERCERO: Orde-
nar, como al efecto ordena, el cierre inmediato de la far-
macia "Dr. Ortiz", como consecuencia de la revocación d 
la Resolución que autorizó su apertura; CUARTO: Ordenar, 
como al efecto ordena, que es a la Secretaría de Estado de 
Salud Pública y Asistencia Social a quien corresponde eje-
cutar el cierre de dicha Farmacia; QUINTO: Rechazar, co-
mo al efecto rechaza, por improcedente e infundada, la in-
demnización de Cinco Mil Pesos Oro (RD$5,000.00) solici-
tada por el recurrente a cargo de la Secretaría de Estado 
de Salud Pública y Asistencia Social; SEXTO: Rechazar, 
ccmo al efecto rechaza, la indemnización adicional de Tres 
Mil Pesos Oro (RD$3,000 CO), solicitada por el recurrente 
a cargo de la Secretaría de Estado de Salud Pública y Asis-
tencia Social, también por improcedente y mal fundada"; 
c) que al conocer la última sentencia, el actual recurrente 
se dirigió al Tribunal Superior Administrativo, solicitan-
do su revisión, y que dicho Tribunal declaró inadmisible ese 
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recurso mediante la sentencia ahora impugnada, del 16 de 
diciembre de 1969, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: ÚNI-
CO: Declara inadmisible el recurso en revisión interpuesto 
por el Doctor Fél:x Antonio Ortiz Henríquez contra la 
sentencia N 9  26/68 de fecha 17 de diciembre de 1968, dic-
tada por la Cámara de Cuentas en funciones de Tribunal 
Superior Administrativo, por improcedente y mal fundado 
en derecho"; 

Considerando que el recurrente propone, contra esa 
sentencia, los siguientes medios de casación: Primer Me-
dio: Violación de la Libertad de Empresa, Comercio e In-
dustria establecida en el artículo 8, inciso 12 de la Consti-
tución; Segundo Medio: Violación al art. 1 9, Párrafo II, 
apartados a, b y c de la Ley 1494, que instituye la jurisdic-
ción contencioso administrativa; Tercer Medio: Violación 
de los artículos 67 Párrafo 3 9  y 71 Párrafo 1 9  de la Cons-
titución de la República en cuanto consagra el doble gra-
do de jurisdicción, en combinación con el art. 9 de la Ley 
1494, modificado por la Ley Núm. 3835 y atentado al dere- 
cho de defensa, consagrado por la Constitución y -las le-
yes, que aseguran el doble grado de jurisdicción en todos 
los asuntos, como consecuencia obligada de garantía al de-
recho de la defensa, y violación al art. 8 Párrafo 2 apartado 
J de la Constitución de la República. A estas reglas -no es-
capan las cuestiones administrativos, en efecto, el art. :) 
de la Ley 1494 establece: "Art. 9.— Párrafo I.— El térmi-
no para recurrir ante el Tribunal Superior Administrati-
vo es de 15 días, a contar del día en que el recurrente haya 
recibido la sentencia del Tribunal Superior Administrati-
vo de Primera Instancia, etc. etc."; Cuarto Medio: Viola-
ción del Art. 38, Acápite (a) por desconocimiento y falsa 
aplicación del mismo, y del Art. 40 de la expresada Ley 
1494 que establece la Jurisdicción Contencioso Administra-
tiva, en cuanto declara inadmisible el recurso de revisizt ,ii 
interpuesto contra la sentencia de fecha 16 de diciembr,1 
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to concede la presente autorización al Dr. Félix A. Ortiz 
H , para abrir una farmacia de su propiedad, que se deno-
minará "Dr. Ortiz", instalada en la calle 5 N9 36, Ensan-
che Ozama, de Santo Domingo, D. N., cuya regencia estará 
a su cargo en su condición de Doctor en Farmacia y Cien-
cias Químicas de la Universidad de Santo Domingo"; b) 
que sobre recurso del Dr. Juan de Js. Bueno Lora, propie-
tario de una farmacia en la vecindad de la autorizada por 
la Resolución que se acaba de transcribir, la Cámara de 
Cuentas, en funciones de Tribunal Superior Administrati-
vo, revocó la Resolución ya dicha, por sentencia del 17 de 
diciembre de 1968, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: 
PRIMERO: Acoger, como al efecto acoge, en cuanto a la for-
ma, el recurso contencioso administrativo interpuesto por 
el Dr. Juan de Js. Bueno Lora, contra la Resolución dicta-
da por el Subsecretario de Estado de Salud Pública y Asis-
tencia Social, en fecha 10 de mayo de 1968; SEGUNDO: 
Revocar, como al efecto recova la aludida Resolución, por 
improcedente y mal fundada en derecho; TERCERO: Orde-
nar, como al efecto ordena, el cierre inmediato de la far-
macia "Dr. Ortiz", como consecuencia de la revocación 
la Resolución que autorizó su apertura; CUARTO: Ordenar, 
como al efecto ordena, que es a la Secretaría de Estado de 
Salud Pública y Asistencia Social a quien corresponde eje-
cutar el cierre de dicha Farmacia; QUINTO: Rechazar, co-
mo al efecto rechaza, por improcedente e infundada, la in-
demnización de Cinco Mil Pesos Oro (RD$5,000.Ó3) solici-
tada por el recurrente a cargo de la Secretaría de Estado 
de Salud Pública y Asistencia Social; SEXTO: Rechazar, 
ccmo al efecto rechaza, la indemnización adicional de Tres 
Mil Pesos Oro (RD$3,000 CO), solicitada por el recurrente 
a cargo de la Secretaría de Estado de Salud Pública y Asis-
tencia Social, también por improcedente y mal fundada"; 
c) que al conocer la última sentencia, el actual recurrente 
se dirigió al Tribunal Superior Administrativo, solicitan-
do su revisión, y que dicho Tribunal declaró inadmisible ese 

recurso mediante la sentencia ahora impugnada, del 16 de 
diciembre de 1969, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: UNI-
CO: Declara inadmisible el reeursp en revisión interpuesto 
por el Doctor Fél:x Antonio Ortiz Henríquez contra la 
sentencia N9 26/68 de fecha 17 de diciembre de 1968, dic• 
tada por la Cámara de Cuentas en unciones de Tribunal 
Superior Administrativo, por improcedente y mal fundado 
en derecho"; 

Considerando que el recurrente propone, contra esa 
sentencia, los siguientes medios de casación: Primer Me-
dio: Violación de la Libertad de Empresa, Comercio e In-
dustria establecida en el artículo 8, inciso 12 de la Consti-
tución; Segundo Medio: Violación al art. 1 9, Párrafo II, 
apartados a, b y c de la Ley 1494, que instituye la jurisdic-
ción contencioso administrativa; Tercer Medio: Violación 
de los artículos 67 Párrafo 3 9  y 71 Párrafo 1 9  de la Cons-
titución de la República en cuanto ccnsagra el doble gra-
do de jurisdicción, en combinación con el art. 9 de la Ley 
1494, modificado por la Ley Núm. 3835 y atentado al dere-
cho de defensa, consagrado por la Constitución y las le-
yes, que aseguran el doble grado de jurisdicción en todos 
los asuntos, como consecuencia obligada de garantía al de-
recho de la defensa, y violación al art. 8 Párrafo 2 apartado 
J de la Constitución de la República. A estas reglas -no es-
capan las cuestiones administrativos, en efecto, el art. :I 
de la Ley 1494 establece: "Art. 9.— Párrafo I.— El térmi-
no para recurrir ante el Tribunal Superior Administrati-
vo es de 15 díars, a contar del día en que el recurrente haya 
recibido la sentencia del Tribunal Superior Administrati-
vo de Primera Instancia, etc. etc."; Cuarto Medio: Viola-
ción del Art. 38, Acápite (a) por desconocimiento y falsa 
aplicación del mismo, y del Art. 40 de la expresada Ley 
1494 que establece la Jurisdicción Contencioso Administra-
tiva, en cuanto declara inadmisible el recurso de revisk•ti 
interpuesto contra la sentencia de fecha 16 de diciembre  
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minada; que la revisión a que se refieren los artículos 37 
a 40 de la Ley N9  1494 es solamente aquella que pueden 
intentar los litigantes respecto a las sentencias relativas 
a causas en que ya han sido partes, pero no la revisión 
fondo de lugar cuando el recurso emane de terceros ex-
traños a esa instancia; que la pertinencia de ese recurso 'de 
los terceros, a más de representar un medio de defensa ase-: 
gurado a todas las personas, en forma universal, por la 
Constitución de la República en su artículo 8, inciso 2, 
apartado j), resulta incuestionable, en la materia a que es 
relativa la sentencia impugnada, del artículo 48 de la Ley 
N9  1494, cuyo texto es el siguiente: "En los casos de in-
tervención de terceros, de incidentes, o en cualquier otro 
cuya resolución no haya sido regulada por esta Ley, el Tri-
bunal Superior Administrativo podrá dictar reg aa espe-
ciales de procedimiento para el caso de que se trate úni-
camente, comunicando estas reglas a las partes interesadas; 
texto del cual resulta lógicamente la posibilidad de la opo-
sición de los terceros, cuando en casos como el que ahora 
se ventila, no hayan sido puestos en condiciones de defen-
der sus intereses mediante intervención ad litem a fin que 
los terceros no sufran los efectos de una sentencia que los 
perjudique, sin haber sido oídos ni citados; que, por todo 
lo precedentemente expuesto, procede acoger el recurso de 
casación de que se trata, para que el Tribunal a-quo reuli-
ce un nuevo examen del caso a la luz de las disposiciones 
que reglamentan el número de farmacias que pueden ope-
rar en la Capital de la República teniendo en cuenta su po-
blación, sin necesidad de ponderar los demás medios dei 
recurso; 

Considerando que, conforme al artículo 60 de la Ley 
N9  1494, agregádole por la N 9  3835 de 1954, en esta mate-
ria no procede la condenación en costas; 

Por tales motivos, Unico: Casa en todas sus partes la 
sentencia dictada en fecha 16 de diciembre de 1969 por la 
Cámara de Cuentas de la República en funciones de Tri- 
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del año 1968, así como motivo erróneo y ausencia de ba 
se .legal; Quinto Medio: Violación de las reglas de su pro-
pia competencia y exceso de poder; Sexto Medio: Viola-
ción Art. 41 Ley 1494, combinado con la parte infine del 
Art. 21 de la Ley Orgánica Judicial; 

Considerando que en los medios cuarto y quinto de 
su memorial, el recurrente alega,. en definitiva, que, el Dr. 
Juan de Js. Bueno Lora, cuando pidió y obtuvo del Tribu-
nal Superior Administrativo la sentencia que revocó la au-
torización administrativa que se había dado al recurrente 
para abrir su farmacia, hizo tal pedimento "a espaldas 
del recurrente"; que, en tales condiciones, no habiéndose-
le puesto en causa, en esa ocasión, su recurso contra la 
sentencia que le revocó su autorización no podía ser decla-
rado inadmisible, sin violar las reglas de la competencia 
del Tribunal Superior Administrativo; 

Considerando que, en el caso llevado por el Dr. Juan 
de Js. Bueno Lora al Tribunal a-quo y que dió lugar a su 
sentencia del 17 de diciembre de 1968, revocando la auto-
rización al actual recurrente Ortiz Henríquez, éste era un 
tercero interesado en la solución del caso sui géneris de 
que se trataba, aunque el demandado era el Estado en cu-
yo nombre se había expedido la autorización que fue re-
vocada; que si el Dr ;  Bueno Lóra aspiraba a que la sen-
tencia que se dictó el 17 de diciembre de 1968 fuera ejecu-
toria contra el actual recurrente, debió poner en causa en 
esa instancia a dicho recurrente por conducto del Tribunal, 
como resulta del contexto de la Ley N9 1494, lo que no 
consta que hiciera, en el texto de esa sentencia; que, pro-
ducida esa situación, el actual recurrente podía válida-
mente hacer oposición a esa sentencia, como tercero y por 
vía principal a esa sentencia, para que se revisara el caso 
en su totalidad, como lo hizo el 20 de enero de 1968; que 
ese recurso, contrariamente a como lo resolvió el Tribu-
nal a-quo, era admisible en la especial situación ya exa- 
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del año 1968, así como motivo erróneo y ausencia de ba 
se .legal; Quinto Medio: Violación de las reglas de su pro-
pia competencia y exceso de poder; Sexto Medio: Viola-
ción Art. 41 Ley 1494, combinado con la parte infine del 
Art. 21 de la Ley Orgánica Judicial; 

Considerando que en los medios cuarto y quinto de 
su memorial, el recurrente alega, en definitiva, que, el Dr. 
Juan de Js. Bueno Lora, cuando pidió y obtuvo del Tribu-
nal Superior Administrativo la sentencia que revocó la au-
torización administrativa que se había dado al recurrente 
para abrir su farmacia, hizo tal pedimento "a espaldas 
del recurrente"; que, en tales condiciones, no habiéndose-
le puesto en causa, en esa ocasión, su recurso contra la 
sentencia que le revocó su autorización no podía ser decla-
rado inadmisible, sin violar las reglas de la competencia 
del Tribunal Superior Administrativo; 

Considerando que, en el caso llevado por el Dr. Juan 
de Js. Bueno Lora al Tribunal a-quo y que dió lugar a su 
sentencia del 17 de diciembre de 1968, revocando la auto-
rización al actual recurrente Ortiz Henríquez, éste era un 
tercero interesado en la solución del caso sui géneris de 
que se trataba, aunque el demandado era el Estado en cu-
yo nombre se había expedido la autorización que fue re-
vocada; que si el Dr. Bueno Lora aspiraba a que la sen-
tencia que se dictó el 17 de diciembre de 1968 fuera ejecu-
toria contra el actual recurrente, debió poner en causa en 
esa instancia a dicho recurrente por conducto del Tribunal, 
como resulta del contexto de la Ley N9 1494, lo que no 
consta que hiciera, en el texto de esa sentencia; que, pro-
ducida esa situación, el actual recurrente podía válida-
mente hacer oposición a esa sentencia, como tercero y por 
vía principal a esa sentencia, para que se revisara el caso 
en su totalidad, como lo hizo el 20 de enero de 1968; que 
ese recurso, contrariamente a como lo resolvió el Tribu-
nal a-quo, era admisible en la especial situación ya exa- 

minada; que la revisión a que se refieren los articules 37 
a 40 de la Ley N9  1494 es solamente aquella que pueden 
intentar los litigantes respecto a las sentencias relativas 
a causas en que ya han sido partes, pero no la revisión a 
fondo de lugar cuando el recurso emane de terceros ex-
traños a esa instancia; que la pertinencia de ese recurso de 
los terceros, a más de representar un medio de defensa ase-
gurado a todas las personas, en forma universal, por la 
Constitución de la República en su artículo 8, inciso 2, 
apartado j), resulta incuestionable, en la materia a que es 
relativa la sentencia impugnada, del artículo 48 de la Ley 
N9  1494, cuyo texto es el siguiente: "En los casos de in-
tervención de terceros, de incidentes, o en . cualquier otro 
cuya resolución no haya sido regulada por esta Ley, el Tri-
bunal Superior Administrativo podrá dictar reg as espe-
ciales de procedimiento para el caso de que se trate úni-
camente, comunicando estas reglas a las partes interesadas; 
texto del cual resulta lógicamente la posibilidad de la opo-
sición de los terceros, cuando en casos como el que ahora 
se ventila, no hayan sido puestos en condiciones de defen-
der sus intereses mediante intervención ad litem a fin que 
los terceros no sufran los efectos de una sentencia que los 
perjudique, sin haber sido oídos ni citados; que, por todo 
lo precedentemente expuesto, procede acoger el recurso de 
casación de que se trata, para que el Tribunal a-quo rezan-
ce un nuevo examen del caso a la luz de las disposiciones 
que reglamentan el número de farmacias que pueden ope-
rar en la Capital de la República teniendo en cuenta su po-
blación, sin necesidad de ponderar los demás medios dei 
recurso; 

Considerando que, conforme al artículo 60 de la Ley 
N9  1494, agregádole por la N 9  3835 de 1954, en esta mate-
ria no procede la condenación en costas; 

Por tales motivos, Unico: Casa en todas sus partes la 
sentencia dictada en fecha 16 de diciembre de 1969 por la 
Cámara de Cuentas de la República en funciones de Tri- 
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bunal Superior Administrativo, cuyo dispositivo se ha 
transcrito en parte anterior del presente fallo; y envía el 
asunto al mismo Tribunal. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel 
A. Amiama.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bau-
tista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuc-
cia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCI9 DE FECHA 25 DE SEPTIEMBRE DE 1970 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de 

fecha 24 de noviembre de 1969. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Octavio de Jesús Estrella Tavárez. 
Abogado: Dr. Fernando E. Bello Cabral. 

Recurrido: Ana Lidia Estrella Pena de Estrella. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista Rojas Almánzar, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito 
Nacional, hoy día 25 de septiembre del año 1970, años 127 9 

 de la Independencia y 1089  de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Octavio 
de Jesús Estrella Tavárez, dominicano, mayor de edad, ca-
sado, comerciante, domiciliado en la antigua calle del Ma-
tadero del Distrito Municipal de Bajos de Haina, cédula 
N9 6704, serie 48, contra la sentencia dictada en fecha 24 
de noviembre de 1969, por la Corte de Apelación de San 
Cristóbal, en atribuciones civiles, cuyo dispositivo se trans-
cribe más adelante; 
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banal Superior Administrativo, cuyo dispositivo se ha 
transcrito en parte anterior del presente fallo; y envía el 
asunto al mismo Tribunal. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel 
A. Amiama.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bau-
tista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuc-
cia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y afio en él expresados, y fu2 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCI9 DE FECHA 25 DE SEPTIEMBRE DE 1970 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de 
fecha 24 de noviembre de 1969. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Octavio de Jesús Estrella Tavárez. 
Abogado: Dr. Fernando E. Bello Cabral. 

Recurrido: Ana Lidia Estrella Peña de Estrella. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista Rojas Almánzar, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito 
Nacional, hoy día 25 de septiembre del año 1970, años 127 9 

 de la Independencia y 1089 de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Octavio 
de Jesús Estrella Tavárez, dominicano, mayor de edad, ca-
sado, comerciante, domiciliado en la antigua calle del Ma-
tadero del Distrito Municipal de Bajos de Haina, cédula 
N9  6704, serie 48, contra la sentencia dictada en fecha 24 
de noviembre de 1969, por la Corte de Apelación de San 
Cristóbal, en atribuciones civiles, cuyo dispositivo se trans-
cribe más adelante; 
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Oído al alguacil de turno e nla lectura del rol; 
Oído al Dr. Fernendo E. Bello Cabral, cédula N 9  6030, 

serie 8, abogado del recurrente, en la lectura de sus con-
clusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de fecha 28 de enero 
de 1970, firmado por el abogado ae la recurrente, en el 
cual se invocan contra la sentencia impugnada, los medios 
que se indican más adelante; 

Vista la Resolución de fecha 31 de marzo de 1970, de-
clarando el defecto de Ana Lidia Estrella Peña de E,tre-
11a, parte recurrida; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistas las leyes 1306-bis de 1937, sobre divor-
cio; y 362 de 1932; y los artículos 141 del Código de Pro• 
cedimiento Civil; y 1, 5 y 65 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación; 

—133riliderando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) qtu 
con motivo de una demanda de divorcio intentada por 11 
recurrida, contra el actual recurrente, el Juzgado de Pri- 
mera Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal er. 
fecha 24 de febrero de 1969, dictó una sentencia en defec 
to, cuyo dispositivo aparece inserto en el de la sentencia 
impugnada; b) que en fecha 18 de agosto de 1969, la Corte 
de Apelación de San Cristóbal, sobre recurso del actual re-
currente, dictó en. defecto, contra el esposo, una sentencia 
cuyo dispositivo también aparece inserto en el de la impug-
nada; c) que sobre oposición de Octavio de Jesús Estrella 
Tavárez, en fecha 24 de noviembre de 1969, intervino la 
sentencia ahora impugnads en casación, cuyo dispositivo 
dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara bueno y válido en 
cuanto a la forma el recurso de oposición interpuesto por 
el señor Octavio de Js. Estrella Tavárez, contra la senten- 

cia de fecha 18 de agosto del año 1969, dictada en defecto 
por esta Corte de Apelación, cuyo dispositivo dice ahí: "Fo-
lla: Primero: Declara regular y válido en la forma el re-
curso de apelación intentado por el señor Octavio de Js 
Estrella Tavárez, cuyas generales constan anteriormente en 
esta sentencia contra la sentencia dictada por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, 
en fecha 24 de febrero del año 1969, por haberse interp,u1:4- 
to en tiempo hábil y de acuerdo con las formalidades lega-
les; Segundo: En cuanto al fondo, rechaza el mencionado 
recurso de Apelación intentado por el señor Octavio de Js. 
Estrella Tavárez, contra la mencionada sentencia, y en con-
secuencia, confirma en todas sus partes la sentencia recu-
rrida, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Pronun-
ciar, como en efecto pronuncia, el defecto contra el señor 
Octavio de Js. Estrella Tavárez, demandado, por no ha-
ber comparecido no obstante haber sido legalmente em-
plazado; Segundo: Admitir como en efecto admite, el di-
vorcio entre los esposos señores Ana Lidia Estrella Peña 
de Estrella y Octavio de Js. Estrella Tavárez, por la causa 
determinada de incompatibilidad de Caracteres; Tercero: 
Otorgar, como en efecto otorga, la guarda y cuidado del z -:te-
nor que habrá de nacer, a la madre demandante, señora 
Ana Lidia Estrella Peña de Estrella; Cuarto: Fijar como en 
efecto fija, en la suma de RD$45.00 (Cuarenta y Cinco Pe-
sos Oro) mensuales la pensión alimenticia que el padre de-
mandado deberá pasar a la madre demandante para la ma-
nutención de dicho menor; Quinto: Ordenar, como en erec-
to ordena, al demandado señor Octavio de Js. Estrella Ta-
várez, pagar a la demandante, señora Ana Lidia Estrella 
Peña de Estrella, la suma de Doscientos Pesos Oro (RD$ 
200.00) como provisión ad-litem; Sexto: Ordenar, como en 
efecto ordena, a la demandante señora Ana Lidia Estt'ella 
Peña de Estrella, presentarse por ante el Oficial del Esta-
do Civil correspondiente, a fin de hacer pronunciar el di-
vorcio y transcribir la sentencia en los registros corres- 
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Oído al alguacil de turno e nla lectura del rol; 
Oído al Dr. Fernrndo E. Bello Cabral, cédula N 9  6030, 

serie 8, abogado del recurrente, en la lectura de sus con-
clusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Visto el memorial de casación de fecha 28 de ene;.o 

de 1970, firmado por el abogado ae la recurrente, en el 
cual se invocan contra la sentencia impugnada, los medios 
que se indican más adelante; 

Vista la Resolución de fecha 31 de marzo de 1970, de-
clarando el defecto de Ana Lidia Estrella Peña de E)tre-
11a, parte recurrida; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistas las leyes 1306-bis de 1937, sobre divor-
cio; y 362 de 1932; y los artículos 141 del Código de Pro-
cedimiento Civil; y 1, 5 y 65 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación; 

---C4Miderando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella .se refiere, consta lo siguiente: a) que 
con motivo de una demanda de divorcio intentada por 11 
recurrida, contra el actual recurrente, el Juzgado de Pri• 
mera Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal er. 
fecha 24 de febrero de 1969, dictó una sentencia en defec 
to, cuyo dispositivo aparece inserto en el de la sentencia 
impugnada; b) que en fecha 18 de agosto de 1969, la Corte 
de Apelación de San Cristóbal, sobre recurso del actual re-
currente, dictó en.defecto, contra el esposo, una sentencia 
cuyo dispositivo también aparece inserto en el de la impug-
nada; e) que sobre oposición de Octavio de Jesús Estrella 
Tavárez, en fecha 24 de noviembre de 1969, intervino la 
sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo 
dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara bueno y válido en 
cuanto a la forma el recurso de oposición interpuesto por 
el señor Octavio de Js. Estrella Tavárez, contra la senten- 
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cia de fecha 18 de agosto del año 1969, dictada en defecto 
por esta Corte de Apelación, cuyo dispositivo dice aGí: "Fr•- 
11a: Primero: Declara regular y válido en la forma el re-
curso de apelación intentado por el señor Octavio de Js 
Estrella Tavárez, cuyas generales constan anteriormente en 
esta sentencia contra la sentencia dictada por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, 
en fecha 24 de febrero del año 1969, por haberse interpx:s. 
to en tiempo hábil y de acuerdo con las formalidadeG lega-
les; Segundo: En cuanto al fondo, rechaza el mencionado 
recurso de Apelación intentado por el señor Octavio de Js. 
Estrella Tavárez, contra la mencionada sentencia, y en con-
secuencia, confirma en todas sus partes la sentencia recu-
rrida, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Pronun-
ciar, como en efecto pronuncia, el defecto contra el señor 
Octavio de Js. Estrella Tavárez, demandado, por no ha-
ber comparecido no obstante haber sido legalmente em-
plazado; Segundo: Admitir como en efecto admite, el di-
vorcio entre los esposos señores Ana Lidia Estrella Peña 
de Estrella y Octavio de Js. Estrella Tavárez, por la causa 
determinada de incompatibilidad de Caracteres; Tercero: 
Otorgar, como en efecto otorga, la guarda y cuidado del n'e-
nor que habrá de nacer, a la madre demandante, señora 
Ana Lidia Estrella Peña de Estrella; Cuarto: Fijar como en 
efecto fija, en la suma de RD$45.00 (Cuarenta y Cinco Pe-
sos Oro) mensuales la pensión alimenticia que el padre de-
mandado deberá pasar a la madre demandante para la ma-
nutención de dicho menor; Quinto: Ordenar, como en elec-
to ordena, al demandado señor Octavio de Js. Estrella Ta-
várez, pagar a la demandante, señora Ana Lidia Estrella 
Peña de Estrella, la suma de Doscientos Pesos Oro (RD$ 
200.00) como provisión ad-litem; Sexto: Ordenar, como en 
efecto ordena, a la demandante señora Ana Lidia Estrella 
Peña de Estrella,. presentarse por ante el Oficial del Esta-
do Civil correspondiente, a fin de hacer pronunciar el di-
vorcio y transcribir la sentencia en los registros corres- 
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pondientes; Séptimo: Compensar como en efecto compen-
sa, entre las partes en causa, las costas dei procedimiento; 
Tercero: Ratdica el defecto pronunciado en audiencia con-
tra el señor Octavio de Js. Estrella Tavárez, por no haber 
comparecido a la audiencia, estando legaimente empla-
zado; Cuarto: Condena al señor Octavio de Js. Estreila 
várez, parte que ha sucumbido, al pago de las costas cau-
sadas con motivo de la presente instancia, y ordena la dis-
tracción de las mismas en favor de los 'doctores lulo' A. 
Ramírez Báez y Rafael Rodríguez Lara, quienes afirman 
haberlas avanzado en su mayor parte"; SEGUNDO: Rati-
fica el defecto pronunciado en audiencia contra la parte in-
timante, señor Octavio de Js. Estrella Tavárez, por no ha-
ber comparecido, no obstante haber sido legalmente empla-
zado; TERCERO: Acoge las conclusiones de la parte inti-
mada, señora Ana Lidia Estrella Peña de Estrella, pre-
sentada por mediación de su abogado constituido, doctor 
Tulio A. Ramírez Báez, por ser justas y reposar en pruebas 
legales, y, en consecuencia, mantiene en toda su fuerza y 
vigencia la sentencia recurrida, cuyo di:vositivo figura 
precedentemente copiado; CUARTO: Ordena que la refe-
rida sentencia sea ejecutada conforme al tenor de la mis-
ma; QUINTO: Condena a la parte intimante señor Octa-
vio de Js. Estrella Tavárez que sucumbe, al pago de las 
costas del procedimiento, causadas ante esta jurisdisrión, 
con distracción de las mismas en provecho del abogado doc-
tor Tulio A. Ramírez Báez, quien afirmó haberlas avanza-
do en su mayor parte"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
el siguiente medio de casación: Medio Unico: Falsa aplica-
ción de la Ley N 9  1306 bis, de fecha 21 de mayo de 1937, 
de divorcio. Motivación errónea. Violación a la Ley N9 362, 
del 16 de septiembre de 1932. Violación al derecho de de-
fensa. Falta de Base Legal; 

Considerando que el artículo 5 9  de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación en su párra'fo 2 9  dice como sigue:  

"El memorial deberá ir acompañado de una copia certifi-
cada de la sentencia impugnada y de todos los doeumen-
tos en que se apoya la casación solicitada, etc."; 

Considerando que en la especie, no obstante decir 
el recurrente, en su memorial, que interpone su recurso 
de casación contra la sentencia dictada en defecto por la 
Corte de Apelación de San Cristóbal en fecha 24 de no-
viembre de 1969 que desestima la oposición, copia de la 
cual anexa a su memorial, lo cierto es, que sus agravies los 
dirige propiamente contra la sentencia oponida, dictada por 
la misma Corte en fecha 18 de agosto de ese mismo año 
1969, que había admitido el divorcio entre los cónyuges, y 
de la cual no se ha depositado copia por ninguna de las par-
tes en litis; que en tales circunstancias, hay que admitir 
que esta Suprema Corte de Justicia se encuentra ir.' posi-
bilitada para determinar el fundamento de los agravios in-
vocados por el recurrente, y que, al no haber éste justifi-
cado su recurso, al tenor del artículo 5 de la Ley sobre Pro 
cedimiento de Casación, dicho recurso debe ser declarad:; 
inadmisible; 

Considerando que las costas pueden ser compensadas 
en todo o en parte, entre cónyuges; 

Por tales motivos, Primero: Se declara inadmisible el 
recurso de casación interpuesto por Octavio de Jesús Es-
trella contra la sentencia civil dictada por la Corte de Ape-
lac'ón de San Cristóbal en fecha 24 de noviembre de 1968, 
cuyo dispositivo se transcribe en parte anterior del presen-
te fallo; Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel 
A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. A".- 
várez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Emes 
to Cur:el hijo, Secretario General. 
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pondientes; Séptimo: Compensar como en efecto compan-
sa, entre ras partes en causa, las costas dei procedimiento; 
Tercero: Ratirica el defecto pronunciado en audiencia con-
tra el señor Octavio de Js. Estrella Tavárez, por no haber 
comparecido a la audiencia, estando legalmente empla-
zado; Cuarto: Condena al señor Octavio de Js. Estrella Ta-
várez, parte que ha sucumbido, al pago de las costas cau-
sadas con motivo de la presente instancia, y ordena la dis-
tracción de ras mismas en favor de los 'doctores A. 
Ramírez Báez y Rafael Rodríguez Lara, quienes afirman 
haberlas avanzado en su mayor parte"; SEGUNDO: Rati-
fica el defeeip pronunciado en audiencia contra la parte in-
timante, señor Octavio de Js. Estrella Tavárez, por no ha-
ber comparecido, no obstante haber sido legalmente empla-
zado; TLRCERO: Acoge las conclusiones de la parte inti-
mada, señora Ana Lidia Estrella Peña de Estrella, pre-
sentada por mediación de su abogado constituido, doctor 
Tulio A. Ramírez Báez, por ser justas y reposar en pruebas 
legales, y, en consecuencia, mantiene en toda su fuerza y 
vigencia la sentencia recurrida, cuyo dispositivo figura 
precedentemente copiado; CUARTO: Ordena que la refe-
rida sentencia sea ejecutada conforme al tenor de la mis-
ma; QUINTO: Condena a la parte intimante señor Octa-
vio de Js. Estrella Tavárez que sucumbe, al pago de las 
costas del procedimiento, causadas ante esta jurisdisrión, 
con distracción de las mismas en provecho del abogado doc-
tor Tulio A. Ramírez Báez, quien afirmó haberlas avanza-
do en su mayor parte"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
el siguiente medio de casación: Medio Unico: Falsa aplica-
ción de la Ley N9  1306 bis, de fecha 21 de mayo de 1937, 
de divorcio. Motivación errónea. Violación a la Ley N9 362, 
del 16 de septiembre de 1932. Violación al derecho de de-
fensa. Falta de Base Legal; 

Considerando que el artículo 5 9  de la Ley sobré Pro-
cedimiento de Casación en su párrafo 29 dice como sigue: 
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"El memorial deberá ir acompañado de una copia certifi-
cada de la sentencia impugnada y de todos los doeumen-
tos en que se apoya la casación solicitada, etc."; 

Considerando que en la especie, no obstante decir 
el recurrente, en su memorial, que interpone su recurso 
de casación contra la sentencia dictada en defecto por la 
Corte de Apelación de San Cristóbal en fecha 24 de no-
viembre de 1969 que desestima la oposición, copia de la 
cual anexa a su memorial, lo cierto es, que sus agravios los 
dirige propiamente contra la sentencia oponida, dictado por 
la misma Corte en fecha 18 de agosto de ese mismo año 
1969, que había admitido el divorcio entre los cónyuges, y 
de la cual no se ha depositado copia por ninguna de las par-
tes en litis; que en tales circunstancias, hay que admitir 
que esta Suprema Corte de Justicia se encuentra in'posi-
bilitada para determinar el fundamento de los agravios in-
vocados por el recurrente, y que, al no haber éste justifi-
cado su recurso, al tenor del artículo 5 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación, dicho recurso debe ser declarado; 
inadmisible; 

Considerando que las costas pueden ser compensadas 
en todo o en parte, entre cónyuges; 

Por tales motivos, Primero: Se declara inadmisible el 
recurso de casación interpuesto por Octavio de Jesús Es-
trella contra la sentencia civil dictada por la Corte de Ape-
lac'ón de San Cristóbal en fecha 24 de noviembre de 1968, 
cuyo dispositivo se transcribe en parte anterior del presen-
te fallo; Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel 
A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. A:- 
várez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Ernes 
to Cur:el hijo, Secretario General. 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au 
diencia pública del día, mes y año en él expresados. y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado): Ernesto Curial hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 28 DE SEPTIEMBRE DE 1970 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 

5 de noviembre de 1969. 

Materia: Penal. 

Recurrentes: María Altagracia Salas de Cabrera y la Unión de 
Seguros, C. por A. 

Abogado: Dr. Julián Ramia. 

Intarviniente: María Consuelo Reyes. 
Abogado: Dr. Lorenzo Raposo Jiménez. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupan:, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista Rojas Almánzar, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 28 del mes de Septiembre del 
año 1970, años 127 9  de la Independencia y 108 9  de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Marín 
Altagracia Salas de Cabrera, dominicana, mayor de edad 
casada, de oficios domésticos, del domicilio de Santiago d3 
los Caballeros, y la Unión de Seguros C. por A., organiza 
da de acuerdo con las leyes de la República Dominicana, 
igualmente domiciliada, contra la sentencia dictada por la 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au 
diencia pública del día, mes y año en él expresados. y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 28 DE SEPTIEMBRE DE 1970 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 
5 de noviembre de 1969. 

Materia: Penal. 

Recurrentes: María Altagracia Salas de Cabrera y la Unión de 
Seguros, C. por A. 

Abogado: Dr. Julián Ramia. 

Interviniente: María Consuelo Reyes. 
Abogado: Dr. Lorenzo Raposo Jiménez. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupan:, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista Rojas Almánzar, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 28 del mes de Septiembre del 
año 1970, años 1279 de la Independencia y 1089 de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Mari- 
. Altagracia Salas de Cabrera, dominicana, mayor de edad 
casada, de oficios domésticos, del domicilio de Santiago d. 
103 Caballeros, y la Unión de Seguros C. por A., organiza 
da de acuerdo con las leyes de la República Dominicana, 
igualmente domiciliada, contra la sentencia dictada por la 
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Corte de Apelación de Santiago en atribuciones correccio-
nales, en fecha 5 de noviembre de 1969, cuyo dispositivo s. , 

 transcribirá más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. José E. Hernández Machado, en nombre 

del Dr. Julián Ramia Yapur, cédula 48547, serie 31, abo-
gado de los recurrentes, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído al Dr. Lorenzo Raposo Jiménez, abogado de la 
interviniente, María Consuelo Reyes, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso levantada a requerimiento del 
Dr. Julián Ramia Yapur, en la Secretaría de la Corte a-qua, 
en fecha 13 de noviembre de 1963, y en la cual no se invo-
ca ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado 
de los recurrentes, en fecha 19 de junio de 1970, y en el 
cual se invocan los medios que más adelante se expresarán; 

Visto el escrito de la interviniente, constituída en Dar-
te civil, firmado por su abogado en fecha 19 de junio de 
1970; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 215 y 1409 y 1384 del Código 
Civil, 5 y 6 de la Ley 1\TQ 390 de 1940, 1 y 65 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la decisión impugnada y en les 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que con motivo de un accidente automovilístico ocurrido 
en Santiago de los Caballeros en fecha 23 de octubre de 
1967, y del cual resultó con lesiones el menor Fernando 
Antonio Reyes, causadas con el automóvil placa pública 
I•11> 40904, manejado por el chófer Ramón Antonio Luna 
Cabrera, la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera 

Instancia del Distrito Judicial de Santiago, dictó en fecha 
14 de mayo de 1968, una sentencia cuyo dispositivo se 
transcribe en el de la sentencia ahora impugnada; b) que 
contra dicha sentencia recurrieron en apelación, tanto la 
parte civilmente responsable puesta en causa, como la ase-
guradora de su responsabilidad civil, o sea la Unión de Se-
guros C. por A.; c) que con dicho motivo la Corte de Ape-
lación de Santiago, apoderada de dicho recurso, dictó la 
sentencia ahora impugnada en casación, de la cual es el 
dispositivo siguiente: "Falla: Primero: Declara buenos y 
válidos, en la 'forma, los recursos de apelación interpuestos 
por el Dr. Julián Ramia Yapur, a nombre y representación 
de la señora María Altagracia Salas de Cabrera y de la 
Unión de Seguros, C. por A., y por el Dr. Lorenzo E. Ra-
poso Jiménez a nombre y representación de la señora Ma-
ría Consuelo Reyes, parte civil constituída, contra senten• 
cia correccional dictada por la Tercera Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
tiago en fecha catorce (14) de Mayo del año mil novecien-
tos sesenta y ocho, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: 
Primero: Se declara al nombrado Ramón Antonio Luna Ca-
brera, culpable de violar la Ley 5771, al ocasionar golpes 
involuntarios, producidos por manejo de vehículo de mo-
tor, curables después de tres y antes de cuatro meses, que 
produjeron fractura del fémur derecho en perjuicio del 
menor Fernando Antonio Reyes, por su falta única, y en 
consecuencia de su culpabilidad se condena al pago de una 
multa de RIMO 00, acogiendo en su favor circunstancias 
atenuantes; segundo: Se declara buena y válida la consti-
tución en parte civil hecha por la señora María Consuelo 
Reyes, en su calidad de madre y tutora legal del menor 
Fernando Antonio Reyes, en contra del inculpado Ramón 
Antonio Luna Cabrera, María Alt. Salas de Cabrera, pro-
pietaria del vehículo; y la Compañía Aseguradora de la 
responsabilidad civil de esta última "Unión de Seguros", 
C. por A.; Tercero: Se condena a los señores Ramón Anto- 
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Corte de Apelación de Santiago en atribuciones correccio-
nales, en fecha 5 de noviembre de 1969, cuyo dispositivo s , 

 transcribirá más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. José E. Hernández Machado, en nombre 

del Dr. Julián Ramia Yapur, cédula 48547, serie 31, abo-
gado de los recurrentes, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído al Dr. Lorenzo Raposo Jiménez, abogado de la 
interviniente, María Consuelo Reyes, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso levantada a requerimiento del 
Dr. Julián Ramia Yapur, en la Secretaría de la Corte a-qua, 
en fecha 13 de noviembre de 1963, y en la cual no se invo-
ca ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado 
de los recurrentes, en fecha 19 de junio de 1970, y en el, 
cual se invocan los medios que más adelante se expresarán; 

Visto el escrito de la interviniente, constituída en par-
te civil, firmado por su abogado en fecha 19 de junio de 
1970; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 215 y 1409 y 1384 del Código 
Civil, 5 y 6 de la Ley NQ 390 de 1940, 1 y 65 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la decisión impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que con motivo de un accidente automovilístico ocurrido 
en Santiago de los Caballeros en fecha 23 de octubre d' 
1967, y del cual resultó con lesiones el menor Fernando 
Antonio Reyes, causadas con el automóvil placa pública 
IsI9  40904, manejado por el chófer Ramón Antonio, Luna 
Cabrera, la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera 

Instancia del Distrito Judicial de Santiago, dictó en fecha 
14 de mayo de 1968, una sentencia cuyo dispositivo se 
transcribe en el de la sentencia ahora impugnada; b) que 
contra dicha sentencia recurrieron en apelación, tanto la 
parte civilmente responsable puesta en causa, como la ase-
guradora de su responsabilidad civil, o sea la Unión de Se-
guros C. por A.; e) que con dicho motivo la Corte de Ape-
lación de Santiago, apoderada de dicho recurso, dictó la 
sentencia ahora impugnada en casación, de la cual es el 
dispositivo siguiente: "Falla: Primero: Declara buenos y 
válidos, en lalorma, los recursos de apelación interpuestos 
por el Dr. Julián Ramia Yapur, a nombre y representación 
de la señora María Altagracia Salas de Cabrera y de la 
Unión de Seguros, C. por A., y por el Dr. Lorenzo E. Ra-
poso Jiménez a nombre y representación de la señora Ma-
ría Consuelo Reyes, parte civil constituida, contra senten-
cia correccional dictada por la Tercera Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
tiago en fecha catorce (14) de Mayo del año mil novecien-
tos sesenta y ocho, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: 
Primero: Se declara al nombrado Ramón Antonio Luna Ca-
brera, culpable de violar la Ley 5771, al ocasionar golpes 
involuntarios, producidos por manejo de vehículo de mo-
tor, curables después de tres y antes de cuatro meses, que 
produjeron fractura del fémur derecho en perjuicio del 
menor Fernando Antonio Reyes, por su falta única, y en 
consecuencia de su culpabilidad se condena al pago de una 
multa de RD$50 00, acogiendo en su favor circunstancias 
atenuantes; Segundo: Se declara buena y válida la consti-
tución en parte civil hecha por la señora María Consuelo 
Reyes, en su calidad de madre y tutora legal del menor 
Fernando Antonio Reyes, en contra del inculpado Ramón 
Antonio Luna Cabrera, María Alt. Salas de Cabrera, pro-
pietaria del vehículo; y la Compañía Aseguradora de la 
responsabilidad civil de esta última "Unión de Seguros", 
C. por A.; Tercero: Se condena a los señores Ramón Anta- 
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nio Luna Cabrera, y María Alt. Salas de Cabrera, al pago 
conjunto y solidario de una indemnización de RD$8C0.00 
(Ochociantcs Pesos Oro), a favor de la señora María Con-
suelo Reyea, como justa reparación per los daños y per-
juicios morales y materiales experimentados por ella en 
consecuencia de las lesiones recibidas por su hijo menor 
Antonio Reyes; Cuarto: Se condena a los señores Ramóa 
Antonio Luna Cabrera y María Alt. Salas de Cabrera, al 
pago de los intereses legaloa da la suma principal acordada, 
a partir de la demanda y hasta la total ejecución de esta 
sentencia, a título de indemnización suplementaria; Quin-
to: Se declara ejecutable y oponible la presente sentencia 
con todas sus consecuencias legales. a la Compañía "Unión 
de Seguros" C. por A., en su calidad de aseguradora del 
vehículo que ocasionó el accidente; Sextc: Se condena al 
nombrado Ramón Antonio Luna Cabrera, al pago de las 
costas penales del procedimiento; Séptimo: Se condena a 
los señores Ramón Antonio Luna Cabrera y María Alt. Sa-
las de Cal- rara, y la Compañía Unión de Seguros, C por A. 
al pago conjunto y solidario de las costas civiles, distrayen-
do ee las mismas en provecho del Dr. Lorenzo E. Ranas-) 
Jiménez, callen afirma estarles avanzando en su totalidad"; 
Segundo: Rechaza las conclusiones presentadas por el Dr. 
Julia. Rarnia Yanur, hechas a nombre de la señora Ma-
ría Altagracia Salas de Cabrera, persona civilmente res-
ponsable, y de la Unión de Segures, C. por A., en el senti-
do de que: "Primero: no se ha probado que en e'. ni:intento 
del accidente el señor Ramón Antonio Luna Cabrera era 
'reposé de dcha señora, es decir, que no se ba probado 
la relación de comitente a preposé entre dicha señora y el 
mencionado conductor"; por considerar esta Corte de Ape-
lac'ón, que por las declaraciones pre!tadas en audiencia 
por el seriar Ramón Antonio Luna Cabrera, conrlucter del 
vehículo causante del accidente ha cuedado establecida la 
relación de comitente a preposé existente entre él y la pro-
pietaria del vehículo, señora María Altagracia Salas de ea- 

brera, ya que según su propia confesión éste reciba órde-
nes, en el manejo del referido vehículo, de su propietaria, 
señora María Altagracia Salas de Cabrera; "y Segundo: 
que siendo la señora María Altagracia Salas de Cabrera 
una mujer casada debió ponerse en causa al esposo de la 
misma, en su calidad de administrador de los bienes co-
munes conforme a las disposiciones de los artículos 1426, 
1427 y 1428 del Código Civil"; en razón de que contraria-
mente a lo sostenido por la concluyente, la formalidad o 
reclamo que hace, de que debió ser puesto en causa el es-
poso de ésta, no es necesario después de haber sido refor-
mado el artículo 215 del Código Civil por la Ley 390, del 
18 de Diciembre de 1940, que concede plena capacidad de 
los dereihos iiviles a la mujer Tasada, la cual tiene en vir-
tud de esta ley, la misma uapacidad de la mujer soltera, 
"puesto que el régimen matrimonial que adopten los es-
posos no pueden contener ninguna restricción a la capaci-
dad civil de los esposos que no se halle expresamente en 
la ley"; Tercero: Modifica el ordinal Tercero de la senten-
cia apelada en el sentido de aumentar la indemnización de 
RD$800.00 (Ochocientos Pesos Oro), que le fue acordada a 
la señora María Consuelo Reyes, como justa reparación por 
los daños y perjuicios morales y materiales experimenta-
dos por ella a consecuencia de las lesiones recibidas por su 
hijd menor, Fernando Antonio Reyes, y puestas a cargo de 
los señores Ramón Antonio Luna Cabrera y María Alta-
gracia Salas de Cabrera, a la suma de RD$1,600.00 (Mil 
Seiscientos Pesos Oro); Cuarto: Confirma los ordinales Se-
gundo, Cuarto y Quinto de la sentencia recurrida, los cua-
les están alcanzados por el presente recurso de Apelación: 
Quinto: Condena a la señora María Altagracia Salas de Ca-
brera al pago de los intereses legales de la suma acordada, 
a partir de la demanda, a título de indemnización suple-
mentaria; Sexto: Condena a la señora María Altagracia Sa-
las de Cabrera y a la Compañía Unión de Seguros, C. per 
A., al pago de las costas civiles, con distracción de las mis- 
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nio Luna Cabrera. y María Alt. Salas de Cabrera, al pago 
conjunto y solidario de una indemnización de RD$8C0.00 
(Ochocientos Pesos Oro), a favor de la señora María Con-
suelo Reyes, como justa reparación per los daños y per-
juicios morales y materiales experimentados por ella en 
consecuencia de las lesiones recibidas por su hijo menor 
Antonio Reyes; Cuarto: Se condena a los señores Ramón 
Antonio Luna Cabrera y María Alt. Salas de Cabrera, al 
pago de los intereses legales de la suma principal acordada, 
a partir de la demanda y hasta la total ejecución de esta 
sentencia, a título de indemnización suplementaria;. Quin-
to: Se declara ejecutable y oponible la presente sentencia 
con todas sus consecuencias legales. a la Compañía "Unión 
de Seguros" C. por A., en su calidad de aseguradora del 
vehículo que ocasionó el accidente; Sextc: Se condena a". 
nombrado Ramón Antonio Luna Cabrera, al pago de las 
costas penales del procedimieWo; Séptimo: Se condena a 
los señores Ramón Antonio Luna Cabrera y María Alt. Sa-
las de Cal- rera, y la Compañía Unión de Seguros, C por A. 
al pago conjunto y solidario de las costas civiles, distrayen-
do ee las mismas en provecho del Dr. Lorenzo E. Rapo 
Jiménez, euien afirma estarles avanzando en su totalidad"; 
Segundo: Rechaza las conclusiones presentadas por el Dr. 
Julián Ramia Yanur, hechas a nombre de la señora Ma-
ría Altagracia Salas de Cabrera, persona &vilmente res-
ponsable, y de la Unión de Segures, C. por A., en el senti-
do de que: "Primero: no se ha probado que en el rnamento 
del accidente el señor Ramón Antonio Luna Cabrera era 
'reposé de dcha señora, es decir, que no se ha probado 
la rele&ón de comitente a preposé entre dicha señora y el 
mencionado conductor"; por cons'clerar esta Corte de Ape-
lac'ón, que por las declaraciones prestadas en audiencia 
por el señor Ramón Antonio Luna Cabrera, contlecter del 
vehículo causante del accidente ha euedaclo establecida la 
relación de comitente a preposé existente entre él y la pro-
pietaria del vehículo, señora María Altagracia Salas de Ca- 

brera, ya que según su propia confesión éste reciba órde-
nes, en el manejo del referido vehículo, de su propietaria, 
señora María Altagracia Salas de Cabrera; "y Segundo: 
que siendo la señora María Altagracia Salas de Cabrera 
una mujer casada debió ponerse en causa al esposo de la 
misma, en su calidad de administrador de los bienes co-
munes conforme a las disposiciones de los artículos 1426, 
1427 y 1428 del Código Civil"; en razón de que contraria-
mente a lo sostenido por la concluyente, la formalidad o 
reclamo que hace, de que debió ser puesto en causa el es-
poso de ésta, no es necesario después de haber sido refor-
mado el artículo 215 del Código Civil por la Ley 390, del 
18 de Diciembre de 1940, que concede plena capacidad de 
los dereihos iiviles a la mujer iasada, la cual tiene en vir-
tud de esta ley, la misma uapacidad de la mujer soltera, 
"puesto que el régimen matrimonial que adopten los es-
posos no pueden contener ninguna restricción a la capaci-
dad civil de los esposos que no se halle expresamente en 
la ley"; Tercero: Modifica el ordinal Tercero de la senten-
cia apelada en el sentido de aumentar la indemnización de 
RD$800.00 (Ochocientos Pesos Oro), que le fue acordada a 
la señora María Consuelo Reyes, como justa reparación por 
los daños y perjuicios morales y materiales experimenta-
dos por ella a consecuencia de las lesiones recibidas por su 
hijd menor, Fernando Antonio Reyes, y puestas a cargo de 
los señores Ramón Antonio Luna Cabrera y María Alta-
gracia Salas de Cabrera, a la suma de RD$1,600.00 (Mil 
Seiscientos Pesos Oro); Cuarto: Confirma los ordinales Se-
gundo, Cuarto y Quinto de la sentencia recurrida, los cua-
les están alcanzados por el presente recurso de Apelación: 
Quinto: Condena a la señora María Altagracia Salas de Ca-
brera al pago de los intereses legales de la suma acordada, 
a partir de la demanda, a título de indemnización suple-
mentaria; Sexto: Condena a la señora María Altagracia Sa-
las de Cabrera y a la Compañía Unión de Seguros, C. per 
A., al pago de las costas civiles, con distracción de las mis- 
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mas en provecho del Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez, quien 
afirmó estarlas avanzando en su totalidad"; 

Considerando que en su memorial de casación, las re-
currentes invocan los siguientes medios: "Primer Medio: 
Violación y falsa aplicación de los artículos 215, 1426 y 
1427 del Código Civil y 3 del Código de Procedimiento Cri-
minal Segrndo Medio: Violación y falsa aplicación del ar-
tículo 1384 del Código Civil, re - ativo a la responsabilida:1 
del comitente por el hecho del prepcsé, y consecuente vio••  
lación dcl artículo 1315 del Código Civil. Falta de base le-
gal y por tanto violación del artículo 1381 del Código Civil"; 

Considerando que en apoyo del primer medio de su 
memorial, la recurrente alega, en síntesis, que en el régi-
men de la comunidad de bienes, cualquier acción en justi-
cia que se dirija contra la esposa da lugar, al propio tiem-
po, a que sea puesto en causa el marido, a 'lin de hacer opo-
nible a la comunidad las condenaciones que pue:!en tener 
sobre la mujer; que al ser la recurrente una muiee c ••~ada, 

 y no haberse cumplido dicha formalidad al demandArsele 
a título de comitente del prevenido, para responder en tal 
calidad, de las ccndenaciones ciivles susceptible; de ser 
pronunciadas por los jueces del fondo, se ha incurrido 
la violación de los artículos 215, 1426 y 1427 del Có.ligo Ci-
vil, por lo que la sentencia impugnada debe ser casada; pero, 

Considerando que la víctima de un hecho cometido per 
una mujer casada, o del cual ella deba responder, no está 
ol•igada a poner en causa al marido para obtener la repa-
ración correspondiente; que en estas condiciones la recu-
rrente carece de interés en lo alegado por ella, tanto más 
cuanto que las condenaciones dictadas contra ella, por efec-
to de la misma sentencia que las pronunció, no se declara-
ron oponibles al esposo, sino a la compañía aseguradora de 
su responsab ,.1"idad civil; que por le tanto el medio propues-
to debe ser desestimado; 1 
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Considerando que por el segundo medio de su memo-
rial, los recurrentes alegan, en síntesis que la Corte a-qua 
admitió que la señora Salas de Cabrera, era comitente del 
prevenido, fundándose so:E. mente en que dicha señora da 
órdenes al último, sin hacer comprobación alguna con res-
pecto al elemento subordinación, indispensable para una 
correcta aplicación del artículo 1384 del Código Civil ra-
zón por la cual la decisión impugnada debe cer casada; pero, 

Considerando, que cuando el propietario o poseedor de 
un vehículo de motor, cuya circulación es fuente recono-
cida de pe:igros, lo confía a otra persona para su manejo 
o conducción, es preciso admitir que para les fines de la 
responsabilidad civil y del seguro obligatorio de vehículo de 
motor, el propietario o el poseedor debe presumirse hasta 
prueba en contrario, como comitente de esa perscna, y siem-
pre que se establezca que el conductor del vehículo ha ce-
meticio una falta; 

Considerando que el examen de la decisión impugna-
da pone de manifiesto que la Corte a-qua dió por estable-
cido que el accidente automovilístico del cual resultó le-
eionado el menor Fernando Antonio Reyes, se debió a la 
falta exclusiva del prevenido Luna Cabrera, quien en el 
momento del accidente manejaba el carro público N 9  40904 
que le había sido confiado para su manejo por su propie-
taria María Altagracia Salas de Cabrera; que en consecuen 
cia, la Corte a-qua pudo correctamente, en base a tales com-
probaciones dar por establecido que en el momento del ac-
cidente la demandada ccmo civilmente respcnsable de los 
daños ocasionados por el prevenido con el vehículo de su 
propiedad que manejaba, era comitente de este último; 
que en razón de lo anteriormente erpresado el segundo me-
dio del memorial debe ser desestimado por carcer de fun-
damento; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por María Altagracia Salas de Cabrera 
y la Unión de Seguros, C. por A., contra la sentencia clic- 
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mas en provecho del Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez, quien 
afirmó estarlas avanzando en su totalidad"; 

Considerando que en su memorial de casación, las re-
currentes invocan los siguientes medios: "Primer Medio: 
Violación y falsa plicacIón de los artículos 215, 1426 y 
1427 del Código Civil y 3 del Código de Procedimiento Cri-
minal. Segrndo Medio: Violación y falsa aplicación del ar-
tículo 1384 del Código Civil, re - ativo a la responsabilida.1 
del comitente por el hecho del prepcsé, y consecuente vio-
lación del artículo 1315 del Código Civil. Falta de basa le-
gal y por tanto violación del artículo 1381 del Código Civil": 

Considerando que en apoyo del primer medio de su 
memorial, la recurrente alega, en síntesis, que en el régi-
men de la comunidad de bienes, cualquier acción en justi-
cia que se dirija contra la esposa da lugar, al propio tiem-
po, a que sea puesto en causa el marido, a 'l'in de hacer opo-
nible a la comunidad las condenaciones que pue.b.n recaer 
sobre la mujer; que al ser la recurrente una mulee c•qada, 
y no haberse cumplido dicha formalidad al clamandArsele 
a título de comitente del prevenido, para resporder en tal 
calidad, de las cendenaciones ciivles susceptible; de ser 
pronunciadas por los jueces del fondo, se ha incurrido eu 
la violación de los artículos 215, 1426 y 1427 del Có•ligo Ci-
vil, por lo que la sentencia impugnada debe ser casada; pero, 

Considerando que la víctima de un hecho cometido per 
una mujer casada, o del cual ella deba responder, no está 
ol1igada a poner en causa al marido para obtener la repa-
ración correspondiente; que en estas condiciones la recu-
rrente carece de interés en lo alegado por ella, tanto más 
cuanto que las condenaciones dictadas contra ella, por efec-
to de la misma sentencia que las pronunció, no se declara-
ron oponibles al esposo, sino a la compañía aseguradora de 
su responsab;adacl civil; que por le tanto el medio propues-
to debe ser desestimado; 

Considerando que por el segundo medio de su memo-
rial, los recurrentes alegan, en síntesis que la Corte a-qua 
admitió que la señora Salas de Cabrera, era comitente del 
prevenido, fundándose solamente en que dicha señora da 
órdenes al último, sin hacer comprobación alguna con res-
pecto al elemento subordinación, indispensable para una 
correcta aplicación del artículo 1384 dei Código Civil ra-
zón por la cual la decisión impugnada debe ser casada; pero, 

Considerando, que cuando el propietario o poseedor de 
un vehículo de motor, cuya circulación es fuente recono-
cida de peligros, lo confía a otra persona para su manejo 
o conducción, es preciso admitir que para les fines de la 
responsabilidad civil y del seguro obligatorio de vehículo de 
motor, el propietario o el poseedor debe presumirse hasta 
prueba en contrario, como comitente de esa perscna, y siem-
pre que se establezca que el conductor del vehículo ha co-
metiuo una falta; 

Considerando que el examen de la decisión impugna-
da pone de manifiesto que la Corte a-qua dió por estable-
cido que el accidente automovilístico del cual resultó le-
eionado el menor Fernando Antonio Reyes, se debió a la 
falta exclusiva del prevenido Luna Cabrera, quien en el 
momento del accidente manejaba el carro público No 40904 
que le había sido confiado para su manejo por su propie-
taria María Altagracia Salas de Cabrera; que en consecuen-
cia, la Corte a-qua pudo correctamente, en base a tales com-
probaciones dar por establecido que en el momento del ac-
cidente la demandada ccmo civilmente respcnsable de los 
daños ocasionados por el prevenido con el vehículo de su 
propiedad que manejaba, era comitente de este último; 
que en razón de lo anteriormente erpresado el segundo me-
dio del memorial debe ser desestimado por carcer de fun-
damento; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por María Altagracia Salas de Cabrera 
y la Unión de Seguros, C. por A., contra la sentencia dic. 
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tada en atribuciones correccionales por la Corte de Apela-
ción de Santiago, en fecha 5 de noviembre de 1969, cuyo 
dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presente 
fallo; y Segundo: Condena a los recurrentes al pago de las 
costas, cuya distracción se ordena en provecho del Dr. Lo-
renzo E. Raposo Jiménez, quien afirma haberlas avanza-
do en su totalidad. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.-
Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.-- Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Almánzar.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por :os 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Unión 
de Seguros, C. por A. y Ramón Burgos, contra la sentencia 
dictada por la Corte de Apelación de San Franckca da Ma-
corís, de fecha 17 de marzo del 1970, cuyo dispositivo di-
ce así: "FALLA: PRIMERO: Declara regu• ar y válido el 
recurso de apelación interpuesto por el Dr. José María Mo-
reno Martínez, a nombre y representación del prevenido 
Apolinar Terrero Martínez, Antonio Burgos, persona civil- 

SENTENCIA DE FECHA 28 DE SEPTIEMBRE DE 1970 

Sentencia imptigna2a: Corte de Ayelación de San Francisco de 
Maco.is, de fecha 17 de marzo de 1970. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Un:én de Seguros, C. por A. y Ramón Burgos. 

Inbrviniente: Hugo Serrarlo Castro. 
Abogado: Dr. Jesús Anton:o Pichardo. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida per los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y 
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretaria 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 28 de septiembre del año 1970, años 127 9  de la Indepen-
dencia y 108 9  de la Restauración, dicta en audiencia públi-
ca,,como corte de casación, la siguiente sentencia: 



tada en atribuciones correccionales por la Corte de Apela-
ción de Santiago, en fecha 5 de noviembre de 1969, cuyo 
dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presente 
fallo; y Segundo: Condena a los recurrentes al pago de las 
costas, cuya distracción se ordena en provecho del Dr. Lo-
renzo E. Raposo Jiménez, quien afirma haberlas avanza-
do en su totalidad. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.-
Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Almánzar.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por tos 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 28 DE SEPTIEMBRE DE 1970 

S'atienda impugna:la: Corle Ce Alelación de San Francisco de 

Maco.is, Ce fecha 17 Ce marzo de 1970. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Unten de Seguros, C. por A. y Ramón Burgos. 

Interviniente: IIugo Serraro Castro. 
Abogado: Dr. Jesús AnIon:o Pichardo. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida per los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelió, Juan Lautista Rojas Almánzar y 
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Sewetari.) 
General, en la Sala donde ce_ebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 28 de septiembre del año 1970, años 127 9  de la Indepen-
dencia y 108 9  de la Restauración, dicta en audiencia públi-
ca, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Unión 
de Seguros, C. por A. y Ramón Burgos, contra la sentencia 
dictada por la Corte de Apelación de San Franci-sca de Ma-
corís, de fecha 17 de marzo del 1970, cuyo dispositivo di-
ce así: "FALLA: PRIMERO: Declara regu ar y válido el 
recurso de apelación interpuesto por el Dr. José María Mo-
reno Martínez, a nombre y representación del prevenido 
Apolinar Terrero Martínez, Antonio Eurgos, persona civil- 
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mente responsable y la UPnión de Seguros C. por A., Com-
pañía de Seguros, por haber sido intentado en tiempo há-
bil y de acuerdo a las leyes de procedimiento, contra sen-
tencia dictada por la Primera Cámara Penal del Juzgado 
de Primera instancia del Distrito Judicial de Duarte, de fe-
cha 30 de septiembre del año 1969, cuyo dispositivo es el 
siguiente: "Falla: Primero: Que debe declarar y declara 
regular y válida en cuanto a la forma la constitución en 
parte Civil, hecha por el señor Hugo Serrano Díaz, repre-
sentado por el Dr. Jesús Antonio Pichardo, contra el preve-
nido Apolinar Terrero Martínez, y Antonio Burgos, perso-
na civilmente responsable en calidad de propietario del 
vehículo que ocasionó el accidente, así como contra la Com-
pañía de Seguros "Unión de Segurós, C. por A.", Compa-
ñía aseguradora del vehículo objeto del presente caso; Se-
gundo: Que debe Declarar y declara, al nombrado Apolinar 
Terrero Martínez, de generales anotadas, culpable del deli-
to de heridas involuntarias, ocasionadas con el manejo del 
vehículo de motor, (Viol. a la Ley 241) en perjuicio de Hu-
go Serrano Díaz, y en consecuencia se le condena al pago 
de una multa de Veinte y Cinco Pesos Oro (RD$25.00), aco-
giendo a su favor circunsatncias atenuantes; Tercero: Que 
debe condenar y condena al nombrado Apolinar Terrero 
Martínez, al pago de las costas penales; Cuarto: Que debe 
condenar y condena al nombrado Apolinar Terrero Martí-
nez, (prevenido) y Antonio Burgos, persona civilmente res-
ponsable, en calidad de Propietario del vehículo que oca-
sionó el accidente al pago solidario de una indemnización 
de Ochocientos Pesos Oro (RD$800.00), en favor de la Par-
te Civil constituida, señor Hugo Serrano Díaz, como justa 
reparación por los daños morales y materiales sufridos por 
éste con motivo del accidente; Quinto: Que debe declarar 
y declara, que la indemnización señalada en el ordinal an-
terior (4to.) es oponible a la Compañía de Seguros "Unión 
de Seguros, C. por A.", en su calidad de compañía Asegu-
radora del vehículo que ocasionó el accidente; Sexto: Que 
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debe condenar y condena, a los nombrados Apolinar Terre-
ro Martínez, Antonio Burgos y la Compañía de Seguros 
"Unión de Seguros, C. por A.", al pago solidario de las cos-
tas civiles con distracción de la misma en provecho del 
Dr. Jesús Ant. Pichardo, quien afirma haberlas avanzado 
en su totalidad" SEGUNDO: Mod2iica el ordinal cuarto 
de la sentencia apelada y la Corte obrando por autoridad 
propia y contrario imperio rebaja la indemnización impues-
ta por el tribunal a quo, a la suma de quinientos pesos (RD 
$500.00), y contiima la sentencia en ios demás aspectoss; 
TERCERO: Condena a la parte apelante al pago de las cos-
tas del presente recurso;" 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído en sus conclusiones al Dr. Víctor Kalaf, en repre-

sentación del Dr. Jesús Antonio Pichardo, abogado de Hu-
go Serrano Castro, persona constituida en parte civil, in-
terviniente en esta instancia; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el escrito de intervención firmado por el Dr. Je-
sus Antonio Pichardo; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha, 30 de marzo del 
1910, a requerimiento del Dr. José María Moreno Martí-
nez, abogado de los recurrentes, en la cual no se invoca nin-
gún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de casa-
ción sea interpuesto por el Ministerio Público, por la parte 
civil constituida o por la persona puesta en causa como ci-
vilmente responsable, el depósito de un memorial, con la 
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mente responsable y la UPnión de Seguros C. por A., Com-
pañía de Seguros, por haber sido intentado en tiempo há-
bil y de acuerdo a las leyes de procedimiento, contra sen-
tencia dictada por la Primera Cámara Penal del Juzgado 
de Primera instancia del Distrito Judicial de Duarte, de fe-
cha 30 de septiembre del año 1969, cuyo dispositivo es el 
siguiente: "Falla: Primero: Que debe declarar y declara 
regular y válida en cuanto a la forma la constitución en 
parte Civil, hecha por el señor Hugo Serrano Díaz, repre-
sentado por el Dr. Jesús Antonio Pichardo, contra el preve-
nido Apolinar Terrero Martínez, y Antonio Burgos, perso-
na civilmente responsable en calidad de propietario del 
vehículo que ocasionó el accidente, así como contra la Com-
pañía de Seguros "Unión de Segurós, C. por A.", Compa-
ñía aseguradora «el vehículo objeto del presente caso; Se-
gundo: Que debe Declarar y declara, al nombrado Apolinar 
Terrero Martínez, de generales anotadas, culpable del deli-
to de heridas involuntarias, ocasionadas con el manejo del 
vehículo de motor, (Viol. a la Ley 241) en perjuicio de Hu-
go Serrano Díaz, y en consecuencia se le condena al pago 
de una multa de Veinte y Cinco Pesos Oro (RD$25.00), aco-
giendo a su favor circunsatncias atenuantes; Tercero: Que 
debe condenar y condena al nombrado Apolinar Terrero 
Martínez, al pago de las costas penales; Cuarto: Que debe 
condenar y condena al nombrado Apolinar Terrero Martí-
nez, (prevenido) y Antonio Burgos, persona civilmente res-
ponsable, en calidad de Propietario del vehículo que oca-
sionó el accidente al pago solidario de una indemnización 
de Ochocientos Pesos Oro (RD$800.00), en favor de la Par-
te Civil constituida, señor Hugo Serrano Díaz, como justa 
reparación por los daños morales y materiales sufridos por 
éste con motivo del accidente; Quinto: Que debe declarar 
y declara, que la indemnización señalada en el ordinal an-
terior (4to.) es oponible a la Compañía de Seguros "Unión 
de Seguros, C. por A.", en su calidad de compañía Asegu-
radora del vehículo que ocasionó el accidente; Sexto: Que 

debe condenar y condena, a los nombrados Apolinar Terre-
ro Martínez, Antonio Burgos y la Compañía de Seguros 
"Unión de Seguros, C. por A.", al pago solidario de las cos-
tas civiles con distracción de la misma en provecho del 
Dr. Jesús Ant. Pichardo, quien afirma haberlas avanzado 
en su totalidad" SEGUNDO: Mod2iica el ordinal cuarto 
de la sentencia apelada y la Corte obrando por autoridad 
propia y contrario imperio rebaja la indemnización impues-
ta por el tribunal a quo, a la suma de quinientos pesos (RD 
$500.00), y combina la sentencia en los demás aspectoss; 
TERCERO: Condena a la parte apelante al pago de las cos-
tas del presente recurso;" 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído en sus conclusiones al Dr. Víctor Kalaf, en repre-

sentación del Dr. Jesús Antonio Pichardo, abogado de Hu-
go Serrano Castro, persona constituida en parte civil, in-
terviniente en esta instancia; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el escrito de intervención firmado por el Dr. Je-
sus Antonio Pichardo; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha, 30 de marzo del 
1970, a requerimiento del Dr. José María Moreno Martí-
nez, abogado de los recurrentes, en la cual no se invoca nin-
gún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de casa-
ción sea interpuesto por el Ministerio Público, por la parte 
civil constituida o por la persona puesta en causa como ci-
vilmente responsable, el depósito de un memorial, con la 
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exposición de los medios en que se funda, será obligatorio 
a pena de nulidad, si no se ha motivado el recurso en la 
declaración correspondiente; 

Consideiancio que en el presente caso, los recurren-
tes no expusieron al declarar su recurso de casación los me-
dios que les- servirían de fundamento, ni han presentad,. 
luego, memorial alguno contentivo de dichos medios; por 
lo cual, en tales condiciones, el recurso que se examina, re-
sulta nulo al tenor del artículo 37 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Hugo Serrano Castro; Segundo: Declara nulo el recur-
so de casación interpuesto por la Compañía Unión de Se-
guros, C. por A. y Ramón Burgos, contra la sentencia dic-
tada por la Corte de Apelación de San Francisco de Ma-
corís, en sus atribuciones correccionales, en fecha 17 de 
marzo del 1970, cuyo dispositivo ha sido copiado en par te 
anterior del presente fallo; Tercero: Condena a los recu-
rrentes al pago de las costas, con distracción de las misma.; 
en provecho del Dr. Jesús Antonio Pichardo, quien las ha 
avanzado en su mayor parte. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando E. 
Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.— Ma-
nuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. 
Alvarez Perdió.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— San-
tiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, qty? 
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 28 DE SEPTIEMBRE DE 1970 

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 

20 de octubre de 1969. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Ignacio Román c. s. Francisco Bartolomé Chico. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Vernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Piesidente; Manuel D. Bei ,: 
gés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, 
Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almán-
zar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Na-
cional, hoy día 28 de septiembre del 1970, años 127 9  de la 
Independencia y 108 9  de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ignacio 
Román, dominicano, mayor de edad, casado a,gricultor, cé-
dula N9  23538, serie 47, domiciliado y residente en la Sec-
ción denominada "El Mamey" del Municipio de La Vega, 
contra la sentencia de fecha 20 de octubre de 1969, dicta-
da por la Corte de Apelación de La Vega, cuyo dispositivo 
dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara regulares y válidos, 
en la forma, los recursos de apelación interpuestos por la 
parte civil constituída Ignacio Román y por el prevenido 
Francisco Bartolomé Chico, contra la sentencia correccio-
nal Núm. 1379 de la Segunda Cámara Penal del Juzgado 
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exposición de los medios en que se funda, será obligatorio 
a pena de nulidad, si no se ha motivado el recurso en la 
deciaracion correspondiente; 

Considerando que en el presente caso, los recurren-
tes no expusieron al declarar su recurso de casación los me-
dios que les servirían de fundamento, ni han preseniaci: 
luego, memorial alguno contentivo de dichos medios; por 
lo cual, en tales condiciones, el recurso que se examina, re-
sulta nulo al tenor del artículo 37 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Hugo Serrano Castro; segundo: Declara nulo el recur-
so de casación interpuesto por la. Compañía Unión de Se-
guros, C. por A. y Ramón Burgos, contra la sentencia dic-
tada por la Corte de Apelación de San Francisco de Ma-
corís, en sus atribuciones correccionales, en fecha 17 de 
marzo del 1970, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte 
anterior del presente fallo; Tercero: Condena a los recu-
rrentes al pago de las costas, con distracción de las misma.: 
en provecho del Dr. Jesús Antonio Pichardo, quien las ha 
avanzado en su mayor parte. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando E. 
Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.— Ma-
nuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. 
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— San-
tiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, qu 
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 28 DE SEPTIEMBRE DE 1970 

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 
20 de octubre de 1969. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Ignacio Román c. s. Francisco Bartolomé Chico. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Eipidio Beras, 
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
'zar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Na-
cional, hoy día 28 de septiembre del 1970, años 127 9  de 11 
Independencia y 108 9  de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ignacio 
Román, dominicano, mayor de edad, casado a,gricultor, cé-
dula N9 23538, serie 47, domiciliado y residente en la Sec-
ción denominada "El Mamey" del Municipio de La Vega, 
contra la sentencia de fecha 20 de octubre de 1969, dicta-
da por la Corte de Apelación de La Vega, cuyo dispositivo 
dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara regulares y válidos, 
en la forma, los recursos de apelación interpuestos por la 
parte civil constituída Ignacio Román y por el prevenido 
Francisco Bartolomé Chico, contra la sentencia correccio-
nal Núm. 1379 de la Segunda Cámara Penal del Juzgado 



BOLETIN JUDICIAL 	 2029 2028 	 BOLETIN JUDICIAL 

de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, de 
fecha 25 de Octubre de 1968, cuyo dispositivo es el siguien-
te: "Falla: Primero: Se acoge como bueno y válido la cons-
titución en parte civil intentada por Ignacio Román en 
contra del Estado Dominicano y del Sacerdote Francisco 
Bartolome Chico al través de los Dres. Julián Ramía Ya-
pur y Rafael Pimentel Rodríguez por ser regular en la for-
ma; Segundo: Se declara culpable al nombrado Francis.:D 
Bartolomé Chico de Viol, las disposiciones de la Ley 5711 
en perjuicio de ignacio Román y en consecuencia se ie c,,n• 
dena al pago de una multa de RD$10.00 acogiendo en su fa-
vor circunstancias atenuantes; Tercero: Se condena al nom-
brado Francisco Bartolomé Chico al pago de una indemni-

zación de RD$2,000.00 en favor de Ignacio Román come, 
justa reparación de los daños morales y materiales que le 
causara; Cuarto: Se condena al nombrado Francisco Bar-
tolomé Chico al pago de las costas civiles con distracción 
de las mismas en provecho de los Dres. Julián Ramía Ya-
pur y Rafael Pimentel Rodríguez quienes afirman haberlas 
avanzado en su mayor parte: Quinto: Se rechaza la parte 
civil intentada por el señor Ignacio Román al través de los 
Dres. Julián Ramía Yapur y Rafael Pimentel Rodríguez en 
contra dei Estado Dominicano y de la Compañía de Seguros 
San Madi por improcedente y mal fundada; Sexto: Se con 
dena al nombrado Francisco Bartolomé Chico al pago de la:, 
costas penales. Por haber sido hecho de conformidad a la 

• Ley. SEGUNDO: Confirma el ordinal Segundo de la sen-
tencia recurrida que declara culpable al prevenido Fran-
cisco Bartolomé Chico, de violar las disposiciones de la 
Ley N9  5771, en perpjuicio de Ignacio Román y lo condena 
al pago de una multa de RD$10.00 (Diez Pesos Oro), aco-
giendo en su favor circunstancias atenuantes y agregando 
esta Corte, por omisión en el dispositivo del tribunal a-quo, 
"faltas recíprocas de la víctima y el prevenido". TERCERO: 
Declara regular y válida, en la forma, la constitución en 
parte civil intentada por Ignacio Román contra el preveni 

do Francisco Bartolomé Chico, el Estado Dominicano y la 
Cía- de Seguros "San Rafael", C. por A., por haber sido 
hecha de acuerdo a los preceptos legales. CUARTO: Con 
dena al prevenido Francisco Bartolomé Chico, al pago de 
una indemnización de RD$2,000.00 (Dos Mil Pesos Oro) e 
favor de Ignacio Román, como justa reparación por los da 
ños morales y materiales sufridos por éste. confirmando así 
el ordinal Tercero de la sentencia recurrida al considerar 
esta Corte, que dicha suma es ajustada por su parte pro-
porcional en la falta originaria del accidente. QUINTO: Re-
chaza, por improcedentes y mal fundadas, en cuanto al 
fondo. las conclusiones de la parte civil constituida Igna-
cio Rcmán, ene se refiere al Estado Dominicano y a la Cía. 
de Seguros "San Rafael", C. por A., por no haberse esta-
blecido en esta Corte. la relación de comitencia entre el 
prevenido Francisco Bartolomé Chico. al Sacerdote Dorta 
Duaue v la persona civilmente responsable Estado Domini-
cano. SEXTO: Condena a Francisco Bartolomé Chico al pa-
go de las costas penales de esta alzada y además al nago de 
las costas civiles, distrayéndolas en provecho del Dr. Ju-
lián Ramía Yapur, quien afirma haberlas avanzado en su 
totalidad. SFPTIMO: Condena a Ignacio Rorrán al pago de 
las cosas civiles, en todo cuanto se refiere al Estado Do-
mirftano y a la Cía. de Seguros "San Rafael", C. por A., 
por haber sucumbido en este aspecto y las distrae en favor 
del Dr. Hugo F. Alvarez Valenzia, por declarar haberlas 
avanzado en su mayor parte"; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua en fecha 6 de Mayo de 1970. a 
requerimiento del Dr. José Ramía Yapur, cédula N 9  385, 
serie 31, abogado, quien actúa a nombre y en representa-
ción del Dr. Julián Ramía Yapur, y del Dr. Rafael Pimen- 
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de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, de 
fecha 25 de Octubre de 1968, cuyo dispositivo es el siguien• 
te: "Falla: Primero: Se acoge como bueno y válido la cons-
titución en parte civil intentada por Ignacio Román en 
contra del Estado Dominicano y del Sacerdote Franc:oco 
Bartolome Chico al través de los Dres. Julián Ramía Ya-
pur y Rafael Pimentel Rodríguez por ser regular en la for-
ma; Segundo: Se declara culpable al nombrado Francisco 
Bartolomé Chico de Viol, las disposiciones de la Ley 5771 
en perjuicio de ignacio Román y en consecuencia se ie con-
dena al pago de una multa de RD$10.00 acogiendo en su fa-
vor circunstancias atenuantes; Tercero: Se condena al nom-
brado Francisco Bartolomé Chico al pago de una indemni-
zación de RD$2,000.00 en favor de Ignacio Román comr, 
justa reparación de los daños morales y materiales que le 
causara; Cuarto: Se condena al nombrado Francisco Bar-
tolomé Chico al pago de las costas civiles con distracción 
de las mismas en provecho de los Dres. Julián Ramía Ya-
pur y Rafael Pimentel Rodríguez quienes afirman haberlas 
avanzado en su mayor parte; Quinto: Se rechaza la parte 
civil intentada por el señor Ignacio Román al través de los 
Dres. Julián Ramía Yapur y Rafael Pimentel Rodríguez en 
contra del Estado Dominicano y de la Compañía de Seguros 
San Rafael por improcedente y mal fundada; Sexto: Se con 
dena al nombrado Francisco Bartolomé Chico al pago de la:„ 
costas penales. Por haber sido hecho de conformidad a la 
Ley. SEGUNDO: Confirma el ordinal Segundo de la sen-
tencia recurrida que declara culpable al prevenido Fran-
cisco Bartolomé Chico, de violar las disposiciones de la 
Ley N9  5771, en perpjuicio de Ignacio Román y lo condena 
al pago de una multa de RD$10.00 (Diez Pesos Oro), aco-
giendo en su favor circunstancias atenuantes y agregando 
esta Corte, por omisión en el dispositivo del tribunal a-quo, 
"faltas recíprocas de la víctima y el prevenido". TERCERO: 
Declara regular y válida, en la forma, la constitución en 
parte civil intentada por Ignacio Román contra el prevea .' 

do Francisco Bartolomé Chico, el Estado Dominicano y la 
Cía. de Seguros "San Rafael", C. por A., por haber sido 
hecha de acuerdo a los preceptos legales. CUARTO: Con 
dena al prevenido Francisco Bartolomé Chico, al pago 
una indemnización de RD$2,000.00 (Dos Mil Pesos Oro) o 
favor de Ignacio Román, como justa reparación por los da 
ños morales y materiales sufridos por éste. confirmando así 
el ordinal Tercero de la sentencia recurrida al considerar 
esta Corte, que dicha suma es ajustada por su parte pro-
porcional en la falta originaria del accidente. QUINTO: Re-
chaza, por improcedentes y mal fundadas, en cuanto al 
fondo. las conclusiones de la parte civil constituida Igna-
cio /Imán, rue se refiere al Estado Dominicano y a la Cía. 
de S^uros "San Rafael", C. por A., por no haberse esta-
blecido en esta Corte. la relación de comitencia entre el 
prevenido Francisco Bartolomé Chico. al Sacerdote Dorta 
Duque v la nersona civilmente responsable Estado Domini-
cano. REXTO: Condena a Francisco Bartolomé Chico al pa-
go de las costas penales de esta alzada y además al nago de 
las costas civiles, distrayéndolas en provecho del Dr. Ju-
lián Ramía Yapur, quien afirma haberlas avanzado en su 
totalidad. ~TIMO: Condena a Ignacio Román al pago de 
las cosas civiles, en todo cuanto se refiere al Estado Do-
minicano y a la Cía. de Seguros "San Rafael", C. por A., 
por haber sucumbido en este aspecto y las distrae en favor 
del Dr. Hugo F. Alvarez Valenzia, por declarar haberlas 
avrnzado en su mayor parte"; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua en fecha 6 de Mayo de 1970. a 
requerimiento del Dr. José Ramía Yapur, cédula N 9  385, 
serie 31, abogado, quien actúa a nombre y en representa-
ción del Dr. Julián Ramía Yapur, y del Dr. Rafael Pimen- 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au.- 
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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tel Rodríguez, abogados del recurrente, en la cual no se in-
voca ningún medio determinado .de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de ca-
sación sea interpuesto por el Ministerio Público, por la par-
te civil constituida o por la persona puesta en causa como 
ciivlmente responsable, el depósito de un memorial, con 
la exposición de los medios en que se funda, será obligato-
rio a pena de nulidad, si no se ha motivado el recurso en 
la declaración correspondiente; 

Considerando que en el presente caso el recurrente Ig-
nacio Román, en su calidad de parte civil constituida, no 
expuso al declarar su recurso de casación los medios que 
les servirían de fundamento, ni ha presentado luego, me-
morial alguno contentivo de dichos medios; por lo cual, en 
tales condiciones, el recurso que se examina, resulta nulo 
al tenor del artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de 
casación interpuesto por Ignacio Román, contra la sentencia 
dictada en sus atribuciones correccionales por la Corte de 
Apelación de La Vega, en fecha 20 de octubre de 1969, cu-
yo dispositivo se ha copiado en parte anterior del presen-
te fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago de las 
costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.— 
Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez PerePó.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— 
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel 
Secretario General. 



tel Rodríguez, abogados del recurrente, en la cual no se in-
voca ningún medio determinado .de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de ca-
sación sea interpuesto por el Ministerio Público, por la par-
te civil constituida o por la persona puesta en causa como 
ciivlmente responsable, el depósito de un memorial, con 
la exposición de los medios en que se funda, será obligato-
rio a pena de nulidad, si no se ha motivado el recurso en 
la declaración correspondiente; 

Considerando que en el presente caso el recurrente Ig-
nacio Román, en su calidad de parte civil constituida, no 
expuso al declarar su recurso de casación los medios que 
les servirían de fundamento, ni ha presentado luego, me-
morial alguno contentivo de dichos medios; por lo cual, en 
tales condiciones, el recurso que se examina, resulta nulo 
al tenor del artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de 
casación interpuesto por Ignacio Román, contra la sentencia 
dictada en sus atribuciones correccionales por la Corte d‹. 
Apelación de La Vega, en fecha 20 de octubre de. 1969, cu-
yo dispositivo se ha copiado en parte anterior del presen-
te fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago de las 
costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.— 
Manuel A. Amiama— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez PerePó.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— 
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE SEPTIEMBRE DE 1970 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, 

de fecha 20 de diciembre de 1968. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Caledonian Insurance Company. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada. Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, 
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Na-
cional, hov día 30 de Septiembre de 1970. años 127 9  de la 
Independencia y 108 de la Restauración, dicta .en audiencia 
pública como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Cale-
donian Insurance Company, representada por la Antillana 
Comercial e Industrial, C. por A., con oficinas en la casa 
N9  87 de la calle El Conde, 6 esta ciudad, contra la senten-
cia dictada por la Corte de Apelación de San Pedro de Ma-
corís, en sus atribuciones correccionales, y como tribunal 
de envío. en fecha 20 de diciembre de 1968, cuyo dispositivo 
dice así: "Falla: Primero: Admite como regular y válido, 
en cuanto a la forma, el recurso de apelación interpuesto 
por el Licenciado Benigno Cabrera Jiménez, abogado, a 
nombre y representación de Roselia Cruz López de Fer- 

nández, parte civil constituída, contra sentencia dictada, en 
atribuciones correccionales y en fecha 28 de junio de 1966, 
por la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial Nacional, que condenó al incul-
pado Angel María Santana, a una multa de cien pesos oro 
(RD$100.00), acogiendo en su favor circunstancias atenuan-
tes, por el delito dé violación a la Ley N9 5771, de fecha 
31 de diciembre de 1961 (golpes y heridas causados invo-
luntariamente con el manejo o conducción de un vehículo 
de motor), en perjuicio del menor Santos Montás López e 
Santos López Montás; ordenó la cancelación de la licen-
cia para manejar vehículo de motor, expedida en favor del 
referido inculpado Angel María Santana, por un período de 
seis (6) meses a partir de la extinción de la pena principal; 
condenó a dicho inculpado Augel María Santana, a una 
indemnización de diez mil pesos oro (RD$10,000.00) en be-
neficio de Roselia Cruz López de Fernández, parte civil 
constituida, en su calidad de madre del menor lesionado 
Santos Montás López o Santos López Montás; rechazó, por 
improcedente, el pedimento de Roselia Cruz López de Fer-
nández, parte civil constituida, hecho contra la Compañía 
Constructora Dolerca, C. por A., y la Compañía de Segu-
ros Caledonian Insurance Company; condenó al inculpado 
Angel María Santana, al pago de las costas penales y civi-
les con distracción de las últimas en provecho del Licencia-
do Benigno Cabrera Jiménez, por afirmar haberlas 
zado en su mayor parte; y condenó igualmente a Roselia 
Cruz López de Fernández, parte civil constituída, al pago 
de las costas civiles con distracción en provecho de los Doc-
tores Juan Pablo Espinosa y J. Alberto Peña Lebrón, abo-
gados representantes de la Compañía Constructora Dolar-
ca, C. por A. y la Compañía de Seguros Caledonian insu-
rance Company, respectivamente, por haber sucumbido di-
cha parte chal en su persecución contra las compañías in-
dicadas precedentemente. Segundo: Pronuncia el defecto 
contra el inculpado Angel María Santana, por no haber 
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE SEPTIEMBRE DE 1970 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, 

de fecha 20 de diciembre de 1968. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Caledonian Insurance Company. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada. Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, 
Joaquín M. Alvarez Pere 1 ló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Se-
cretario General. en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Na-
cional, hoy día 30 de Septiembre de 1970. años 1279 de la 
Independencia y 108 de la Restauración, dicta .en audiencia 
pública como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Cale-
donian Insurance Company, representada por la Antillana 
Comercial e Industrial, C. por A., con oficinas en la casa 
N9  87 de la calle El Conde, de esta ciudad, contra la senten-
cia dictada por la Corte de Apelación de San Pedro de Ma-
corís, en sus atribuciones correccionales. y como tribunal 
de envío. en fecha 20 de diciembre de 1968, cuyo dispositivo 
dice así: "Falla: Primero: Admite como regular y válido, 
en cuanto a la forma, el recurso de apelación interpuesto 
por el Licenciado Benigno Cabrera Jiménez, abogado, a 
nombre y representación de Roselia Cruz López de Fer- 

nández, parte civil constituída, contra sentencia dictada, en 
atribuciones correccionales y en fecha 28 de junio de 1966, 
por la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial Nacional, que condenó al incul-
pado Angel María Santana, a una multa de cien pesos oro 
(RD$100.001, acogiendo en su favor circunstancias atenuan-
tes, por el delito dé violación a la Ley N 9  5771, de fecha 
31 de diciembre de 1961 (golpes y heridas causados invo-
luntariamente con el manejo o conducción de un vehículo 
de motor), en perjuicio del menor Santos Montás López e 
Santos López Montás; ordenó la cancelación de la licen-
cia para manejar vehículo de motor, expedida en favor del 
referido inculpado Angel María Santana, por un período de 
seis (6) meses a partir de la extinción de la pena principal; 
condenó a dicho inculpado Augel María Santana, a una 
indemnización de diez mil pesos oro (RD$10,000.00) en be-
neficio de Roselia Cruz López de Fernández, parte civil 
constituída, en su calidad de madre del menor lesionado 
Santos Montás López o Santos López Montás; rechazó, por 
improcedente, el pedimento de Roselia Cruz López de Fer-
nández, parte civil constituída, hecho contra la Compañía 
Constructora Dolerca, C. por A., y la Compañía de Segu-
ros Caledonian Insurance Company; condenó al inculpado 
Angel María Santana, al pago de las costas penales y civi-
les con distracción de las últimas en provecho del Licencia-
do Benigno Cabrera Jiménez, por afirmar haberlas aval:- 
zado en su mayor parte; y condenó igualmente a Roselio 
Cruz López de Fernández, parte civil constituída, al pago 
de las costas civiles con distracción en provecho de los Dce-
tores Juan Pablo Esptnosa y J. Alberto Peña Lebrón, abo-
gados representantes de la Compañía Constructora Dolar. 
ca, C. por A. y la Compañía de Seguros Caledonian insu-
rance Company, respectivamente, por haber sucumbido di 
cha parte civil en su persecución contra las compañías in-
dicadas precedentemente. Segundo: Pronuncia el defecto 
contra el inculpado Angel María Santana, por no haber 
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comparecido a la iudiencia, no obstante haber sido legal-
mente citado. Tercero: Rechaza, por improcedente y mal 
fundadas, las conclusiones presentadas en audiencia por la 
Compañía Constructora Dolarca, C. por A., por mediación 
de sus abogados constituidos Doctores Lupo Hernández 
Rueda y Julio Aníbal Suárez. Cuarto: Rechaza igualmente, 
por improcedentes y mal fundadas, las conclusiones formu-
ladas en audiencia por la Compaññíñañ de Seguros Cale 
donian Insurance Company, por conducto de su abogado 
constituido Doctor J. Arístides Taveras. Quinto: Revoca los 
ordinales quinto y séptimo de la sentencia objeto del pre-
sente recurso de ape'ación y por propia autoridad, condena 
e la Compañía Constructora Dolarca, C. por A.. a pagai 
una indemnización de tres mil peses oro (RD$3 OCO 03), en 
beneficio de Roselia Cruz López de Fernández, parte civil 
constituida, como justa reparación a los daños morales y 
materiales por ella experimentados, como consecuencia do 
la fractura del 1/3 medio del fémur derecho y traumatis 
mos con laceraciones diversas, curables en un plazo de tres 
(3) meses. sufridos por su hijo menor Santos Montás López 
o Santos López Montás. Sexto: Condena a la Compañia 
Constructora Dolarca, C. por A., al pago de las costas civiles 
de ambas instancias. con distracción c'e las del Primer Gra-
do en provecho del Licenciado Benigno Sabrera Jiménez; 
y las causadas por ante esta Corte de Apelación en favor del 
Doctor Hernán Lora Sánchez, por afirmar haberles avanza-
do en su mayor parte y su totalidad, redpectivamer te. Sép-
timo: Condena a la Compañía de Seguros Caledonian Insu-
rance Company, al pago de las costas civiles de ambas ins-
tancias, pura y simplemente. Oc'avo: Declara oponible la 
presente sentencia a la Compañía de Seonres Caledonian 
Insurance Company, representada por la Antillana Comer-
cial e Industrial, C. por A., también compaññía de Segures, 
en su calidad de entidad aseguradora de la responsabilidad 
civil de la Compañía Constructora Dolarca, C. por A., has-
ta el límite de sus obligaciones contractuales"; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 

la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a-qua en fecha 7 de marzo. de 1969, 
a requerimiento del Dr. Arístides Taveras, cédula N 9  31421, 
serie 54, a nombre y representación de la recurrente, en la 
cual no expone ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de. Casación; 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso sea in-
terpuesto por el Ministerio Público, por la parte civil o 
por la persona civilmente responsable, el depósito de un 
memorial con la exposición de los medios en que se funda, 
será obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha motivado 
el recurso en la declaración correspondiente; que esta dis-
posición, es necesario admitir, que se extiende a la entidad 
aseguradora que haya sido puesta en causa en virtud del 
artículo 10 de la Ley NO 4117, de 1955 sobre Seguro Obli 
gatorio de Vehículo de Motor; 

Considerando que en el presente caso la recurrente no 
invocó, cuando declaró su recurso, ningún medio determina-
do de casación; ni tampoco ha presentado con posterioridad 
a la declaración del recurso. y hasta el día de la audiencia. 
el memorial con la exposición de los medios que le sirven 
de fundamento; que, por tanto, el presente recurso es nulo; 

Por tales motivos: Unico: Declara nulo el recurso de 
casación interpuesto por la Caledonian Insurance Compa-
ny, contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación 
de San Pedro de Macorís, en sus atribuciones correcciona-
les, y como Tribunal de envío, en fecha 20 de diciembre de 
1968, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del 
presente fallo. 
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comparecido a la iudiencia, no obstante haber sido legal-
mente citado. Tercero: Rechaza, por improcedente y mal 
fundadas, las conclusiones presentadas en audiencia por la 
Compañía Constructora Dolarca, C. por A., por mediación 
de SUS abogados constituidos Doctores Lupo Hernández 
Rueda y Julio Aníbal Suárez. Cuarto: Rechaza igualmente, 
por improcedentes y mal fundadas, las conclusiones formu-
ladas en audiencia por la Compaññíñañ de Seguros Cale . 
elonian Insurance Company, por conducto de su abogado 
constituido Doctor J. Arístides Taveras. Quinto: Revoca los 
ordinales quinto y séptimo de la sentencia objeto del pre-
sente recurso de ape'ación y por propia autoridad, condena 
a la Compañía Constructora Dolarca, C. por A.. a pagav 
una indemnización de tres mil peses oro (RD$3 OCO 03). en 
beneficio de Roselia Cruz López de Fernández, parte civil 
con•tituída, como justa reparación a los daños morales y 
materiales por ella experimentados, como consecuencia do 
la fractura del 1/3 medio del fémur derecho y traumatis 
mos con laceraciones diversas, curables en un plazo de tres 
(31 meses. sufridos por su hijo menor Santos Montás López 
o Santos López Montás. Sexto: Ccndena a la Compañia 
Constructora Dolarca, C. por A., al pago de las costas civiles 
de ambas instancias. con distracción de las del Primer Gra-
do en provecho del Licenciado Benigno Sabrera Jiménez; 
y las causadas por ante esta Corte de Apelación en favor del 
Doctor Hernán Lora Sánchez, por afirmar haberlas avanza-
do en su mayor parte y su totalidad, roipectivamer te. Sép-
timo: Condena a la Compañía de Seguros Caledonian Insu-
rance Company, al pago de las costas civiles de ambas ins-
tancias, pura y simplemente. Oc'avo: Declara oponible la 
presente sentencia a la Compañía de Seguros Caledonian 
Insurance Company, representada por la Antillana Comer-
cial e Industrial, C. por A., también cor , paññía de Seguros, 
en su calidad de entidad aseguradora de la responsabilidad 
civil de la Compañía Constructora Dolarca, C. por A., has-
ta el límite de sus obligaciones contractuales"; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictan..en del Magistrado Procurador General de 

la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a-qua en fecha 7 de marzo de 1969, 
a requerimiento del Dr. Arístides Taveras, cédula N9 31421, 
serie 54, a nombre y representación de la recurrente, en la 
cual no expone ningún,medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y .vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de.. Casación; 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso sea in-
terpuesto por el Ministerio Público, por la parte civil o 
por la persona civilmente responsable, el depósito de un 
memorial con la exposición de los medios en que se funda, 
será obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha motivado 
el recurso en la declaración correspondiente; que esta dis-
posición, es necesario admitir, que se extiende a la entidad 
aseguradora que haya sido puesta en causa en virtud del 
artículo 10 de la Ley No 4117, de 1955 sobre Seguro Obli 
gatorio de Vehículo de Motor; 

Considerando que en el presente caso la recurrente no 
invocó, cuando declaró su recurso, ningún medio determina-
do de casación; ni tampoco ha presentado con posterioridad 
a la declaración del recurso, y hasta el día de la audiencia. 
el memorial con la exposición de los medios que le sirven 
de fundamento; que, por tanto, el presente recurso es nulo; 

Por tales motivos: Unico: Declara nulo el recurso de 
casación interpuesto por la Caledonian Insurance Compa-
ny, contra la sentencia dictada .por la Corte de Apelación 
de San Pedro de Macorís, en sus atribuciones correcciona-
les, y como Tribunal de envío, en fecha 20 de diciembre de 
1968, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del 
presente fallo. 
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(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani — Ma-
nuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. 
Alvarez Perelló,— Juan Bautista Rojas Almánzar.— San-
tiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Se- 
cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE SEPTIEMBRE DE 1970 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
fecha 23 de diciembre de 1969. 

Materia: Penal. 

Recurrentn: Rafael Guerrero Franjul, Ulises Flaquer Biito y The 
Yorkshire In3urance Company Limted. 

Intervinientes: Bienvenido Sánchez Guzmán, Olimpia Sánchez y 
Rafael Vicioso Díaz. 

Abogado: Dr. Santiago E. Robert Saint-Clair. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergé.; 
Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Epidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Jucn Bautista Rojas Almánzar y 
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 30 de septiembre del 1970, años 1279 de la Indepen-
dencia y 1089 de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Rafael 
Guerrero Franjul, cédula N9 32348, Serie 26, dominicano, 
r: ayor de edad, chófer, domiciliado en La Romana, soltero; 
Ulises Flaquer Brito, cédula N 9  53, Serie 26, dominicano, 
mayor de edad, domiciliado en La Romana, casado, comer-
ciante, y The Yorkshire Insurance Company Limited, Com- 
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(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani — Ma-
nuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. 
Alvarez Perelló — Juan Bautista Rojas Almánzar.— San-
tiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Se- 
cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 30 DE SEPTIEMBRE DE 1970 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
fecha 23 de diclernbre de 1969. 

Materia: Penal. 

Recurrents: Rafael Guerrero Franjul, Ulises Flaquer Btito y Th2 

Yorkshire In -Jurance Company Lim:ted. 

Intervinientn: Bienvenido Sánchez Guzmán, Olimpia Sánchez y 
Rafael Vicioso Díaz. 

Abogada: Dr. Santiago E. Robert Sa!nt-Clair. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia. regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente. Primer Sustituto de Presidente: Manuel D. Bergé: 
Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco E .,pidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Jucn Bautista Rojas Almánzar y 
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hay 
día 30 de septiembre del 1970, años 127 9  de la l,ndepen-
denc'a y 108 9  de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Rafael 
Guerrero Franjul, cédula N 9  32348, Serie 26, dominicano, 
r: ayor de edad, chófer, domiciliado en La Romana, soltero; 
Ulises Flaquer Brito, cédula N 9  53. Serie 26, dominicano, 
mayor de edad, domiciliado en La Romana, casado, comer-
ciante, y The Yorkshire Insuranoe Company Limited, Com- 
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pañía de Seguros, representada en el país por The General 
Sales, con domicilio social en la casa Ng 98-100 de la calle 
Mercedes de esta ciudad, contra la sentencia correccional 
dictada por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fe-
cha 23 de diciembre de 1969, cuyo dispositivo será copiado 

más adelante; 
Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. F. R. Cantisano Arias, cédula N 9  17554, Se-

rie 37, abogado de los recurrentes, en la lectura de sus con- 

clusiones; 
Oído al Dr. Santiago E. Robert Saint-Clair, cédula N9 

76835, Serie 11, por sí y por el Dr. Feo.' José 'Calló López, 
cédula N9 27814, Serie 31, abogados, en la lectura de sus 
conclusiones a nombre y representación de los intervinien-
tes Bienvenido Sánchez Guzmán, Olimpia Sánchez y Ra-
fael Vicioso Díaz, cédulas Nos. 9443, 464 y 263, series 64 
y 23, mayores de edad, dominicanos, empleados privados y 
domiciliados en esta ciudad; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levanatda en la 
Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento del Dr. F. 
R. Cantisano Arias, actuando a nombre y representación de 
los recurrentes ya citados; acta en la cual no consta ningún 
medio determinado de cásación; 

- Visto el memorial suscrito por el abogado de los re- 
currentes, de fecha 30 de junio de 1970, en el cual se invo- 
can los medios de casación, que se copiarán más adelante; 

Vistos los escritos firmados por los abogados de los in- 
tervinientes, fechados a 6 y 9 de julio de 1970; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli- 
berado y vistos los artículos 49 al 60 de la Ley 241 del 
1967; 10 de la Ley 4117 de 1965; 141, del Código de Pro-
cedimiento Civil, 1383 y 1384 del Código Civil y 1 y 65 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que con moti-
vo de un accidente automovilístico ocurrido en la Avenida 
Las Américas, con la calle Sabana L arga, de esta ciudad, 
el 15 de Enero de 1969, la Qu:nta Cámara de lo Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, debi-
damente apoderada, dictó en sus atribuciones correcciona-
les en fecha 4 de junio de 1969, una sentencia cuyo disposi-
tivo está inserto en el de la ahora impugnada; b) que so-
bre las apelaciones interpuestas, la Corte a-qua dictó la sen-
tencia impugnada cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRI-
MERO: Declarar regular y válido el recurso de apelación 
interpuesto por el Dr. Ale]. Fernández Mejía, a nombre y 
en representación del prevenido Rafael Guerrero Franjul, 
de la persona ciivlmente responsable, señor Ulises Flaquer, 
y de la Compañía General Sales, C. por A., ésta a su vez 
en representación de The Yorkshire Insurance Co., contra 
sentencia de la Quinta Cámara de lo Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 4 del mes 
de Junio del corriente año, cuyo dispositivo dice así: FA-
LLA: PRIMERO: Se declara al nombrado Rafael Guerrero 
Franjul, de generales anotadas, culpable del delito de gol-
pes involuntarios, en perjuicio de Olimp:a Sánchez y Ra-
fael Vicioso Díaz, hecho previsto y penado por las dispo-
siciones de la Ley 241, y, en consecuencia, se condena a pa-
gar veinticinco pesos (RD$25 00) y costas; Segundo: Sc de-
clara al nombrado Bienvenido Sánchez Guzmán, no culpa-
ble del delito de violación a la Ley 241, y, en consecuencia., 
se descarga de toda responsabilidad penal por no haber in- _ 
currido en falta alguna; Tercero: Se declara buena y vá-
lida la constitución en parte civil hecha por los señores 
Bienvenido Sánchez Guzmán, Olimpia Sánchez y Rafael 
Vicioso Díaz, en sus cualidades de agraviados, contra el 
señor Ul:ses Flaquer Brito, en su calidad de persona civil-
mente responsable por ser buena en la forma y justo en 
el fondo; Cuarto: Se condena al sebor Ulises Flaquer Bri- 
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pañía de Seguros, representada en el país por The General 
Sales, con domicilio social en la casa Ng 98-100 de la calle 
Mercedes de esta ciudad, contra la sentencia correccional 
dictada por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fe-
cha 23 de diciembre de 1969, cuyo dispositivo será copiado 

más adelante; 
Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. F. R. Cantisano Arias, cédula n9 17554, Se- 

rie 37, abogado de los recurrenteG, en la lectura de sus con- 

clusiones; 
Oído al Dr. Santiago E. Robert Saint-Clair, cédula N9 

76835, Serie 11, por sí y por el Dr. Feo.' José Cano López, 

cédula N9  27814, Serie 31, abogados, en la lectura de sus 
conclusiones a nombre y representación de los intervinien-
tes Bienvenido Sánchez Guzmán, Olimpia Sánchez y Ra-
fael Vicioso Díaz, cédulas Nos. 9443, 464 y 263, series 64 
y 23, mayores de edad, dominicanos, empleados privados y 
domiciliados en esta ciudad; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levanatda en la 
Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento del Dr. F. 
R. Cantisano Arias, actuando a nombre y representación de 
los recurrentes ya citados; acta en la cual no consta ningún 
medio determinado de casación; 

- Visto el memorial suscrito por el abogado de los re- 
currentes, de fecha 30 de junio de 1970, en el cual se invo- 
can los medios de casación, que se copiarán más adelante; 

Vistos los escritos firmados por los abogados de los in- 
tervinientes, fechados a 6 y 9 de julio de 1970; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli- 
berado y vistes los artículos 49 al 60 de la Ley 241 del 
1967; 10 de la Ley 4117 de 1965; 141, del Código de Pro-
cedimiento Civil, 1383 y 1384 del Código Civil y 1 y 65 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que con moti-
vo de un accidente automovilístico ocurrido en la Avenida 
Las Américas, con la calle Sabana Larga, de esta ciudad, 
el 15 de Enero de 1969, la Quinta Cámara de lo Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, debi-
damente apoderada, dictó en sus atribuciones correcciona-
les en fecha 4 de junio de 1969, una sentencia cuyo disposi-
tivo está inserto en el de la ahora impugnada; b) que so-
bre las apelaciones interpuestas, la Corte a-qua dictó la sen-
tencia impugnada cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRI-
MERO: Declarar regular y válido el recurso de apelación 
interpuesto por el Dr. Abel Fernández Mejía, a nombre y 
en representación del prevenido Rafael Guerrero Franjul, 
de la persona ciivimente responsable, señor Ulises Flaquer, 
y de la Compañía General Sales, C. por A., ésta a su vez 
en representación de The Yorkshire Insurance Co., contra 
sentencia de la Quinta Cámara de lo Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 4 del mes 
de Junio del corriente año, cuyo dispositivo dice ásí: FA-
LLA: PRIMERO: Se declara al nombrado Rafael Guerrero 
Franjul, de generales anotadas, culpable del delito de gol-
pes involuntarios, en perjuicio de Olimpia Sánchez y Ra-
fael Vicioso Díaz, hecho previsto y penado por las dispo-
siciones de la Ley 241, y, en consecuencia, se condena a pa-
gar veinticinco pesos (RD$25 00) y costas; Segundo: Se. de-
clara al nombrado Bienvenido Sánchez Guzmán, no culpa-
ble del delito de violación a la Ley 241, y, en consecuencia., 
se cle.scarga de toda respcnsabilidad penal por no haber in- _ 
currido en falta alguna; Tercero: Se declara buena y vá-
lida la constitución en parte civil hecha por los señores 
Bienvenido Sánchez Guzmán, Olimpia Sánchez y Rafael 
Vicioso Díaz, en sus cualidades de agraviados, contra el 
señor Ulises Flaquer Brito, en su calidad de persona civil-
mente responsable por ser buena en la forma y justo en 
el fondo; Cuarto: Se condena al sebor Ulises Flaquer Bri- 
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to en su calidad de persona ciivlmente responsable a pa-
garle a Bienvenido Sánchez Guzmán, la suma de dos mil 
pesos oro (RD$2,000.00); a cinco mil pesos (RD$5,000.00), a 
favor de Olimpia Sánchez y de mil quinientos pesos oro 
(RD$1,500.00), a favor de Rafael Vicioso Díaz, como justa 
reparación a los dajos morales y materiales sufridos por 
ellos con motivo del accidente; Quinto: Se condena a Ulises 
Flaquer Brito, al pago de los intereses legales de dicha su-
ma a partir de la sentencia; Sexto: Se condena a Ulises Fla-
quer Brito al pago de las costas civiles con distracción de 
las mismas en provecho de los Dres. Santiago E. Robert 
Saint-Clair y Francisco José Canó López, quienes afirman 
haberlas avanzado en su mayor parte; Séptimo: Se ordena 
que la presente sentencia sea oponible a la Cía. General 
Sales Co., C. por A., representante de The Yorkshire Insu-
rance Co. por ser ésta la entidad aseguradora del vehícu-
lo que ocasionó el accidente". SEGUNDO: Modifica el or-
dinal cuarto de la sentencia apelada, en el sentido de reba-
jar el monto de las indemnizaciones en la siguiente propor-
ción: RD$1,000.00, en favor de Bienvenido Sánchez Guz-
mán; RD$2,000.00, en favor de Olimpia Sánchez y RD$ 
500.00, en favor de Rafael Vicioso Díaz; TERCERO: Con-
firma en sus demás aspectos la sentencia recurrida; CUAR-
TO: Condena a los apelantes al pago de las costas"; 

Considerando que los recurrentes invocan los siguien-
tes medios de casación: Primer Medio: Falta de motivos, 
Falta de base legal. Segundo Medio: Contradicción entre los 
motivos y el dispositivo; 

Considerando 'que los recurrentes en sus dos medios 
de casación, reunidos, alegan en síntesis: a) que la Corte 
a-qua, sin indicar los elementos de juicio que tuvo a su al-
cance, dió por establecido que el prevenido Rafael Gue-
rrero Franjul transitaba por la Avenida de Las Américas a 
una alta velocidad y que abandonó el carril po rdonde iba 
sin que ninguna circunstancia justificara esa maniobra, por 
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lo que la sentencia impugnada, alegan los recurrentes, debe 
ser casada por falta de motivos y de base legal; b) que en 
los motivos la sentencia impugnada dice que a Bienvenido 
Sánchez Guzmán debe acordársele una indemnización de 
RD500.00 y en el dispositivo de la misma Tija RD$5,000.00, 
por lo que dicha sentencia es "inválida e inejecutable" ; 

 pero, 

En cuanto al interés del prevenido: 

Considerando que la Corte a-qua, para fallar como lo 
hizo, ponderó los elementos de juicio y demás hechos y cir-
cunstancias de la instrucción de la causa entre los que cons-
tan la declaración de un testigo, que atribuye la falta en e .: 
accidente, al prevenido Guerrero Franjul, y el resultado del 
traslado al lugar del hecho, dando así por establecido lo 
que sigue: "a) que más o menos a las 5:30 de la tarde dei 
día 15 del mes de enero del año 1959, se encontraban de-
tenido en la intersección de la avenida Las Américas con 
la calle Sabana Larga, de esta ciudad, en la primera de 
esas vías, esperando a que se operara el cambio de luz de 
rojo a verde, una hilera de automóviles cuyo orden siguien-
do la dirección de oeste a este era el siguiente: 1 9) el carro 
marca Chevy, placa N 9  17010, manejado por Bienvenido 
Sánchez Guzmán; 29) el carro placa NQ 23041, manejado por 
Rafael Vicioso Díaz; 3 9) el carro placa N9 50405, marca Hi-
nocontesa, manejado por Diego Alcalá Rodríguez Sánchez, 
y 49) el carro placa N 9  30367, marca Austin, conducido por 
Diógenes Matos Ramírez; b) que en ese momento transitaba 
por la avenida de Las Américas, a una alta velocidad, el 
prevenido Rafael Guerrero Franjul, conduciendo la camio-
neta placa NQ 86350, marca Chevrolet, modelo 1967( color 
rijo, motor N9  F0414TD, propiedad del señor Ulises Fla-
quer Brito; c) que al acercarse a la hilera de vehículos que 
se encontraban detenidos, éste no redujo la velocidad, sino 
que abandonó el carril por donde transitaba pasando a 
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to en su calidad de persona ciivlmente responsable a pa-
garle a Bienvenido Sánchez Guzmán, la suma de dos mil 
pesos oro (RD$2,000.00); a cinco mil pesos (RD$5,000.00), a 
favor de Olimpia Sánchez y de mil quinientos pesos oro 
(RD$1,500.00), a favor de Rafael Vicioso Díaz, como justa 
reparación a los dajos morales y materiales sufridos por 
ellos con motivo del accidente; Quinto: Se condena a Ulises 
Flaquer Brito, al pago de los intereses legales de dicha su-
ma a partir de la sentencia; Sexto: Se condena a Ulises Fla-
quer Brito al pago de las costas civiles con distracción de 
las mismas en provecho de los Dres. Santiago E. Robert 
Saint-Clair y Francisco José Canó López, quienes afirman 
haberlas avanzado en su mayor parte; Séptimo: Se ordena 
que la presente sentencia sea oponible a la Cía. General 
Sales Co., C. por A., representante de The Yorkshire Insu-
rance Co. por ser ésta la entidad aseguradora del vehícu-
lo que ocasionó el accidente". SEGUNDO: Modifica el or-
dinal cuarto de la sentencia apelada, en el sentido de reba-
jar el monto de las indemnizaciones en la siguiente propor-
ción: RD$1,00000, en favor de Bienvenido Sánchez Guz-
mán; RD$2,000.00, en favor de Olimpia Sánchez y RD$ 
500.00, en favor de Rafael Vicioso Díaz; TERCERO: Con-
firma en sus demás aspectos la sentencia recurrida; CUAR-
TO: Condena a los apelantes al pago de las costas"; 

Considerando que los recurrentes invocan los siguien-
tes medios de casación: Primer Medio: Falta de motivos, 
Falta de base legal. Segundo Medio: Contradicción entre los 
motivos y el dispositivo; 

Considerando 'que los recurrentes en sus dos medios 
de casación, reunidos, alegan en síntesis: a) que la Corte 
a-qua, sin indicar los elementos de juicio que tuvo a su al-
cance, dió por establecido que el prevenido Rafael Gue-
rrero Franjul transitaba por la Avenida de Las Américas a 
una alta velocidad y que abandonó el carril po rdonde iba 
sin que ninguna circunstancia justificara esa maniobra, por  

lo que la sentencia impugnada, alegan los recurrentes, debe 
ser casada por falta de motivos y de base legal; b) que en 
los motivos la sentencia impugnada dice que a Bienvenido 
Sánchez Guzmán debe acordársele una indemnización de 
RD500.00 y en el dispositivo de la misma fija RD$5,000.00. 
por lo que dicha sentencia es "inválida e inejecutable" › 

 pero, 

En cuanto al interés del prevenido: 

Considerando que la Corte a-qua, para fallar como la 
hizo, ponderó los elementos de juicio y demás hechos y cir-
cunstancias de la instrucción de la causa entre los que cons-
tan la declaración de un testigo, que atribuye la falta en e .. 
accidente, al prevenido Guerrero Franjul, y el resultado del 
traslado al lugar del hecho, dando así por establecido lo 
que sigue: "a) que más o menos a las 5:30 de la tarde dei 
día 15 del mes de enero del año 1959, se encontraban de-
tenido en la intersección de la avenida Las Américas con 
la calle Sabana Larga, de esta ciudad, en la primera de 
esas vías, esperando a que se operara el cambio de luz de 
rojo a verde, una hilera de automóviles cuyo orden siguien-
do la dirección de oeste a este era el siguiente: 1 9) el carro 
marca Chevy, placa N 9  17010, manejado por Bienvenido 
Sánchez Guzmán; 2 9) el carro placa N9 23041, manejado por 
Rafael Vicioso Díaz; 3 9) el carro placa N 9  50405, marca Hi-
nocontesa, manejado por Diego Alcalá Rodríguez Sánchez, 
y 49) el carro placa N 9  30367, marca Austin, conducido por 
Diógenes Matos Ramírez; b) que en ese momento transitaba 
por la avenida de Las Américas, a una alta velocidad, el 
prevenido Rafael Guerrero Franjul, conduciendo la camio-
neta placa N9 86350, marca Chevrolet, modelo 1967( color 
rijo, motor N9  F0414TD, propiedad del señor Ulises Fla-
quer Brito; c) que al acercarse a la hilera de vehículos que 
se encontraban detenidos, éste no redujo la velocidad, sino 
que abandonó el carril por donde transitaba pasando a 
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aquél donde estaba parada la fila de carro, sin que ningu-
na circunstancia justificara esa maniobra; d) que dicho pre• 
venido se estrelló contra el primer automóvil que encontró 
en su ruta, que fue el manejado por iBenvenido Sánchez 
Guzmán, el cual fue arrojado contra el vehículo deten:de 
delante el suyo y éste a su vez contra el que le antecedía 
y así sucesivamente, originándose una colisión que envo!. 
vió a todos los automóviles detenidos; e) que a consecuen-
cia de este accidente sufrieron lesiones la señora Olimpie 
Sánchez, que viajaba en el vehículo manejado por Bienve-
nido Sánchez Guzmán, que curaron en 45 días, Bienvenido 
Sánchez, lesiones que curaron después de diez y antes de 
veinte días, y Rafael Vicioso Díaz, lesiones que curaron an-
tes de diez días; f) que como se evidencia por la relación 
anterior la causa generadora del accidente de que se trata, 
tuvo su origen en las faltas cometidas por el prevenido Ra-
fael Guerrero Franjul, al conducir su vehículo a elevada' 
velocidad y no reducir ésta al acercarse a la fila de vehícu-
los detenidos, maniobra que se le imponía todavía más al 
observar que el semáforo se encontraba en rojo, lo que le 
obligaba a detenerse al llegar a la esquina; al abandonar, 
sin causa justificada, el carril por el cual transitaba, para 
tomar aquél donde estaba la hilera de automóviles; tallas 
que revelan que el prevenido en cuestión conduca su ve-
hículo en fol. ma atolondrada, con torpeza, imprudencia y 
en violación a los reglamentos de tránsito"; 

Considerando que en los hechos así establecidos se en-
cuentran reunidos las elementos constitutivos del delito de 
golpes y heridas por imprudencia ocasionados con el ma-
nejo de un vehículo de motor previsto por el Art. 49, de la 
ley 241 de 1967, y sancionado por dicho artículo, letras a), 
b) y c) con las penas de seis (6) días a seis (6) meses de pri-
sión y multa de -seis (RD$6 00) pesos a ciento ochenta (RD 
$180.00) pesos, si la imposibilidad de dedicarse al trabajo 
durare menos de diez días; de tres (3) meses a un (1) año  

de prisión y multa de cincuenta pesos (RD$50.00) a tres-
cientos pesos (RD$300.00) si el lesionado resultare enfermo 
o imposibilitado para dedicarse a su trabajo por diez (101 
días o más, pero menos de veinte (20); de seis (6) meses a 
dos (2) años de prisión y multa de cien (RD$100.00) pesos 
a quinientos (RD$500.00) pesos, si la enfermedad o imposi-
bilidad para su trabajo durase veinte (20) días o más; que 
en consecuencia al condenar, la Corte a-qua al prevenido 
Rafael Guerrero Franjul, después de declarado culpable a 
veinticinco (RD$25.00) pesos de multa, acogiendo en su 
favor circunstancias atenuantes, le aplicó una sanción ajus-
tada a la ley; 

Considerando que la sentencia impugnada, en cuanto 
pueda interesar a dicho prevenido, contiene una exposición, 
completa de los hechos y motivos suficientes y pertinentes 
que justifican su dispositivo, por lo que el alegato de los 
recurrentes, en lo que a éste concierne, carece de funda-
mento y debe ser desestimado; 

En cuanto a los intereses civiles: 

Considerando que lo que señalan los recurrentes co-
mo causa de invalidez de la sentencia impugnada al ano-
tar, que mientras dicho fallo en sus motivos habla de una 
indemnización de RD$500.00 pesos para BienVenido Sán-
chez Guzmán, en el dispositivo, especifica para éste RD 
$5,000.00 pesas, lo que dificultaría o imposibilitaría la eje-
cución de dicho fallo; salta a la vista que se trata de un sim-
ple error material, al haberse expedido copia del disposi-
tivo de la misma. ya que la copia auténtica de dicha sen-
tencia, que obra en el expediente en ocasión del presente 
recurso de casación, está correcta, indicando tanto en sus 
motivos, como en el dispositivo, que a dicho señor Sánchez 
Guzmán, constituido en parte civil, se le acordaba una in-
demnización de RD$500.00 pesos; por lo que este alegato 
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aquél donde estaba parada la fila de carro, sin que ningu-
na circunstancia justificara esa maniobra; d) que dicho pre. 
venido se estrelló contra el primer automóvil que encontró 
en su ruta, que fue el manejado por iBenvenido Sánchez 
Guzmán, el cual fue arrojado contra el vehículo detenido 
delante el suyo y éste a su vez contra el que le antecedín 
y así sucesivamente, originándose una colisión que envo!- 
vió a todos los automóviles detenidos; e) que a consecuen 
cia de este accidente sufrieron lesiones la señora 
Sánchez, que viajaba en el vehículo manejado por Bienve-
nido Sánenez Guzmán, que curaron en 45 días, Bienvenido 
Sánchez, lesiones que curaron después de diez y antes de 
veinte días, y Rafael Vicioso Díaz, lesiones que curaron an-
tes de diez días; f) que como se evidencia por la relación 
anterior la causa generadora del accidente de que se trata, 
tuvo su origen en las faltas cometidas por el prevenido ta-
fael Guerrero Franjul, al conducir su vehículo a elevada' 
velocidad y no reducir ésta al acercarse a la fila de vehícu-
los detenidos, maniobra que se le imponía todavía más al 
observar que el ,  semáforo se encontraba en rojo, lo que le 
obligaba a detenerse al llegar a la esquina; al abandonar, 
sin causa justificada, el carril por el cual transitaba, para 
tomar aquél donde estaba la hilera de automóviles; tallas 
que revelan que el prevenido en cuestión conduca su ve-
hículo en forma atolondrada, con torpeza, imprudencia y 
en violación a los reglamentos de tránsito"; 

Considerando que en los hechos así establecidos se en-
cuentran reunidos los elementos constitutivos del delito de 
golpes y heridas por imprudencia ocasionados con el ma-
nejo de un vehículo de motor previsto por el Art. 49, de la 
ley 241 de 1967, y sancionado por dicho artículo, letras a), 
b) y c) con las penas de seis (6) días a seis (6) meses de pri-
sión y multa de seis (RD$6 00) pesos a ciento ochenta (RD 
$180.00) pesos, si la imposibilidad de dedicarse al trabajo 
durare menos de diez días; de tres (3) meses a un (1) año  

de prisión y multa de cincuenta pesos (RD$50.00) a tres-
cientos pesos (RD$300.00) si el lesionado resultare enfermo 
o imposibilitado para dedicarse a su trabajo por diez (10) 
días o más, pero menos de veinte (20); de seis (6) meses Z3 
dos (2) años de prisión y multa de cien (RD$100.00) pesos 
a quinientos (RD$500.00) pesos, si la enfermedad o imposi-
bilidad para su trabajo durase veinte (20) días o más; que 
en consecuencia al condenar, la Corte a-qua al prevenido 
Rafael Guerrero Franjul, después de declarado culpable a 
veinticinco (RD$25.00) pesos de multa, acogiendo en su 
favor circunstancias atenuantes, le aplicó una sanción ajus-
tada a la ley; 

Considerando que la sentencia impugnada, en cuanto 
pueda interesar a dicho prevenido, contiene una exposición 
completa de los hechos y motivos suficientes y pertinentes 
que justifican su dispositivo, por lo que el alegato de los 
recurrentes, en lo que a éste concierne, carece de funda-
mento y debe ser desestimado; 

En cuanto a los intereses civiles: 

Considerando que lo que señalan los recurrentes co-
mo causa de invalidez de la sentencia impugnada al ano-
tar, que mientras dicho fallo en sus motivos habla de una 
indemnización de RD$500.00 pesos para BienVenido Sán-
chez Guzmán, en el dispositivo, especifica para éste RD 
$5,000.00 pesos, lo que dificultaría o imposibilitaría la eje-
cución de dicho fallo; salta a la vista que se trata de un sim-
ple error material, al haberse expedido copia del disposi-
tivo de la misma. ya que la copia auténtica de dicha sen-
tencia, que obra en el expediente en ocasión del presente 
recurso de casación, está correcta, indicando tanto en sus 
motivos, como en el dispositivo, que a dicho señor Sánchez 
Guzmán, constituído en parte civil, se le acordaba una in-
demnización de RD$500.00 pesos; por lo que este alegato 
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de los recurrentes, carece de fundamento, y debe también 
ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
tes a Bienvenido Sánchez Guzmán, Olimpia Sánchez y Ra 
fael Vicioso Díaz; Segundo: Rechaza el recurso de casación 
interpuesto por Rafael Guerrero Franjul, Ulises Fiaquer 
y The Yorkshire Insurance Company Limited, representa 
da por The General Sales Co., C. por A., contra sentencia 
correccional dictada por la Corte de Apelación de Santo 
Domingo, de fecha 23 de diciembre de 1969, cuyo dispositi-
vo se transcribe en parte anterior del presente fallo; Ter-
cero: Condena al prevenido al pago de las costas penales; 
Cuarto: Condena a los recurrentes al pago de las costas ci-
viles, distrayéndolas en favor de los Doctores Santiago E. 
Robert Saint•Clair y José Canó López, quienes afirman ha-
berlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.— 
Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia. Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 30 DE SEPTIEMBRE DE 1970 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
fecha 17 de febrero de 1970. 

Materia: Penal. 

Re3urrente: Máximo Antonio Tejeda o Tejada. 

Abogados: Drs. A. Flavio Sosa y Félix A. Fuello. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente,. Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló. Juan Bautista Rojas Almánzar y 
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 30 de sentiembre del año 1970, años 127 9  de la Indew,M-
dencia y 1089  de la Restauración, dicta en audiencia públi-
ca, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Máxi-
mo Antonio Tejeda o Tejada, dominicano, mayor de edad. 
casado, dómiciliado en la casa N 9  127 de la calle Juana Sal-
titopa de esta ciudad, chófer, y las Compañías Central Río 
Haina y Seguros San Rafael, C. por A., domiciliadas en es-
ta ciudad, la última en la casa N 9  35 de la calle Leopoldo 
Navarro, contra la sentencia dictada en sus atribuciones co-
rreccionales por la Corte de Apelación de Santo Domingo, 
en fecha 17 de febrero de 1970, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 
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de los recurrentes, carece de fundamento, y debe también 
ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
tes a Bienvenido Sánchez Guzmán, Olimpia Sánchez y Ra 
fael Vicioso Díaz; Segundo: Rechaza el recurso de casación 
interpuesto por Rafael Guerrero Franjul, Ulises Fiaquer 
y The Yorkshire Insurance Company Limited, representa 
da por The General Sales Co., C. por A., contra sentencia 
correccional dictada por la Corte de Apelación de Santo 
Domingo, de fecha 23 de diciembre de 1969, cuyo dispositi-
vo se transcribe en parte anterior del presente fallo; Ter-
cero: Condena al prevenido al pago de las costas penales; 
Cuarto: Condena a los recurrentes al pago- de las costas ci-
viles, distrayéndolas en favor de los Doctores Santiago E. 
Robert Saint-Clair y José Canó López, quienes afirman ha-
berlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernanch 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.— 
Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia. Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 30 DE SEPTIEMBRE DE 1970 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
fecha 17 de febrero de 1970. 

Materia: Penal. 

Re3urrente: Máximo Antonio Tejeda o Tejada. 

Abogados: Drs. A. Flavio Sosa y Félix A. Puello. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Pe.relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y 
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 30 de sentiembre del año 1970, años 127 9  de la Indepen-
dencia y 1089 de la Restauración, dicta en audiencia públi-
ca, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Máxi-
mo Antonio Tejeda o Tejada, dominicano, mayor de edad. 
casado, dómiciliado en la casa N 9  127 de lá calle Juana Sal-
titopa de esta ciudad, chófer, y las,Compañías Central Río 
Haina y Seguros San Rafael, C. por A., domiciliadas en es-
ta ciudad, la última en la casa N9 35 de la calle Leopoldn 
Navarro, contra la sentencia dictada en sus atribuciones co-
rreccionales por la Corte de Apelación de Santo Domingo, 
en fecha 17 de febrero de 1970, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. A. Flavio Sosa, por sí y por el Dr. Félix A. 

Puello, abogados de los recurrentes en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Visto el acta del recurso de casación, levantada en la 

Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 18 de febrero de 
1970 a requerimiento del Dr. Flavio Sosa, actuando a nom-
bre de los recurrentes, y en la cual no se invoca ningún me-
dio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 al 60 de la Ley 241 de 1967; 
10 de la Ley 4117 de 1955; 1383 y 1384 del Código Civil; 
141 del Código de Procedimiento Civil; y 1 y 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha 23 de diciembre de 1968, mientras Máximo Tejeda 
e Tejada, manejando el Jeep placa N9 4892, propiedad del 
Consejo Estatal del Azúcar, y al servicio del Central Río 
Haina, por la Autopista Duarte, kilómetro 6 1/2, estropeó a 
Martín Sierra, produciéndole lesiones curables después de 
60 días y antes de los 90 días; b) que apoderada del caso 
la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Nacional, dictó en fecha 3 de septiembre 
de 1969, una sentencia cuyo dispositivo aparece inserto en 

- el de la sentencia impugnada; c) que contra dicha decisión 
recurrieron en apelación todas las partes, excepto el Minis-
terio Público, interviniendo por ante la Corte de Apelación 
de Santo Domingo, la sentencia ahora impugnada en casa-
ción, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Decla-
ra regulares y válidos los recursos de apelación interpuestos 
por el Dr. Flavio Sosa, a nombre y representación de Máxi-
mo Antonio Tejeda o Tejada, el Ingenio Azucarero Central 

Río Taína y la Cía. de Seguros San Rafael, C. por A., en fe-
cha 4 de septiembre de 1969; el Dr. José A. Rodríguez Con-
de a nombre y representación de Martín Sierra, en fecha 12 
de septiembre de 1969, contra sentencia dictada en atribu-
ciones correccionales en fecha 3 de septiembre de 1969, 
por la Primera Cámara de lo Penal del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo copiado 
teqtualmente dice así: "Falla: Primero: Se Declara al nom-
brado Máximo Antonio Tejeda o Tejada, de generales qw. 
constan, culpable del delito de golpes y heridas involunta-
rias causadcs con el manejo o conducción de vehículo de 
motor, previsto y sancionado por el inciso c) del artículo 
49. de la ley N9 241, sobre Tránsito de Vehículos en per-
juic'o de Martín Sierra, y en consecuencia, se le condena a 
sufrir la pena de Tres (3) meses de Prisión Correccional y 
sl Dio° de una multa de Doscientos Pesos Oro (RD$200 00) ; 
SEGUNDO: Se Declara al nombrado Martín Sierra, de ge-
nerales que también constan, no culpable de delito de viola-
ción a la ley N9 241, sobre Tránsito de Vehículos, y en con-
secuencia se le Descarga de toda responsabilidad penal; 
por no haber violado la ley; TERCERO: Se declaran las cos-
tas de oficio en cuanto respecta al prevenido Martín Sie-
rra; CUARTO: Se declara regular y válido en cuanto a la 
forma, la constitución en parte civil hecha por el nombrado 
Martín Sierra, por conducto de su abogado Dr. José A. Ro-
dríguez Conde, en contra de los señores Máximo Antonio 
Tejeda o Tejada y el Ingenio Azucarero Central Río Haina, 
al primero, en su calidad de prevenido, y el segundo, en su 
calidad de persona civilmente responsable, por ser éste el 
comitente de su preposé Máximo Antonio Tejada o Tejeda 
y al Ingenio Azucarero Central Río Haina, en sus expresa-
das calidades al pago solidario de una indemnización de Un 
Mil Quinientos Pesos Oro (RD$1,500.00) en favor del se-
ñor Martín Sierra, como justa reparación de los daños mo-
rales y materiales sufridos por éste a consecuencia del ac-
cidente de que se trata; SEXTO: Se condena a Máximo An- 
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. A. Flavio Sosa, por sí y por el Dr. Félix A. 

Puello, abogados de los recurrentes en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el acta del recurso de casación, levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 18 de febrero de 
1970 a requerimiento del Dr. Flavio Sosa, actuando a nom-
bre de los recurrentes, y en la cual no se invoca ningún me-
dio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 al 60 de la Ley 241 de 1967; 
10 de la Ley 4117 de 1955; 1383 y 1384 del Código Civil; 
141 del Código de Procedimiento Civil; y 1 y 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha 23 de diciembre de 1968, mientras Máximo Tejeda 
o Tejada, manejando el Jeep placa N 9  4892, propiedad del 
Consejo Estatal del Azúcar, y al servicio del Central Río 
Haina, por la Autopista Duarte, kilómetro 6 1/2, estropeó a 
Martín Sierra, produciéndole lesiones curables después de 
60 días y antes de los 90 días; b) que apoderada del caso 
la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Nacional, dictó en fecha 3 de septiembre 
de 1969, una sentencia cuyo dispositivo aparece inserto en 

- el de la sentencia impugnada; c) que contra dicha decisión 
recurrieron en apelación todas las partes, excepto el Minis-
terio Público, intervrAiendo por ante la Corte de Apelación 
de Santo Domingo, la sentencia ahora impugnada en casa-
ción, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Decla-
ra regulares y válidos los recursos de apelación interpuestos 
por el Dr. Flavio Sosa, a nombre y representación de Máxi-
mo Antonio Tejeda o Tejada, el Ingenio Azucarero Central 

Río Haina y la Cía. de Seguros San Rafael, C. por A., en fe-
cha 4 de septiembre de 1969; el Dr. José A. Rodríguez Con-
de a nombre y representación de Martín Sierra, en fecha 12 
de septiembre de 1969, contra sentencia dictada en atribu-
ciones correccionales en fecha 3 de septiembre de 1969, 
por la Primera Cámara de lo Penal del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo copiado 
teqtualmente dice así: "Falla: Primero: Se Declara al nom, 
brado Máximo Antonio Tejeda o Tejada, de generales qtr^ 
constan, culpable del delito de golpes y heridas involunta 
rias causados con el manejo o conducción de vehículo de 
motor, previsto y sancionado por el inciso e) del artículo 
49, de la ley N9 241, sobre Tránsito de Vehículos en per-
juic*o de Martín Sierra, y en consecuencia, se le condena a 
sufrir la pena de Tres (3) meses de Prisión Correccional y 
31 onflo de una multa de Doscientos Pesos Oro (RD$200 00); 
SEGUNDO: Se Declara al nombrado Martín Sierra, de ge-
nerales que también constan, no culpable de delito de viola- 
ción a la ley N9 241, sobre Tránsito de Vehículos, y en con-
secuencia se le Descarga de toda responsabilidad penal; 
por no haber violado la ley; TERCERO: Se declaran las cos-
tas de oficio en cuanto respecta al prevenido Martín Sie-
rra; CUARTO: Se declara regular y válido en cuanto a la 
forma, la constitución en parte civil hecha por el nombrado 
Martín Sierra, por conducto de su abogado Dr. José A. Ro-
dríguez Conde, en contra de los señores Máximo Antonio 
Tejeda o Tejada y el Ingenio Azucarero Central Río Haina, 
al primero, en su calidad de prevenido, y el segundo, en su 
calidad de persona civilmente responsable, por ser éste el 
comitente de su preposé Máximo Antonio Tejada o Tejeda 
y al Ingenio Azucarero Central Río Haina, en sus expresa-
das calidades al pago solidario de una indemnización de Un 
Mil Quinientos Pesos Oro (RD$1,500.00) en favor d.?1 se-
ñor Martín Sierra, como justa reparación de los daños mo-
rales y materiales sufridos por éste a consecuencia del ac-
cidente de que se trata; SEXTO: Se condena a Máximo An- 
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tonio Tejada o Tejeda y el Ingenio Azucarero Central Río 
Haina, en sus preindicadas calidades al pago solidario de 
los intereses legales de la suma acordada a título de in-
demnización supletoria; SEPTIMO: Se condena a Máximo 
Antonio Tejada o Tejeda, y al Ingenio Azucarero Río Hai-
na, al pago de las costas, las civiles, en favor del Dr. José 
A. Rodríguez Conde, quien. afirma estarlas avanzando en 
su mayor parte; OCTAVO: Se declara la regularidad de 
puesta en causa de la Compañía de Seguros "San Rafael 
C. por A.", y en consecuencia se declara la presente senten-
cia, oponible en el aspecto civil a dicha Compañía de S•-
guros, por ser ésta la entidad aseguradora del Jeep placa 
N9  4892, propiedad del Central Río Haina". Por haberlo 
interpuesto en tiempo hábil y de acuerdo con las prescrip-
ciones legales que regulan la materia; SEGUNDO: Modifi-
ca la sentencia recurrida en cuanto a la pena impuesta y 
condena al prevenido Máximo Antonio Tejeda o Tejada, al 
pago de una multa de cincuenta pesos (RD$5.0.00); TERCE-
RO: Modifica también la aludida sentencia en cuanto al 
monto de la indemnización se refiere en el sentido de au-
mentarla de la suma de Un Mil Quinientos Pesos (RD$ 
1,500.001 a la de Dos Mil Quinientos pesos (RD$2,500.00); 
CUARTO: Condena a Máximo Antonio Tejeda o Tejada, al 
pago de las costas penales; QUINTO: Condena a Máximo 
Antonio Tejeda o Tejada, al Ingenio Azucarero Río Haina 
y la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., al pago 
de las costas civiles, ordenando la distracción de las mis-
mas en provecho del Dr. José A. Rodríguez Conde, quien 
afirma estarlas avanzando en su mayor parte"; 

Considerando que en apoyo de su recurso los recur•lx-
tes invocan los siguientes medios de casación: Primer Me-
dio: Falta de motivo. Motivos vagos e imprecisos. Motivos 
imaginarios; Segundo Medio: Desnaturalización de los do-
cumentos y falsa interpretación de los hechos de la causa; 
Tercer Medio: Violación del Derecho de Defensa; Omisión  

de estatuir; Violación del artículo 141 del Código de Pro-
cedimiento Civil; 

Considerando que los recurrentes en el desarrollo de 
sus medios de casación, que por su relación se reúnen para 
su examen, alegan en síntesis: a) que la Corte a-qua conde-
nó al prevenido sin dar la motivación apropiada, fundán-
dose en la declaración del testigo Teodoro Antonio Soto, pa-
riente en grado prohibido, de Martín Sierra, constituido en 
parte civil, oído como simple informante en primera instan-
cia, y quien ufreció en audiencia declaraciones incoherentes 
y contradictorias; que pese a que el vehículo manejado por 
el prevenido, según certificación de la Superintendencia 
de Bancos y la Dirección de Rentas Internas era del Con-
sejo Estatal del Azúcar, se sancionó civilmente al Inge-
nio Río Haina, sin motivar de dónde nació esta responsabi-
lidad sui-géneri, que no resulta de la ley ni de los docu 
mentos de la causa; que tampoco se determina si el Ingenio 
Río Haina era responsable civilmente de los daños sufri-
dos por la víctima a título de mandante, o si lo era a títu-
lo de guardián de la cosa inanimada; que habiéndose so-
licitado el traslado de la Corte al lugar del hecho y la pre-
sentación del vehículo que manejaba el prevenido, para 
precisar su color, fue ordenado el traslado pero no la pre-
sentación del vehículo, sin dar motivos para ser negado es-
to último; que la Corte a-qua no motivó el hecho, de por 
una parte rebajar la sanción penal y de otra parte aumentar 
la indemnización; que los documentos de la causa han •sid , ) 
desnaturalizados, por lo mismo que éstos hacen constar que 
el vehículo que ocasionó el accidente pertenecía al Conse-
jo Estatal del Azúcar, y fue considerado como propiedad 
del Ingenio Río Haina, 'poniendo a cargo de ésta los daños 
y perjuicios; que se violó el derecho de defensa, por el he-
cho de que, aunque se ordenó y realizó el descenso al lu-
gar del hecho, no se le permitió la presentación del vehícu-
lo, ya que no fue ordenado por la sentencia no obstante ha- 
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tonio Tejada o Tejeda y el Ingenio Azucarero Central Río 
Haina, en sus preindicadas calidades al pago solidario de 
los intereses legales de la suma acordada a título de in-
demnización supletoria; SEPTIMO: Se condena a Máximo 
Antonio Tejada o Tejeda, y al Ingenio Azucarero Río Hai-
na, al pago de las costas, las civiles, en favor del Dr. José 
A. Rodríguez Conde, quien. afirma estarlas avanzando en 
su mayor parte; OCTAVO: Se declara la regularidad de la 
puesta en causa de la Compañía de Seguros "San Rafael 
C. por A.", y en consecuencia se declara la presente senten-
cia, oponible en el aspecto civil a dicha Compañía de Se-
guros, por ser ésta la entidad aseguradora del Jeep placa 
N9  4892, propiedad del Central Río Haina". Por haberlo 
interpuesto en tiempo hábil y de acuerdo con las prescrip-
ciones legales que regulan la materia; SEGUNDO: Modifi-
ca la sentencia recurrida en cuanto a la pena impuesta y 
condena al prevenido Máximo Antonio Tejeda o Tejada, al 
pago de una multa de cincuenta pesos (RD$5.0.00); TERCE-
RO: Modifica también la aludida sentencia en cuanto al 
monto de la indemnización se refiere en el sentido de au-
mentarla de la suma de Un Mil Quinientos Pesos (RD$ 
1,500.00) a la de Dos Mil Quinientos pesos (RD$2,500.00); 
CUARTO: Condena a Máximo Antonio Tejeda o Tejada, al 
pago de las costas penales; QUINTO: Condena a Máximo 
Antonio Tejeda o Tejada, al Ingenio Azucarero Río Haina 
y la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., al pago 
de las costas civiles, ordenando la distracción de las mis-
mas en provecho del Dr. José A. Rodríguez Conde, quien 
afirma estarlas avanzando en su mayor parte"; 

Considerando que en apoyo de su recurso los recurreb-
tes invocan los siguientes medios de casación: Primer Me-
dio: Falta de motivo. Motivos vagos e imprecisos. Motivos 
imaginarios; Segundo Medio: Desnaturalización de los do-
cumentos y falsa interpretación de los hechos de la causa; 
Tercer Medio: Violación del Derecho de Defensa; Omisión  

de estatuir; Violación del artículo 141 del Código de Pro-
cedimiento Civil; 

Considerando que los recurrentes en el desarrollo de 
sus medios de casación, que por su relación se reúnen para 
su examen, alegan en síntesis: a) que la Corte a-qua conde-
nó al prevenido sin dar la motivación apropiada, fundán-
dose en la declaración del testigo Teodoro Antonio Soto, pa-
riente en grado prohibido, de Martín Sierra, constituido en 
parte civil, oído como simple informante en primera instan-
cia, y quien ofreció en audiencia declaraciones incoherentes 
y contradictorias; que pese a que el vehículo manejado por 
el prevenido, según certificación de la Superintendencia 
de Bancos y la Dirección de Rentas Internas era del Con-
sejo Estatal del Azúcar, se sancionó civilmente al Inge-
nio Río Haina,,sin motivar de dónde nació esta responsabi-
lidad sui-'géneri, que no resulta de la ley ni de los docu 
mentos de la causa; que tampoco se determina si el Ingenio 
Río Haina era responsable civilmente de los daños sufri-
dos por la víctima a título de mandante, o si lo era a títu-
lo de guardián de la cosa inanimada; que habiéndose so-
licitado el traslado de la Corte al lugar del hecho y la pre-
sentación del vehículo que manejaba el prevenido, para 
precisar su color, fue ordenado el traslado pero no la pre-
sentación del vehículo, sin dar motivos para ser negado es-
to último; que la Corte a-qua no motivó el hecho, de por 
una parte rebajar la sanción penal y de otra parte aumentar 
la indemnización; que los documentos de la causa han •sid , ) 
desnaturalizados, por lo mismo que éstos hacen constar que 
el vehículo que ocasionó el accidente pertenecía al Conse-
jo Estatal del Azúcar, y fue considerado como propiedad 
del Ingenio Río Haina, poniendo a cargo de ésta los daños 
y perjuicios; que se violó el derecho de defensa, por el he-
cho de que, aunque se ordenó y realizó el descenso al lu-
gar del hecho, no se le permitió la presentación del vehícu-
lo, ya que no fue ordenado por la sentencia no obstante ha- 
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berlo solicitado; que en consecuencia, alegan los recurren-
tes, la sentencia impugnada debe ser casada; pero, 

En cuanto al interés del prevenido: 

Considerando que la sentencia impugnada ni los do-
cumentos de la causa, revelan que por ante la Corte a-qua 
se propusiera tacha alguna contra el testigo Teodoro An-
tonio Santo, oponiéndose a que fuese oído bajo la .1 -é 
juramento, y aunque dicho testigo hubiese sido oído por an-
te la jurisdicción de primer grado, a título de simple refe-
rencia, ninguna crítica en ese sentido puede serle hecha a 
dicho testigo, ahora por primera vez en casación; 

Considerando que ordenado el descenso de la Corte 
a-qua al lugar del hecho, aunque se omitiera particularmen-
te estatuir sobre la presentación del Jeep que conducía el 
prevenido, nada se oponía a que éste lo presentara a los 
jueces en el descenso, toda vez que dicha medida de instruc , 

 ción se realizaba para el mejor esclarecimiento del hecho, 
en tcdos sus aspectos, por lo que dicha omisión en el fallo, 
en ningún caso podía implicar una violación al derecho de 
defensa, como lo pretenden los recurrentes; 

Considerando que la Corte a-qua mediante la ponde-
ración de todas las pruebas suministradas al debate y no 
como lo afirman los recurrentes por la declaración exc'u 
siva del testigo Teodoro Antonio Santo, declaración a la 
que pudo atribuirle entero crédito, dió por establecido: a) 
que el día 23 de diciembre de 1968, en el kilómetro 6 1/2 de 
la Autopista Duarte, siendo las 11:45 A. M. mientras el 
Jeep placa 4892 marca Land Rover, -  propiedad del Conse-
joEstatal del Azúcar y al servicio del Central Río Haina, 

conducido por Máximo Antonio Tejeda, transitaba de Es-
te a Oeste por la Autopista Duarte, al llegar al kilómetro 
6 1/2, se originó un choque con la bicicleta manejada por 
Martín Sierra, quien con el impacto recibió golpes diver- 

sos y fractura de la pierna izquierda, lesiones curables des-
pués de 60 días y antes de 90, salvo complicaciones, y los 
vehículos con algunos desperfectos; b) que dicho hecho ocu-
rrió por la falta exclusiva del conductor Máximo Antonio 
Tejeda o Tejada, quien al rebasar un camión sin tomar las 
medidas de prudencia necesarias chocó al ciclista Martín 
Sierra, quien circulaba por dicha autopista a su derecha; 

Considerando que en los hechos así establecidos se en-
cuentran reunidos los elementos constitutivos del delito 
de golpes y heridas por imprudencia ocasionados con el 
manejo de un vehículo de motor previsto por el artículo 49 
de la Ley 141 del 1967 y sancionado por dicho artículo, le-
tra c) con la pena de seis meses de prisión y multa de cien 
(RD$100.00) pesos, a quinientos (RD$500.00) pesos, si la en-
fermedad o imposibiildad para su trabajo durare veinte 
(20) días o más etc.; que en consecuencia al condenar la 
Corte a-qua al prevenido Máximo Antonio Tejeda o Teja-
da, después de declararlo culpable al pago de una multa 
de cincuenta (RD$50.00) pesos, acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes, le aplicó una sanción ajustada a 
la Ley; '141V,"~"--7fleirWi 

Considerando que examinada en sus demás aspectos 
penales, la sentencia impugnada, no contiene vicio alguno 
de interés para el prevenido, que amerite su casación; 

En cuanto a las condenaciones civiles: 

Considerando que la sentencia impugnada y los docu-
mentos del expediente, ponen de manifiesto, que el Central 
Río Haina, fue puesto en causa, por la parte civil consti-
tuida para que respondiera como comitente de su emplea-
do, de los daños ocasionados por éste, en ocasión del acci-
dente de que se trata; y la Compañía de Seguros San Ra-
fael, C. por A., para que le fuera oponible la sentencia que 
se pudiera dictar en su condición de aseguradora del ve- 
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berlo solicitado; que en consecuencia, alegan los recurren-
tes, la sentencia impugnada debe ser casada; pero, 

En cuanto al interés del prevenido: 

Considerando que la sentencia impugnada ni los do-
cumentos de la causa, revelan que por ante la Corte a-qua 
se propusiera tacha alguna contra el testigo Teodoro An-
tonio Santo, oponiéndose a que fuese oído bajo la Té de 
juramento, y aunque dicho testigo hubiese sido oído por an-
te la jurisdicción de primer grado, a título de simple refe-
rencia, ninguna crítica en ese sentido puede serle hecha a 
dicho testigo, ahora por primera vez en casación; 

Considerando que ordenado el descenso de la Corte 
a-qua al lugar del hecho, aunque se omitiera particularmen-
te estatuir sobre la presentación del Jeep que conducía el 
prevenido, nada se oponía a que éste lo presentara a los 
jueces en el descenso, toda vez que dicha medida de instruc , 

 ción se realizaba para el mejor esclarecimiento del hecho, 
en todos sus aspectos, por lo que dicha omisión en el fallo, 
en ningún caso podía implicar una violación al derecho de 
defensa, como lo pretenden los recurrentes; 

Considerando que la Corte a-qua mediante la ponde-
ración de todas las pruebas suministradas al debate y no 
como lo afirman los recurrentes por la declaración exc'u 
siva del testigo Teodoro Antonio Santo, declaración a la 
que pudo atribuirle entero crédito, dió por establecido: a) 
que el día 23 de diciembre de 1968, en el kilómetro 6 1/2 de 
la Autopista Duarte, siendo las 11:45 A. M. mientras el 
Jeep placa 4892 marca Land Rover, propiedad del Cor se-
joEstatal del Azúcar y al servicio del Central Río Haina, 

conducido por Máximo Antonio Tejeda, transitaba de Es-
te a Oeste por la Autopista Duarte, al llegar al kilómetro 
6 1/2, se originó un choque con la bicicleta manejada por 
Martín Sierra, quien con el impacto recibió golpes diver- 

sos y fractura de la pierna izquierda, lesiones curables des-
pués de 60 días y antes de 90, salvo complicaciones, y los 
vehículos con algunos desperfectos; b) que dicho hecho ocu-
rrió por la falta exclusiva del conductor Máximo Antonio 
Tejeda o Tejada, quien al rebasar un camión sin tomar las 
medidas de prudencia necesarias chocó al ciclista Martín 
Sierra, quien circulaba por dicha autopista a su derecha; 

Considerando que en los hechos así establecidos se en-
cuentran reunidos los elementos constitutivos del delito 
de golpes y heridas por imprudencia ocasionados con el 
manejo de un vehículo de motor previsto por el artículo 49 
de la Ley 141 del 1967 y sancionado por dicho artículo, le-
tra c) con la pena de seis meses de prisión y multa de cien 
(RD$100.00) pesos, a quinientos (RD$500.00) pesos, si la en-
fermedad o imposibiildad para su trabajo durare veinte 
(20) días o más etc.; que en consecuencia al condenar la 
Corte a-qua al prevenido Máximo Antonio Tejeda o Teja-
da, después de declararlo culpable al pago de una multa 
de cincuenta (RD$50.00) pesos, acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes, le aplicó una sanción ajustada a 
la Ley; 	 -41# WrcReneicaran 

Considerando que examinada en sus demás aspectos 
penales, la sentencia impugnada, no contiene vicio alguno 
de interés para el prevenido, que amerite su casación; 

En cuanto a las condenaciones civiles: 

Considerando que la sentencia impugnada y los docu-
mentos del expediente, ponen de manifiesto, que el Central 
Río Haina, fue puesto en causa, por la parte civil consti-
tuida para que respondiera como comitente de su emplea-
do, de los daños ocasionados por éste, en ocasión del acci-
dente de que se trata; y la Compañía de Seguros San Ra-
fael, C. por A., para que le fuera oponible la sentencia que 
se pudiera dictar en su condición de aseguradora del ve- 
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hículo que había ocasionado el daño; que ni una ni la otra 
objetaron o se opusieron a dicha puesta en causa, en la ca-
lidad indicada, aceptando por el contrario el debate, tal 
como había sido planteado, y limitándose a pedir, pura y 
simplemente, el rechazo de la constitución en parte civil, 
bajo el fundamento de que el prevenido no era responsable 
del hecho que se le imputaba; 

Considerando que en tales circunstancias, condenado co-
mo lo fue el Central Río Haina, al pago de daños y perjui-
cios, en su condición de comitente, de su empleado, el chó-
fer Máximo Antonio Tejada, quien declaró estar al servi-
do de dicha Empresa, el día del accidente, y no en su con-
dición de propietario del vehículo de que se trata, según lo 
pretenden los recurrentes. y no habiendo sido discutido por 
la Cernpalía de Seguros San Rafael, C. por A., el Contra • 
to de Seguros del vehículo que ocasionó el accidente, hay 
que admitir, que los alegatos de los recurrentes, de que 
las Certificaciones de la Superintendencia de Bancos, de 
Rentas Internas y otras piezas, que establecen que el Jeep 
de que se trata, era de propiedad del Consejo Estatal del 
Azúcar y no del Central Río Ha'na, habían sido desnatu-
ralizados, aparte de ser medios nuevos, ya que no fueron 
propuestos por ante los jueces del fondo, y por lo mimo no 
suceptibles de ser propuestos por primera vez en casación, 
carecen en todo caso de fundamento y deben ser desesti-
madcs; 

Considerando por últ'rno, que contrariamente a como 
lo alegan los recurrentes, la CcrIl• a-qua, al decir en la sen-
tencia impugnada, que en vista ele la gravedad de las heri-
dz- s, cine sufrió en el accidente Martín Sierra, constituido 
en parte civil, estimaba haciendo uso para ello de su pode: 
soberano de apreciación que era justo elevar la ind,emniza-
ción de RD$1.000 00, que habían sido acordados en prime-
ra instancia a RD$2,500.00, dió con ello motivos suficientes 
para justificar en ese aspecto el fallo impugnado y por otra  

parte nada se oponía a que, aunque la sanción peral fuera 
rebajada, pudiera ser aumentada la indemnización, ya que 
'a pena aplicada, nada tiene que ver con el perjuicio sufrid..,; 

Considerando que en el presente caso no procede esta-
-luir sobre las costas civiles, por no haber pedimento alguno 
de la parte adversa; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recureos ca-
sacién interpuestcs por Antonio Tejada o TejeCa, Central 
Río Haina y Seguros San Rafael, C. por A., contra la sen-
tencia correccional dictada por la Corte de Apelación do 
Santo De mingo en fecha 17 de febrero de 1970, cuyo dis-
positivo se ha transcrito en parte anterior del prevente fa-
llo; Segundo: Condena al prevenido al pago de las costas 
penales. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. 
Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez 
Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Os-
valdo Rojo Carbuczia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge- 
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en Ya 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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parte nada se oponía a que, aunque la sanción peral fuera 
rebajada, pudiera ser aumentada la indemnización, ya que 

pena aplicada, nada tiene que ver con el perjuicio sufrido; 
Considerando que en el presente caso no procede esta-

''ir sobre las costas civiles, por no haber pedimento alguno 
de la parte adversa; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recureos ca-
sación interpuestos por Antonio Tejada o Tejerla, Central 
Río Ha'na y Seguros San Rafael, C. por A., contra la sen-
tencia correccional dictada por la Corte de Apelación de 
Santo Dc mingo en fecha 17 de febrero de 1970, cuyo dis-
pos:tivo se ha transcrito en parte anterior del presente fa-
llo; Segundo: Condena al prevenido al pago de las costas 
penales. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.-- F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. 
Amiama.— Francisco Elpidia Beras.— Joaquín M. Alvarez 
Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Os-
valdo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge- 
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en Ya 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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hículo que había ocasicnado el daño; que ni una ni la otra. 
objetaron o se opusieron a dicha puesta en causa, en la ca-
lidad indicada, aceptando por el contrario el debate, tal 
como había sido planteado, y limitándose a pedir, pura y 
simplemente, el rechazo de la constitución en parte civil, 
bajo el fundamento de que el prevenido no era responsoble 
del hecho que se le imputaba; 

Considerando que en tales circunstancias, condenado co-
mo lo fue el Central Río Ha'na, al pago de daños y perjui-
cios, en su condición de comitente, de su empleado, el chó-
fer Máximo Antonio Tejada, quien declaró estar al servi-
cio de dicha Empresa, el día del accidente, y no en su con-
dición de propietario del vehículo de que se trata, según lo 
pretenden los recurrentes. y no habiendo sido discutido por 
la Ccrnpañía de Seguros San Rafael, C. por A., el Contra - 
to de Seguros del vehículo que ocasionó el accidente, hay 
que admitir, que los alegatos de los recurrentes, de que 
las Certificaciones de la Superintendencia de Bancos, de 
Rentas Internas y otras piezas, que establecen que el Jeep 
de que se trata, era de propiedad del Consejo Estatal del 
Azúcar y no del Central Río Ha'na, habían sido desnatu-
ralizados, aparte de ser medios nuevos, ya que no fueron 
propuestos por ante los jueces del fondo, y por lo m=emo nn 
suceptibles de ser propuestos por primera vez en casación, 
carecen en todo caso de fundamento y deben ser desesti-
madcs; 

Considerando por último, que contrariamente a como 
lo alegan los recurrentes, la Ce r1/4 ,  a-qua, al decir en la sen-
tencia impugnada, que en vista de la gravedad de las h3ri-
drs, que sufrió en el accidente Martín Sierra, constituido 
en parte c:vil, c.stimaba haciendo uso para ello de su pode: 
soberano de aprec'ación que era justo elevar la indemniza-
ción de RD$1.000 00, que habían sido acordados en prime-
ra instancia a RD$2,500_00, dió con ello motivos suficientes 
para justificar en ese aspecto el fallo impugnado y por otra 
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tancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo copiado tex-
tualmente dice así: "Falla: Primero: Se declara culpable 
al prevenido Julio César Mejía Arias, de generales que 
constan, del delito de golpes involuntarios causados con el 
manejo de vehículo de motor, curables después de 60 días, 
en perjuicio del menor Te¿iillo Emilio Zapata, hecho pre-
visto y sancionado por las disposiciones de la ley 5771, y 
en consecuencia, se condena al pago de una multa de Itl.) 
$50.00 (Cincuenta Pesos 01u), y al pago de las costas pe-
nales; 'Segundo: Se declara buena y válida la constitución 
en parte civil hecha por la señora Gloria María Santurria.s 
Torres, madre del menor Teóáro Emilio Zapata, contra la 
persona civilmente responsable, Mei cedes Arias y la Com-
pañia Aseguraacra Seguros 1-epín, S. A.; Tercero: Se con-
dena a la señora 1VIercedes Arias, en su calidad de persona 
civilmente responsable, y a la Compañía aseguradora Se-
guros Pepín, b. A•, soliaariamente, al pago de la suma in-
demnizatoria de RD$2,000.00 (Dos Mil Pesos Oro Dominica-
no), a favor de la señora Gloria María Saturria Torres, ma-
dre del menor lesionado, como justa reparación a los daños 
morales y materiales recibidos por ella, con motivo del ac-
cidente sufrido por su hijo menor Teófilo Emilio Zapata; 
Cuarto: Se condena a la señora Mercedes Arias y a la Com-
pañía Aseguradora Seguros Pepín, S. A., solidariamente 
al pago de las costas civiles con distracción de las mismas 
en provecho del Dr. Ulises Cabrera L., quien asegura ha. 
'perlas avanzado en su totalidad". SEGUNDO: Pronuncia 
el defecto contra la Compañía de Seguros Pepín, S. A., por 
falta de ecncluir; TERCERO: Confirma la sentencia recu-
rrida en todas sus partes; CUARTO: Condena a la Compa-
ñía de Seguros Pepín, S. A., al pago de las costas caviles, 
con distracción en favor del Dr. Ulises Cabrera L., quien 
afirma haberlas avanzado en su totalidad; QUINTO: Con-
dena al prevenido Julio César Mejía Arias, al pago de las 
costas penales"; 
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE SEPTIEMBRE DE 1970 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
fecha 17 de febrero de 1970. 

Materia: Penal. 

Recurrentes: Seguros Pepín, S. A. y Mercedes Arias. 

Abogado: Dr. Diógenes Amaro García. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, 
Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan 
Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuc-
cia, asistidos del Secretario General, en la Sala donde ce-
lebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 30 del mes de septiem-
bre de 1970, años 1279  de la Independencia y 108 9  de la 
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Segu-
ros Pepín, S. A., Compañía de Seguros y Mercedes Arias, 
contra la sentencia pronunciada por la Corte de Apelación 
de Santo Domingo, en fecha 17 de febrero del 1970, cuyo 
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara regular 
y válido el recurso de apelación interpuesto en fecha 4 de 
octubre de 1967, por el Dr. Diógenes Amaro García, a nom-
bre y representación de la Compañía de Seguros Pepín, S. 
A., contra sentencia dictada en fecha 10 de Agosto de 1968, 
por la Quinta Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins- 
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE SEPTIEMBRE DE 1970 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
fecha 17 de febrero de 1970. 

Materia: Penal. 

Recurrentes: Seguros Pepin, S. A. y Mercedes Arias. 

Abogado: Dr. Diógenes Amaro García. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, 
Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan 
Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuc-
cia, asistidos del Secretario General, en la Sala donde ce-
lebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 30 del mes de septiem-
bre de 1970, años 1279  de la Independencia y 108 9  de la 
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Segu-
ros Pepín, S. A., Compañía de Seguros y Mercedes Arias, 
contra la sentencia pronunciada por la Corte de Apelación 
de Santo Domingo, en fecha 17 de febrero del 1970, cuyo 
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara regular 
y válido el recurso de apelación interpuesto en fecha 4 de 
octubre de 1967, por el Dr. Diógenes Amaro García, a nom-
bre y representación de la Compañía de Seguros Pepín, S. 

A., contra sentencia dictada en fecha 10 de Agosto de 1968, 
por la Quinta Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins- 

tancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo copiado tex-
tualmente dice así: "Falla: Primero: Se declara culpable 
al prevenido Julio César Mejía Arias, de generales que 
constan, del delito de golpes involuntarios causados con el 
manejo de vehículo de motor, curables después de 60 días, 
en perjuicio del menor Teo.i.ilo Emilio Zapata, hecho pre-
visto y sancionado por las disposiciones de la ley 5771, y 
en consecuencia, se condena al pago de una multa de Rll 
40.00 (Cincuenta Pesos Olv), y al pago de las costas pe-
nales; Segundo: Se declara buena y válida la constitución 
en parte civil hecha por la señora Gloria María Santurrias 
Torres, madre del menor Teóillo Emilio Zapata, contra la 
persona civilmente responsable, Mercedes Arias y la Com-
pañia Aseguradora Seguros Fepín, S. A.; Tercero: Se con-
dena a la señora Mercedes Arias, en su calidad de pe: sopa 
civilmente responsable, y a la Compañía aseguradora Se-
a guros Pepín, b. A., solidariamente, al pago de la suma in-
demnizatoria de RD$2,000.00 (Dos Mil Pesos Oro Dominica-
no), a favor de la señora Gloria María Saturria Torres, ma-
dre del menor lesionado, como justa reparación a los daños 
morales y materiales recibidos por ella, con mot.vo del ac-
cidente sufrido por su hijo menor Teófilo Emilio Zapata; 
Cuarto: Se condena a la señora Mercedes Arias y a la Com-
pañía Aseguradora Seguros Pepín, S. A., solidariamente 
al pago de las costas civiles con distracción de las mismas 
en provecho del Dr. Ulises Cabrera L., quien asegura ha. 
berlas avanzado en su totalidad". SEGUNDO: Pronuncia 
el defecto contra la Compañía de Seguros Pepín, S. A., por 
falta de concluir; TERCERO: Confirma la sentencia recu-
rrida en todas sus partes; CUARTO: Condena a la Compa-
ñía de Seguros Pepín, S. A., al pago de las costas caviles, 
con distracción en favor del Dr. Ulises Cabrera L., quien 
afirma haberlas avanzado en su totalidad; QUINTO: Con-
dena al prevenido Julio César Mejía Arias, al pago de las 
costas penales"; 
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Por tales motivos, Primero: Da acta del desistimiento 
hecho por Mercedes Arias, del recurso de casación por ella 
interpuesto contra la sentencia pronunciada por la Corte 
de Apelación de Santo Domingo, en fecha 17 de febrero 
del 1970, y en consecuencia declara que no ha lugar a esta-
tuir sobre dicho recurso, y ordena que el presente expe-
diente sea archivado; Segundo: Declara nulo el recurso de 
casación interpuesto por Seguros Pepín, S. A., contra la 
misma sentencia, cuyo dispositivo ha sido copiado en par-
te anterior del presente fallo, y Tercero: Condena a los re-
currentes al pago de las costas. 

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francis-
co Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 9 de marzo del 1970, 
a requerimiento del Dr. Diógenes Amaro García, cédula 1\1 9 

 10655, serie 55, a nombre de los recurrentes, en la cual no 
se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

En cuanto al recurso de la recurrente Mercedes Arias: 

Considerando que la recurrente Mercedes Arias, ha 
desistido pura y simplemente, del recurso de casación por 
ella interpuesto; 

En cuanto al recurso de la Compañía Aseguradora: 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de ca-
sación sea interpuesto por el Ministerio Público, por la par-
te civil constituída o por la persona puesta en causa como 
ciivlmente responsable, el depósito de un memorial, con la 
exposición de los medios en que se funda, será obligato-
rio a pena de nulidad, si no se ha motivado el recurso en 
la declaración correspondiente; 

Considerando que en el presente caso, la recurrente Se-
guros Pepín, S. A., no expuso al declarar su recurso de ca-
sación los medios que les servirían de fundamento, ni ha 
presentado luego, memorial alguno contentivo de dichos 
medios; por lo cual, en tales condiciones el recurso que se 
examina, resulta nulo al tenor del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 9 de marzo del 1970, 
a requerimiento del Dr. Diógenes Amaro García, cédula N 9 

 10655, serie 55, a nombre de los recurrentes, en la cual no 
se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

En cuanto al recurso de la recurrente Mercedes Arias: 

Considerando que la recurrente Mercedes Arias, ha 
desistido pura y simplemente, del recurso de casación por 
ella interpuesto; 

En cuanto al recurso de la Compañía Aseguradora: 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de ca-
sación sea interpuesto por el Ministerio Público, por la par-
te civil constituida o por la persona puesta en causa como 
ciivlmente responsable, el depósito de un memorial, con la 
exposición de los medios en que se funda, será obligato-
rio a pena de nulidad, si no se ha motivado el recurso en 
la declaración correspondiente; 

Considerando que en el presente caso, la recurrente Se-
guros Pepín, S. A., no expuso al declarar su recurso de ca-
sación los medios que les servirían de fundamento, ni ha 
presentado luego, memorial alguno contentivo de dichos 
medios; por lo cual, en tales condiciones el recurso que se 
examina, resulta nulo al tenor del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Por tales motivos, Primero: Da acta del desistimiento 
hecho por Mercedes Arias, del recurso de casación por ella 
interpuesto contra la sentencia pronunciada por la Corte 
de Apelación de Santo Domingo, en fecha 17 de febrero 
del 1970, y en consecuencia declara que no ha lugar a esta-
tuir sobre dicho recurso, y ordena que el presente expe-
diente sea archivado; Segundo: Declara nulo el recurso de 
casación interpuesto por Seguros Pepín, S. A., contra la 
misma sentencia, cuyo dispositivo ha sido copiado en par-
te anterior del presente fallo, y Tercero: Condena a los re-
currentes al pago de las costas. 

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francis-
co Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE SEPTIEMBRE DE 1970 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrit•) 
Judicial de Barahona, de fecha 24 de noviembre de 1969. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Ingenio Barahona. 
Abogados: Lic. Rafael Alburquerque Z-B. y Dres. J. Enrique Her-

nández M., y Juan Estéban Ariza Mendoza. 

Recurrido: Leopoldo Payano. 
Abogado: Dr. Manuel Eduardo González. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M, Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y 
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 30 de Septiembre del 1970, años 127 9  de la Independen-
cia y 1089  de la Restauración, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Ingenio 
Barahona, contra la sentencia del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Barahona, dictada en su:, 
atribuciones laborales, en fecha 24 de noviembre del 1969, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído, en la lectura de sus conclusiones, a Dr. Manue! 

Eduardo González, cédula N 9  12217, serie 18, abogado del 
recurrido, que lo es Leopoldo Payano, dominicano, mayor 
de edad, casado, domiciliado en la sección de "Galván", Mu-
nicipio de Neyba, cédula N 9  6165, serie 6; 

Visto el memorial de casación suscrito en fecha 9 de 
febrero del 1970 por el Lic. Rafael Alburquerque Zayas-
Bazán y Dres. José Enrique Hernández Machado y Juan 
Estéban Ariza Mendoza, abogados del recurrente; 

Visto el memorial de defensa, suscrito en fecha 9 de 
marzo del 1970 por el abogado del recurrido; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos mencionados por el recurrente 
en su memorial, y 1, 20 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en lo-
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que con motivo de una reclamación laboral que no pudo 
ser conciliada, el Juzgado de Paz del Municipio de Baraho-
na dictó, en fecha 26 de febrero del 1969, en sus atribucio-
nes laborales, una sentencia cuyo dispositivo dice así: "Fa-
lla: Primero: Que debe Declarar coom al efecto Declara, 
rescindido el contrato de Trabajo existente entre el serio: 
Leopoldo Payano y el Ingenio Barahona (C. E. A.), por cul-
pa de este último. Segundo: Que debe Condenar como al 
efecto Condena, al Ingenio Barahona (C. E. A.), a pagar in-
mediatamente a su extrabajador Leopoldo. Payano, las si-
guientes prestaciones laborales: la cantidad de Doscientos 
Cincuenta Pesos Oro (RD$250.00) por concepto de auxilio 
de cesantía, es decir dos meses y quince días a razón de 
quince días por cada año trabajado durante cinco años en 
base a su sueldo de RD$100.00 mensuales; más la cantidad 
de Setentinueve Pesos Oro (RD$79.92) con Noventidós Cen-
tavos, por preaviso; más la suma de Cuarenticinco Pesos 
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE SEPTIEMBRE DE 1970 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distritl 
Judicial de Barahona, de fecha 24 de noviembre de 1969. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Ingenio Barahona. 
Abogados: Lic. Rafael Alburquerque Z-B. y Dres. J. Enrique Her-

nández M., y Juan Estéban Ariza Mendoza. 

Recurrido: Leopoldo Payano. 
Abogado: Dr. Manuel Eduardo González. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y 
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 30 de Septiembre del 1970, años 1279 de la Independen-
cia y 1089  de la Restauración, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Ingenio 
Barahona, contra la sentencia del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Barahona, dictada en su:, 
atribuciones laborales, en fecha 24 de noviembre del 1969, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Manue' 

Eduardo González, cédula N 9  12217, serie 18, abogado del 
recurrido, que lo es Leopoldo Payano, dominicano, mayor 
de edad, casado, domiciliado en la sección de "Galván", Mu-
nicipio de Neyba, cédula N 9  6165, serie 6; 

Visto el memorial de casación suscrito en fecha 9 de 
febrero del 1970 por el Lic. Rafael Alburquerque Zayas-
Bazán y Dres. José Enrique Hernández Machado y Juan 
Estéban Ariza Mendoza, abogados del recurrente; 

Visto el memorial de defensa, suscrito en fecha 9 de 
marzo del 1970 por el abogado del recurrido; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos mencionados por el recurrente 
en su memorial, y 1, 20 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en lo 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que con motivo de una reclamación laboral que no pudo 
ser conciliada, el Juzgado de Paz del Municipio de Baraho-
na dictó, en fecha 26 de febrero del 1969, en sus atribucio-
nes laborales, una sentencia cuyo dispositivo dice así: "Fa-
lla: Primero: Que debe Declarar coom al efecto Declara, 
rescindido el contrato de Trabajo existente entre el señor 
Leopoldo Payano y el Ingenio Barahona (C. E. A.), por cul-
pa de este último. Segundo: Que debe Condenar como al 
efecto Condena, al Ingenio Barahona (C. E. A.), a pagar in-
mediatamente a su extrabajador Leopoldo Payano, las si-
guientes prestaciones laborales: la cantidad de Doscientos 
Cincuenta Pesos Oro (RD$250.00) por concepto de auxilio 
de cesantía, es decir dos meses y quince días a razón de 
quince días por cada año trabajado durante cinco años en 
base a su sueldo de RD$100.00 mensuales; más la cantidad 
de Setentinueve Pesos Oro (RD$79.92) con Noventidós Cen-
tavos, por preaviso; más la suma de Cuarenticinco Pesos 
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Oro con Veintidós Centavos (RD$45.22) de vacaciones; pago 
éste correspondiente a doce días y medio a razón de Tres 
Pesos Oro con Treintitres Centavos (R.D$3.33) diarios, a 
base de un sueldo de RD$100.00 mensual. Tercero: Conde-
na al Ingenio Barahona (C. E. A.) al pago de los salarios de-
jados de pagar desde el día de la demanda hasta que inle -f-
venga la sentencia definitiva, sin que exceda de tres mees. 
Cuarto: Condena al Ingenio Barahona (C. E. A.), al pago 
de las costas dei procediimento las que se distraerán a fa-
vor del Dr. Manuel Eduardo González Feliz, por estarias 
avanzando en su mayor parte"; b) que sobre el recurso de 
apelación del Ingenio Barahona, intervino la sentencia aho-
ra impugnada, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: 
Declarar como al efecto Declara, regular y válido, en la 
forma el recurso de Apelación contra la sentencia labora:. 
N9  1 de fecha 26 de Febrero de 1969, dictada por el Juzgado 
de Paz del Municipio de Barahona, en sus atribuciones la 
borales, po rhaber sido interpuesta en tiempo hábil y de 
acuerdo con la Ley. Segundo: Declarar como al efecto De 
clara, nulo y sin ningún efecto Jurídico, el Informativo pro-
ducido el día 1 9  de Setiembre del 1969, por la parte inti-
mante el Ingenio Barahona, CEA, por falta de base legal y 
en consecuencia rechaza en el fondo el recurso de apelación 
interpuesto por improcedente y mal fundado; coMirmando 
en todas sus partes la sentencia recurrida por ser justas y 
reposar en base legal. Tereerd: Condena a la parte intima-
da el Ingenio Barahona, CEA, al pago de las costas del pro-
cediimento, las cuales se distraen a favor del Doctor Manuel 
Eduardo González, abogado constituido del demandante 
Leopoldo Payano, por afirmar haberlas avanzado en su to-
talidad"; 

Considerando, que el recurrente invoca en su memo-
rial los siguientes medios de casación: Primer Medio: Vio-
lación al artículo 141 del Código de Procediimento Civil. 
Ausencia de motivo respecto del rechazamiento implícito 

BOLETIN JUDICIAL 	 2061 

de conclusiones formales de audiencia. Desconocimiento de 
documentos válidamente sometidos al debate público y con-
tradictorio. Falta de motivos en cuanto al rechazamiento d,- 
esos documentos como prueba válida. iVolación al derecha, 
de defensa. Segundo Medio: Violación de las reglas que 
rigen los informativos sumarios, en lo que respecta al ar-
tículo 404 del Código de Procedimiento Civil. Aplicación 
errónea de textos legales aún no vigentes. Violación al a•!- 
tículo 56 de (a Ley N9 637, sozre Contratos de Trabajo. Vio-
lación por falsa aplicación del artículo 78 (ordinales 2 y 1.0 
del Código de Trabajo). Contradicción de motivos. Falta 
de base legal. 

Considerando, que en el primer medio de su memorial 
el recurrente alega, en síntesis, que él presentó conclusio-
nes ante dicho Tribunal por las cuales contestaba las dei 
trabajador demandante, tendientes a que se declarara ven 
cido el plazo que otorga la ley al patrono para despedir al 
trabajador; que, sin embargo, sigue alegando el recurrente, 
dichas conclusiones no se hicieron figurar en la sentencia 
iiipugnada ni fueron objeto de ponderación; 

Considerando, que, en la sentencia impugnada se ex-
presa que el despido del trabajador demandante era ex-
temporáneo, ya que el hecho atribuído al trabajador despe-
dido ocurrió a fines del mes de junio del 1968, y el despido 
se operó el 30 de julio del mismo año; 

Considerando. que, sin embargo, el tribunal a-quo no 
ponderó, al declarar extemporáneo el despido del trabajador 
los siguientes documentos que existen en el expediente: a) 
Memorándum dirigido en fecha 25 de julio del 1968 por 
Recorrida Nocturna del Ingenio Barahona por el cual éste 
le denunciaba al Encargado de Celadores de dicho Ingenio, 
que había sorprendido al celador, Leopoldo Payano, comple-
tamente dormido en horas de la noche en el lugar donde es-
taba prestando servicios; b) Memorándum suscrito en esa 
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Oro con Veintidós Centavos (RD$45.22) de vacaciones; pago 
éste coirespondiente a doce días y medio a razón de Tres 
Pesos Oro con Treintitres Centavos (RD$3.33) diarios, a 
base de un sueldo de RD400.00 mensual. Tercero: Conde-
na al Ingenio Barahona (C. E. A.) al pago de los salarios de-
jados de pagar desde el día de la demanda hasta que inter-
venga la sentencia definitiva, sin que exceda de tres meses. 
Cuarto: Condena al Ingenio Barahona (C. E. A.), al pago 
de las costas del procediimento las que se distraerán a fa-
vor del Dr. Manuel Eduardo González Feliz, por estarlas 
avanzando en su mayor parte"; b) que sobre el recurso de 
apelación del Ingenio Barahona,. intervino la sentencia aho-
ra impugnada, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: 
Declarar como al efecto Declara, regular y válido, en la 
forma el recurso de Apelación contra la sentencia labora: 
N9  1 de fecha 26 de Febrero de 1969, dictada por el Juzgado 
de Paz del Municipio de Barahona, en sus atribuciones la-
borales, po rhaber sido interpuesta en tiempo hábil y dr 
acuerdo con la Ley. Segundo: Declarar como al efecto De 
clara, nulo y sin ningún efecto Jurídico, el ínfoimativo pro-
ducido el día 1 9  de Setiembre del 1969, por la parte inti-
mante el Ingenio Barahona, CEA, por falta de base legal y 
en consecuencia rechaza en el fondo el recurso de apelación 
interpuesto por improcedente y mal fundado; coráirmando 
en todas sus partes la sentencia recurrida por ser justas y 
reposar en base legal. Tercero": Condena a la parte intima-
da el Ingenio Barahona, CEA, al pago de las costas del pro-
cediimento, las cuales se distraen a favor del Doctor Manuel 
Eduardo González, abogado constituido del demandante 
Leopoldo Payano, por afirmar haberlas avanzado en su to-
talidad"; 

Considerando, que el recurrente invoca en su memo-
rial los siguientes medios de casación: Primer Medio: Vio-
lación al artículo 141 del Código de Procediimento Civil. 
Ausencia de motivo respecto del rechazamiento implícito  

de conclusiones formales de audiencia. Desconocimiento de 
documentos válidamente sometidos al debate público y con-
tradictorio. Falta de motivos en cuanto al rechazamiento d-
esos documentos como prueba válida. iVolación al de.recho 
de defensa. Segundo Medio: Violación de las reglas que 
rigen los informativos sumarios, en lo que respecta al ar-
tículo 404 del Código de Procedimiento Civil. Aplicación 
errónea de textos legales aún no vigentes. Violación al ar-
tículo 56 de la Ley N 9  637, .sozre Contratos de Trabajo. Vio-
lación por falsa aplicación del artículo 78 (ordinales 2 y 10 
del Código de Trabajo). Contradicción de motivos. Falta 
de base legal. 

Considerando, que en el primer medio de su memorial 
el recurrente alega, en síntesis, que él presentó conclusio-
nes ante dicho Tribunal por las cuales contestaba las dei 
trabajador demandante, tendientes a que se declarara ven 
cido el plazo que otorga la ley al patrono para despedir al 
trabajador; que, sin embargo, sigue alegando el recurrente, 
dichas conclusiones no se hicieron figurar en la sentencia 
flipugnada ni fueron objeto de ponderación; 

Considerando, que, en la sentencia impugnada se ex-
presa que el despido del trabajador demandante era ex-
temporáneo, ya que el hecho atribuído al trabajador despe-
dido ocurrió a fines del més de junio del 1968, y el despido 
se operó el 30 de julio del mismo año; 

Considerando, que, sin embargo, el tribunal a-quo no 
ponderó, al declarar extemporáneo el despido del trabajados 
los siguientes documentos que existen en el expediente: a) 
Memorándum dirigido en fecha 25 de julio del 1968 por 
Recorrida N-cturna del Ingenio Barahona por el cual éste 
le denunciaba al Encargado de Celadores de dicho Ingenio, 
que había sorprendido al celador, Leopoldo Payano, comple-
tamente dormido en horas de la noche en el lugar donde es-
taba prestando servicios; b) Memorándum suscrito en esa 
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misma fecha por el Encargado del Cuerpo de Celadores del 
Ingenio, Emilio Amado Matos, dirigido al Administrador del 
mismo, Agrónomo Juan Gómez Peña, mediante el cual se 
trasmitía el reporte dado por el Recorrida Nocturno, a que 
se ha hecho mención precedentemente; que en tales condi-
ciones en la sentencia impugnada se incurrió en el vicio 
de falta de base legal, puesto que de haber ponderado di-
chos documentos hubiera podido dar al caso, eventualmen-
te, una solución distinta, por lo que la sentencia impugna-
da debe ser casada, sin que sea necesario ponderar los de- 

más medios del recurso; 

Considerando ,  que, cuando una sentencia es casada por 

falta de base legal las costas pueden ser compensadas; 
Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 

el 24 de noviembre del 1969 por el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Barahona, en sus atribucio-
nes laborales, cuyo dispositivo se copia en parte anterior 
del presente fallo; y envía el asunto por ante el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Azua en las mis-
mas atribuciones; Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando E. 
Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.— Ma-
nuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. 

Alvarez Perelló — Juan Bautista Rojas Almánzar— San-
tiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Se- 

cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados. y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE SEPTIEMBRE DE 1970 

  

     

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera 

Insta•cia del Distrito Nacional, de fecha 19 de febrem 
de 1970. 

 

      

                 

     

'galería: Trabajo. 

          

     

Recurrente: Adolfo Chaple. 

Abogado: Dr. Rafael Velázquez de Colón. 

    

                 

     

Recurrido: Francisco Teodoro Urefia. 

Abogado: Dr. Francisco L. Chía Troncoso. 

    

      

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

    

     

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama 
Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló. Juan 
Eautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuc-
cia, asistidos del Secretario General, en la Sala donde cele-
bra zus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Gnz-
n-ián, Distrito Nacional, hoy día 30 de Septiembre del añc 
1970, años 1279 de la Independencia y 108 9  de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentencia: 

  

       

       

       

     

Sobre el recurso de casación interpuesto por Adolfo 
Chaple,( cubano, mayor de edad, casado, comerciante, cé-
dula N9 119379, serie 1 9-, domiciliado en el kilómtero 11 de 
la autopista Duarte, contra sentencia de la Cámara de Tra-
bajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, cuyo dispositivo se copia más adelante; 
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misma fecha por el Encargado del Cuerpo de Celadores del 
Ingenio, Emilio Amado Matos, dirigido al Administrador del 
mismo, Agrónomo Juan Gómez Peña, mediante el cual se 
trasmitía el reporte dado por el Recorrida Nocturno, a que 
se ha hecho mención precedentemente; que en tales condi-
ciones en la sentencia impugnada se incurrió en el vicio 
de falta de base legal, puesto que de haber ponderado di-
chos  documentos hubiera podido dar al caso, eventualmen-
te, una solución distinta, por lo que la sentencia impugna-
da debe ser casada, sin que sea necesario ponderar los de- 

más medios del recurso; 

Considerando ,  que, cuando una sentencia es casada por 

falta de base legal las costas pueden ser compensadas; 
Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 

el 24 de noviembre del 1969 por el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Barahona, en sus atribucio-
nes laborales, cuyo dispositivo se copia en parte anterior 
del presente fallo; y envía el asunto por ante el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Azua en las mis-
mas atribuciones; Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando E. 
Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.— Ma-
nuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. 
Alvarez Perelló — Juan Bautista Rojas Almánzar.— San-
tiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Se- 

cretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados. y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 

que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

   

            

 

SENTENCIA DE FECHA 30 DE SEPTIEMBRE DE 1970 

  

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera 

Insta•cia del Distrito Nacional, de fecha 19 de febre: .,) 
de 1970. 

  

IlIa:eria: Trabajo. 

          

Recurrente: Adolfo Chaple. 

Abogado: Dr. Rafael Velázquez de Colón. 

    

Recurrido: Francisco Teodoro Urefia. 

Abogado: Dr. Francisco L. Chía Troncoso. 

    

 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

    

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama 
Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló. Juan 
Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuc-
cia, asistidos del Secretario General, en la Sala donde cele-
bra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guz-
mán, Distrito Nacional, hoy día 30 de Septiembre del añc 
1970, años 1279 de la Independencia y 108 9  de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Adolfo 
Chaple,( cubano, mayor de edad, casado, comerciante, cé-
dula N9 119379, serie 11, domiciliado en el kilómtero 11 de 
la autopista Duarte, contra sentencia de la Cámara de Tra-
bajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, cuyo dispositivo se copia más adelante; 
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cual obligatoria dejada de paga ren el año 1967; la regalía 
pascual obligatoria (proporción) correspondiente al año 
1968, más los salarios que habría devengado el trabajador 
desde el día de su demanda, y hasta que intervenga senten-
cia definitiva, sin que estos salarios e indemnizaciones exce-
dan de tres meses de conformidad con el ordinal 3 9  del ar-
tículo 83 del Código de Trabajo, calculadas todas estas pres-
taciones e indemnizaciones en base a un salario de RD$17.50 
semanales; Cuarto: Se condena a la parte demandada al pa-
go de las costas, y se ordena la distracción de las mismas 
en provecho del Dr. Francisco L. Chía Troncoso, abogado 
de la parte demandante, quien afirma haberlas avanzado 
en su totalidad; Quinto: Se rechazan las conclusiones de la 
parte demandante en cuanto respecta a las horas extras por 
no haber indicado en la demanda ni en sus conclusiones ni 
en ningún otro documento, el número de las mismas"; la) 
que sobre el recurso de apelación de Adolfo Chaple, inter-
vino la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice 
así: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido en cuan-
to a la forma el recurso de apelación interpuesto por Adol-
fo Chanle contra sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo 
del Distrito Nacional, de fecha 18 de febrero del 1969, dic-
tada en favor de Francisco Teodoro Ureña, cuyo dispositij 
yo finura copiado en parte anterior de esta misma senten-
cia; Seo-undo: Relativamente al fondo, Rechaza dicho re-
curso de alzada y en consecuencia Confirma en todas sus 
partes la sentencia recurrida; Tercero: Condena a la parte 
recurrente Adolfo Chaple al pago de las costas del proce-
dimiento, de conformidad con los artículos 5 y 16 de la Ley 
N9  302 del 18 de junio de 1964 y 691 del Código de Traba-
jo, ordenando su distracción en provecho del Dr. Francisco 
L. Chía Troncoso, quien afirma haberlas avanzado en su 
totalidad"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memoria' 
los siguientes medios de casación; Violación de los artícu-
los 1, 17, 18 y 19 del Código de Trabajo. Violación de las 
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Francis-

co Chía Troncoso, cédula N 9  44919, serie 31, abogado del re-
currido, que lo es, Francisco Teodoro Ureña, dominicano, 
mayor de edad, soltero, obrero, cédula N 9  5190, serie 65, 
domiicliado en el kilómetro 9 de la autopista Duarte; 

Visto el memorial de casación suscrito en fecha 9 de 
febrero del 1970, por la abogada del recurrente, Dra. Ra-
faela Velázquez de Colón, cédula N 9  6038, serie 2a, en la 
cual se invocan los medios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa, suscrito en fecha 30 de 
marzo del 1970, por el abogado del recurrido; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1, 17, 18 y 19 del Código de 
Trabajo, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
con motivo de una reclamación laboral que no fue concilia-
da, el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dic-
tó en fecha 18 de febrero del 1969, una sentencia cuyo dis-
positivo dice así: "Falla: Primero: Se declara resuelto el 
contrato de trabajo que ligaba a los señores Francisco Teo-
doro Ureña y Adolfo Chaple, por culpa de este último y 
con responsabilidad para el mismo; Segundo: Se declara 
injustificado el despido operado por el señor Adolfo Cha-
ple, en contra de Francisco Teodoro Ureña, y en consecuen-
cia se rechazan las conclusiones de la-  parte demandada, por 
improcedentes y mal fundadas, y se acogen las de la parte 
demandante por ser justas y reposar en prueba legal; Ter-
cero: Se condena al patrono demandado a pagar al traba-
jador demandante las prestaciones siguientes: 24 días de 
preaviso; 15 días de auxilio de cesantía, dos semanas de va-
caciones no disfrutadas ni pagadas, correspondientes al año 
1968; RD$62.50 por concepto de diferencia de regalía pas- 
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Francis-

co Chía Troncoso, cédula N 9  44919, serie 31, abogado del re-
currido, que lo es, Francisco Teodoro Ureña, dominicano, 
mayor de edad, soltero, obrero, cédula N 9  5190, serie 65, 
domiicliado en el kilómetro 9 de la autopista Duarte; 

Visto el memorial de casación suscrito en fecha 9 de 
febrero del 1970, por la abogada del recurrente, Dra. Ra-
faela Velázquez de Colón, cédula N 9  6038, serie 2a, en la 
cual se invocan los medios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa, suscrito en fecha 30 de 
marzo del 1970, por el abogado del recurrido; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1, 17, 18 y 19 del Código de 
Trabajo, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
con motivo de una reclamación laboral que no fue concilia-
da, el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dic-
tó en fecha 18 de febrero del 1969, una sentencia cuyo dis-
positivo dice así: "Falla: Primero: Se declara resuelto el 
contrato de trabajo que ligaba a los señores Francisco Teo-
doro Ureña y Adolfo Chaple, por culpa de este último y 
con responsabilidad para el mismo; Segundo: Se declara 
injustificado el despido operado por el señor Adolfo Cha-
ple, en contra de Francisco Teodoro Ureña, y en consecuen-
cia se rechazan las conclusiones de la parte demandada, por 
improcedentes y mal fundadas, y se acogen las de la parte 
demandante por ser justas y reposar en prueba legal; Ter-
cero: Se condena al patrono demandado a pagar al traba-
jador demandante las prestaciones siguientes: 24 días de 
preaviso; 15 días de auxilio de cesantía, dos semanas de va-
caciones no disfrutadas ni pagadas, correspondientes al año 
1968; RD$62.50 por concepto de diferencia de regalía pas- 

BOLETENT JUDICIAL 	 2065 

cual obligatoria dejada de paga ren el año 1967; la regalía 
pascual obligatoria (proporción) correspondiente al año 
1968, más los salarios que habría devengado el trabajador 
desde el día de su demanda, y hasta que intervenga senten-
cia definitiva, sin que estos salarios e indemnizaciones exce-
dan de tres meses de conformidad con el ordinal 3 9  del ar-
tículo 83 del Código de Trabajo, calculadas todas estas pres-
taciones e indemnizaciones en base a un salario de RD$17.50 
semanales; Cuarto: Se condena a la parte demandada al pa-
go de las costas, y se ordena la distracción de las mismas 
en provecho del Dr. Francisco L. Chía Troncoso, abogado 
de la parte demandante, quien afirma haberlas avanzado 
en su totalidad; Quinto: Se rechazan las conclusiones de la 
parte demandante en cuanto respecta a las horas extras por 
no haber indicado en la demanda ni en sus conclusiones ni 
en ningún otro documento, el número de las mismas"; b) 
que sobre el recurso de apelación de Adolfo Chaple, inter-
vino la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice 
así: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido en cuan-
to a la forma el recurso de apelación interpuesto por Adol-
fo Chaple contra sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo 
del Distrito Nacional, de fecha 18 de febrero del 1969, dic-
tada en favor de Francisco Teodoro Ureña, cuyo dispositi: 
yo finura copiado en parte anterior de esta misma senten-
cia; Secrundo: Relativamente al fondo, Rechaza dicho re-
curso de alzada y en consecuencia Confirma en todas sus 
partes la sentencia recurrida; Tercero: Condena a la parte 
recurrente Adolfo Chaple al pago de las costas del proce-
dimiento, de conformidad con los artículos 5 y 16 de la Ley 
N9 302 del 18 de junio de 1964 y 691 del Código de Traba-
jo, ordenando su distracción en provecho del Dr. Francisco 
L. Chía Troncoso, quien afirma haberlas avanzado en su 
totalidad"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memoria' 
los siguientes medios de casación; Violación de los artícu-
los 1, 17, 18 y 19 del Código de Trabajo. Violación de las 
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reglas de la prueba. Desnaturalización de los hechos y do-
cumentos de la causa. Falta de base legal: 

Considerando, que el recurrente alega, en síntesis, er 
sus medies. reunidos, que per la sentencia impugnada se le 
ha crndenado al pago de prestaciones laborales en provecho 
del trabajador Teodoro Ureña. a peser de que entre él y 
este último no existen relaciones de trabajo, ya que él (e' 
recurrente) no tiene ninguna m'ataja avícola a su cargo en 
la cual laborara Teodoro Ureña; que esta circunstanc'a 
ha sido probada por éste, mientras se ha comprobado qur 
dicho trabajador prestaba serviicos al Ingeniero Armando 
D'Alessandro. en una Irania de la propiedad de éste situa-
da en el Kilómetro 111/2 de la autopista Duarte; que est.) 
se comprueba por el Instituto Dominicano de Seguros So-
ciales en la que consta que dicho trabajador prestó servi-
cios a Armando D'Alessandro durante el m'smo período y 
horario que señala en su demanda el mencionado trabaja-
dor; pero, 

Considerando. aue en la sentencia impugnada consta 
oue por las declaraciones del test'go José Virgilio Torre; 
.Iáquez re comprobó que Adol^o Chaple era reconocido co-
mo dueño de la "Granja Avícola" y que allí era donde 
trabajaba Teodcro Ureña, con un salario de RD$17 59 se-
mana'es; que lo despidieron porque no quiso trabajar muy 
tarde en la noche, sin aue le pagaran las horas extras; rue 
también se expresa en la sentencia impugnada nue el he-
cho de aue dicha granja sea de la propiedad de Armando 
D'Alessandro. como lo indican los documen`os del expe-
diente, no exime a Adolfo Chaple de la responsabilidad fren-
te al trabajador demandante, ya que, según se comprueba 
por las declaraciones del testigo antes mencionado la perso-
na a quien se tiene en esa región como propietario de esa 
Granja es a Adolfo Chaple, siendo éste quien dirigía al 
trabajador Ureña, y fungía como su patrono y fue quien lo 
despidió de su trabajo; 

Considerando, que los trabajadores no están llamados 
a saber cuál es el dueño de la empresa en donde realizan 
sus labores, por lo que la demanda que ellos intenten con-
tra el patrono aparente estará correctamente encaminada; 
que en la especie los jueces del fondo comprobaron que lo 
persona a quien el trabajador Francisco Teodoro Urena te-
nía como patrono de la Granja en donde laboraba era o 
Adolfo Chaple, ya que era la persona que le daba órdenes 
y quien, por último, lo despidió de su trabajo; por todo lo 
cual los jueces de fondo procedieron correctamente al es-
timar que al intentar su demanda el trabajador Ureña con-
tra Ado2;:o Chaple procedió correctamente, ya que él lo 
consideraba corno su patrono en los trabajos de la granja; 
que en tales condiicones los medios del recurso carecen de 
fundamento y deben ser desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Adolfo Chaple contra la sentencia de 
la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional, dictada en fecha 19 de febrero de 
1970, cuyo dispositivo se copla en parte anterior del pre-
sente fallo; Segundo: Condena al recurrente al pago de las 
costas, con distracción en favor del Dr. Francisco Chil.., 
Troncoso, abogado del recurrido, quien afirma haberlas 
avanzado en su totalidad. 

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francis-
co Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuc-
cia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por loa 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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reglas de la prueba. Desnaturalización de los hechos y do-
cumentos de la causa. Falta de base legal; 

Considerando, que el recurrente alega, en síntesis, eo 
sus medios. reunidos, que per la sentencia impugnada se le 
ha condenado al pago de prestaciones laborales en provecho 
del trabajador Teodoro Ureña, a pesar de que entre él y 
este último no existen relaciones de trabajo, ya que él (e' 
recurrente' no tiene ninguna rranja avícola a su cargo en 
la cual laborara Teodoro Ureña; que esta circunstancia no 
ha sido probada por éste, mientras se ha comprobado que 
d'ho trabajador prestaba serviicos al Ingeniero Armando 
D'Alessandro. en una Irania de la propiedad de éste situa-
da en el Kilómetro 111/2 de la autopista Duarte; que esta 
se comprueba por el Instituto Dominicano de Seguros So-
ciales en la que consta que dicho trabajador prestó servi-
cios a Armando D'Alessandro durante el m'smo período y 
horario que señala en su demanda el mencionado trabaja-
dor; pero, 

Considerando. aue en la sentencia impugnada consta 
eme por las declaraciones del testigo José Virgilio Torre; 
Jáquez re comprobó que Adoro Chaple era reconocido co 
mo dueño de la "Granja Avícola" y que allí era donde 
trabajaba Teodoro Ureña, con un salario de RDS17 59 se-
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también se expresa en la sen'encia impugnada aue el he-
cho de aue dicha granja sea de la propiedad de Armando 
D'Alessandro. como lo indican los documen`os del expe-
diente, no exime a Adolfo Chaple de la responsabilidad fren-
te al trabajador demandante, ya que, según se comprueba 
por las declaraciones del testigo antes mencionado la perso-
na a quien se tiene en esa región como propietario de Qua 
Granja es a Adolfo Chaple, siendo éste quien dirigía al 
trabajador Ureña, y fungía como su patrono y fue quien lo 
despidió de su trabajo; 

Considerando, que los trabajadores no están llamados 
a saber cuál es el dueño de la empresa en donde realizan 
sus labores, por lo que la demanda que ellos intenten con-
tra el patrono aparente estará correctamente encaminada; 
que en la especie los jueces del fondo comprobaron que id 
persona a quien el trabajador Francisco Teodoro Urena te-
nía como patrono de la Granja en donde laboraba era a 
Adolfo Chaple, ya que era la persona que le daba órdenes 
y quien, por último, lo despidió de su trabajo; per todo lo 
cual los jueces de fondo procedieron correctamente al es• 
timar que al intentar su demanda el trabajador Ureña con-
tra Adoro Chaple procedió correctamente, ya que él lo 
consideraba como su patrono en los trabajos de la granja; 
que en tales condiicones los medios del recurso carecen de 
fundamento y deben ser desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Adolfo Chaple contra la sentencia de 
la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional, dictada en fecha 19 de febrero de 
1970, cuyo dispositivo se copla en parte anterior del pre-
sente fallo; Segundo: Condena al recurrente al pago de. las 
costas, con distracción en favor del Dr. Francisco Chi_, 
Troncoso, abogado del recurrido, quien afirma haberlas 
avanzado en su totalidad. 

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Ma-
nuel D. Bergés Chopani— Manuel A. Amiama.— Francis-
co Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuc-
cia.— Ernesto Cur:el hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por lo; 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 



BOLETIN JUDICIAL 	 2069 2068 	 BoLrriN JUDICIAL 

SENTENCIA DE FECHA 30 DE SEPTIEMBRE DE 1970 

Sentencia impugnada: Cámara de Cuentas, de fecha 16 de diciem-
bre de 1969. 

Materia: ContAdm. 

Recurrente: Implementos y Maquinarias, C. por A. 
Abogado: Lic. José E. García Aybar. 

Recurrido: Estado Dominicano. 
Abogado: Dr. Néstor Caro. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Manuel A. Amiama, Joaquín M. Alvarez Perelló, 
Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo 
Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo 
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 30 del mes de sep-
tiembre de 1970, años 1279 de la Independencia y 108 9  de 

la Restauración, dicta en audiencia pública como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Imple-
mentos y Maquinarias, C. por A., domiciliada en el kilóme-
tro 5 de la Carretera Duarte, contra la sentencia dictada en 
fecha 16 de diciembre de 1969 por la Cámara de Cuentas, 
en funciones de Tribunal Superior Administrativo, cuyo 
dispositivo se transcribe más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Lic. José E. García Aybar, cédula N 9  3082, se- 

rie 19, abogado de la Compañía recurrente, en la lectura 
de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

- Visto ei memorial de casación de fecha 6 de febrera 
de 1969, suscrito por el abogado de la compañía recurren-
te, en el cual se invoca contra la sentencia impugnada el 
memo que se indica más adelante; 

Visto el memorial ae defensa de •1a parte recurrida, en 
el caso ei Estado Dominicano, de fecha 6 de marzo de 197ú, 
suscrito pur el Dr. Nestor Caro, Procurador General Ad-
ministrativo; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales citados por la recurrente, 
que se mencionan más adelante, así como los artículos 60 
de la Ley IV ae mounicacia y lv y 20 cie la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que, en la sentencia impugnada y en 
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente. 
a) que, con motivo de una liquidación ael impuesto sobre 
la renta que la Compañía recurrente consideraba no ajus-
tado a la Ley, dicha compañía pidió a la Dirección General 
del Impuesto la reconsideración del caso y dicho organismo 
lo decidió por su Resolucin N 9  152-67, de fecha 23 de mar-
zo de 1967, cuyo dispositivo dice así "1ro. Declarar, regu-
lar y válido en la forma, el recurso en reconsidkracin in-
terpuesto por implimentos y Maquinarias, C. por A.; 2do. 
Anular, la impugnación de la suma de RD$364.25, por con-
cepto de "Gastos de Viaje al Extranjero", en el ejercicio 
1961-62, notificado por esta Dirección General en fecha 
28 de diciembre de 1965; 3ro. Mantener, las restantes im-
pugnaciones del mismo ejercicio 1961-62; 4to. Requerir, 
del contribuyente el pago de las sumas de RD$4,748.02 y 
RD$1,061.31 por concepto de Impuesto sobre la Renta co-
rrespondiente al ejercicio 1961-62; 5to. Conceder, un pla- 
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE SEPTIEMBRE DE 1970 

Sentencia impugnada: Cámara de Cuentas, de fecha 16 de diciem-
bre de 1969. 

Materia: ContAdm. 

Recurrente: Implementos y Maquinarias, C. por A. 
Abogado: Lic. José E. García Aybar. 

Recurrido: Estado Dominicano. 
Abogado: Dr. Néstor Caro. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Manuel A. Amiama, Joaquín M. Alvarez Perelló, 
Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo 
Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo 
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 30 del mes de sep-
tiembre de 1970, años 127 9  de la Independencia y 108 9  de 

la Restauración, dicta en audiencia pública como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Imple-
mentos y Maquinarias, C. por A., domiciliada en el kilóme-
tro 5 de la Carretera Duarte, contra la sentencia dictada en 
fecha 16 de diciembre de 1969 por la Cámara de Cuentas, 
en funciones de Tribunal Superior Administrativo, cuyo 
dispositivo se transcribe más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Lic. José E. García Aybar, cédula N 9  3082, se- 
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rie 11, abogado de la Compañía recurrente, en la lectura 
de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

- Visto el memorial de casación de fecha 6 de febrero 
de 1969, suscrito por el abogado de la compañía recurren-
te, en el cual se invoca contra la sentencia impugnada el 
memo que se indica más adelante; 

Visto el memorial ae aefensa de Ja parte recurrida, en 
el caso el Estaao Dominicano, de fecha 6 de marzo de 197ii, 
suscrito pur el Dr. Nestor Caro, Procurador General Ad 
mnustrativo; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales citados por la recurrente, 
que se mencionan más adelante, así como los artículos 60 
de la Ley N ae mounicada y 1' y 20 ae la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que, en la sentencia impugnada y en 
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente. 
a) que, con motivo de una liquidación ael impuesto sobre 
la renta que la Compañía recurrente consideraba no ajus-
tado a la Ley, dicha compañía pidió a la Dirección General 
del Impuesto la reconsideración del caso y dicho organismo 
lo decidió por su Resolucin N9  152-67, de fecha 23 de mar-
zo de 1967, cuyo dispositivo dice así "lro. Declarar, regu-
lar y válido en la forma, el recurso en reconsideracin in-
terpuesto por Implimentos y Maquinarias, C. por A.; 2do. 
Anular, la impugnación de la suma de RD$364.25, por con-
cepto de "Gastos de Viaje al Extranjero", en el ejercicio 
1961-62, notificado por esta Dirección General en fecha 
28 de diciembre de 1965; 3ro. Mantener, las restantes im-
pugnaciones del mismo ejercicio 1961-62; 4to. Requerir, 
del contribuyente el pago de las sumas de RD$4,748:02 y 
RD$1,061.31 por concepto de Impuesto sobre la Renta co-
rrespondiente al ejercicio 1961-62; 5to. Conceder, un pla- 
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zo de diez (10) días para el pago de las sumas adeudadas 
al Fisco; 6to. Remitir, al contribuyente un formulario F1-68 
para que efectúe el pago de las referidas sumas en una de 
las Colecturías de Rentas Internas"; b) que sobre recurso 
de alzada jerárquica de la misma compañía al Secretario 
de Estado de Finanzas dictó en fecha 19 de febrero de 195e 
una Resolución marcada con el N9 117-68, cuyo dispositi-
vo dice así: "i'RIMERO: Admitir, como por la presente ad-
mite, en cuanto a la forma, el recurso jerárquico eleva& 
por la firma Inaplementos y Maquinarias, C. por A., contra 
la Resolución N 9  152-67 de fecha 23 de marzo del 1967, dic- 
tada por la Dirección General del Impuesto sobre la Ren-
ta; SEGUNDO: Rechazar, como por la presente rechaza, en 
cuanto al fondo, el recurso jerárquico antes mencionado; 
TERCERO: Confirmar, como por la presente confirma en 
todas sus partes, la indicada Resolución N9 152-67 de fecha 
23 de marzo del 1967, dictada por la citada Dirección Gene-
ral del Impuesto sobre la Renta y a la parte interesada, pa-
ra los fines procedentes"; c) que, sobre recurso de la misma 
compañía, la Cámara de Cuentas, en funciones de Tribunal 
Superior Administrativo, dictó en fecha 16 de diciembre 
de 1969, la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo di-
ce así: "FALLA: Unico: Declara inadmisible por extempo-
ráneo el recurso contencioso-administrativo interpuesto por 
Implementos y Maquinarias, C. por A., contra la Resolución 
N9  117-68 de fecha 19 de febrero de 1968, dictada por el 
Secretario de Estado de Finanzas"; 

Considerando, que, contra la sentencia que impugna. 
la  Implementos y Maquinarias, C. por A., invoca el si • 
guiente medio de casación: Violación del Art. 93, Párral 
II de la Ley 5911 del Impuesto sobre la Renta, modificado 
por la Ley 193 del 30 de abril de 1966; del Art. 8 de la Ley 
1494 que instituye la Jurisdicción Contencioso Administra-
tiva del 2 de agosto de 1947; y del Art. 8 Párrafo 2, Inci-
so J) de la Constitución de la República; 

Considerando, que, en el desenvolvimiento del medio 
que se acaba de transcribir como enunciado, la compañía 
recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: que el plazo de 
quince días establecido en la Ley N9  1494 de 1947 para re-
currir al Tribunal Superior Administrativo, cuando ese re-
curso se refiere a la aplicación de impuestos, debe tener co-
mo punto de partida el día en que el contribuyente incon-
forme ccn lo decidido por la Administración e interesado cu 
recurrir, quede habilitado para el pago proviisonal del im-
puesto en las oficinas recaudadoras por haber sido provisto 
de liquidación asentada en el formulario oficial correspon-
diente; que, en el caso de que se trataba, relativo al im-
puesto sobre la renta, el pago no era recibible en las ofici-
nas recaudadoras sin ese requisito establecido por la Direc-
ción del Impuesto y que la recurrente recibió el formula • 
rio contentivo de la liquidación el 30 de mayo de 1968, y 
así habilitado pagó el 10 de junio de 1968 el impuesto y re-
currió al Tribunal Superior Administrativo el 12, por lo 
cual el plazo fijado por la Ley para ese recurso estaba to-
davía en curso; que, por tanto, la sentencia impugnada de-
be ser casada, por haber declarado inadmisible su recurso; 

Considerando, que, tal como lo afirma la compañía re-
currente, existe en el caso del impuesto sobre la renta. o 
existía hasta - la época en que este asunto pasó por el Tri-
bunal Superior Administrativo, una reglamentación en vir-
tud de la cual las oficinas recaudadoras no pueden recibi, 
ningún pago del impuesto sobre la renta sin la presenta 
ción del formulario en que consten todos los datos corres• 
pondientes, elaborados por la oficina del Impuesto; que. 
como cuando se trate de recursos en materia de imatiestos. 
la Ley N9 1494 de 1947 exige que el monto del impuesto 
en controversia en cuanto a su legalidad, sea pagado pro-
visionalmente para que el recurso sea admisible y es pre-
ciso admitir. como lo sostiene la recurrente, que. para que 
quede garantizado el derecho de defensa de los contribu-
yentes, el plazo para recurrir al Tribunal Superior Admi- 
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zo de diez (10) días para el pago de las sumas adeudadas 
al Fisco; 6to. Remitir, al contribuyente un formulario F1-68 
para que efectúe el pago de las referidas sumas en una de 
las Colecturías de Rentas Internas"; b) que sobre recurso 
de alzada jerárquica de la misma compañía al Secretario 
de Estado de Finanzas dictó en fecha 19 de febrero de 19se 
una Resolución marcada con el N9 117-68, cuyo dispositi-
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ta; SEGUNDO: Rechazar, como por la presente rechaza, en 
cuanto al fondo, el recurso jerárquico antes mencionado; 
TERCERO: Confirmar, como por la presente confIrma en 
todas sus partes, la indicada Resolución N9 152-67 de fecha 
23 de marzo del 1967, dictada por la citada Dirección Gene-
ral del Impuesto sobre la Renta y a la parte interesada, pa-
ra los fines procedentes"; c) que, sobre recurso de la misma 
compañía, la Cámara de Cuentas, en funciones de Tribunal 
Superior Administrativo, dictó en fecha 16 de diciembre 
de 1969, la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo di-
ce así: "FALLA: Unico: Declara inadmisible por extempo-
ráneo el recurso contencioso-administrativo interpuesto por 
Implementos y Maquinarias, C. por A., contra la Resolución 
N9  117-68 de fecha 19 de febrero de 1968, dictada por ei 
Secretario de Estado de Finanzas"; 

Considerando, que, contra la sentencia que impugna. 
la  Implementos y Maquinarias, C. por A., invoca el si • 
guiente medio de casación: Violación del Art. 93, Párral 
II de la Ley 5911 del Impuesto sobre la Renta, modificado 
por la Ley 193 del 30 de abril de 1966; del Art. 8 de la Ley 
1494 que instituye la Jurisdicción Contencioso Administra-
tiva del 2 de agosto de 1947; y del Art. 8 Párrafo 2, Inci-
so J) de la Constitución de la República; 

Considerando, que, en el desenvolvimiento del medio 
que se acaba de transcribir como enunciado, la compañía 
recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: que el plazo de 
quince días establecido en la Ley N9 1494 de 1947 para re-
currir al Tribunal Superior Administrativo, cuando ese re-
curso se refiere a la aplicación de impuestos, debe tener co-
mo punto de partida el día en que el contribuyente incon-
forme ccn lo decidido por la Administración e interesado e!I 
recurrir, quede habilitado para el pago proviisonal del im-
puesto en las oficinas recaudadoras por haber sido provisto 
de liquidación asentada en el formulario oficial correspon-
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nistrativo no queda extinguido mientras no pasen los 15 
días que fija la Ley, a contar del día en que el contribu-
yente interesado reciba el formulario que lo habilite para 
pagar; que, en el caso ocurrente, si bien se remitió a la 
recurrente la Resolución que rechazó su recurso jeráro tu-
co el 23 de febrero de 1968, en la cual se dispuso "Remitir 
al contribuyente un 'formulario FJ-68 para que efectúe el 
pago de las referidas sumas, en una Colecturía de Rentas 
Internas es constante en el expediente del caso que el for-
mulario contentivo de la liquidación fue enviado a la recu-
rrente el 24 de mayo de 4968 y recibido el 30 de ese mis-
mo mes, por lo cual el recurso contencioso-administrativo 
que ella intentó el 12 de junio era admisible en cuanto al 
plazo; que, en consecuencia, en la especie ocurrente pr.):te-
de acoger el recurso de casación y enviar el asunto a la mis-
ma Cámara de Cuentas para que se examine a fondo el re-
curso contencioso; 

Considerando que, en la materia a que se refiere et 
presente fallo no procede la condenación en costas; 

Por tales motivos, Unico, Casa la sentencia dictada por 
la Cámara de Cuentas en funciones de Tribunal Superior 
Administrativo, en fecha 16 de diciembre de 1969, cuyo dis-
positivo se ha transcrito en parte anterior del presente fa-
llo, y envía el asunto a la misma Cámara de Cuenta para los 
fines ya señalados. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.-
Manuel A. Amiama.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados. y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani, Manuel Á. Amiama, Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del 
Secretario General, en Santo Domingo, Distrito Nacional, 
hoy día 30 de septiembre de 1970, años 127o. de la Inde-
pendencia y 1080. de la Restauración, dicta en Cámara de 
Consejo, la siguiente sentencia: 

Visto el expediente relativo al recurso de casación in-
terpuesto por Hugo Alfonso de Moya Sosa, dominicano, 
mayor de edad, c;dula No. 21897, serie 1, domiciliado y re-
sidente en La Vega, contra sentencia pronunciada por el 
Tribunal Superior de Tierras, en fecha 11 de junio de 1970, 
por medio de un memorial de casación suscrito por el Doc-
tor Ramón A. González Hardy, en fecha 4 de agosto de 
1970; 

Vista la instancia de fecha 8 de septiembre de 1970, 
suscrita por el Doctor Ramón Ma. Pérez Maracallo, que di-
ce: "A los Magistrados Presidente y Jueces de la Honora-
ble Suprema Corte de Justicia.— Honorables Magistrados: 
Los señores Diego R. de Moya Sosa, portador de la cédula 
de identificación personal No. 775, serie 66, sello al día; 
Martín Antonio de Moya Sosa, portador de la cédula de 
identificación personal No. 1830, serie lra., sello al día, y 
Ernesto Manuel De Moya Sosa, portador de la cédula de 
identificación personal No. 20077, serie lra., sello al día, 
dominicanos, mayores de edad, casados, hacendados, domi-
ciliados y residentes, los dos primeros en la ciudad de San-
to Domingo de Guzmán y el último, en la ciudad de La Ve- 
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ga, por órgano del abogado que suscribe, tienen el honor 
de someter a la consideración de vosotros la preserSte ins-
tancia. En fecha 11 de junio de 1970, el Tribunal Superior 
de Tierras rindió su decisión definitiva, sobre el litigio in-
coado por el señor Hugo Alfonso De Moya Sosa, en contra 
de los exponentes en relación con las Parcelas Nos. 
29-Ref. y otras del Distrito Catastral No. 4 del Mu-
nicipio de San Francisco de Macorís.— Interesados los 
exponentes en saber si la mencionada decisión ha-
bía adquirido la autoridad de la cosa irrevocablemente 
juzgada. solicitaron un informe del Secretario General de 
ese Honorable Tribunal Supremo, quien les declaró que en 
fecha 4 de agosto de 1970, el señor Hugo Alfonso De Moya 
Sosa había recurrido en casación contra la precitada deci-
>ion y que ese mismo día el Magistrado Presidente de la 
Honorable Suprema Corte de Justicia había autorizado al 
recurrente a emplazar a los recurridos.— Hasta la fecha 
de hoy, el recurrente no ha cumplido con esa medida ;  en 
violación de los artículos 6 y 7 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación, por lo cual contra el referido recurso de 
casación debe ser declarada su caducidad.— Por Tales Mo-
tivos y por los demás que tengáis a bien suplir con vues-

tr o elevado criterio, los señores Diego R. De Moya Sosa, 
Martín Antonio De Moya Sosa y Ernesto Manuel De Mo-
ya Sosa, de generales expresadas anteriormente, por órgano 
del abogado que suscribe, tienen el honor de solicitaros 
muy respetuosamente: Declarar la caducidad del recurso 
de casación interpuesto por el señor Hugo Alfonso De Moya 
Sosa, contra la decisión del Tribunal Superior de Tierras, 
de fecha 11 de junio de 1970, relativa a las Parcelas Nos. 
29-Ref. y otras del Distrito Catastral No. 4 del Municipio 
de San Francisco de Macorís, por las razones expuestas 
precedentemente.— Es Justicia que se os solicita en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, D. N., hoy día 8 de sep-
tiembre de 1970.— Dr. Ramón Ma. Pérez Maracallo, Abo-
gado, Cédula 1312, S. 47.—; 

Visto el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el artículo 7 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Atendido que de conformidad con el antes mencio-
nado artículo se incurre en la caducidad del recurso en el 
término de treinta días a contar de la fecha en que fue pro-
veído por el Presidente el auto en que se autoriza el em-
plazamiento; que esta caducidad puede ser pronunciada a 
pedimento de parte o de oficio; 

Atendido a que en el expediente no hay constancia de 
que el recurrente haya emplazado a los recurridos; 

Por tales motivos, la Suprema Corte de Justicia, 

RESUELVE: 

Primero: Declara la caducidad del recurso de casa-
ción interpuesto por Hugo Alfonso De Moya Sosa, contra 
sentencia pronunciada por el Tribunal Superior de Tie-
rras, en fecha 11 de junio de 1970; y Segundo: Ordenar 
que ]a presente resolución sea publicada en el Boletín Ju-
dicial. 

(Firmados) : Manuel Ramón Ruiz Tejada, Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.-- 
Manuel A. Amiama.— Francisco E]pidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelle. Juan Bautista Rojas Almánzar.— San-
tiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— La presente sentencia ha 
sido dada y firmada por los señores Jueces que figuran en 
su encabezamiento, en Cámara de Consejo, el mismo día, 
mes y año en él expresados y fue firmada, leída y publica-
da por mí ;  Secretario General que certifico. 
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Secretario General de la Suprema 
Corte de Justicia. 

SANTO DOMINGO, D. N., 
30 de Septiembre, 1970. 
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